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    Este libro quiere ser una denuncia pública sobre las políticas de «igualdad» y de «violencia de género», y, lo que es peor, de su reflejo legislativo en leyes que pueden estar siendo dramáticamente perniciosas para su objetivo fundamental, la Justicia y la Igualdad. Estas disposiciones no sólo son ineficaces sino que están basadas en el enfrentamiento y no en la conciliación, especialmente en el ámbito doméstico. El juez Serrano, que tiene tras de sí una larga e innovadora carrera judicial en el ámbito de lo familiar y ha sido pionero en España en el uso de medidas de conciliación familiar para solucionar los conflictos inherente al divorcio y la custodia de los hijos, lleva algunos años ya denunciando las aberraciones que está produciendo esta dinámica impulsada por la mano poderosa de grupos políticos y de presión.


    Recientemente el juez Serrano ha sido protagonista de un proceso judicial en el que, de fondo, y por lo desproporcionado de su castigo (su apartamiento de la carrera judicial), ha estado muy presente su enfrentamiento contra esas instancias políticas y judiciales que promueven dichas leyes de género. Francisco Serrano también recorre en este libro, de primera mano, todo lo que ha rodeado su caso y los avatares de un juez castigado por su incorrección política. A pesar de todo, Francisco Serrano insiste en su denuncia mediante el análisis de una realidad poco edificante, provocada por unas políticas llamadas «de igualdad y de género» que han dado como resultado flagrantes casos de desigualdad y la injusticia.


    Francisco Serranos también recorre en este libro, de primera mano, todo lo que ha rodeado su caso y los avatares de un juez castigado por su incorrección política.
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    A María José, por su paciencia y comprensión desde esa retaguardia que sufre, reza y espera.

  


  Prólogo


  Este libro va a ser un consuelo para miles de personas que, por inverosímil que parezca, están sufriendo en este siglo XXI una represión fanática, y va a serlo porque se creen víctimas inocentes de un fenómeno natural, un terremoto, una catástrofe contra la que nada pueden hacer. Aunque solo sea por esta razón, este libro ya es un éxito, porque estas personas sabrán lo que les está pasando, sabrán que no es un fenómeno natural y sabrán que en el futuro sus hijos no tienen por qué padecer su mismo sufrimiento.


  Cuando escribo estas líneas, Francisco Serrano ha sido lamentable e incomprensiblemente condenado por tres magistrados del Tribunal Supremo del delito de prevaricación del que había sido injustamente acusado. Constituye una tragedia comprobar que ya no permanece ni un rescoldo vivo de la verdadera separación de poderes del Estado. La Justicia es un concepto abstracto y universal. Hay una Justicia eterna, inalterable al paso del tiempo y las circunstancias sociales, y otra justicia, con minúsculas, vulnerable a las modas, la ideología, la política y el Miedo. Miedo con mayúscula, que también es eterno e inalterable, pero que a diferencia de la Justicia, que es intrínsecamente humana y se debe a nuestra capacidad para el pensamiento abstracto, ese Miedo, es una emoción animal, que anida en nuestro cerebro reptil más profundo y esclaviza nuestras conciencias, porque nos aterroriza ser excluidos y marginados por nuestros congéneres.


  Francisco Serrano es uno de tantos ejemplos de hombre libre que ha dado la Historia, porque en su profesión de juez de familia siempre ha seguido el concepto de Justicia con mayúsculas, y no el de la justicia esclava de las ideas, propiedad del grupo dominante. Nunca se ha dejado esclavizar, porque siempre se ha sentido un librepensador y un juez independiente. Claro que puede equivocarse porque errare humanum est, pero incluso en sus errores, su propia conciencia ha estado siempre libre de la atadura del Miedo.


  Todos los que han intervenido en el caso contra Francisco Serrano y en su previo acoso han sido víctimas del Miedo; unos por creer en ideas erróneas (y ver amenazado su negocio), que han visto en el juez un enemigo temible a batir, y otros, conscientes de que se estaba obrando injustamente con él, por temor a ser considerados también enemigos del poder. Solo unos pocos lo han apoyado sin ambigüedades y denunciado la persecución a la que ha sido sometido.


  Transversal es una palabra muy de moda últimamente para describir ideas, conceptos o propuestas que residen en todo el espectro político, social o cultural. Transversal es la ideología llamada «de género», porque, aunque alineada en sus bases conceptuales con la izquierda extrema, que aspira a transformar radicalmente la sociedad según sus artificiales premisas, se ha extendido a todos los grupos políticos, incluido el gran partido conservador español, al que el miedo a las urnas le basta para abrazarla sin escrúpulos; tan solo la única formación que puede considerarse de centro en la actualidad, aún minoritaria y sin ataduras electorales, se opone con claridad a esta ideología, pero su denuncia es todavía un clamor en el desierto.


  En su magnífico ensayo Castellio contra Calvino, Stefan Zweig relató la brutal represión de Juan Calvino en la Ginebra del siglo XVI, a la que pretendía convertir en una nueva sociedad. La terrible tortura y muerte que sufrió Miguel Servet por escribir inocentes interpretaciones de las escrituras que hoy nos parecerían simples obviedades, y la persecución que infligió a Sebastián Castellio, al que no pudo ejecutar solo porque antes murió de enfermedad, demuestran que el poder pocas veces en la historia ha estado al servicio de la sociedad; bien al contrario, casi siempre ha ejercido la violencia contra ésta para transformarla, persiguiendo a quienes denuncian su intolerancia, su tutela o su fanatismo.


  Quizás parezca exagerada la comparación, pero sirve para demostrar que quien ostenta el poder con la pretensión de transformar la sociedad humana por creer que es malvada, se convierte casi siempre en el más malvado de los tiranos. Hoy no se tortura físicamente ni se quema en la plaza pública al heterodoxo, pero sí se le intenta infligir una muerte social, sometiéndolo a la pira de la criminalización, la represión, la condena y el ostracismo. Hay en la historia cientos de ejemplos de heterodoxos represaliados, comenzando por Jesucristo pero, reseñando otra novela de la misma autora que cita Serrano en este libro, Jean Marie Auel, en el Clan del Oso Cavernario la protagonista Ayla es declarada muerta por el jefe del clan de neandertales tras haber roto el tabú que impide cazar a las mujeres, y es expulsada de la cueva. Justo tras declarar su muerte civil, la totalidad de individuos del clan, fanatizados por sus arraigadas creencias y su terror a la diferencia, la miran pero no la ven, mientras la desgraciada no da crédito a lo que le ocurre. Para ellos la muerte es un cambio de estado, un viaje a otro plano de la existencia.


  Esto es lo que se ha pretendido hacer con Francisco Serrano desde el poder, representado por la Fiscalía, por la cultura «de género», por las asociaciones feministas «oficiales», por los políticos timoratos de uno y otro signo y por todos aquellos que solo oyen las consignas de moda, todos aquellos que solo saben ver lo que se les dice que vean, todos aquellos que solo saben vivir consumiendo en franquicias, sean de ropa, de hostelería, de comida o de pensamiento.


  La España actual no es la Europa de la Edad del Hielo, pero como en cualquier otra sociedad humana, el horror a la diferencia y a la transgresión de los tabúes nos hace comportarnos como animales, en defensa de la supuesta higiene del grupo. Hoy la ortodoxia en este país la representa el pensamiento feminista más radical, que en menos de una década se ha incrustado en el poder y ha logrado que se denuncie por maltrato a más de un millón de varones, muertos civilmente, despojados de sus casas, de sus hijos y de sus medios de vida, marginados por el Estado y señalados como apestados que hay que expulsar del clan. Un puñado de ellos, quizás unos miles, son merecedores de su condena, pero la inmensa mayoría solo son víctimas inocentes de la mentira y la falsedad, de un sistema legal que permite de la forma más sencilla expulsarlos sin más de la sociedad. Lo más penoso es que las consecuencias de esto no las pagan solo los desgraciados varones, sino los cientos de miles de hijos e hijas que se ven privados repentinamente de la presencia de sus padres, que crecerán convencidos de que sus madres son poderosas y que las cosas se logran por la fuerza, y los cientos de miles de abuelos y abuelas que se ven privados del cariño de sus nietos.


  ¿Es solo una ideología? Obviamente no, es un negocio que proporciona pingües rentas a sus beneficiarías, y es tanto más lucrativo cuantas más denuncias se interponen. ¿Cómo ha ocurrido esto en apenas unos años, y cómo se permite que sigan así las cosas? Las respuestas están en este libro. Francisco Serrano ha realizado una esclarecedora investigación desde las bases ideológicas del radicalismo feminista hasta la situación actual. Este libro es en cierto modo un vademécum del movimiento revisionista que se percibe cada vez con mayor claridad en ámbitos culturales, periodísticos, políticos y jurídicos, porque contiene el análisis y crítica que se puede hallar de forma fragmentaria y parcial en diversos medios.


  El feminismo radical «de género» se defiende de las críticas cada vez más acerbas con sus consabidas soflamas «ni un paso atrás de lo conseguido» o «quien nos critica es en realidad un neomachista». Por supuesto no quieren dar un paso atrás de lo conseguido, porque lo conseguido son toda una serie de privilegios penales, civiles, laborales, administrativos y económicos, respecto al resto de la sociedad, y por supuesto conceptúa a sus detractores como «neomachistas» porque es la demagogia del lenguaje la que tan buen resultado le ha dado durante estos años, así que, sin poder conceptuar a sus críticos como machistas, le añaden el prefijo y ya está.


  No quisiera terminar el breve prólogo sin señalar que este libro evidencia también nuestra vulnerabilidad a la manipulación ideológica, no solo respecto a las cuestiones que trata, sino en cualquier otra cuestión social o política, por lo que ayudará también al lector a aprender pensamiento crítico. Es un libro agradablemente peligroso por antidogmático. Prepárese el lector para tomar la pastilla roja.


  
    Ignacio de Juan Morón.


    Julio de 2012.

  


  
    Primera parte

    La dictadura de género

  


  1. Relaciones de pareja: Felicidad o fatalismo


  
    Los amores son como los niños recién nacidos; hasta que lloran no se sabe si están vivos.


    Jacinto Benavente

  


  I


  El ser humano es un animal gregario, nace, crece, se reproduce y muere en el contexto de un colectivo social que le acoge y en el que se integra huyendo de la soledad. El hombre primitivo lo hacía, además, por razones de supervivencia, constituyendo clanes, cavernas y tribus. La principal forma de escapar de la individualidad, como ente ermitaño y solitario, es la que nos ofrece la unión de dos personas, habitualmente hombres y mujeres, aunque la relación de pareja, hoy en día, no excluye la vinculación afectiva y física de personas del mismo sexo.


  De esa necesidad nace el principal estamento social en el que se basa nuestra civilización, cual es la familia. Por tanto nacemos abocados a iniciar y consolidar las relaciones de pareja, sin que nos deba atemorizar emprender esa aventura, superando antiguos y nuevos prejuicios que nos incapacitan para amarnos y respetarnos. Todo ello, pese a partir de la premisa, como dijera León Tolstoi en la primera frase de su novela Ana Karenina, de que las familias felices son todas iguales, las infelices lo son cada una a su manera. Una frase acertada, mas que, entiendo, no es realmente exacta, pues la verdad es que las familias felices, realmente felices, no existen; quizás, de ahí concluyera el genial Tolstoi, su absoluta semejanza. Todos, en ese empeño por huir de la soledad, somos capaces de renunciar a parte de las libertades que nos brinda la autonomía de nuestra soledad, y esa renuncia nos aboca al conflicto y por ende a la infelicidad; tensiones, roces, discusiones, enfrentamientos, que incluso pueden alcanzar reprobables tintes violentos, pueden llegar a ser habituales en la dinámica y desarrollo de unas relaciones que tienen que desenvolverse en el espacio reducido del hogar, y con unos recursos que, muchas veces, no permiten más que compartir preocupaciones, problemas, deudas y miseria.


  Esos conflictos y tensiones se acrecientan con la incorporación de nuevos protagonistas en el reparto del libreto familiar, como son los hijos, especialmente cuando alcanzan la edad de la preadolescencia o adolescencia y reclaman también su parte de libertad, sus derechos y sin ofrecer, además, a cambio, ninguna contraprestación en la asunción de obligaciones y responsabilidades. Ellos son rebeldes porque el mundo les ha hecho así, porque se lo hemos permitido, sin imponerles límites y porque los principios de autoridad y de disciplina paternas se han ido al garete. Hoy en día, los padres ya no tenemos ni el derecho de corregir moderadamente a nuestros hijos, tras la reforma de la Ley 54/2007 de 28 de diciembre de Adopción Internacional; por lo que ya me dirán cómo se educa sin esa potestad correctora de los padres, pues para educar se debe poder corregir. Luego, claro, los hijos a una edad terminan faltando el respeto e incluso pegando a sus progenitores, y cuando éstos requieren auxilio a las administraciones, les responden que no han sabido educarles… Desde luego, tantas fricciones y contrariedades desaniman para iniciar una relación de pareja y familiar seria, pues lo cierto es que ésta puede resultar empresa de alto riesgo, especialmente, para quienes carezcan de los valores y principios éticos y morales que garanticen, al menos, una aceptable probabilidad de éxito.


  Mas, con todo, como se expondrá, y pese a ello, las relaciones de pareja y familiares han constituido, constituyen y han de seguir constituyendo una gran aventura de solidaridad y amor que merece la pena ser intentada, una aventura de la que, incluso, muchos ni se arrepienten y en la que algunos confían y necesitan, hasta el punto que tienen la osadía de repetirla. La superación de las dificultades, la búsqueda de los momentos felices y la constante huida de la infelicidad, para las familias desdichadas, constituye su particular elemento distintivo, que las hace únicas y que exige respuestas exclusivas e individualizadas para su comprensión, si externamente se pretende ayudarlas a alcanzar esas metas. El éxito o el fracaso, el grado de satisfacción, dependerá en gran medida de la interpretación que hagamos de esa vida en común, sin que debamos dejarnos arrastrar por concepciones fatalistas, culturales o ideológicas, que tienden a hacernos creer que se trata de un empeño imposible, por el hecho diferencial que nos atribuyen, como un predeterminismo insalvable, como máculas y estigmas de nacimiento, a hombres y mujeres que, hoy en día, pese a todo, seguimos dispuestos a entregar en otra u otras personas, lo mejor y peor, el todo, de nosotros mismos. Porque, ciertamente, es difícil encontrar a la persona adecuada para compartir felicidad y tristeza, placer y amargura. El primer paso es ser nosotros la persona adecuada para ofrecernos en esa entrega.


  II


  Antaño, existía una forma de entender las relaciones de pareja, que encajaba más en el mundo de la fantasía, lo utópico e irreal. Una forma de interpretar los vínculos entre hombres y mujeres que deciden unir sus destinos, basada en prejuicios e idealizada, que borraba la realidad y la reemplazaba por otra imaginada e inexistente. Solía aparecer en la mente, ciertamente inmadura, de una mujer que vivía aislada del mundo; una situación en donde el amor entre hombre y mujer tenía que salvar a sus participantes de los problemas de vivir, un amor de inmaduros que se sentían abrumados por la existencia, huérfanos perdidos que padecían hasta por encontrarse, porque nunca llegaban a conocerse. Era esa, también, un tipo de relación amorosa que se oponía al cuerpo, que se identificaba con un espíritu insustancial, por lo general triste y aburrido, melodramático, solo intenso en su forma de espejismo, es decir, en la imposibilidad de ser concretado. Era un romanticismo ciertamente machista, solitario, fracasado, depresivo, narcisista, falso. Bombones y flores, amante, madre y esposa, un gran amor, propio de una mujer con una nula autoestima, un objeto precioso pero que casi no puede moverse si no quiere poner en riesgo su posición de vacío hermoso y delicado. ¿El hombre? Sostén, procreador, protector, proveedor, dureza, seguridad, garantía, un papá que cuida pero que no cría, un padre distante, periférico, al que los hijos llamaban de usted, un caballero que se brindaba, ofrecía y estaba dispuesto a batirse por su dama; un caballero que estaría dispuesto a morir por defenderla, pues ella representaba su honra, pero también a mantenerla retenida y sometida a su dominio feudal, en el castillo que, junto a sus hijos, constituía su principal y más preciada posesión.


  A quién no le suena aquella frase: «Señora en sociedad, puta en la cama y economista en la casa». Era el sueño feliz vendido de aquella perfecta, pero en realidad tan imperfecta, mujer, que debía tener la cena preparada, los hijos bien alimentados y bañados, la casa reluciente y la chimenea encendida para aquel guerrero feudal que llegaba a sus dominios, sus posesiones. No se esperaba de ella otra cosa. El movimiento femenino de corte machista promovía ese modelo, ese rol de mujer, que debía permanecer bajo la tutela de su marido. Principio proteccionista, inspirado en una pretendida discriminación positiva que tenía por fin impedir que se lesionara a una persona sin capacitación, susceptible de poder ser engañada, inmadura, menor de edad, no preparada ni cualificada, débil por naturaleza, nacimiento y condición.


  Esa forma de entender las relaciones amorosas, romanticismo ñoño y trasnochado, floreció en el siglo XIX y se mantuvo en el pasado, pero fue decayendo en la medida que la mujer fue rechazando ese papel de esposa y compañera florero, y luchó, con ahínco, por su independencia.


  Hoy en día, afortunadamente, la sociedad ha evolucionado, y aunque pueden pervivir situaciones atípicas, atemporales, caducas, hay un romanticismo distinto, nuevo, una forma de entender las relaciones de pareja que tiene que ver con creer en el amor de una forma más plena y real. No hay oposición entre espíritu y cuerpo, este amor entre un hombre y mujer, que se complementan, que comparten inquietudes, vivencias, momentos felices e infelices, que discuten y se perdonan, se basa en la aventura, en el riesgo asumido, en un amor que pide entrega pero no exige a cambio renuncia. Este amor, esa relación, no produce encuentros de ensueño, da lugar más bien a historias de acercamiento, confianza, crecimiento y disfrute. Sucede en el mundo, como una forma de amor por la realidad compartida y no como negación de ésta.


  Es un amor que desafía a quienes lo viven. El desafío no está encarnado en el otro, el desafío está presente ya en el deseo de cada uno, haciéndose cargo de lo que quiere, siendo responsable de su entrega desinteresada. Esa responsabilidad suele ser interpretada, sentida, como un trance, una dificultad, una obligación, como algo que nos viene impuesto. Responsabilidad entendida en clave de personas maduras en su amor, quiere decir otra cosa, se refiere a la fuerza necesaria para enfrentar las dificultades, la resiliencia que ese querer entraña. El responsable aquí no es entonces una persona seria y restringida, es lo contrario, una persona de espíritu joven, capaz de excitación, de búsqueda e innovación, de juego, de crecimiento, mutua complacencia, comprensión, deseo, cognición y cercanía.


  El amor que es capaz de imponer limitaciones a nuestras libertades individuales, el que es capaz de iniciar una relación familiar, tradicional o no, con vínculo matrimonial o sin él, hoy empieza donde termina el ideal, el sueño. Está más bien ligado a una posición realista, que quiere concretarse en una vida bien vivida. Su centro: la intimidad, una percepción intensa y marcada de la intimidad específica. No cualquiera sirve. Un amor que tiene que ver con la captación más radical de la diferencia, por lo tanto, con un profundo conocimiento del otro y de sí mismo. Porque, como tendremos ocasión de reiterar, en el respeto y reconocimiento de esa diferencia radica nuestra principal riqueza como personas, como individuos con nuestros defectos y virtudes, con nuestras limitaciones, aptitudes, capacidades y metas. No somos iguales como hombres y mujeres, ni siquiera lo somos como personas, ni pretendemos serlo sino que tan solo aspiramos a ser iguales ante la Ley, iguales en derechos y obligaciones como ciudadanos en una sociedad que nos ha de brindar esa igualdad no como una imposición sino como una inmensa y global conquista alcanzada a través de individuales batallas, particulares combates que se gestan no solo en el ámbito social y público sino en el propio e íntimo ámbito de las relaciones familiares y de pareja. Afortunadamente, los seres humanos ni somos clones ni nos clonamos. Aunque algunos pocos lo pretendan.


  Este amor, alejado de la relación de permanente conflicto que nos vende una ideología basada en el odio y el resentimiento, no supone un abandono inconsciente, estúpido, es la inteligencia de saber buscar el camino de algo que se considera imprescindible. Esa relación es inteligente y capaz, no se expresa en signos universales (flores, bombones, joyas, regalos) sino en formas que tienen que ver con cada relación específica, y con una aventura y responsabilidad compartida que tiene su culminación en la crianza, cuidado, atención y educación de los hijos, pues la paternidad y maternidad supone su máxima y más orgullosa culminación y consagración. Esa forma de entender el matrimonio, las relaciones estables de pareja, la familia, es hoy la posición más masculina, porque tiende a confundirse, sin perder su esencia, con la posición femenina, la que quiere enfrentarse a las dificultades y lograr incluso el ámbito extraordinario de un hogar en el que el amor pueda desplegarse en hijos, hijos que serán la explosión del amor insinuado en la otra persona que se ama, completándolo.


  Hijos sobre los que padre y madre habrán de desarrollar un ejercicio de corresponsabilidad solidaria, asumiendo los deberes inherentes a la patria potestad que comprende el de ser garantes de su cuidado y atención, teniéndolos en su compañía, velar por ellos, alimentarles, procurarles una formación integral y participar en su educación; obligaciones que se han de conservar incluso después de la ruptura de la relación afectiva y de amor de la que fueron fruto, pues quienes se divorcian son los padres, los hijos nunca se divorcian de ninguno de ellos. Porque hemos de asumir que, como padres, nos comprometemos, indefinidamente, a educar, es decir, a formar, corregir, dar ejemplo de vida, instruir en respeto, valores y principios morales a nuestros hijos; compromiso que muchas veces declinamos por falta de tiempo y falta de capacidad, resiliencia y paciencia para afrontar las demandas de niños y adolescentes, convertidos en déspotas en los que hemos generado expectativas de lujo, comodidad y vida regalada. Quizás, porque hemos cometido el error de querer reinventarnos a nosotros mismos a través de nuestros hijos, proporcionándoles las facilidades y recursos de los que a su edad no disfrutamos y pretendiendo que sin el mismo esfuerzo, al menos, reediten nuestros éxitos y rectifiquen nuestras faltas. Al final, la insatisfacción suele ser recíproca pues esos hijos ni terminan siendo el reflejo de sus padres, ni explotan sus propias capacidades, ni corrigen sus propios defectos.


  Y es que resulta que la principal función y obligación de la educación, constituye una responsabilidad conjunta y compartida por quienes por el amor, asumen el compromiso permanente de sus consecuencias, aceptando voluntariamente, y si no por imperativo legal, la obligación de garantizar el desarrollo integral de los hijos como personas y ciudadanos. Mas, como se decía, suele ser habitual la delegación de esas funciones, tanto en abuelos, que deberían estar llamados a disfrutar de sus nietos y no a encargarse de ellos; como en los docentes, que ya tienen bastante con preocuparse de la formación humanista, cultural y académica de sus alumnos; y por último en la propia sociedad (como siempre se ha hecho), pero aunque, hoy en día, en mayor medida, se corre el grave riesgo de que en esa sociedad existe una preocupante quiebra y carencia de valores, por lo que si en nuestra generación nuestros padres se quedaban tranquilos cuando nos dejaban ante el televisor viendo Barrio Sésamo, pues sus contenidos eran didácticos y moralizantes, sin embargo los niños de ahora se instruyen de los desvalores que transmiten otros programas que intoxican sus mentes infantiles. Una chocolatina y un mendrugo de pan para aprender en la escuela de la calle, que hoy ha sustituido el mundo virtual del Tuenti en Internet. Así nos va.


  III


  En principio, por suerte y méritos, hoy en día, un gran cambio se habría producido en las nuevas generaciones de hombres y mujeres, que han llevado la igualdad más allá de las fronteras de la cuestión vital, para acercarla al desarrollo de esa vida y a la forma de participar en ella. Se habría alcanzado el momento apropiado para superar el complejo de ser desiguales por el mero hecho de ser diferentes a consecuencia de nuestra propia herencia genética, a causa de nuestra propia biología, y en parte, por qué no, a consecuencia también de roles y estereotipos culturales.


  Y mucho han tenido que ver, naturalmente, las mujeres en este cambio. Mujeres, alejadas de esos estereotipos de mojigatas, acomplejadas y cobardes, que creyeron que las posibilidades no dependían del género y confiando en ellas mismas, solo en ellas, se posicionaron en una sociedad en la que imperaban reglas de los hombres para su funcionamiento, demostrando que podían contribuir activa y muy beneficiosamente no solo a su desarrollo y progreso, sino al del conjunto de esa sociedad.


  Luchadoras y ejemplares, llegaron a muchos rincones de la sociedad, y enseñaron al mundo que valían, por lo menos, lo mismo que los hombres, y se organizaron y aprendieron y enseñaron que no había que llegar a muchos, sino a todos los rincones de la sociedad, para que todas las mujeres tuvieran las mismas oportunidades.


  Y aquellas nuevas generaciones de mujeres que rompían moldes y removían conciencias rancias, fueron borrando poco a poco del vocabulario aquellas conductas y prejuicios tan machis tas con que iniciaron el camino.


  Pero un día, una mano blanca de mujer, tocó el vil metal y ocupó un peldaño del pódium del poder desde el que se toman las decisiones. Y después de ella, otra y otra y otra, en todos los sectores sociales. Era su meta, era su recompensa.


  Y esas manos blancas de mujer que supieron ocupar dignamente su puesto en la sociedad, esas manos blancas de mujer que supieron demostrar al mundo entero que era necesario llegar a todos los rincones del planeta y que en ello iban a seguir preocupadas y ocupadas, debieron pensar que no era suficiente con luchar por la igualdad, que había que ir más allá. Había que ir a obtener la superioridad, el predominio. Era el momento de la venganza por años de ultraje y desconsideración. Mujeres que transformaron de esa manera su imagen de ilustres y admiradas luchadoras, trocándose en el de viejas resentidas y oportunistas, pues contaminaron y traicionaron su condición de feministas para iniciar una nueva era de discriminación, bajo el pretexto de un victimismo general que ya solo es justo reconocer en aquéllas que siguen padeciendo la tortura machista por el solo hecho de ser mujeres. Tal vez, con el fin de resarcirse de tantas generaciones desiguales. Tal vez, no. Intereses económicos y ese oportunismo que envilece, también han influido en ese manifiesto propósito.


  Y esas nuevas mujeres despreciaron los derechos fundamentales que tantas veces les habían sido negados a ellas, y se convirtieron en las dueñas de sus destinos y de los destinos de sus hijos y los hombres. De nuevo, el guión de un futuro sexista, desigual, de marginación y oprobio, sin esperanza.


  Y esas manos blancas de mujer, comenzaron a luchar para dejar de ser dirigidas y dirigir, para dejar de ser oprimidas y oprimir, para dejar de ser engañadas y mentir, para dejar de ser esclavizadas y esclavizar, para dejar de ser maltratadas y maltratar, para dejar de ser asesinadas y asesinar con la misma impunidad, con la misma complacencia y tolerancia, incluso peor, que antes se le reprochaba al otro sexo.


  IV


  Todo bajo el mérito exclusivo de ser mujeres, mérito, tan alejado de otros basados en el esfuerzo y capacidad que no solo perjudica al enemigo varón, sino a otras muchas, muchas mujeres capaces y preparadas, pero que son relegadas por no comulgar con ese adoctrinamiento fanático, que les impide creer en ellas mismas, pues deben solo creer en quienes les inculcan ese falso victimismo general y eterno, en el que solo unas iluminadas, en las que delega el Estado, tienen la patente de corso de velar por ellas, tutelándolas, en sustitución del anterior papel de tutor reservado a padres y maridos; y todo, a través de un larvado proceso de reeducación a la ciudadanía, tan ignorante, tan precisada de ese costoso, pero tan «necesario», intervencionismo. Porque, por supuesto, esa tutela no se ofrece gratis, sino que nos cuesta una fortuna, que ya no tenemos, en subvenciones, que además no tienen ningún escrúpulo en que se hagan públicas en el BOE y en otros diarios oficiales autonómicos, provinciales y municipales; prebendas de las que también participan algunos hombres apuntados al carro del oportunismo económico o político. Ello, sin contar los que sencillamente comparten el mismo fanatismo militante, reuniendo el exclusivo mérito de ser incapaces de poder ni siquiera cuestionar sus planteamientos, aunque, en sus currículos, tal cualidad les sirva para ostentar, con orgullo, el título de especialistas en perspectiva de género. Los demás, por supuesto, que no comulgamos con ese grado de fanatismo que anula la razón y la inteligencia, somos ignorantes palurdos que solo merecen desprecio y repudio. En ese mismo saco se incluirían también aquellas mujeres que son consideradas traidoras a su sexo, pero que realmente son fieles a su condición de personas que creen en su propia dignidad, en su dotación neuronal y no hormonal y en otros valores que son ajenos a cuestiones del mero género masculino o femenino.


  Y es que, aunque muchos no sean aún capaces de verlo, porque otros se ocupan en ocultarlo, otro prejuicio, más fanático y lesivo si cabe, nos ha invadido, como un cáncer que está enfermando todo nuestro organismo y tejido social. El reto, por tanto, ha de ser el de, por un lado, despreciar ese mensaje; y, por otro, el de ser capaces de arriesgarnos a emprender la aventura de ser personas concretas que quieren crecer juntas y ser capaces de alcanzar su felicidad en medio de un mundo que es difícil, sí, pero que no es percibido como un lugar desencantado del que hay que salvarse sino como un espacio lleno de posibilidades y riquezas, riquezas que se quieren compartir con alguien que para uno resulta único, un incunable valioso y especial. Sin pensar en potenciales fracasos que frustren el proyecto, sin dejarnos alienar por falsos profetas que proclaman la imposibilidad absoluta de poder ser felices, puesto que parten de la idea indiscutible de que no es viable el amor entre hombres y mujeres, desiguales por naturaleza, historia, tradición y nacimiento, estando abocada su relación no a una dinámica basada en el respeto recíproco y el amor, sino a una falsa dialéctica de maltrato, visceralidad, conflicto, lucha, enfrentamiento y odio.


  V


  Contra esa doctrina, que nos transmite un fanatismo inmoral, personalmente proclamo que no renunciemos a querer ser felices, siendo conscientes de que esto no es posible sin una comprensión de la vida en pareja, hombre y mujer, saludable; una visión que exige entrega, lo que a su vez implica riesgo, aventura, reciprocidad y compromiso: «Los amantes no debieran separarse sin haberse antes admirado mutuamente, sin sentirse al mismo tiempo vencedores y vencidos, de suerte que en ninguno de ambos surja una sensación de hastío o de abandono, ni la desagradable impresión de haber abusado o de haber sido víctima de un abuso» (Siddharta, Hermann Hesse). Una interpretación vital de la que participa la mayor parte de la sociedad, a la que una minoría acomplejada, pseudoprogresista, resentida y vengativa, aliena a base de cizaña, sembrada con dinero público. Una minoría que no sabe amar. Una minoría que por no saberlo ni haberse preocupado de aprenderlo, además es incapaz de comprender que haya otros que se amen y respeten.


  Todo eso, sin perjuicio de reconocer que han existido, existen y existirán relaciones frustradas, truncadas y en las que la infelicidad conduce a la ruptura, la separación, el divorcio. Todo ello, sin perjuicio de reconocer que siguen produciéndose en el ámbito de las relaciones familiares indeseables situaciones de violencia, en las que muchas veces mujeres, esposas, compañeras y madres son las víctimas; situaciones en las que el agresor ejerce maltrato sobre ellas por el solo hecho de ser mujeres y considerarlas inferiores. Sobre la realidad de esas mujeres asesinadas, de manera intencionada, se ha buscado infundir en la sociedad un sentimiento de fatalismo; de culpabilidad en el género masculino y de victimismo en el femenino. Ciertamente esa violencia constituye una lacra vergonzante contra la que hemos de combatir, una lacra grave pero no más que otras en las que casi no reparamos, como la violencia sobre la infancia y sobre personas mayores; la violencia que, en general, en el ámbito doméstico, se ejerce sobre quienes, con independencia de su edad y sexo, se encuentran en situación de vulnerabilidad frente a la persona agresora. Cuestión, que se está combatiendo de manera irracional y desproporcionada, generando más tensión, ira y violencia, con un coste altísimo y aterrador que se oculta, sin conseguir además el objetivo pretendido de reducir el número de mujeres asesinadas.


  Mas, aun pese a esos fracasos, pese a esa violencia y maltrato, que desde luego no es generalizado, ello no nos ha de llevar al total desanimo, a la renuncia de seguir creyendo que hombres y mujeres no estamos predestinados a ser enemigos enfrentados sino dos personas que se complementan en una moderna visión romántica, comprometida y libre, de las relaciones de pareja, en las que el amor entre esas dos personas es más grande que la necesidad del uno por el otro. Aquellas relaciones en las que el envejecer juntos supone el final de un camino recorrido y constituye la máxima meta y felicidad. Esta segunda interpretación es la que detesta y rechaza la ideología de género, pues como se verá, la mujer no puede ser compañera y amante, no teniendo libertad y capacidad para decidirlo, estando relegada al papel de esclava sexual y al de estar sometida al poder del macho dominante. Es decir, el retorno a los posicionamientos machistas que creíamos haber desterrado de nuestra cultura y de nuestro lenguaje, pero desde el enfoque de un planteamiento fanático y profundamente lesivo a los intereses de la mujeres, salvo para aquellas que lo proclaman con el fin de obtener provecho, lucro o para dar respuesta a amargadas experiencias personales que mezclan con motivaciones de venganza, resentimiento y despecho. Estas últimas, en el fondo, han de ser dignas de lástima y merecedoras de nuestra comprensión; lo que se debe hacer es ayudarlas moral y psicológicamente, evitando, por todos los medios, que ellas nos ofrezcan su auxilio y consejo.


  No habríamos, por tanto, dado pasos hacia delante sino hacia atrás en la consecución de un nuevo tejido social y familiar más justo, más igualitario, más armónico. El único marco en el que podremos superar la gravísima crisis económica, pero también de valores (relativismo moral en el que todo vale) en la que nos hallamos inmersos, es el marco de la familia. Objetivo que no encaja en los perversos planes de un degenerado e inmoral planteamiento neomachista, aunque ese término se lo dediquen a los que les critican, y pseudoprogresista, el que defienden quienes pretenden que perdamos la esperanza de vivir en paz y felicidad, en una experiencia y aventura que comporta sus riesgos pero que encierra también sus estímulos y recompensas. Aquellos que se amparan en la apología del odio, y que persiguen a los que siguen creyendo en una cultura del amor y mutuo respeto, aquellos que invierten la realidad, como el negativo de una foto, e imputan a los que les incomodan, las propias prácticas que ellos ejercen, representándolas con denominaciones contrarias a su significado, valiéndose de un nuevo diseño de perversión del lenguaje.


  Porque, hay quienes están asentados placenteramente en la cubierta de un navío de guerra, construido y artillado en los astilleros del conflicto, el rencor y la agresión; un buque corsario que se camufla de buque escuela y mensajero de la paz; y naturalmente a esos piratas, disfrazados de marinos de Green Peace, les repele la existencia de auténticos bergantines que defienden la posibilidad de alcanzar una paz verdadera, se proclaman defensores de la diplomacia familiar y no de la prosecución de una contienda bélica que consume vidas, cuerpos y espíritus. Esos veleros libres se convierten en sus peores enemigos, pues su mensaje de vida supone un torpedo en la línea de flotación del barco en el que tremola, pero camuflada bajo el paño del arcoíris, su guerrera bandera de muerte.


  VI


  No quisiera concluir este capítulo, que reivindica la necesidad de superar pretéritas e incluso remotas concepciones de las relaciones entre hombres y mujeres, y otras que, ahora, les condena a combatir en el tablero de un surrealista campo de batalla, sin hacer mención a un relato contenido en la cuarta entrega de la serie de novelas Los hijos de la Tierra de Jean M. Auel, titulada «Las llanuras del tránsito». La historia se desarrolla durante la Edad del Hielo, aproximadamente hace 30 000 años, cuando aún el hombre actual compartía el mundo con el hombre de Neanderthal, que al poco se extinguiría. Sus protagonistas son Ayla, una mujer que representaría el ideal de mujer moderna, valiente y emprendedora, y Jondalar, un hombre que también seria el prototipo de hombre moderno, masculino, receptivo y que sabe dar y se ofrece a recibir placer y ternura de su compañera. En concreto me refiero al dramático episodio en que ambos protagonistas están a punto de perder la vida en una tribu, que lidera una mujer, Attaroa, que había sufrido la amarga experiencia de haber compartido su vida con un compañero que era mitad cabeza chata, Neanderthal, y mitad Homo sapiens; un compañero que hizo de su vida un infierno, pues la sometía a constantes vejaciones, humillaciones y agresiones físicas:


  
    Un día mientras los hombres dormían, las mujeres los atacaron. Lo hicieron de buena gana. Fue casi un juego, un modo de obligarles a pagar su deuda. Pero Brugar, el compañero de Attaroa, nunca despertó, dijo que deseaba matarle, y creo que lo mató.

  


  A raíz de esa muerte, Attaroa se hace con el control de la tribu, que domina por medio de un clan de mujeres guerreras que se autodenominan como «Las Lobas», que encierran en un cercado, tras una empalizada, torturan, mutilan y hacen pasar hambre, a todos los hombres, no teniendo escrúpulos en asesinar a los que osan mostrarles oposición, o a los extraños que cruzan por sus territorios de caza.


  
    Attaroa es la personificación del mal. Primero se apoderó de los más fuertes, los jefes o los rebeldes. El número de hombres es cada vez más reducido y los que quedan ya ni siquiera intentan rebelarse. Los mantiene a todos medio muertos, expuestos a las inclemencias del tiempo. Los mete en jaulas o los mantiene atados. Ni siquiera pueden lavarse. Muchos han muerto a causa de tan horrible cautiverio, y no nacen muchos niños para reemplazarlos. A medida que perecen los hombres, el campamento se muere.

  


  Esa ficción que ocurriera hace 30 000 años, se reproduce en nuestra sociedad actual, que también se muere, acosada por una casta de nuevas lobas feroces y rabiosas que también han alcanzado cuotas de control y poder, que están empleando no en la transformación y mejora social, sino en la destrucción de la sociedad misma, en una maniobra de autolisis colectiva, moral y física. Otra casta de Lobas, que detestan incluso la idea de que hombres y mujeres se amen y vivan sus relaciones como una aventura de superación de su soledad.


  Una aventura, una búsqueda que, como se decía al principio de este capítulo, merece la pena ser intentada, aunque ello nos lleve a tener que atravesar, como Ayla y Jondalar, desiertos y glaciares plagados de abismos, peligros y dificultades.


  Porque «el amor más grande, como todos los grandes éxitos, conlleva los riesgos mayores».[1]


  2. Ciencia y fanatismo, realidad o verdad manipulada


  
    ¿Qué es, pues, la verdad? Es ese equilibrio frágil que nace del choque de los antagonismos. Es el aroma, síntesis de todos los ingredientes que cuecen a fuego lento en la marmita. La verdad no es en modo alguno monolítica. Es enriquecimiento recíproco en el respeto a los contrarios.


    Irénée Guilane Dioch (siglo XX)

  


  1. LA GRAN MENTIRA


  Desde pequeño, mis padres, padre y madre naturalmente, me inculcaron entre otros valores, el de procurar alejarme de la hipocresía. Por desgracia hoy vivimos en una sociedad alienada por una gran mentira de Estado, que constituye la más hipócrita contrarreacción a la cordura, la sensatez y el auténtico sentido de Justicia e Igualdad. Una reacción que ha terminado intoxicando y contaminando todas las instituciones y resortes de poder y que, por decreto, bajo pena de garrote vil, nos induce a ser complacientes y dóciles con su doctrina. Yo soy de los que mantiene que la Igualdad y la Libertad no se imponen, se conquistan. La Libertad la ha conquistado la sociedad española, que se ha dotado de una Democracia en la que todos gozamos de derechos y libertades; la Igualdad entre hombres y mujeres ha sido conquista de estas últimas, por esfuerzo, tesón, sacrificio, mérito y demostración de capacidad, y ello indudablemente tras una historia marcada por la desigualdad.


  Una lucha en la que también hemos sido partícipes muchos hombres que, creyendo en un feminismo que se fijaba por meta la plena igualdad, hemos estado junto a nuestras compañeras, a su lado, para sostenerlas y apoyarlas en sus legítimas reivindicaciones. Hombres y mujeres en cuyas historias vitales, en cuyos fundamentos y valores no se esconden monstruos y pesadillas derivados de recuerdos y experiencias marcados por el odio y la carencia de amor; hombres a los que sus progenitores les inculcaron que es de viles cobardes amenazar, coaccionar y más aún agredir a una mujer; mujeres a las que sus padres les enseñaron que habían de crecer y madurar en igualdad, sin complejos y basando sus relaciones de pareja en el respeto recíproco, que ellas mismas habrían de ser capaces de exigir en una sociedad justa e igualitaria. Esos valores les intento transmitir a mis hijas.


  Como se ha dicho en el anterior capítulo, la mujer moderna del siglo XXI afortunadamente no tiene nada que ver con el estereotipo de mujer florero, subsumida al varón de hace 40 años. Indudablemente pueden persistir situaciones de discriminación, desigualdad y relación de poder, que hay que combatir y erradicar, pero resulta injusto, humillante y margina a esas mujeres que se han hecho a ellas mismas, que por el mero hecho de pertenecer al género femenino, deban de recibir una protección extraordinaria adicional, ser calificadas como víctimas por el mero hecho de ser mujeres y requerir de tutela institucional y normas de discriminación positiva.


  Con el franquismo existía otro tipo de machismo protector de la mujer, un ser humano inferior digno de protección social al ser susceptible de manipulación y engaño, de ahí que la mujer quedara amparada por la tutela marital. La mujer, pues, será libre e igual cuando sepa reconocer que la peor rémora que le impide superar el «techo de cristal» para conseguir en igualdad el acceso a posiciones de dirección, decisión, responsabilidad y poder, lo constituye el nuevo postmachismo que lidera el movimiento feminista integrista y radical: Edurne Uriarte, Catedrática de Ciencia Política de la Universidad Rey Juan Carlos de Madrid en su libro Contra el feminismo (Espasa-Calpe), califica ese techo de cristal como una de las innovaciones más exitosas y engañosas del feminismo. Se volverá a tratar sobre la cuestión en otro capítulo.


  Un movimiento que se fundamenta en una doctrina de pensamiento único, que no acepta y tolera debate sobre sus dogmas, una nueva ideología de género de corte totalitario y que trata por todos los medios de silenciar al disidente. Todas las mujeres están en situación de discriminación y desigualdad con respecto al varón en la relación de pareja o expareja, y esa premisa, intocable, justifica la redacción de normas, especialmente la denominada Ley de Violencia de Género, bienintencionadas y necesarias por principios, pero perversas e injustas en sus resultados. Sería estúpido negar la existencia de mujeres que han sufrido y siguen sufriendo maltrato machista, pero la sociedad ya percibe que una injusticia no puede ser contrarrestada con otra injusticia. Personalmente llevo años luchando en beneficio de las mujeres maltratadas que padecen miedo, humillación, vergüenza y auténtica desigualdad y asimetría con respecto al maltratador que, muchas veces, no requiere de la agresión física para anularla como persona; desde mucho antes de la entrada en vigor de la Ley de Violencia, desde mucho antes de la aparición de los demagogos nombrados a dedo que hoy sostienen la bondad del instrumento legal por ellos ideado, sin fisuras, sin admisión de réplicas: Según su plan estratégico ideológico, no existen denuncias injustas e infundadas, bajo la perspectiva del derecho penal de autor en que se basa la Norma, y según el cual la gravedad del acto cometido no lo aporta el contenido del propio acto ilícito sino la pertenencia al género masculino. No existen niños manipulados alienados y adiestrados en el odio hacia el otro progenitor, pues se consagra que ello es un invento de maltratadores. No existen denuncias radicalmente falsas de mujeres despechadas a quienes se les brinda apoyo institucional y marco legal para conseguir su propósito de venganza. No existen hombres injustamente detenidos, maltratados y a los que, muchas veces, solo les queda la digna vía del suicidio.


  Cuando esos demagogos, cuando muchos de los que viven de los comisariados propagandísticos de género aún no tenían ni idea de lo que era el género, un servidor como juez de familia fue el primero que impuso, en el año 1999, una medida cautelar de alejamiento a un canalla maltratador que tenía hundida y aterrorizada a su esposa; un miedo del que participaban sus hijos. Lo hice pese a la inicial oposición de la Fiscalía, incrédula por ese atrevimiento; lo hice aplicando directamente el artículo 15 de la Constitución que garantiza el derecho fundamental, sobre el que se basan los demás, a la vida e integridad física y psíquica de toda persona. Lejos de ser denunciado como prevaricador, esa y otras actuaciones en defensa de mujeres realmente maltratadas, (una de ellas me escribió una carta agradeciéndome que la sacara de la prisión en la había estado encerrada tantos años), me sirvieron para recibir un premio de una asociación feminista (premio AMUVI 2001).


  Hoy ya no es cuestión de datos estadísticos, como veremos, que además solo tienen capacidad de elaborar quienes con ellos pretenden solo confirmar sus planteamientos ideológicos, unos datos que admiten distintas interpretaciones, unos datos que sería conveniente contrastar con la realidad de la calle, que ya ha empezado a reconfigurar su consciencia del problema. El debate social está abierto, estando el objetivo de la nueva inquisición que ya controla el Legislativo, el Ejecutivo, y gran parte del Cuarto Poder mediático, centrado en aplastar por la fuerza a aquellos miembros del Poder Judicial cuyo único pecado es ser independientes e imparciales, negándose a estar contaminados por esa perniciosa ideología de género que tanto daño está haciendo a la mujer moderna y a las familias. Lo malo es que son pocos los que resisten esa embestida. Y sin que de esos ataques se libre tampoco, como veremos, la Libertad de pensamiento, expresión y opinión, pues quien se atreve se convierte en maltratador.


  Resulta triste que un compañero juez me tuviera que mandar como muestra de ánimo y apoyo a la persecución que se relata en la segunda parte de este libro, la letra de una canción de Nacha Guevara que es un reto a las dictaduras y un canto a la Libertad: «Por el pájaro enjaulado / por el pez en la pecera / por mi amigo que está preso / porque ha dicho lo que piensa / Yo te nombro Libertad». Esperemos, esperanza amarga que comparto con Miguel de Unamuno, que la fuerza de la razón se imponga a la razón de la fuerza, y que políticos inteligentes y honestos, cuya existencia me consta, aunque no sean legión precisamente, perciban que esa necesidad de cambio y reforma que muchos proclamamos, como mayoría silente desde las catacumbas, al margen de ser una demanda a voces de lo socialmente correcto, puede sumar réditos electorales, pues las mayorías despiertas también votan y son las que pueden ayudar a ganar una elecciones. Por eso, quizás, no interese que estén despiertas sino alienadas e intoxicadas por el nuevo opio que se ofrece a unos ciudadanos reconvertidos en súbditos, en masa aborregada y fácilmente manipulable, una masa incapaz de pensar y criticar y de la que, tan solo se pretende, sea capaz de votar a quien cree, en su ingenuidad, que quiere hacerlo libremente.


  Desarrollemos y desenmascaremos a continuación esa gran mentira:


  2. FEMINISMO E IDEOLOGÍA DE GÉNERO


  El feminismo actual nació a finales de los años sesenta del siglo pasado. El término «ideología de género» fue acuñado por Christina Hoff Sommers en su libro Who Stole Feminism? (¿Quién robó el feminismo?) en su etapa de feminista radical que más tarde abandonó por otra más moderada y racional. La ruptura fundamental entre el feminismo de equidad, que pretendía la equiparación en derechos entre la mujer y el hombre y la evitación de situaciones de discriminación negativa hacia la mujer, se produjo en torno a la década de los setenta. De hecho, el nuevo concepto de «Género» no fue descrito de un modo comúnmente aceptado hasta 1995 con motivo de la celebración de la IV Conferencia Mundial de las Naciones Unidas sobre la Mujer, en Pekín, donde se propuso el siguiente concepto de «Género»:


  
    Género se refiere a los roles y responsabilidades de la Mujer y el Hombre que son determinados socialmente. El Género se relaciona con la forma en que se nos percibe y espera que actuemos como mujeres y hombres, por la forma en que la sociedad esta organizada, no por nuestras diferencias biológicas.

  


  Evidentemente, el feminismo no es lo mismo que la Ideología de Género, sino que son cosas distintas. El primero es un movimiento histórico y en cuanto tal es espontáneo y resultado de una evolución y progreso social hacia posicionamientos de igualdad y justicia. Se encuentra protagonizado por las mujeres y no tiene un carácter político. En cambio, la Ideología de Género no es un movimiento histórico, por lo que no es espontáneo sino que ha sido pensado y estructurado. Además, se trata de una ideología política cuyo objetivo no se identifica con el del feminismo. El objetivo de éste último es establecer la igualdad jurídica entre hombres y mujeres mientras que el objetivo de aquélla es conseguir la prevalencia y el poder. Los protagonistas tampoco son los mismos. Los del feminismo son la inmensa mayoría de mujeres; los de la Ideología de Género son otro tipo de mujeres, una minoría, colectivo al que se habrían unido una beligerante representación de lesbianas, gays, transexuales, y algunos hombres que, previa conversión, aspiran a instalarse en el entramado de poder generado.


  Esto nos debe llevar a no confundir feminismo con Ideología de Género. No obstante, dicha confusión se da y no es casual. Esta última sabe que necesita apropiarse del concepto de feminismo para poder implantarse en la sociedad ya que necesitan vender su «producto» y para hacerlo deben engañar a las propias mujeres.


  Ante todo se ha de destacar que nos enfrentamos a un planteamiento ideológico y no científico.


  3. IDEOLOGÍA Y CIENCIA


  Una ideología política es siempre un sistema cerrado de ideas cuyo objetivo es explicar toda la realidad a partir de una premisa o como mucho dos, y además, tiene el objetivo de establecer pautas de comportamientos universales; es decir, que todo el mundo se comporte de la misma manera.


  Tal y como de forma espléndida, magistral, expone José Manuel Martínez Guisasola («La ideología de género.» Ponencia en Parroquia de San Roque, Sevilla, 29 de agosto de 2011), una ideología se concibe siempre independientemente de la realidad, de las propias reglas de la observación; por tanto, la experiencia que se tenga de la realidad no cuenta para nada. Si el ideólogo tiene una idea y ésta no se corresponde con la realidad, no se plantea cambiar su idea sino que su pretensión será cambiar, transformar, falsear la realidad. Por ejemplo, si yo soy un ideólogo y concibo en mi mente una idea de la mujer como persona inferior, víctima subordinada al macho, aunque en la realidad yo aprecie que los seres humanos tienen dos sexos y no dos géneros en los que pueden existir situaciones de discriminación, pero sin que de forma generalizada se observe o aprecie ese dominio y sometimiento por razón del sexo de cada individuo, no pienso que mi idea esté equivocada, lo que pienso es que la realidad está mal. Es decir, un ideólogo no yerra y nunca cambia su idea, lo que cambia es la realidad para que ésta se ajuste y se adapte a su idea. Si un ideólogo concibe que el matrimonio sea la unión entre dos personas indistintamente del sexo que éstas puedan tener, aunque en la realidad se encuentre lo contrario, comenzando por lo que, al respecto, establece nuestra Carta Magna, no cambiará su idea sino que intentará cambiar la realidad matrimonial para que se ajuste a su visión. Cuando de hecho, pueden existir otras soluciones para cubrir las legítimas reivindicaciones de quienes quieren un público reconocimiento de sus relaciones estables de pareja homosexual. Con todo, el Tribunal Constitucional deberá decir la última palabra al respecto.


  Una ideología parte siempre de una premisa que es indemostrada e indemostrable ¿por qué?, pues porque puede ser falsa, y algo que es falso no se puede demostrar. Pero el ideólogo quiere que todo el mundo interiorice de manera acrítica esta premisa. Si yo soy un ideólogo y consigo que todos vosotros aceptéis de manera acrítica la premisa de mi ideología, entonces he conseguido que vosotros dejéis de ser un pueblo y os convirtáis en masa. Y esto es lo que persigue siempre una ideología, convertir a un pueblo en masa; y esto mismo es lo que está ocurriendo en España. El pueblo español está dejando de ser pueblo español para convertirse en una masa de personas fácilmente manipulables. Los medios de comunicación están siendo cómplices de esa intoxicación, ofreciendo programas basura que aun constituyendo un insulto a la inteligencia, embrutecen, abotargan y alejan las mentes de otras cuestiones de las que no interesa el más mínimo debate, y cuando ese debate se ofrece, siempre se plantea desde una perspectiva enfocada a reafirmar la ideología oficial e imperante.


  Ahondando en ello, la Enciclopedia Wikipedia, buscando una definición del concepto de Ideología, (entendiendo que al ser una enciclopedia on-line, multicultural y posible de ser modificada por el público en general, puede garantizar que los conceptos allí expuestos gozan de cierto nivel de consenso general), explica que:


  
    Las ideologías suelen constar de dos componentes: una representación del sistema, y un programa de acción. La primera proporciona un punto de vista propio y particular sobre la realidad, vista desde un determinado ángulo, creencias, preconceptos o bases intelectuales, a partir del cual se analiza y enjuicia (crítica), habitualmente comparándolo con un sistema alternativo, real o ideal. El segundo tiene como objetivo acercar en lo posible el sistema real existente al sistema ideal pretendido.

  


  Prosigue la Wikipedia indicando que la ideología…


  
    … se ha asociado con mayor fuerza a la política, donde el clientelismo de los partidos impone unos intereses estrechos y cerrados. En su desarrollo lleva a que el comportamiento humano derive en una continuada falsa creencia, en un falso pensamiento y de ahí a una falsa práctica social.

  


  En el apartado «Dogmatismo de las ideologías», expone la Wikipedia que:


  
    Cualquier ideología se ve a sí misma como la depositaría de las ideas que pueden resolver cualquier problema de la sociedad, ya sea presente o futuro.


    Esto convierte a la ideología en un dogmatismo, pues se cierra a las ideas de los demás como posible fuente de soluciones a los problemas que se plantean en el día a día, siendo ella la explicación total y última; lo que algunos llaman explicación feroz.


    Según lo señalado en el párrafo anterior, en casos extremos, una ideología puede llevar a negar la posibilidad de disentir, dando por verdad irrefutable sus postulados.


    Llegados a considerar la ideología como verdad irrefutable, se abre el camino al totalitarismo, bien sea de tipo político o religioso, (Teocracia).


    Cualquiera que disienta pasa a ser un problema para la sociedad o el grupo, pues va contra la verdad dogmática que proclama la ideología.

  


  Trasladado lo anterior al presente caso, resulta evidente que las teorías de género interpretan las condiciones actuales de la sociedad desde un punto de vista preconcebido e irreal y que en base a ello se impone la trasformación de la sociedad. Por tanto, esa política basada en el género (Gender-sensitive policies), ha de ser considerada «Ideología» de corte totalitario y por tanto, aunque en Democracia pueda ser tolerada como cualquier otra, debiera ser prohibida y perseguida su imposición por parte del Estado (y los organismos internacionales). Desgraciadamente, hoy en día, no solo no se prohíbe esa imposición, sino que se fomenta y promociona, por lo que se corre el riesgo de que esa ideología termine deglutiendo al propio sistema democrático que le da cobertura y amparo. De hecho, como una plaga de carcoma, ha conseguido introducirse y corromper la Política (partidos políticos, Poder Ejecutivo y Legislativo), Justicia, Policía, Sindicatos, Organizaciones Empresariales, Universidad, Colegios Profesionales, Medios de Comunicación y todo dirigido por un politburó que se ha erigido en poder dictatorial paralelo a las instituciones democráticas.


  El invento, además, no es nuevo, ya fue diseñado por otras ideologías de corte totalitario e impregnadas de fanatismo. Así, por ejemplo, la ideología nazi fue la segunda más perversa de todo el siglo XX.


  ¿Cuál es la premisa de esta ideología? La siguiente: «La raza aria es superior a todas las demás». Si el ideólogo nazi consigue que el pueblo alemán interiorice esta premisa entonces habrá convertido al pueblo en masa. Hitler no se alzó en el poder mediante un golpe de estado, llegó al poder a través de las urnas, es decir, el pueblo le votó. Fue él, a posteriori, junto a su partido, los que traicionaron al pueblo alemán, que se dio cuenta del engaño al que había estado sometido, demasiado tarde, algunos cuando ya los cañones rusos asolaban el centro de Berlín. Todo ello gracias a que Hitler contaba con un gran talento político para persuadir a las masas, pues fue su ministro de propaganda, Joseph Goebbels[2] quien afirmaba que una gran mentira mil veces repetida se convierte en una gran verdad. Sin duda, Goebbels fue el precursor de las campañas de lavado de cerebro social modernas, con la diferencia de que entonces como medios de difusión de masas solo existía la prensa escrita y una incipiente radio; hoy en día, esos medios se han potenciado hasta límites insospechados, convirtiéndose en auténticos medios de control de una población con un escaso bagaje cultural, y en instrumentos sutiles de conducción del pensamiento.


  Al pueblo, por tanto, se le sigue dando pan y circo y se le forma en la moral desviada que el régimen de turno estima conveniente. La ideología de género está triunfando gracias a ese gran potencial propagandístico a su servicio.


  La otra ideología, la más destructiva, del siglo XX, la que más muertos y asesinados civiles generó, incluyendo la que supuso el mayor exterminio de comunistas (disidentes naturalmente), fue la que representó el régimen comunista, especialmente, el régimen estalinista. La recuperación de la memoria histórica que se ha impuesto como un nuevo credo social, nos ha de imponer la recuperación de una memoria global que abarque todos los aspectos de esa Historia que se pretende recuperar para nuestro conocimiento y rendido homenaje a quienes han sido las víctimas olvidadas por esa historia sectaria y escrita por los bandos vencedores. Por tanto, comparto el interés legítimo de recuperar la memoria y dignidad de las víctimas de la dictadura franquista, de los asesinados por el bando vencedor en la guerra civil. De hecho, cuando ejercía de juez en el Juzgado n.° 1 de Valverde del Camino, Huelva, el mismo donde unos años antes había desempeñado el mismo cargo Baltasar Garzón, colaboré con un funcionario comunista, buena persona, íntegro, honesto y cabal (Arturo Carrasco) en sacar del olvido y del polvo de un archivo desvencijado, los expedientes de juicios sumarios de los represaliados y fusilados republicanos, a cuya dignificación contribuimos. No encuentro mejor manera, para un juez, de participar en la recuperación de la Memoria Histórica.


  Tal premisa nos ha de llevar a reconocer también la ignominia, el genocidio que supuso el régimen soviético que lideró Iósif Stalin: Porque el comunismo ha constituido la más dramática, sangrienta y prolongada dictadura del siglo XX, con sus más de 100 millones de seres humanos asesinados. Más de 65 millones de personas asesinadas para implantar el comunismo en China, más de 20 millones de seres humanos muertos para implantar el comunismo en la antigua URSS. Solo con estas dos naciones se superan los 85 millones de muertos.


  Naturalmente, como ideología política, también contó con su propia filosofía adaptada a sus principios. Esa filosofía se denominó Lysenkoismo, término que se utiliza para referirse a la distorsión o manipulación de la ciencia para obtener una conclusión predeterminada dictada por un sesgo ideológico relacionado con objetivos políticos. Su promotor fue Lysenko, el científico oficial de Stalin, que mantenía unas teorías erróneas de corte lacmarkiano, basadas en la noción falsa de «herencia de caracteres adquiridos», que Stalin respaldó y promocionó por razones pragmáticas e instrumentalistas, mandando encarcelar a los genetistas que las criticaron por defender la «pseudociencia burguesa», es decir, los enemigos del proletariado. El principio, pues, en el que se inspira toda esa ciencia es el de su sumisión al poder político, la sumisión de la ciencia a la ideología. Los detractores, es decir, los enemigos del proletariado, opositores políticos y contrarrevolucionarios, constituyen un peligro que se ha de eliminar, mediante su deportación a Siberia.


  Hoy en día, en España, con su Lysenko a la cabeza, Miguel Lorente, la ideología de género se ha abierto paso, arremetiendo contra quienes se alzan contra sus dogmas, calificándolos no ya como defensores de una pseudociencia burguesa o enemigos del proletariado, sino como representantes del postmachismo (del que, como se ha dicho, ellos son el principal exponente), del denominado blacklash (contragolpe en inglés) o contramovimiento machista. Ahora no se les manda a los gulags[3] de Siberia, se utilizan otros instrumentos para neutralizarles; la segunda parte de este libro estará dedicada a algunas de esas modernas represalias.


  En su libro, Mi marido me pega lo normal, Lorente lo expone muy claro, su objetivo es que la legislación se acercara más a la realidad de la agresión. Pero no a una realidad, consecuencia y resultado de la experiencia y la observación, sino a una realidad de la agresión, de la violencia, predeterminada por la ideología de género a la que inspira y somete todos sus planteamientos científicos. Sin posibilidad de contradicción. Lo malo es que la legislación se ha terminado acercando a esa falsa realidad. Hemos terminando cambiando la verdad, la realidad, con tal de mantener las ideas, unos principios ideológicos e irrefutables que se han expandido y han terminando calando en una sociedad adormecida, que no sabe distinguir lo real de lo falso.


  Porque, como ya decía en una colaboración en el libro de Diego de los Santos, Las mujeres que no amaban a los hombres:


  
    Hoy en día en España, en política social solo cabe imponer la realidad virtual, aparente y puramente ficticia que interesa sea percibida por nuestros sentidos. Se maquilla y oculta la verdad subyacente. Nos encontramos ante el MATRIX de la cinta protagonizada por Keanu Reeves, en la que su protagonista, Neo, adquiere consciencia de que el mundo que tomaba por verdadero no es sino una mera simulación virtual y que todos los seres humanos somos presos de una gran ilusión individual y colectiva. Es esa ilusión de la que pretendo apartarme, lo que resulta duro, pues lo fácil es dejarse llevar por la corriente, seguir relajado y sin que nadie te dé explicaciones de en qué que consiste la realidad. Al menos, mientras a cada uno no le afecte personalmente. Lo difícil es escapar del adormecimiento, tomar la píldora que en el filme Morfeo ofrece a Neo, que introduce en un submundo desconocido, dando la bienvenida al desierto de lo real, un desierto que no podemos tolerar que hereden nuestros hijos. De hecho, muchas conferencias las inicio con ese símil, ofreciendo al público entre proporcionarles la pastilla azul que les permitirá seguir disfrutando de su dulce y apacible vida instalada en una fantasía, que solo se convierte en pesadilla cuando, por error, se traspasa el umbral del diseñador del programa; o bien tomar la pastilla roja, lo que significa que me dan permiso para introducirles en la realidad que encubre la mentira oficial, haciéndoles ver que están viendo un espejismo, una parte plana, monocolor, reducida y parcial de un problema (la que quieren y les dejan que vean), que como toda estructura social es poliédrica, compleja y multicolor. Argumentos tengo para ambas exposiciones. Hasta ahora todo el público me ha pedido tomar la pastilla roja, y casi todos (algunos, unos pocos, no, pues son cómplices o beneficiarios del sistema) me terminan agradeciendo que les sacara de su sopor y engaño. Por eso, claro, no quieren que hable y convenza. De ahí, la censura.

  


  En contra de esa corriente acientífica, de tinte totalitario y fanático, la que representa Lysenko y Miguel Lorente, se alza la lógica de la investigación científica de Karl Popper quien superó la polémica entre empirismo y racionalismo, sosteniendo que las teorías anteceden a los hechos, pero que las teorías necesitan de la experiencia y de las refutaciones para distinguir qué teorías son aptas de las que no.[4]


  La salida a ese dilema propuesta en La lógica de la investigación científica, es que el conocimiento científico no avanza confirmando nuevas leyes, sino descartando leyes que contradicen la experiencia. A este descarte Popper lo llama falsación. De acuerdo con esta nueva interpretación, la labor del científico consiste principalmente en criticar leyes y principios de la naturaleza para reducir el número de las teorías compatibles con las observaciones experimentales de las que dispone. El criterio de demarcación puede definirse entonces como la capacidad de una proposición de ser refutada o falsabilidad. Solo se admitirán como proposiciones científicas aquellas para las que sea conceptualmente posible un experimento o una observación que la contradiga. Así, dentro de la ciencia quedan, por ejemplo, la teoría de la relatividad y la mecánica cuántica, y fuera de ella, el marxismo y la ideología política de género.


  En el sistema de Popper se combina la racionalidad con la extrema importancia que la crítica tiene en el desarrollo de nuestro conocimiento. Es por eso, que el sistema fue bautizado como racionalismo crítico.


  Actualmente, debería ser patente el manifiesto fracaso de las políticas de género, pues pese a las ingentes cantidades invertidas en su promoción, no se ha conseguido reducir el número de mujeres asesinadas por sus parejas o exparejas varones: 72 en el año 2010 y 60 en el 2011 (datos del propio Observatorio de Violencia Doméstica). En todo caso, ese número se ha incrementado considerablemente desde la fecha de publicación de la Ley confeccionada para la erradicación de esa violencia, a finales del año 2004.


  ¿Cómo reaccionan ante esa experiencia y rotundo fracaso, los ideólogos de la dictadura de género? Indudablemente, no reconociendo que se encontraban equivocados, ya se dijo que cuando un ideólogo constata que sus ideas y creencias no se ajustan a la realidad, no intenta cambiar esas ideas o creencias, sino la propia realidad refutada. La culpa no estriba en sus planteamientos ideológicos, sino en la aplicación incorrecta que hacen de los mismos muchos jueces y fiscales que aún no se encuentran debidamente formados en esa perspectiva teórica; la responsabilidad la tienen los críticos que se convierten en portavoces y cómplices en las estrategias de los maltratadores.


  De ahí que la solución es una huida hacia delante, dando otra vuelta de tuerca al sistema, ya perverso, promoviendo aún más el esperpento, la hipocresía y, a su vez, la rentabilidad del negocio. Se debe invertir más en campañas de género y de concienciación social o, lo que es lo mismo, en intoxicación mediática; se debe trabajar más para que los jueces sean dóciles y se avengan a renunciar a su independencia para convertirse en vasallos de planteamientos ideológicos, si es necesario a costa de amedrantar a la mayoría silente y cobarde y liquidar a los que se rebelan; se deben endurecer más aún las leyes, restringiendo más todavía los derechos y libertades fundamentales de los hombres; se deben dotar de más medios para reeducar a periodistas, fuerzas de seguridad, docentes, psicólogos, abogados, personal sanitario… Todo con el fin, ya recogido en las tesis de Platón, de crear un modelo social nuevo, una nueva Esparta dirigida por mandatarias, y serviles lacayos a su servicio.


  El mantenimiento de ese orden «perfecto» nos condena al fanatismo, al oscurantismo mítico y tenebrista de la caverna, y ello a toda costa y sin reconocer errores ni admitir enmiendas, pues a su alrededor gira toda la concepción sociológica de Justicia de la ideología de género. Platón en su libro La República, afirma que, para crear una Utopía eficaz, es necesario que ésta esté dotada de censura y de engaño, requisitos imprescindibles para obtener la virtud pública. Esto es lo que en castellano se llaman mentiras piadosas, la «Mentira Noble» de Platón. En el siguiente capítulo se examinarán los fundamentos de carácter inmoral que sustentan la nueva mentira que se ha de calificar como innoble, pues sus propósitos están muy alejados del fin de obtener la virtud pública.


  Así, en crítica de esa perspectiva monocromática de la verdad, el día 26 de octubre de 2009, como presidente de ASEMIP (Asociación Española Multidisciplinar para la Investigación de las Interferencias Parentales) y con relación a la información difundida por diversos medios de comunicación, acerca de que una magistrada adscrita al Observatorio contra la Violencia Doméstica y de Género, dependiente del Consejo General del Poder Judicial (CGPJ), había denunciado que el «inexistente» Síndrome de Alienación Parental (SAP) impedía aplicar la Ley Orgánica de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género, dirigí al Observatorio de Violencia un escrito en el que concluía:


  
    Finalmente, creemos que sería conveniente que el Observatorio de Violencia del CGPJ se dedicara a observar la realidad con imparcialidad, sin una visión daltónica y contaminada por ideología de género, pues la verdad tiene una perspectiva poliédrica y no plana. Es como si un faro limitara su espectro luminoso sobre un punto fijo, la oscuridad impediría ver otras realidades. O se mira en todas direcciones o se espera a que se haga de día para ver todo el horizonte y relieve. En ese sentido, con todo el respeto y consideración, se invita desde ASEMIP al Observatorio de Violencia del CGPJ para que acuda a todos los congresos y jornadas que organice, comenzando por las próximas de 6 de noviembre en Madrid. Quizás de esa manera empiece a observar los espacios de sombra que están ahora fuera de su alcance de visión.

  


  Por supuesto, el comunicado no mereció respuesta alguna, salvo que, como se verá, al poco, desde el propio Observatorio se promovió que se me abriera expediente disciplinario por ostentar la presidencia de ASEMIP. Los expertos designados a dedo, porque profesan la misma ideología y los mismos dogmas, no permiten que entren a debatir con ellos otros extraños, cuya preparación y cualificación profesional y científica se ignora desde el instante que pueden no pensar lo mismo y además aportar argumentos que no son capaces de rebatir desde la ciencia. Por eso lo mejor es procurar arruinar su crédito y, a ser posible, arruinarles también personal y profesionalmente.


  Afortunadamente son ya muchas, muchas las mujeres que rechazan esos planteamientos «irrefutables» y de privilegio injustificado, sin excepciones; mujeres que son capaces de ver por sí mismas y sin sectarismos la injusticia generada, porque son muchas las abuelas, madres, hermanas, que sufren también sus consecuencias; rebelándose también otras mujeres, «las otras», nuevas esposas y compañeras que perciben la realidad, y se reconocen a sí mismas, muchas veces, como la causa del despecho y deseo de venganza que pone en marcha el aparato represor impuesto por esa ideología perversa.[5] Al final, tendrán que ser las propias mujeres, y una vez que la mayoría salga de su ensimismamiento, ignorancia y engaño, las que promuevan el cambio de rumbo necesario para que las políticas sociales en nuestro país se dirijan hacia nuevos horizontes de equidad, justicia e igualdad. Serán ellas las que tengan que decir «¡hasta aquí hemos llegado!», reclamando al Legislador las reformas legislativas necesarias y que hasta ahora no se quieren formular por miedo y complejo a sufrir represalias, empezando por el electoralista a perder el voto femenino en las urnas.


  3. Dictadura de género. Sus fundamentos filosóficos e ideológicos


  
    Un fanático es alguien que no puede cambiar de opinión y no quiere cambiar de tema.


    Winston Churchill

  


  1. INTRODUCCIÓN


  Ante todo se ha de partir de una premisa de tolerancia democrática, de ese talante del que tanto hizo gala el expresidente José Luis Rodríguez Zapatero, a pesar de que él, especialmente junto a sus ministras del ramo de la denominada igualdad, practicaba la mayor de las intolerancias, de tal manera que tal y como afirma Diego de los Santos en su libro Las mujeres que no amaban a los hombres:


  
    Si alguien considera que existen diferencias culturales de género y que éstas son inadmisibles, está en su derecho de defender sus ideas, pero en ningún caso de imponerlas por real decreto, y menos aún de utilizarlas sesgadamente para aplicar la discriminación «positiva» unilateral del feminismo radical.

  


  Pues bien, partiendo de ese reconocimiento, y pese a que actualmente esa imposición no solo se realiza por real decreto, sino por medio de la amenaza y la represión profesional, lo que resulta incuestionable es que, al menos, los que no piensan y comulgan con esas ideas, también puedan defender las suyas. Porque, hoy en día, son muchos hombres y mujeres los que no nos conformamos con unos planteamientos simples y anacrónicos que sostienen que todavía, sin excepciones, en España, no en Irán, Sudán o Somalia, sino en la España del siglo XXI, se vive una situación de discriminación generalizada por razón del sexo, no con el que nacemos sino en el que nos educan.


  Por tanto, que no nos vengan con falsos mensajes amables y de progreso social, que no nos confundan con sus diseños de ingeniería radical que ofrecen tolerancia y un nuevo credo de igualdad, que no nos confundan, porque detrás de esa apariencia seductora lo que se encierra es una ideología violenta basada en el odio entre los sexos (Jesús Trillo Figueroa, La Ideología de Género, Editorial Libroslibres, 2009), una ideología que promueve el relativismo moral, como perfectamente advertía Benedicto XVI, cuando era conocido como cardenal Joseph Ratzinger, quien afirmaba que:


  
    La ideología de género es la última rebelión de la criatura contra su condición de criatura… con esa ideología el hombre moderno pretende liberarse incluso de las exigencias de su propio cuerpo, considerándose un ser autónomo que se construye a sí mismo, una pura voluntad que se autocrea y se convierte en un dios para sí mismo.

  


  2. FUNDAMENTOS IDEOLÓGICOS


  Veamos a continuación los ideólogos que están detrás de esos principios y dogmas: Simone de Beauvoir, Wilhelm Reich, Alfred Kinsey, Germaine Greer, Kate Millet, Shulamith Firestone, Margaret Mead, Michel Foucault, Georges Bataille, Adrienne Rich, Ann Ferguson, Valerie Solanas.


  Todos ellos conforman una colección de transgresores, cuyos planteamientos no comparten la inmensa mayoría de mujeres que se plantean sus relaciones con el sexo masculino desde una perspectiva no fatalista o patológica, basada en el odio, sino desde el enfoque de esa aventura con fundamento en el amor y afecto, que merece la pena ser intentada.


  ¿Cuáles son los mensajes que inspiran esa ideología? Esos mensajes irrefutables, que no admiten contradicción, porque, como se dijo, una ideología parte siempre de una premisa que es indemostrada e indemostrable, son básicamente dos:


  Primer mensaje. La mujer está universalmente oprimida y explotada por el hombre, y lo ha estado siempre desde los comienzos de la historia. Esta relación de opresión y explotación constituye un sistema de dominación, que es el sistema de dominación básico, sobre el que se asientan todos los demás sistemas, es decir el PATRIARCADO. Kate Millet dixit en su obra Política Sexual, publicada en 1969 (Política sexual, Cátedra, Madrid, 1995).


  Segundo mensaje. El sexo es lo dado biológicamente mientras que el género sería la construcción social del sexo de la persona. Judith Butler define el género como:


  
    Una construcción cultural; por consiguiente, no es ni resultado casual del sexo ni tan aparentemente fijo como el sexo. El género es una construcción radicalmente independiente del sexo, es un concepto libre de ataduras; en consecuencia, hombre y masculino podrían significar tanto un cuerpo femenino como uno masculino, y mujer y femenino tanto un cuerpo masculino como uno femenino. (Judith Butler, Gender Trouble, Routledge, London-New York, 1990).

  


  Para erradicar el patriarcado y promover la cultura de la construcción social del género, se propone:


  
    	
      Supresión de la institución familiar y del matrimonio. La mujer debe emanciparse, por un lado, del dominio y de la explotación del varón, y por tanto de las instituciones que sirven a ese fin, tales como el matrimonio y la familia. Así lo predica Simone de Beauvoir, en su obra publicada en 1949, El segundo sexo. La familia, sería consustancial a la idea de producción sexo-afectiva, que implica la producción de bienes no tangibles, como la crianza de niños e intendencia doméstica y satisfacción sexual, que las mujeres proveen juntamente con los propios de la producción tangible y que son objeto también de apropiación y explotación por los hombres; por ello, como concepto derivado de la idea radical de patriarcado, la familia debe ser suprimida: Ann Ferguson (Blood at the root: Motherhood, sexuality and male dominance, Pandora Press; Londres, 1989). La revolución debe consistir en romper las relaciones socialmente legitimadas como el matrimonio; la mujer debe ser autosuficiente y evitar establecer dependencias: Germaine Greer, en su obra La mujer eunuco (The female eunuch, Mc Gibbon & Kee, Londres, 1970).


      Para Shulamith Firestone en su libro, escrito en los años setenta, La Dialéctica del Sexo (The dialectic of sex; Bonton Books, Nueva York, 1970) nos refleja, sin ninguna duda, ese rechazo a la institución familiar. Ya el título nos expone las fuentes de las que bebe la autora, pues la dialéctica es consustancial a la doctrina marxista; la Ideología de Género no nace en posiciones moderadas de centro o en la derecha. La Ideología de Género nace y se desarrolla en la izquierda, pero no en la moderada sino en la extrema izquierda, aquella tan extrema que termina, por el final en el que se cierra el arco del círculo político, por estar próxima a postulados y actitudes de la extrema derecha. Como tal extrema izquierda, asume elementos, sin duda, que la misma Shulamith Firestone plantea, como que si la mujer quiere ser libre tiene que liberarse de su opresión. Para el marxismo, la liberación se produce cuando la clase obrera oprimida sea capaz de liberarse de su opresión, controlando los medios de producción. Esto lo extrapola Shulamith Firestone a la idea de familia. Dentro de la familia se da también una lucha de clases: el varón es el opresor, la mujer es la oprimida. Si la mujer quiere ser libre tiene que liberarse de su opresor que es el varón ¿cómo? para el comunismo la clase oprimida se liberaría cuando fuera capaz de controlar los medios de producción que están en manos de la clase opresora. Dentro de la familia la mujer sería libre cuando fuera capaz de controlar los medios de reproducción. Por lo tanto es aquí donde arranca la promoción del aborto, la promoción de los anticonceptivos, la promoción de la esterilización; la mujer, independientemente del varón, tiene que controlar la reproducción.


      Indudablemente el prototipo familiar que más se combate por la Ideología de Género es el modelo tradicional: matrimonio con hijos y si además se trata de una familia con valores cristianos se trataría del modelo retrógrado y perverso a erradicar, porque la Iglesia es también una de las principales instituciones que molestan e importunan la consecución de sus fines. Una cultura basada en el odio no puede admitir una cultura que se basa en el amor al prójimo, un amor incluso hacia quien resulta tu enemigo: inconcebible perversión. Todo ello sin perjuicio de admitir otros modelos familiares que pueden satisfacer la necesidad de huida de la soledad, siendo socialmente admitidas las uniones no matrimoniales ocasionales, coyunturales y por meros fines de atracción sexual, las uniones de parejas homosexuales y las familias monoparentales (más bien monomarentales); en todo caso para la perspectiva de género, lo que sobra en la fórmula es la relación hombre-mujer, pues la misma solo puede contemplarse desde esa dialéctica de lucha de sexos, en la que el varón es siempre el opresor y la mujer la oprimida.[6]

    


    	
      Superar el concepto de feminidad. El género femenino es esencialmente inferior, a causa del interés masculino por mantenerlo sometido (Millet). La liberación que se propone pretende abolir la feminidad y lograr una total identidad con los hombres. Se trata de la envidia de ser hombre, surgida de la vergüenza de ser mujer. Para De Beauvoir, la mujer es un hombre con un cuerpo molesto.

    


    	
      Como consecuencia de ello se produce un rechazo radical a la maternidad, pues si bien el varón puede realizarse sin problemas, no sucede lo mismo con la mujer, condicionada por su destino a la maternidad (De Beauvoir). Por ello la mujer debe emanciparse de su propio cuerpo, repudiando la maternidad. La mujer debe independizarse y liberarse de las ataduras de su naturaleza, y de las funciones asociadas a ella: la maternidad y el hogar. Para Shulamith Firestone la maternidad definida como la servidumbre reproductiva determinada por la biología, es la causa fundamental de la opresión de la mujer. No existiría una naturaleza femenina, ésta es una creación de la historia, de la cultura y de la sociedad. La mujer tan solo tiene una dimensión corporal que la constriñe y de la que debe desprenderse para poder llegar a ser como el hombre: la maternidad.


      De ahí la defensa del aborto libre que ahora se denomina interrupción voluntaria del embarazo. Esa voluntad, por supuesto, se refiere a la unilateral de la madre, sin que el padre, limitado a un mero aportador de semen, tenga nada que decir, una vez cumplida su función reproductora. Ello supone el mayor exponente del lema, radical de género «nosotras parimos, nosotras decidimos». Un mensaje que deja claro que ellas pretenden decidir antes y después del alumbramiento. Nosotras decidimos cuándo, cómo y de quién nos quedamos embarazadas, siendo el feto no un ser humano, ni siquiera un proyecto de ser humano, sino un ser vivo, equiparable, por tanto, a una planta. Lo peor es que esa expresión «científica» que pone en evidencia la catadura moral de quien la sostiene, fue anunciada en público (programa de radio) nada más y nada menos que por una sra. ministra: Bibiana Aido, que ahora defiende la igualdad y los derechos de las mujeres desde su apartamento de Manhattan.[7] Más coherente es que se hubiera ido a luchar a otros frentes que le hubieran podido llevar, incluso, a ser propuesta al Premio Nobel de la Paz que, en su edición 2011, ha sido concedido a tres mujeres por su «lucha no violenta» a favor de la paz, la democracia y los derechos y seguridad de las mujeres: la presidenta de Liberia, Ellen Johnson-Sirleaf; su ayudante, Leymah Gbowee y la yemení Tawakul Karman, que llevaba años luchando por sus conciudadanas y se convirtió en una de las líderes de la denominada «Primavera Árabe».

    


    	
      Considerar las relaciones de pareja como un ámbito de lucha de poder, de odio y de rivalidad constante, lo que surge de la idea de la mujer que para conquistar el poder debe hacerlo a través del sexo. Amar, mantener relaciones y confraternizar con el otro sexo rival es hacerlo con el enemigo; de ahí surge la necesidad de la revolución sexual (Millet).


      El obispo de Córdoba, monseñor Demetrio Fernández, en carta pastoral semanal en la que se comentaba una lectura de la Primera Epístola de san Pablo a Los Corintios en la que insta a huir de la fornicación y a respetar nuestro cuerpo porque es Templo del Espíritu Santo, afirmó «cuando la sexualidad está bien encauzada, la persona vive en armonía consigo misma y en armonía con los demás, evitando toda provocación o violencia» (Correo de Andalucía, 13 de enero de 2012). Naturalmente, estas declaraciones merecieron el correspondiente reproche de personajes de la Junta de Andalucía, que ni habían leído ni entendido ninguno de los mensajes epistolares, y se habían quedado, por un lado, tan solo en el ataque que entrañaba ese mensaje del obispo a los principios que su ideología ha inspirado en la asignatura de educación a la ciudadanía y, por otro, en el riesgo que suponía en cuanto a la consecución de una sociedad y juventud más respetuosa consigo misma y con los demás. Claro, ese mensaje evita la provocación y violencia que es el caldo de cultivo que justifica su existencia política. Sin odio, sin conflicto, en armonía y con respeto no cabe mantener la estructura creada.

    


    	
      En tal sentido la mujer se ha de liberar de la represión sexual a que ha estado sometida por la religión y la moral tradicional. La revolución sexual de corte marxista parte de la emancipación de la mujer, principal víctima del patriarcado, continúa con el fin de la opresión sobre los homosexuales, y termina con la liberación sexual de los niños, «entre cuyos derechos esenciales se encontraría el de expresarse a sí mismos sexualmente, probablemente entre ellos en un principio, pero también con adultos» (Millet). «La infancia también sería una construcción cultural y de la misma manera que debe producirse una emancipación de la mujer, tiene que darse una emancipación sexual de la infancia» (Shulamith Firestone). Ya se ha hecho referencia a esta autora y su obra La Dialéctica del Sexo (The dialectic of sex; Bonton Books, Nueva York, 1970)[8] pero, tal y como sostiene José Manuel Martínez Guisasola, lo importante del libro es que ella habla de la liberación sexual infantil; a los niños hay que liberarles sexualmente, ¿por qué?, porque están oprimidos. Y ¿cómo se libera sexualmente a los niños? pues haciendo que ellos también practiquen la sexualidad. Ella plantea que todos los niños están capacitados para tener relaciones sexuales. Si a un niño no se le educa en este campo puede ocurrir, cuando sea mayor, que sea un reprimido sexual. Por eso ella plantea que sean las madres las que inicien sexualmente a los niños. De hecho ella sugiere que sería liberador para un niño que la primera felación se la hiciera su madre. Plantea también, este libro, que se debería conseguir una sociedad donde las personas adultas pudieran tener relaciones sexuales con los niños; siempre con unos límites ¿cuáles? dos. Un límite biológico y otro límite que es la libertad. Un límite biológico (lo describe de una manera muy gráfica), que si tú quieres tener relaciones sexuales con una niña de cinco años tienes que ver el límite biológico ¿cuál? la cavidad de su vagina; teniendo en cuenta eso tú puedes tener relaciones sexuales siempre y cuando la niña quiera tenerlas y ¿cómo se controla eso? Yo, que soy adulto, puedo engañar a una niña de cinco años y puedo decir que he tenido relaciones sexuales con una niña porque ella ha querido; pero ¿qué significa el consentimiento infantil, cómo se regula esto? Con la Ideología de Género, como veremos, los pedófilos se frotan las manos. «Estamos, realmente, ante una ideología dramática, ante una ideología que está consiguiendo ocasionar muchísimo daño, más del que pensamos» (José Manuel Martínez Guisasola. «La ideología de género». Conferencia de 29 de agosto de 2011).[9]


      Esta defensa de la pedofilia, se pone expresamente de manifiesto también por Alfred Kinsey quien consideraba como natural la relación entre personas adultas e incluso el bestialismo. Georges Bataille reivindicaba el libertinaje, el satanismo y al Marqués de Sade; en el mismo sentido se identificaba Michel Foucault, quien llegó a confesar la práctica del sadomasoquismo. El último exponente de esta degeneración moral lo encontramos en el argentino Jorge Corsi, procesado y condenado a tres años de cárcel en su país por corrupción de menores. En entrevista efectuada por el periodista Jorge Fontevecchiaen (Perfil.com. Edición impresa 8 de febrero de 2009. Año III. núm. 0337, Buenos Aires), se le preguntaba y respondía:


      —¿Ud. es partidario de despenalizar cualquier restricción a relaciones sexuales consentidas entre adultos y adolescentes?


      —No soy partidario de despenalizar ningún tipo de relación que pueda ser potencialmente abusiva. Existen más probabilidades de que una relación abusiva tenga lugar entre personas de distintos niveles de poder, pero en el ámbito clínico, personas mayores cuentan que ciertos o ciertas adolescentes requieren una sexualidad más activa por parte de estas personas. Por otra parte, hay una especie de satanización absoluta de la sexualidad adolescente diferente de las pautas consideradas normales por la sociedad.


      —¿Cuándo no es heterosexual?


      —Es peor todavía. Recomiendo una investigación que hizo la periodista Josefina Licitra sobre lo que les ocurre a los adolescentes con una identidad sexual diferente a la hegemónica. Y cómo sufren porque no tienen identidades como las de los otros chicos y chicas, porque tienen que confesar algún tipo de pecado, crimen o lo que fuera por tener una sexualidad diferente.


      —En su derecho a réplica en el diario La Nación, escribió: «Tengo la íntima convicción de no haber cometido delito alguno a lo largo de mi vida». Esto me lleva a preguntarle si considera delito la hebefilia.


      —Desde el punto de vista de los códigos penales, ni la pedofilia ni la hebefilia son delitos. Delito es el abuso o la corrupción de menores.


      Este personaje, se ha de aclarar que fue detenido en el año 2008, y ha sido condenado a tres años de prisión por corromper sexualmente a un chico a quien captó a base de regalos y engaños, cuando llegó a Argentina procedente de España, en donde había estado impartiendo y cobrando conferencias organizadas por el Instituto de la Mujer por todo el territorio nacional; siendo también autor de una guía para la prevención y persecución de la violencia de género, editada a costa del contribuyente español. El 28 de febrero de 2012 (casi un mes después de su condena a tres años de cárcel por pederastia en Argentina), Jorge Corsi se hallaba prófugo de la Justicia, finalmente, en la noche del 28 de febrero se entregó a la Justicia e ingresó en prisión.


      La condena fue sentenciada a principios de febrero tras un acuerdo con la parte denunciante. Esta parte evitaba así que la víctima tuviera que enfrentarse a su agresor en un juicio; y el agresor conseguía, mediante el reconocimiento de su culpabilidad en este acuerdo, evitar una muy posible condena mayor en el juicio que estaba previsto que se celebrase a mediados del mes de marzo de 2012.


      En España se ha tomado a Corsi durante años como un psicólogo experto y una referencia en violencia de género. Incluso después de su primera detención por las acusaciones del caso que nos ocupa, en 2008. Corsi aparece mencionado en textos destinados a justificar y diseñar la elaboración de la vigente Ley de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género, así como en documentos que desarrollan esas políticas de género (en los que aparece como ponente o como referencia bibliográfica) posteriores a la aprobación de esa ley (diciembre de 2005) e incluso posteriores, como digo, a su detención en 2008. Incluso hoy mismo pueden encontrarse textos de Corsi en la biblioteca del Instituto de la Mujer en Madrid.


      Se trata, además, de un referente fundamental del feminismo español para desacreditar las denuncias por alienación parental y para desacreditar el Síndrome de Alienación Parental (SAP). Es habitual encontrar su nombre en boca de los negacionistas del SAP como una autoridad. Sin duda en buena medida por influencia de Corsi y de sus discípulos y discípulas hoy no hay texto alguno acerca de alienaciones parentales en la biblioteca del Instituto de la Mujer español.[10]


      Es decir que si la relación es consentida, como decía Firestone, nunca cabría hablar de delito de pedofilia. Es bueno, porque no es malo, que los niños experimenten su sexualidad con adultos. No existen, por tanto, los pedófilos salvo que estos sean sacerdotes o miembros de la Iglesia Católica o cuando el acusado de pedófilo sea un autor que sea contrario a los postulados de la ideología de género, como Richard Gardner, el autor (no el primero ni el único, ni mucho menos, que ha abordado científicamente esa sintomatología que implica un rechazo injustificado de un menor hacia unos de sus progenitores, inducido por el otro) que introdujo e hizo más conocido el fenómeno del SAP, Síndrome de Alienación Parental,[11] cuya existencia niega la dictadura de género. Efectivamente acusan a Gardner de justificar la pedofilia, aunque resulta radicalmente falso, pues lo que hizo el feminismo radical fue sacar frases fuera de contexto; táctica por cierto, habitual y que les sigue dando buenos resultados. El propio Gardner lo contestó en un artículo: «Desinformación contra hechos sobre las contribuciones de Richard A. Gardner, mayo, 2002». Extracto del artículo: «No hay absolutamente nada de esto que yo haya dicho en mis conferencias o escrito en cualquiera de mis publicaciones que justifique esta acusación. Ésta es mi posición sobre la pedofilia: Considero la pedofilia una forma de perturbación psiquiátrica. Además, considero los que cometen tales actos en los que explotan a víctimas inocentes sujetos sin sensibilidad frente a los efectos potenciales de su comportamiento sobre sus víctimas infantiles».


      Es decir, la revolución sexual que proclama la ideología de género conduce a la transgresión más cruda y descarnada de las más elementales normas de moral y decencia, conduce a la pornografía, la perversión, la promiscuidad, degeneración y violencia en el sexo. Y además tienen la desvergüenza de acusar de violentos, indecentes, pedófilos y pederastas a los demás, a quienes censuran sus propias teorías y comportamientos.


      Al pedófilo y pederasta se le ha de condenar sea presbítero, laico, creyente, mero bautizado de la Iglesia o esbirro, militante, correligionario de la dictadura de género, porque ello se opone al límite moral que impone la ley natural. La ley natural, decía santo Tomás de Aquino, es la participación de la ley eterna en la criatura racional. Existe una ley que se llama ley eterna, establecida por Dios, donde se establecen los límites del bien y del mal. Ahora, ¿cómo puede el ser humano alcanzar el contenido de esta ley eterna establecida por Dios? ¿Por medio de la fe?: no, por medio de la razón; porque incluso los no creyentes, pueden descubrir que matar está mal; no hace falta creer en Dios para darse cuenta de que quitarle la vida a otra persona está mal. Por eso, la ley natural es el fundamento de nuestra moral, es la participación de la ley eterna en la criatura racional; por esta razón podemos diferenciar lo que está bien de lo que está mal; y esto, la Ideología de Género lo sabe. Si yo quiero tener relaciones sexuales con mi hija o con un menor de doce años, primero tengo que acabar con la ley natural, ¿por qué?, porque la ley natural establece que el incesto y la pederastia están prohibidos y si hacemos un estudio antropológico podemos ver que en todos los pueblos y en todas las culturas se prohíbe el incesto y pederastia de alguna manera o de otra, es algo que está presente en todas las religiones, porque es un precepto de ley natural.


      Por eso la Ideología de Género sabe que tiene que cambiar ese planteamiento antes de implantar su postulados, porque la Ideología de Género pretende establecer el relativismo moral. Es decir, si tú crees que tener relaciones sexuales con tu hija o con un menor de doce años está mal, no las tengas; pero si yo creo que está bien porque mi hija o el menor de doce años lo consienten y porque requieren una sexualidad más activa, respeta mi decisión, tú haz lo que quieras que yo haré lo que quiera. Éste es el primer límite que la Ideología de Género pretende eliminar, el límite moral. Tenemos que cambiar la moral de nuestras sociedades para implantar otra moral porque si no eliminamos el concepto de ley natural es imposible establecer el relativismo moral que pretende establecer la Ideología de Género (José Manuel Martínez Guisasola. Ideología de Género).

    


    	
      Abolición del sistema heterosexual. La heterosexualidad es otra consecuencia de la sociedad patriarcal; esta institución expresa la imposición sobre las mujeres, por parte de los hombres, del modelo de sexualidad reproductiva como único modelo que aquellas pueden practicar. En consecuencia, «la abolición del sistema heterosexual no compete solo a las lesbianas, también sería cosa de todas las feministas, y debe constituir el primer objetivo de la revolución feminista, como paso previo a cambiar la sociedad» (Adrienne Rich).


      Un vez establecido el ámbito familiar como un espacio violento de dominación y opresión perpetrado siempre por el hombre, inclusive se identificó la relación heterosexual de la mujer como una violación: «Una estrategia apropiada y viable del derecho al aborto, es la de informar a toda mujer que la penetración heterosexual es una violación, sea cual fuere su experiencia subjetiva contraria» (Adrienne Rich, «Compulsory Heterosexuality and Lesbian Existence», Blood, Bread and Poetry, pág. 70).


      Al respecto, recuerdo la conversación mantenida con una amiga que me contaba lo que le había sorprendido el contenido de un seminario que impartieron unas comisarias de género a mujeres con minusvalías físicas, sobre materia de sexualidad. En ese seminario se propuso impartir, en primer lugar, instrucciones didácticas sobre «el sexo contigo misma, el órgano sexual femenino», la segunda parte versaba sobre «el sexo con tus compañeras». Cuando alguien preguntó para cuándo se iba a dejar la parte, que seguro iba a interesar más a todas las alumnas, es decir, aquello relacionado con «el sexo con tu compañero y el órgano sexual masculino, vulgo pene», la respuesta fue breve y lacónica, ya no había tiempo para tratar sobre ese aspecto.


      Otra cuestión de interés, que ha costado más de 25 000 euros, es la elaboración del «Mapa del Clítoris», trabajo concienzudo que ha de merecer un lugar destacado en el anecdotario de una sociedad decadente y que está dispuesta a ver como normal cualquier excentricidad que le vendan.


      Con todo el respeto a aquellas mujeres que tienen toda la libertad y el derecho de decidir sobre su orientación sexual, solo les pediría a aquellas lesbianas que se han empeñado en competir con el sexo masculino empleando malas artes que, al menos, respeten las reglas de probidad y juego limpio. Así nos llevaríamos todos mejor, pues el respeto que ellas exigen y merecen, naturalmente, también ha de ser correspondido por su parte. Como mínimo habrían de renunciar a proclamarse portavoces del resto, mayoría de mujeres heterosexuales que están orgullosas de serlo y que no comparten su visión del sexo opuesto, con el que suelen tener otras miras sexuales que las meramente reproductivas.

    


    	
      La Ideología de Género pretende acabar también con el cuerpo. Sobre este aspecto son de destacar los estudios de John Money, un médico que asumió la Teoría de Género. La suya es una teoría también surgida a partir de unos estudios de Stoller que escribió un libro, Sex and Gender. John Money establece que efectivamente el género es una construcción social y podemos construir nuestro género independientemente de nuestro sexo. Él trabajaba haciendo reasignaciones sexuales y afirmaba que antes de los 18 meses se puede reasignar otro sexo a una persona; ¿por qué?, porque el género es una construcción y, como es una construcción social, depende de la educación; podemos educar a un ser humano como mujer independientemente del sexo cromosómico o gonadal o genital que pueda tener. De esa manera la mujer podría tener también la posibilidad de liberarse del sexo molesto con el que había nacido, cualquiera podría liberarse de su cuerpo molesto, de la limitación que le impondría la propia Biología. De esa manera podemos jugar a ser pequeños dioses que desafían la providencia divina que nos reasigna esos sexos, siendo nosotros los que reasignamos a voluntad nuestro género. No obstante, tal generalización que se considera una perversión moral, y un error mayúsculo, como se expondrá, no supone un rechazo a situaciones particulares, que han de ser previamente examinadas y diagnosticadas, de cambio de sexo, cuando la persona puede sufrir una contradicción profunda entre su sexo físico y el sentimiento y orientación sexual que, emocional y psicológicamente, le impulsan a no sentirse identificados con aquel. La Naturaleza, excepcionalmente, también puede equivocarse, siendo lícito y moral que la rectifiquemos cuando tenemos recursos, capacidad y conocimientos científicos para poder hacerlo.


      Ese fracaso de la teoría de Money se puso de manifiesto en el experimento con los gemelos monocigóticos Bruce y Brian. Uno de ellos, al ser circuncidado, siendo bebé, perdió los testículos, viendo el dr. Money el caso perfecto para demostrar su planteamiento científico, así que ese niño Bruce fue recalificado sexualmente, se le denominó Brenda y fue educado como una niña. El resultado del experimento no se dio a conocer, pues la dictadura de género, como todas, no publica sus muchos fracasos o, a lo más, los vende como éxitos. Años después, otro científico, Milton Diamond descubre que la testosterona orienta a cada ser humano incluso antes de nacer. El ser humano antes de nacer posee una orientación sexual marcada. Significa que no es verdad que se nazca sexualmente neutro. Fue Diamond quien al intentar contrastar sus conclusiones con las opuestas de Money (teoría de la falsación de Karl Popper), reveló lo que había ocurrido en el experimento con los gemelos: Un fracaso absoluto, pues Brenda, en realidad Bruce, seguía sintiéndose varón y como niña se sintió una persona frustrada y amargada. Un ser infeliz al que le atraían las niñas, creyendo tener sentimientos lésbicos. El resultado es que tras recuperar su condición masculina y tras varios intentos de suicidio, terminó quitándose la vida. El mismo final suicida tuvo su hermano Brian, que también sufrió las consecuencias del experimento.


      Asombro, sonrojo y vergüenza nos debe provocar esta demostración de hasta qué punto, la ideología de género es capaz de valerse del ser humano con tal de hacer prevalecer sus tesis.


      Lo peor es que en España el experimento dura ya demasiados años, siendo la sociedad española en pleno la que está siendo sometida, como conejillo de indias, a sus métodos «científicos» que solo reportan dolor y muerte.

    

  


  En conclusión, ¿cuál es el objetivo de los ideólogos que han diseñado esa doctrina y corriente fundamentalista? ¿Cuál es el resultado final que persiguen los programadores de ese MATRIX en el que tienen alienada a la sociedad? Ese fin no es otro que «El Mundo Feliz de Huxley»: «No se debe vivir en soledad, pero tampoco en relaciones amistosas y sexuales permanentes: el sexo debe ser ocasional y practicarse libremente. No existe el matrimonio, ni la familia; ni por supuesto la maternidad, que es el mayor horror imaginable, o la paternidad, pues la gestación es extracorpórea. El Estado es quien se encarga de la infancia» (La ideología de género. Jesús Trillo-Figueroa y Martínez-Conde. Editorial Libroslibres, 2009).


  Esos objetivos quedan también gráficamente descritos en la obra de Valerie Solanas, SCUM, Manifiesto de organización para el exterminio del hombre. El título lo dice todo, mas como botón de muestra, se refleja la literalidad de lo que representa el hombre para la autora de ese manifiesto, que constituye el catecismo para muchas fundamentalistas y radicales de género de nuestro país, esas que controlan parlamentos, ayuntamientos, juzgados, ministerios y medios de comunicación:


  
    El hombre es un egocéntrico total, un prisionero de sí mismo incapaz de compartir o de identificarse con los demás, incapaz de sentir amor, amistad, afecto o ternura. Es un elemento absolutamente aislado, inepto para relacionarse con los otros, sus reacciones no son cerebrales sino viscerales; su inteligencia solo le sirve como instrumento para satisfacer sus inclinaciones y sus necesidades. No puede experimentar las pasiones de la mente o las vibraciones intelectuales, solamente le interesan sus propias sensaciones físicas. Es un muerto viviente, una masa insensible imposibilitada para dar, o recibir, placer o felicidad. En consecuencia, y en el mejor de los casos, es el colmo del aburrimiento; solo es una burbuja inofensiva, pues únicamente aquellos capaces de absorberse en otros poseen encanto. Atrapado a medio camino en esta zona crepuscular extendida entre los seres humanos y los simios, su posición es mucho más desventajosa que la de los simios: al contrario de éstos, presenta un conjunto de sentimientos negativos —odio, celos, desprecio, asco, culpa, vergüenza, duda— y, lo que es peor: plena consciencia de lo que es y no es.


    A pesar de ser total o solo físico, el hombre no sirve ni para semental. Aunque posea una profesionalidad técnica —y muy pocos hombres la dominan— es, lo primero ante todo, incapaz de sensualidad, de lujuria, de humor: si logra experimentarlo, la culpa lo devora, le devora la vergüenza, el miedo y la inseguridad (sentimientos tan profundamente arraigados en la naturaleza masculina que ni el más diáfano de los aprendizajes podría desplazar). En segundo lugar, el placer que alcanza se acerca a nada. Y finalmente, obsesionado en la ejecución del acto por quedar bien, por realizar una exhibición estelar, un excelente trabajo de artesanía, nunca llega a armonizar con su pareja. Llamar animal a un hombre es halagarlo demasiado; es una máquina, un consolador ambulante.

  


  3. REACCIÓN CONTRA EL FUNDAMENTALISMO DE GÉNERO


  Frente a tanta transgresión moral, el modelo de feminismo que la inmensa mayoría de mujeres proclama es el que les confiere el papel del otro sexo, no del segundo sexo, al que les relegaba Simone de Beauvoir.


  
    Un feminismo propio de una mujer orgullosa de ser mujer. Una mujer que exige igualdad de oportunidades, de salarios y de trato en sus relaciones de pareja, pero que al mismo tiempo cultiva su personalidad como mujer. Una mujer que no ve su feminidad como un obstáculo o un impedimento para alcanzar lo que quiere conseguir como persona y que comprende su papel en la familia como algo compatible con su trabajo en cualquier lugar de actuación humana (Jesús Trillo Figueroa. La Ideología de género).

  


  Esas son las mujeres que prevalecen hoy en día, aquellas que apuestan por ser doctoras en desarrollo infantil, pues no quieren renunciar a ser madres, y aspiran a ser doctoras en relaciones humanas. Los hombres también hemos de participar en ese empeño, superando prejuicios y roles machistas, contribuyendo a esos doctorados y convirtiéndonos también en corresponsables de nuestros hijos. En definitiva, una gran mayoría de la sociedad española, hoy en día, coincide con el planteamiento de la que fuera primera ministra de Israel, Golda Meier (que ostentó ese cargo por mérito, capacidad; como otra primera ministra inglesa, Margaret Thatcher; y otra canciller alemana, Angela Merkel), quien en 1972, a una pregunta de la periodista italiana Oriana Fallad sobre el movimiento femenino de liberación, contestaba:


  
    ¿Se refiere a esas locas que queman los sostenes y andan por ahí desquiciadas y odian a los hombres? Son locas, locas. ¿Cómo se puede aceptar a locas, para quienes quedar encinta es una desgracia y tener hijos es una catástrofe? ¡Si es el privilegio mayor que nosotras las mujeres tenemos sobre los hombres!

  


  Lo malo no es que existan esas locas, que con todo, hemos de tolerar y respetar en sus manifestaciones, pues locos han existido siempre; lo peor es que en nuestro país han alcanzado unas cotas de poder económico y político inimaginables, un poder que les permite parecer que ellas son las cuerdas y pobres perturbados quienes las critican.


  Una pionera en el movimiento feminista, y que después fue duramente criticada por el radicalismo de género, por no comulgar con sus postulados, Erin Pizzey llegó a afirmar:


  
    La imagen de mujeres como víctimas, como indefensas e infantiles dependientes de los brutales hombres a lo largo del mundo, ha dañado las relaciones entre los sexos. Un gigantesco plan propagandístico ha sido perpetrado y se han producido insostenibles estadísticas para alimentar una desastrosa y dañina política ideológica, que ahora es una industria de un billón de dólares en todo el mundo que discrimina contra muchos padres y hombres inocentes.


    A mediados de los años noventa por primera vez se hizo el Primer Estudio Británico del Delito (British Crime Survey) y el Ministerio del Interior registró las víctimas masculinas de la violencia doméstica. Lentamente se hizo evidente que los estudios académicos de todo el mundo estaban empezando a refutar los hallazgos de las agencias feministas, que habían mantenido como estrangulados, sobre el movimiento mundial de refugios. Lentamente a mí me empezaron a pedir que hablara en varios foros, sobre la Violencia Doméstica y grupos de hombres, que hablara sobre el hecho de que la violencia doméstica no era y no ha sido nunca una cuestión de sexo (Erin Pizzey: La violencia doméstica no es una cuestión de género).

  


  Ese desolador panorama, del que ya veníamos advertidos, después de frustrantes y desastrosas experiencias, es en el que vivimos sumidos, ese paisaje es el que nos impone esa ideología de género, sin importar, en época de crisis, el coste económico que comporta su mantenimiento (ya se hablará sobre ello en el capítulo correspondiente), y lo que es peor, el coste de sufrimiento humano y de restricción de derechos fundamentales que, pese a ser conocidos, son ocultados o ignorados por quienes disponen de poder y capacidad para impedirlo.


  La reacción en nuestro país aún no se ha iniciado, por tanto, pues esa doctrina de corte fanático ha adquirido un poder inmenso, tan grande que cercena cualquier mensaje, matando al mensajero, que se posiciona en su contra. En ese aspecto, incluso ilustres mujeres feministas, luchadoras por la igualdad, como María Sanahuja, magistrada de la Audiencia Provincial de Barcelona, exdecana de ese Partido Judicial, se han rebelado, sufriendo la represalia por el atrevimiento de hacer afirmaciones como esta:


  
    En 2010, en las sociedades occidentales, el camino hacia la igualdad pasa porque las mujeres se otorguen a sí mismas el permiso de ejercer de ciudadanas de primera, sentando las bases para evitar la supeditación a los hombres, tanto económica como psicológicamente. No será rentable seguir solicitando limosnas al Estado, a las empresas o a los hombres desde un victimismo imposible de mantener si al tiempo no se hacen esfuerzos para alcanzar esa mayoría de edad que exigimos nos sea reconocida. La incorporación masiva de las mujeres a la universidad abre nuevos horizontes. No podemos actuar como los adolescentes, que quieren las ventajas de los adultos, pero no las responsabilidades (…). Las mujeres debemos autorizarnos a tener mayor autonomía y no considerarnos el apéndice de nadie, lo cual requiere el esfuerzo de salir al mundo exterior, que está plagado de dificultades y, por tanto, asusta, resultando más cómodo, en principio, ligar nuestra suerte a alguien más fuerte, que solvente nuestras necesidades (María Sanahuja. Artículo publicado en agosto de 2010: «Los caminos y los atajos de la Igualdad»).

  


  Lo peor es que cuando la sociedad se encuentre en situación de reaccionar y refutar los falsos datos del fundamentalismo de género, al menos, una generación de hombres y mujeres habrán sido víctimas de sus efectos éticos y morales devastadores.


  4. El origen de las políticas de género. Su implantación en las instituciones oficiales y organismos internacionales


  
    Nuestra generación no se habrá lamentado tanto de los crímenes de los perversos, como del estremecedor silencio de las personas buenas.


    Martin Luther King

  


  1. LOS ORÍGENES DEL FEMINISMO DE GÉNERO


  Tras la caída del socialismo europeo con el desmoronamiento de la URSS con el muro de Berlín y la Europa del Este, los dirigentes socialistas del mundo occidental se quedaron sin un modelo a seguir. Para ellos era como el fin del mundo.


  Puesto que mostraban una marcada inclinación por las comodidades y privilegios del poderío económico capitalista, ya no les era posible defender una lucha de clases en base a la opresión económica del más rico sobre el más pobre.


  Decidieron entonces arrebatarle al feminismo de equidad sus reivindicaciones transformándolo en feminismo socialista que ya se había iniciado en los setenta, pero sustituyendo la lucha de clases por la lucha de sexos y cambiando al capitalismo por un patriarcado dominante y omnipresente, como símbolo de opresión de los más débiles y el enemigo a derrotar.


  Los analistas en esta materia coinciden en atribuir la unión marxismo-feminismo a Friederich Engels, en El Origen de la Familia, la Propiedad y el Estado, publicado en 1884, al afirmar lo siguiente:


  
    El primer antagonismo de clases de la historia coincide con el desarrollo del antagonismo entre el hombre y la mujer, unidos en matrimonio monógamo, y la primera opresión de una clase por otra, con la del sexo femenino por el masculino.

  


  Como se ha tenido ocasión de exponer, acoge y reajusta esta idea, la ya referida Shulamith Firestone en su libro La dialéctica del sexo (The dialectic of sex. Bonton Books, Nueva York, 1970, pág. 12) afirmando que:


  
    Para asegurar la eliminación de las clases sexuales se requiere que la clase subyugada (las mujeres) se alce en revolución y se apodere del control de la reproducción: se devuelva a la mujer la propiedad de sus propios cuerpos, como también el control femenino de la fertilidad humana… La meta definitiva de la revolución feminista debe ser acabar… con la misma distinción de sexos.

  


  Difundida políticamente esta idea por las feministas de la época, le fue atribuida a la mujer una «superioridad moral» frente al hombre, y un carácter permanente de «víctima» debido a la «opresión patriarcal e histórica sufrida».


  Así promovieron intensamente las políticas basadas en el género (gender-based), proponiendo la deconstrucción de las estructuras «patriarcales» (familia, religión, ciencia, lenguaje), interpretando todas estas funciones como meras construcciones sociales.


  Con la palabra «Género» se definieron los «roles masculino o femenino» aprendidos, calificados de estereotipos o prácticas consuetudinarias, específicamente en torno a la familia, pero con posibilidad social de cambio a través de políticas correctivas.


  El feminismo socialista, al quitar toda reprobación al consumismo y materialismo, advirtió que ahora sí podría penetrar el pensamiento marxista en la sociedad occidental desde la perspectiva de género, por lo que el feminismo socialista se apresuró a desvincularse de los partidos políticos, con el objetivo de conseguir transversalidad y acogida en todo el espectro político incluidos los conservadores, y penetrar en la sociedad en general.


  Fue una táctica indisimulada en todo el mundo y promovida intensamente también en España por las más importantes feministas socialistas de la época, que habían organizado una conferencia en Madrid en tono al tema, tal y como lo recoge el diario El País del martes 28 de septiembre de 1982, en su reportaje titulado «El feminismo socialista se define vinculado a la sociedad, no a los partidos políticos» (http://www.mujeresenred.net/IMG/pdf/feminismo_socialista.pdf).


  Eso explica que haya políticas del PSOE que expresamente se declaren que son feministas socialistas antes que socialistas feministas. Su militancia principal no se encuentra en su partido, sino dentro de las filas de la ideología de la dictadura de género. El partido, a fin de cuentas, no es sino un instrumento útil para alcanzar sus fines. Si después, además, se tiene la suerte de encontrar un candidato dócil y sumiso, que llega a presidente de gobierno, y lo primero que hace es proclamarse feminista radical, mejor que mejor; la consecución de esos fines se ponía a su alcance. Después la jugada no la pudieron repetir con Carmen Chacón, ahí se estrellaron contra un hueso duro de roer.


  Como puede comprobarse en el reportaje, las dirigentes feministas abiertamente instruyeron a sus seguidoras en la conveniencia de penetrar en otros movimientos sociales como el antinuclear, el de la lucha contra el racismo, o el de la defensa de la vivienda, para difundir su ideario basado en el sistema sexo-género, tal y como lo planteaba en la época Gayle Rubín, profesora de Antropología de la Universidad de Michigan.


  Al pertenecer casi todas estas dirigentes feministas a los departamentos de «woman studies» de ámbito universitario, fue allí donde se desarrolló y creció el concepto de «género», extendiéndose mundialmente mediante tesis doctorales, libros, revistas científicas y seminarios; promoviéndose después por vías masivas como eslóganes de publicidad, informativos, internet, series de televisión y películas de Hollywood.


  A medida que se difundía este pensamiento en los mass media, ha ido aumentando el desprecio contra la figura del hombre como símbolo opresor, y actualmente no solo ha hecho que el tratamiento informativo de la violencia doméstica sea absolutamente sesgada en los periódicos y noticiarios de todo el mundo, sino que inclusive es corriente ver en las películas y series de TV de todos los países, escenas de agresión, ridiculización y maltrato hacia los hombres (patadas en los testículos, bofetones, insultos, etc.), como si fueran escenas divertidas, a las que inclusive se le incorporan risas de fondo (http://www.manwomanmyth.com/video/domestic-violence/stalking-tv-and-film/). ¿No recuerdan el anuncio en el que a un hombre se le retira como un electrodoméstico viejo e inservible?


  Hoy es Gilda la que da soberbios bofetones al personaje de Glenn Ford, y la sociedad lo aprueba e incluso hace hasta gracia.


  Volviendo a los orígenes del concepto género como sostén de todas las políticas aparentemente igualitarias de la actualidad, el concepto identidad de género en realidad existe desde muchísimo antes que se convirtiera en lo que es hoy, pues fue expuesto ya en 1950 por el ya mencionado doctor John Money de la Universidad John Hopkins de Baltimore, que decía que la identidad de género se puede cambiar sencillamente con «educación correctiva», independientemente del sexo de la persona. En el capítulo anterior, se expuso el resultado de sus experimentos.


  Por tanto es evidente que las políticas de género no solo han sido creadas en torno a la pertenencia de los individuos a uno u otro sexo-género, sino también dependiendo de la orientación sexual de la persona es decir, que hablar de ‘género’ no significa hacer un corte limpio entre masculino y femenino, sino también entre heterosexual y las demás orientaciones sexuales, porque la posición de dominación y subordinación en la pareja, tal y como lo exponen los promotores de las políticas de género, solo ocurre en relaciones heterosexuales y nunca en hombre-hombre o mujer-mujer.


  Por lo expuesto se puede concluir entonces, que las teorías de género han surgido de un «feminismo de género» diseñado a partir de la intersección de tres teorías generales: la teoría de las diferencias respecto al género, entre ellas, la teoría biológica, institucional y socio-psicológica del género; la teoría de las desigualdades entre los géneros, aportadas por entre otros, el feminismo liberal y el feminismo marxista, y las teorías de la opresión basado en el género, que incluye la teoría psicoanalítica, la teoría feminista radical, el lesbofeminismo y el feminismo socialista.


  2. IMPLANTACIÓN DE LAS POLÍTICAS DE GÉNERO EN LAS INSTITUCIONES OFICIALES Y ORGANISMOS INTERNACIONALES


  Muy pronto la filantropía norteamericana se interesó por las teorías de género como instrumento de control geopolítico, basada en su preocupación por el desequilibrio entre el crecimiento demográfico y los recursos para la supervivencia, puesta de manifiesto en la Conferencia Internacional sobre la Población y el Desarrollo organizada por Naciones Unidas en Roma, del 31 de agosto al 10 de septiembre de 1954.


  Para ello creyeron necesarias políticas de planificación familiar y derecho al aborto basadas en el género (gender-based) que, vinculado a un derecho sexual y reproductivo de la mujer, podría cumplir perfectamente con una agenda antinatalista.


  Fue entonces que desde septiembre de 1969, la filantropía norteamericana constituida por poderosas fundaciones, fue dotando de grandes partidas presupuestarias a los woman studies de universidades como la de San Diego (California), con el diseño y apoyo financiero específico de la Fundación Ford, seguido después de decenas de fundaciones que hoy en día están integradas en el llamado «Conseil on Foundations», de la que forman parte la Rockefeller Foundation, Carnegie Foundation, Turner Foundation, McArthur Foundation, Bush Foundation, Bill y Melinda Gates Foundation, Kellogg Foundation, IBM International Foundation, The Hitachi Foundation y la George Soros Foundation, entre otras muchas; todas ellas evidentemente concernientes al hipercapitalismo mundial de mercado, con notable influencia política en instituciones internacionales como Naciones Unidas o la Unión Europea.


  Fue por ello por lo que los woman studies de las universidades norteamericanas y europeas, financiados por las fundaciones de la filantropía norteamericana, experimentaron un enorme cambio apartándose del feminismo marxista de los ’70, aceptando el capitalismo como sistema en la medida que vaya «empoderando» (empowering) económicamente a las mujeres e implantando principalmente, el aborto y la planificación familiar como derechos sexuales y reproductivos de las mujeres.


  Así las feministas de género, fuertemente financiadas por la filantropía norteamericana y por las subvenciones públicas, respaldadas además ideológicamente por las instituciones oficiales internacionales como Naciones Unidas, les arrebataron todo el espacio de difusión al resto de feminismos, los cuales actualmente tienen una existencia meramente residual como es el caso del Feminismo de Equidad, dentro del cual muchas madres heterosexuales de convicción pro-vida, se preguntaron qué tenía que ver el aborto con la igualdad entre hombres y mujeres, pero fueron ignoradas y acusadas, como vimos, de ser «feministas que se acuestan con el enemigo».


  Este ataque desde el feminismo de género, fue denunciado por Cristina Hoff Sommers, Profesora de Filosofía de la Clark University, en su libro ¿Quién se robó el feminismo? (Who stole feminism?, Ed. Simon & Schuster, 1997):


  
    El feminismo de equidad es sencillamente la creencia en la igualdad legal y moral de los sexos. Una feminista de equidad quiere para la mujer lo que quiere para todos: tratamiento justo, ausencia de discriminación.


    Por el contrario, el feminismo del género es una ideología que pretende abarcarlo todo, según la cual la mujer está presa en un sistema patriarcal opresivo.

  


  De la misma opinión fueron otras feministas como Camille Paglia, Elaine Showalter, Erin Pizzey (a quien ya se ha hecho referencia), Elizabeth Badinter y Doris Lessing, pero fueron atacadas, censuradas y calificadas de herejes por el feminismo de género, dejándolas aisladas y sin recursos.


  De hecho la web www.equityfeminism.com, no presenta ninguna actividad desde el año 2006.


  Respecto al proceso de imposición de las políticas de género en las instituciones internacionales, se puede decir que tuvo su origen cuando Naciones Unidas sacó como conclusión en la Primera Conferencia Internacional sobre la Población y el Desarrollo en Roma, que existía desequilibrio entre el crecimiento demográfico mundial y los recursos para la supervivencia.


  Fue entonces cuando Naciones Unidas compartió al instante, objetivos de cuestión preferente (major issue) con la filantropía norteamericana y el feminismo de género, por lo que se puso en funcionamiento un juego a tres bandas, donde las fundaciones del hipercapitalismo norteamericano imponían las reglas a base de dinero.


  No en vano, la Fundación Ford financió directamente con becas millonarias, miles de proyectos de los cuales más de la mitad se basan en el apoyo directo y específico a movimientos feministas de género.


  Inclusive personalidades de influencia como Kofi Annan (anterior presidente de Naciones Unidas) y la hindú Irene Kahn (secretaria general de Amnistía Internacional (AI) entre 2001 y 2009), también realizaron sus estudios con becas de la Fundación Ford.


  Todas las grandes organizaciones civiles internacionales como Amnistía Internacional tienen entre sus objetivos las políticas basadas en el género, compartiendo idénticos objetivos con la filantropía norteamericana que financiaba los women studies universitarios, por lo que no tardaron en dar el salto a Naciones Unidas para transformarse en política internacional prioritaria.


  Trazaron un plan por el cual inmediatamente después de cada Conferencia de Naciones Unidas sobre la población mundial que concluían todas con el crecimiento demográfico mundial como grave problema, se sucedía sistemáticamente una conferencia sobre la Mujer donde se reivindicaba como criterio rector, el aborto y la planificación familiar como derechos sexuales y reproductivos de las mujeres.


  Y es que Naciones Unidas y las fundaciones norteamericanas, notaron que utilizando las políticas basadas en el género con la excusa de buscar la igualdad de la mujer, podrían promover el aborto para frenar el crecimiento demográfico sin ponerse en evidencia por eludir la solución de la redistribución de la riqueza mundial, que privilegia a los países del norte y por supuesto no interesa para nada al hipercapitalismo de mercado, integrado en las fundaciones «filantrópicas».


  Por eso trazaron una agenda perfectamente calculada, donde las conclusiones de una conferencia eran la excusa para la siguiente, con el objetivo de que lenta e imperceptiblemente pudieran ir introduciéndose las políticas basadas en el género (nótese la equivalencia en años con los estudios, libros y autoras mencionadas antes):


  Conferencia Internacional sobre la Población y el Desarrollo (Bucarest, 19 al 30 de agosto de 1974): Se concluyó que los objetivos y políticas demográficas son parte integrante (elementos constitutivos) de las políticas de desarrollo social y económico.


  Primera Conferencia Mundial sobre la Mujer (México, de 19 de junio al 2 de julio de 1975): La conferencia dio lugar al establecimiento del Instituto Internacional de Investigación y Capacitación para la Promoción de la Mujer (INSTRAW) y del Fondo de Desarrollo de las Naciones Unidas para la Mujer (UNIFEM) y abrió las Naciones Unidas a organizaciones no gubernamentales de mujeres para que accedan al proceso de elaboración de las políticas.


  El 18 de diciembre de 1979, las Naciones Unidas proclamaron la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer, implantando todas las reivindicaciones reformistas del feminismo socialista de la época («Reconociendo que para lograr la plena igualdad entre el hombre y la mujer es necesario modificar el papel tradicional tanto del hombre como de la mujer en la sociedad y en la familia»), pero siendo especialmente interesante el artículo 5, que si bien insistía en el punto a), en «Modificar los patrones socioculturales de conducta de hombres y mujeres (…) o en funciones estereotipadas de hombres y mujeres», al mismo tiempo reconocía en su punto b), que había que «Garantizar que la educación familiar incluya una comprensión adecuada de la maternidad como función social y el reconocimiento de la responsabilidad común de hombres y mujeres en cuanto a la educación y al desarrollo de sus hijos…», y esto enfureció a las feministas de la época que intentaban por todos los medios despojar a las mujeres de su maternidad y de cualquier vínculo con la familia, que consideraban una carga al servicio del patriarcado.


  De todas formas pocos años más tarde lograron eliminar la maternidad como función social para convertirla en derecho individual exclusivo de las mujeres, sin ninguna capacidad de decisión de los hombres sobre su paternidad.


  Inmediatamente después se realizó la Segunda Conferencia Mundial sobre la Mujer (Copenhague, del 14 de julio al 30 de julio de 1980): En esta Conferencia se reconoció que había disparidad entre los derechos garantizados y la capacidad de la mujer para ejercerlos y se incluyeron recomendaciones para servicios específicos y adecuados de atención a la salud, en lo que sería el preámbulo al reconocimiento del aborto y la planificación familiar como derecho a la salud.


  Conferencia Internacional sobre la Población y el Desarrollo (México, 6 al 14 de agosto de 1984): Naciones Unidas empezó ya a vincular los derechos humanos individuales y familiares, con necesidad de mayor eficacia y determinación en la toma de decisiones políticas sobre población, cuyo número siguió significando un problema.


  Tercera Conferencia Mundial sobre la Mujer (Nairobi, del 15 al 26 de julio de 1985): En esta conferencia en el punto 18, directamente se estableció la devaluación del papel de la mujer debido a sus funciones reproductivas, y se incorporó una agenda fuerte de acciones que no se revisaría hasta el año 2000, aunque se hizo finalmente bastante antes, en 1995, en la IV Cumbre de Pekín, que marcó un hito histórico.


  Entretanto, la Asamblea General de Naciones Unidas proclamó el 20 de diciembre de 1993, la Declaración sobre la eliminación de la violencia contra la mujer, en base al reconocimiento de que: «La violencia contra la mujer constituye una manifestación de relaciones de poder históricamente desiguales entre el hombre y la mujer, que han conducido a la dominación de la mujer y a la discriminación en su contra por parte del hombre e impedido el adelanto pleno de la mujer, y que la violencia contra la mujer es uno de los mecanismos sociales fundamentales por los que se fuerza a la mujer a una situación de subordinación respecto del hombre», por lo que quedaba declarada de forma oficial y a nivel internacional, la demonización del hombre como enemigo a batir, declaración largamente perseguida por las feministas de género.


  Y así, el artículo 1 de la Declaración, establece que:


  
    A los efectos de la presente Declaración, por «violencia contra la mujer» se entiende todo acto de violencia basado en la pertenencia al sexo femenino que tenga o pueda tener como resultado un daño o sufrimiento físico, sexual o sicológico para la mujer, así como las amenazas de tales actos, la coacción o la privación arbitraria de la libertad, tanto si se producen en la vida pública como en la vida privada.

  


  Este artículo instaura un grave quebrantamiento del principio de seguridad jurídica, pues considera todo acto de violencia sobre la mujer cualquier acto que pueda producir molestia en la mujer, sin ofrecer ninguna capacidad posible de predicción sobre su alcance. Pero sirvió de base a todas las políticas basadas en el género y a las legislaciones de los Estados en la materia. En el caso de España, como se verá, fue el precepto inspirador de la Ley de Violencia de Género y del principio de derecho penal de autor que introdujo.


  Entre el 5 y el 13 de septiembre de 1994 en El Cairo, se llevó a efecto la V Conferencia Internacional sobre la Población y el Desarrollo, poniendo énfasis en la relación integral entre la población y el desarrollo, con objeto de imponer la idea de que el crecimiento de las poblaciones significa un atraso en su desarrollo.


  Inmediatamente después se realizó la conferencia más polémica jamás vista en Naciones Unidas, pues abundó el fraude y el engaño orquestado hábilmente por el feminismo de género.


  Fue la IV Conferencia Mundial de las Naciones Unidas sobre la Mujer, celebrada del 4 al 15 de septiembre de 1995 en Pekín, donde fue aprobada la Declaración de Beijing y su Plataforma de Acción en torno a 12 estrategias decisivas y transversales, que dieron por fin, legalidad internacional a la «ideología de género» y todos sus supuestos, lentamente introducidos en las conferencias anteriores.[12]


  El interés fue enorme: 184 países y 2000 organizaciones no-gubernamentales, pero en realidad la mayoría no sabía el porqué de tanta expectación, solo que algo importante ocurriría porque ya en los trabajos preparatorios de la Conferencia se presentó una gran batalla entre los países del Norte y del Sur por el planteamiento de los objetivos en torno al lema de la Cumbre «Acción para la igualdad, el desarrollo y la paz».


  Y es que las representantes de los países del Norte (USA y UE), plenamente adoctrinadas en las teorías de género, ya tenían directivas muy precisas para imponer el aborto y la planificación familiar como criterio rector de la Cumbre sin nombrarlos específicamente para no alertar a los países conservadores, y por ello solo hablaban de derechos sexuales y reproductivos de la mujer, sin hablar ni de desarrollo, ni de paz.


  Fue entonces cuando se toparon con una primera oposición de las muchas que surgieron, cuando el embajador permanente ante Naciones Unidas de la República africana de Benín, René Valéry Mongbe, les objetó:


  
    Ésta es la conferencia para asegurar la igualdad efectiva de mujeres y hombres. No es para hacer una revolución sexual. Si los europeos quieren hablar de revolución sexual, se organizará otra conferencia.

  


  Los gobiernos acudían incautos a la Cumbre de Pekín de 1995 sin tener ni idea de lo que habían preparado las feministas de género, pensando que todos habían acudido para defender como siempre los principios de equidad entre el hombre y la mujer.


  Pero la Sra. Gertrude Mongella, secretaria de la Conferencia, aprovechó su intervención para introducir sorpresivamente el concepto de «Género», asegurando textualmente:


  
    El género se refiere a las relaciones entre mujeres y hombres basadas en roles definidos socialmente que se asignan a uno u otro sexo.

  


  Este nuevo concepto creó confusión entre la mayoría de delegaciones asistentes a la cumbre, quienes solicitaron una mayor explicitación del término del cual jamás habían oído hablar, pues no estaban al tanto de los women studies de las universidades norteamericanas, que venían imponiendo el término género como ideario feminista desde hacía ya tiempo.


  Fue entonces cuando intervino en escena Bella Abzug, ex diputada del Congreso de los Estados Unidos, para completar la novedosa interpretación del término «género»:


  
    El sentido del término «género» ha evolucionado, diferenciándose de la palabra «sexo» para expresar la realidad de que la situación y los roles de la mujer y del hombre son construcciones sociales sujetas a cambio.

  


  Ante las dudas suscitadas en torno al concepto completamente nuevo y desconocido, la mayoría de delegaciones criticaron el término y se negaron a la inclusión en el documento.


  Fue entonces cuando otra vez intervino Bella Abzug y abogó férreamente en su favor, no sin el victimismo propio del actual feminismo de género, considerándose ofendida por el solo hecho de haber sido refutada y falseando la realidad sobre la pretendida aceptación ya generalizada del concepto «género», que no lo era en absoluto en aquella época:


  
    El concepto de «género» está enclavado en el discurso social, político y legal contemporáneo. Ha sido integrado a la planificación conceptual, al lenguaje, los documentos y programas de los sistemas de las Naciones Unidas… los intentos actuales de varios Estados Miembros de borrar el término «género» en la Plataforma de Acción y reemplazarlo por «sexo» es una tentativa insultante y degradante de revocar los logros de las mujeres, de intimidarnos y de bloquear el progreso futuro.

  


  Y así, desde la que podría considerarse como la primera falsa denuncia de maltrato con perspectiva de género hecha por Bella Abzug en la Conferencia de Pekín, ya nadie se atrevió a cuestionar el término «género» y en las sucesivas cumbres y declaraciones, se habló de las políticas de género tal y como fue planteado por el feminismo de género, a pesar del clamoroso fraude con el que se abrió camino en Naciones Unidas.


  Desde ese momento se puede decir que se impuso un verdadero asalto a las instituciones internacionales por parte del feminismo de género, que desde aquel entonces y hasta la actualidad, controla todas las políticas de acción social a todos los niveles de Naciones Unidas, como se puso de manifiesto en la conferencia mundial Women Deliver 2010 del 7 al 9 de junio de 2010 en Washington.


  Promovieron intensamente la idea de que la mujer en el ámbito familiar es una víctima de la explotación machista del patriarcado y eliminaron todas las medidas económicas de protección a la maternidad.


  Crearon la Gender Equality Architecture Reform (GEAR), que trabajó presionando a funcionarios de la organización y buscando apoyos internacionales para que el Secretario General, Ban Ki-moon, tuviera el respaldo de la Asamblea General para crear la nueva súper agencia para la mujer de las Naciones Unidas, llamada Entidad de las Naciones Unidas para la Igualdad de Género y Empoderamiento de la Mujer (UN WOMEN), que actualmente preside Michelle Bachelet y que integra el Fondo de Desarrollo de las Naciones Unidas para la Mujer (UNIFEM), el Instituto Internacional de Investigaciones y Capacitación para la Promoción de la Mujer (INSTRAW), la División para el Adelanto de la Mujer (DAW) y la Oficina de la Asesora Especial en Cuestiones de Género y Adelanto de la Mujer (OSAGI), con un presupuesto total de 1000 millones de dólares, de los que España aporta casi 100 y el talento de Bibiana Aído.


  Llama la atención el enfoque en el programa de acción de la nueva superagencia orientada hacia una concepción meramente genital de la violencia contra la mujer; presentando como solución a la violencia la aplicación de los derechos sexuales y reproductivos: contracepción (planificación familiar); anticoncepción de emergencia (aborto químico); interrupción voluntaria del embarazo (aborto quirúrgico); educación sexual (respecto a políticas de sexo seguro); y «confidencialidad», consistente en la no intervención de los padres en la decisión de sus hijas menores de edad:


  
    El sector salud posee un potencial único para tratar la violencia ejercida contra la mujer, en particular a través de los servicios de salud reproductiva (…). El Objetivo de Desarrollo del Milenio sobre la educación de las niñas, la igualdad de género y la potenciación de la capacidad de acción de la mujer es un reflejo del reconocimiento de la comunidad internacional de que la salud y las cuestiones de género y desarrollo están estrechamente conectadas entre sí.

  


  Dado el carácter transversal (mainstreaming) de las políticas de género, la Organización Mundial de la Salud también ha incorporado el controvertido concepto de aborto como garantía contra la violencia sobre la mujer, consagrando en definitiva, una política eugenésica generalizada jamás vista en Naciones Unidas.


  Se estableció una Gender agenda a la medida de lo que exponían Ann Ferguson & Nancy Folbre, en «The Unhappy Marriage of Patriarch and Capitalism», Women and Revolution, pág. 80, afirmando:


  
    Las feministas deben hallar modos de apoyo para que la mujer identifique sus intereses con la mujer, antes que con sus deberes personales hacia el hombre en el contexto de la familia. Esto requiere establecer una cultura feminista revolucionaria autodefinida de la mujer, que pueda sostener a la mujer, ideológica y materialmente fuera del patriarcado. Las redes de soporte contra-hegemónico material y cultural pueden proveer substitutos-mujer identificados de la producción sexo-afectiva patriarcal, que proporcionen a las mujeres mayor control sobre sus cuerpos, su tiempo de trabajo y su sentido de sí mismas.

  


  Con dicho fin, Ferguson y Folbre diseñan cuatro áreas clave de «ataque»:


  
    	Reclamar apoyo económico oficial para el cuidado de niños y los derechos reproductivos.


    	Reclamar libertad sexual, que incluye el derecho a la preferencia sexual.


    	El control feminista de la producción ideológica y cultural.


    	Establecer ayuda mutua: sistemas de apoyo económico a la mujer, desde redes de identificación única con la mujer, hasta juntas de mujeres en los sindicatos que luchen por los intereses femeninos en el trabajo asalariado.

  


  Naciones Unidas llega incluso a hablar frontalmente de «reingeniería social» en sus conferencias, sin siquiera preocuparse por ocultar el carácter ideológico de sus políticas de género.


  Es el caso de la presentación del borrador del documento final de Habitat-II (Estambul, junio de 1996) expresamente citada por su secretario Wally N'Down al referirse a la caducidad de la familia tradicional y su reemplazo por nuevas formas de familia lo que se trata de un verdadero proceso de reingeniería social (Juan Carlos Sanahuja, La ideología de Género. Reflexiones Criticas, Ed. Ciudadela, Madrid, 2009, págs. 158-159) o en la Conferencia de El Cairo de 1994 donde la reingeniería social se traduce en «lograr el acceso al aborto seguro, a la posibilidad de elegir todo tipo de anticonceptivo, y por la salud sexual y reproductiva y sus derechos».


  La directora de la División para el Avance de la Mujer (DAW), dependiente de la ONU, Caroly Hannan es también muy clara y prescinde de todas las medidas de conciliación laboral y familiar como si no existiesen:


  
    La maternidad es un trabajo reproductivo que limita las posibilidades de las mujeres de ejercer un trabajo remunerado, en consecuencia todo aquello que sirva para librar a la mujer del trabajo reproductivo como es el aborto, debe admitirse social y legalmente.

  


  Establece así Naciones Unidas como criterio rector de todas sus acciones, que la familia y la maternidad se oponen a la autorrealización de la mujer y que ésta debe ser liberada aboliendo su especificidad femenina.


  La filantropía norteamericana a su vez, también ha ido organizando su agenda paralela con idénticos objetivos, tal y como reveló The Sunday Times de Londres (24 de mayo de 2009), dando a conocer una reunión secreta de los filántropos multimillonarios, convocada por Bill Gates y celebrada el 5 de mayo de 2009 en Nueva York, en casa de Sir Paul Nurse, premio Nobel de bioquímica y rector de la Universidad Rockefeller, a la que asistieron David Rockefeller Jr., Warren Buffet, George Soros y los magnates de los medios de comunicación Ted Turner y Oprah Winfrey.


  El grupo se denomina el «Good Club» y han invertido más de 45 mil millones de libras esterlinas en programas de salud sexual y reproductiva, según lo publicado por The Sunday Times.


  La misma fuente recuerda una intervención Bill Gates en Long Beach, California, en febrero de 2009, cuando dijo:


  
    Las proyecciones oficiales sitúan el pico de crecimiento de la población mundial en 9300 millones, pero con iniciativas como la mejora de la salud reproductiva, pensamos que podemos frenarlo en 8300 millones.

  


  Como puede verse no hay intención siquiera de ocultar los verdaderos objetivos.


  El Banco Mundial, en su web http://www.worldbank.org e introduciendo como búsqueda el término «gender», reporta nada menos que 2276 proyectos, 31 932 contratos y 1484 acuerdos de créditos y préstamos a gobiernos del tercer mundo, a cambio de la imposición de las políticas de género en países en vías de desarrollo.


  En su plan de acción «Igualdad de género: una estrategia rentable», tras lo que aparenta ser una serie de loables acciones igualitarias, se esconde una agenda de aplicación feroz de las políticas de género y todo un ideario de intervención e injerencia en los Estados en cuatro esferas de acción:


  Financiamiento, asistencia técnica y estudios económicos sectoriales, consistente básicamente en obtener datos de la operatividad interna y recursos de mercado de los Estados con la excusa de la igualdad de género, que en realidad se traduce en una verdadera tarea de espionaje económico del mercado interno de los Estados. La ministra de Asuntos Exteriores, Trinidad Jiménez, ha participado en ello con sus políticas de subvenciones a proyectos que, en una época de crisis como la que vivimos, resultan, como mínimo, pintorescos e increíbles.


  Iniciativas basadas en los resultados, que aprovechan las agencias de calificación afines al Banco Mundial y al hipercapitalismo, para atacar a los Estados o especular con la deuda pública del mismo, como lo podemos comprobar actualmente.


  Investigación sobre políticas y mejoramiento de las estadísticas, que no es otra cosa que profundizar en la tarea de investigación e injerencia en el mercado interno de los estados y manipular los datos según los intereses del grupo mundial.


  Creación de asociaciones, las cuales bajo el mandato del Banco Mundial y con aparente función generosa y desinteresada, se convierten en sucursales permanentes y agentes vigilantes y ejecutantes de los intereses del Banco Mundial.


  El Fondo Monetario Internacional también se incorporó vigorosamente a las instituciones internacionales anteriormente mencionadas respecto a la promoción de las políticas de género, tal y como se desprende del Comunicado del Comité para el Desarrollo (Washington, 15 de abril de 2007):


  
    1. Nos hemos reunido hoy para examinar los progresos conseguidos en relación con las medidas, recursos y políticas necesarios para acelerar el progreso hacia los objetivos de Desarrollo del Milenio de Naciones Unidas, teniendo en cuenta los datos y análisis presentados en el cuarto Informe sobre seguimiento mundial, de publicación anual.


    6. (…) Hemos destacado la necesidad de una mayor incorporación del género en las operaciones del Banco Mundial, con un planteamiento impulsado por los países, y de integración de los aspectos del género en el marco de resultados del Banco. Hemos pedido también mejoras en la base estadística para la supervisión del progreso, en colaboración estrecha con las Naciones Unidas y otras organizaciones.

  


  La Unión Europea también ha incorporado con intensidad las políticas basadas en el concepto poco transparente de «género», explicando que el objetivo de la Unión es lograr la igualdad entre hombres y mujeres y como estrategia para conseguirla, el incorporar la perspectiva de género (engender) de manera transversal en todas sus políticas.


  Para ello la Comisión Europea incorpora a su Programa de Acción Comunitario para la igualdad entre hombres y mujeres (1996-2000) una primera referencia al mainstreaming de género, pero este principio ocupa un destacado lugar en el marco jurídico que fijó el Tratado de Ámsterdam de 1997 que en su artículo 13 preconiza la eliminación de la desigualdad por razones de género y «la integración de este principio en toda la programación de los Fondos Estructurales», es decir, mucho dinero para estas políticas.


  La Comunicación de la Comisión Europea COM (2002) 748 final sobre la «Integración de la igualdad entre hombres y mujeres en los documentos de programación de los Fondos Estructurales para 2000-2006» estableció una dotación total para el período de 2000-2006 de 195 000 millones de euros.


  El Reglamento (CE) 1083/2006 del Parlamento Europeo y del Consejo que regula los Fondos Estructurales y el Fondo de Cohesión, en su art. 16 obliga a que:


  
    Los Estados Miembros y la Comisión velarán por promover la igualdad entre hombres y mujeres y la integración de las cuestiones de género en las diferentes etapas de la ejecución de los Fondos.

  


  El Reglamento (CE) 1081/2006 del Parlamento Europeo y del Consejo relativo al Fondo Social Europeo, recoge en su art. 6 que los Estados Miembros deben integrar en sus Programas Operativos la igualdad de género y la igualdad de oportunidades en todo el ciclo de los Fondos.


  El Reglamento (CE) 1080/2006 del Parlamento Europeo y del Consejo relativo al Fondo Europeo de Desarrollo Regional, menciona en el art. 6 que este Fondo debe contribuir a promover la igualdad de género.


  Pero el documento más radical en este sentido, es el de la Comisión para los Derechos de la Mujer y la Igualdad de Oportunidades del año 2002, cuya relatora fue Anne Van Lanker.


  Allí se evidencia una vez más la obsesión por las técnicas anticonceptivas y abortistas como símbolo de emancipación de la mujer y como pretendida solución a la erradicación de la violencia. En el punto 12 recomienda que «debe legalizarse en los Estados el aborto libre» y en el punto 29 recomienda «la necesidad de acceso de las menores a los servicios de salud reproductiva sin el consentimiento de los padres». Y que el gobierno de ZP se encargó de plasmar en la redacción de la nueva ley del aborto.


  El Consejo de Europa también se ha sumado al resto de organismos internacionales con las cuestiones de género como criterio rector y así, el 7 de abril de 2011, el Comité de Ministros del Consejo de Europa adoptó la Convención sobre la prevención y la lucha contra la violencia sobre la mujer y la violencia doméstica (Convention on preventing and combating violence against women and domestic violence) que se firmó en Estambul, Turquía, el 11 de mayo de 2011.


  Desafortunadamente el Convenio recoge todos los supuestos del feminismo de género, referente al desprecio y demonización contra la figura del hombre debido a las desigualdades históricas del pasado y la actual victimización de la mujer por el solo hecho de serlo:


  
    Reconociendo que la violencia contra la mujer es una manifestación de relaciones de poder históricamente desiguales entre mujeres y hombres, que han conducido a la dominación y la discriminación de la mujer por parte de los hombres y un impedimento para el completo adelanto de la mujer.

  


  También ignorando los estudios científicos internacionales que se expondrán en el siguiente capítulo, recoge las falsedades ideológicas de género:


  
    Reconociendo que las mujeres y las niñas están expuestas a un mayor riesgo de violencia de género que los hombres.

  


  Esos estudios científicos, por el contrario a lo afirmado, demuestran que lo anterior es absolutamente falso, porque la violencia entre sexos es bidireccional, inclusive con ligera prevalencia de violencia cometida por la mujer. Lo que ocurre es que solo se visualiza la que sufren las mujeres, que muchas veces, en una dimensión cualitativa y de gravedad, en el habitual desequilibrio de fuerza, da lugar a más resultados dramáticos con asesinatos y agresiones con lesiones graves.


  El artículo 3. a) introduce una discriminación injustificada por razón de sexo, porque reconoce como violencia contra la mujer todo lo que sea o pueda resultar perjudicial para ella, pero en cambio en caso que sea un hombre la víctima, el perjuicio debe haber ocurrido (3.b).


  En definitiva, un documento altamente discriminatorio e ideológico, porque está demostrado que para combatir la violencia doméstica no es necesario demonizar al hombre discriminándolo ni tampoco victimizar a la mujer humillándola, y ello evidencia el desacertado criterio imperante en Europa, basado con intensidad en las políticas de género.


  Queda así acreditado que han coincidido poderosos intereses internacionales, institucionales y económicos en torno a la promoción de las políticas de género.


  Visto lo visto, resultan comprensibles y hasta justificables, pero solo hasta cierto punto, las dificultades que encuentra un partido de centro derecha que gana las elecciones por mayoría absoluta, para contrarrestar y contradecir los dogmas y principios de ese feminismo radical socialista. Es capaz de cambiar de inmediato y drásticamente la política económica y laboral, pero es incapaz de introducir reformas que incomoden y se opongan a las imposiciones de la dictadura de género.


  Con ese nivel de presión, con esa capacidad de intimidación que, como se ha visto, se hizo patente en la propia Conferencia de Pekín, en nuestro país ¿quien iba a tener en el año 2004 el coraje de oponerse a la promulgación de la Ley que se erigía en la norma estelar del feminismo?


  Pero ahora, viendo los resultados y con mayoría absoluta del PP, sus mujeres feministas, tendrán que plantearse si son feministas socialistas populares que siguen defendiendo políticas sociales de extrema izquierda o simplemente populares feministas, abrazando al feminismo por la equidad e igualdad. Su electorado, moderado y muy alejado de esa extrema izquierda que ha inspirado, hasta ahora, las políticas sociales, está expectante.


  5. Las tesis para su consolidación social en España


  
    Los que no quieren ser vencidos por la verdad, son vencidos por el error.


    San Agustín

  


  1. LAS TESIS PARA SU CONSOLIDACIÓN


  En los capítulos anteriores se han descrito las raíces, los orígenes, su implantación internacional, así como los fundamentos ideológicos, que sustentan el actual radicalismo de género que impera en nuestro país. No me cabe duda de que incluso alguna de las más ardorosas defensoras de sus planteamientos los ignoran, pues constituyen el aspecto desagradable y no atractivo que se oculta y tergiversa cuando a la sociedad se la aliena y transmite otra imagen agradable y amable, representada en la sonrisa de la exministra Aído y basada en una supuesta consustancial discriminación de la mujer, que se ha de corregir desde una legítima reivindicación de igualdad. Falso, mas no todo falso… porque la mejor manera para que las mentiras resulten creíbles, es partir de hechos veraces, cuyos contornos después se desdibujan y distorsionan conscientemente y a voluntad. Así nadie se creería que un dragón ha pasado volando sobre el tejado de mi casa, pero sí puede resultar digerible para la consciencia social, asumir que hace buen tiempo cuando llueve y hace un día de perros, o que la situación económica es buena pese a que estamos a punto de entrar en periodo de recesión. El periodo que puede transcurrir para que el colectivo social salga de su error dependerá de que tenga ganas u oportunidad de asomarse a la ventana para comprobar qué tiempo hace realmente, o cuando los efectos de la crisis son tan patentes que se han terminado de llevar por delante al crédulo.


  La ideología de género emplea esa estrategia de seducción, aderezada con lo cuantiosos recursos económicos y propagandísticos con los que cuenta, partiendo de datos reales y que se conocen pero sobredimensionando su alcance en la medida necesaria para conseguir sus objetivos. En definitiva, sus tesis seductoras se impostan en cimientos reales, pero desde ahí, se edifica la realidad falsa, y diseñada artificialmente, que se ajusta a su ideario.


  Veamos cuáles son esas tesis que han sido atractivas y como tales, han sido acogidas por la sociedad sin ninguna oposición y crítica:


  
    	La violencia en las relaciones mujer-hombre, es siempre unidireccional, el agresor y maltratador es siempre el varón, correspondiendo a la mujer el papel de víctima de esa violencia.


    	La mujer sufre siempre una discriminación en las relaciones sociales, especialmente en el ámbito laboral.


    	España es un país especialmente machista, siendo uno en los que mayor porcentaje de violencia sobre la mujer se ejerce, y en el que se producen más muertes por violencia de género.

  


  Desmontemos a continuación esos falsos dogmas, que han servido para construir todo un entramado legal, institucional, académico y moral por la dictadura fundamentalista de género:


  2. LA VIOLENCIA EN LAS RELACIONES MUJER-HOMBRE, ES SIEMPRE UNIDIRECCIONAL, EL AGRESOR Y MALTRATADOR ES SIEMPRE EL VARÓN, CORRESPONDIENDO A LA MUJER EL PAPEL DE VÍCTIMA DE ESA VIOLENCIA


  De entrada se ha de indicar que no se va a poner en duda la realidad, esa es la verdad parcial que sostiene la mentira global, de que existen indeseables hombres machistas que agreden, en las relaciones de pareja, física y psicológicamente a las mujeres, por considerarlas inferiores. De hecho, es un dato innegable, que muchas, demasiadas, son asesinadas anualmente.


  Ya se ha reflejado la opinión de una feminista como Erin Pizzey que concluía que la violencia doméstica no era y no ha sido nunca una cuestión de sexo. Esa afirmación, objetiva y constatable, no cuadra con el planteamiento de la existencia de una sociedad anclada en el patriarcado en el que la mujer está universalmente explotada y oprimida por el varón. Por ello, los violentos solo pueden ser los hombres, a cuyo efecto solo se transmiten y hacen públicos los valores y actos negativos, rudos, broncos y agresivos del macho, mientras que se destacan también solo los caracteres positivos, delicados, sensibles, frágiles y victimistas de las mujeres. La mujer no puede ser violenta, ni puede ser agresora y, cuando en alguna ocasión lo es, ello obedece a una reacción de autodefensa ante el varón maltratador y violento por naturaleza. Hasta el punto de que cuando una mujer asesina a su pareja, se transmite por los medios de comunicación que se ha acabado con un maltratador, es decir la víctima y su familia no solo no tienen el consuelo de un minuto de silencio y reconocimiento sino que además se difama, sin posibilidad alguna de defensa, al difunto. No quiero ni imaginarme que un periódico dijera que una mujer ha sido asesinada por su marido, justificándolo porque tenía antecedentes de denuncias por no dejar al padre ver a sus hijos. Se ordenaba el cierre del periódico. Pues, por el contrario, eso es lo que ocurre cuando es el hombre el asesinado, y así en febrero de 2012, el suceso de una mujer que mató en Valladolid a su marido con ama blanca, se publicó bajo el siguiente titular: «Asesinado un varón con antecedentes de maltrato» (Correo de Andalucía, 20 de febrero de 2012). Más reciente, con fecha de 19 de junio de 2012, La Voz de Galicia, publicaba la siguiente información: «Una mujer atropella y mata a su novio al huir de él, la mujer, de 31 años, alegó una agresión previa de su pareja, de 25. Ha quedado en libertad con cargos». En la misma línea de concepción maniquea, también, en Alicante, una mujer es condenada por asesinar a su marido, diabético, con una inyección letal de insulina, mas se le aplica la atenuante de que él estaba denunciado por maltrato. Unos años antes, la misma señora lo intentó, pero el asesinato se quedó en tentativa; como resultado ella es detenida y al declarar afirma que lo hizo porque su marido la maltrataba. ¿Qué ocurrió? Pues que al final, fue la víctima varón el que terminó siendo acusado de maltrato y ella quedando libre de todo cargo; naturalmente esa impunidad le llevó después a terminar bien su trabajo. En estos casos, no es que se diga que entre el condenado sino que entre el ahorcado, porque incluso, como en las peores épocas de la Inquisición, se juzga y condena a los propios muertos.


  Precisamente, debido a dicha concepción negacionista de la violencia femenina hacia el hombre, incluso en casos flagrantes de violencia grave y mortal, por eso solo se hacen estadísticas, como veremos, de maltrato sobre mujeres, obviando cualquier estudio de maltrato masculino, e incluso de cualquier otro tipo de violencia en otros ámbitos domésticos que no sean el del binomio mujer-varón en sus relaciones de pareja.


  Los ideólogos e ideólogas de género en España ignoran, rechazan incluso, que la mujer pueda tener comportamientos violentos frente al varón. Ese absurdo planteamiento, pero que pese a todo es el oficial y políticamente correcto, es rechazado a nivel internacional, destacando que la primera gran encuesta sobre violencia doméstica, llevada a cabo por Straus, Gelles y Steinmetz en 1975 en los Estados Unidos, ya arrojó unos resultados inesperados y totalmente contradictorios con las tesis de la ideología triunfante, y demostró que hombres y mujeres ejercían la violencia en la pareja en proporciones similares. Desde entonces, cientos de estudios científicos, basados en muestras mixtas de hombres y mujeres, representativas de la población general, han corroborado esa conclusión de forma irrebatible.


  Es más, cada vez hay más estudios que indagan sobre el carácter ofensivo o defensivo de la violencia en la pareja. En contra del arraigado mito de la naturaleza meramente defensiva de la violencia femenina, la conclusión casi unánime de esos estudios es que la mujer es la principal iniciadora de las agresiones físicas en la pareja. En el libro La violencia en la pareja: bidireccional y simétrica (J. Alvarez-Deca, Ed. AEMA, 2009) se sistematizan los resultados de 250 estudios sobre violencia en la pareja. En 51 estudios de esa recopilación se aborda la cuestión de la iniciación de las agresiones físicas, y sus conclusiones son las siguientes: 39 estudios registran mayores niveles de perpetración de violencia física no recíproca o iniciación de las agresiones físicas por las mujeres; 5 estudios, 3 de ellos basados en sendas muestras de parejas en terapia conyugal, registran mayores niveles de perpetración de violencia física no recíproca o iniciación de las agresiones físicas por los hombres; y los 7 estudios restantes registran niveles similares para ambos sexos. Sin embargo,


  
    ¿Quién conoce tales estudios? ¿En qué grandes medios de comunicación o ámbitos de expresión política hallan eco? Sin duda, han requerido esfuerzo, conocimientos, recursos; y se han realizado, con resultados coincidentes, en numerosos países. En conjunto, representan el verdadero mapamundi de la violencia doméstica. Pero su reconocimiento social y político no está, ni de lejos, a la altura de su mérito y su utilidad potencial. Su difusión se limita prácticamente a los círculos especializados y rara vez traspasa la barrera, al parecer infranqueable, de lo políticamente correcto y lo electoralmente rentable.

  


  Esa interrogación y consiguiente autorespuesta, nos la brinda el mencionado Javier Alvarez-Deca en su magnífico estudio que titula Luz bajo el Celemín en el que se presentan de forma rigurosa y detallada, los resultados de 58 estudios sobre violencia de pareja publicados en 2009.


  En dicha recopilación, Alvarez-Deca sintetiza que las tasas similares de violencia para ambos miembros de la pareja son el resultado predominante (32 estudios); el segundo resultado más frecuente son las mayores tasas de perpetración femenina (22 estudios); y solo 5 estudios se apartan de esas pautas y arrojan mayores niveles de perpetración masculina: el número 40 (basado en una muestra de parejas en terapia relacional por disfunciones psíquicas del varón), el número 48 (aplicado a una muestra iraní) y los números 26, 56 y 57 (que evalúan la violencia perpetrada o sufrida a lo largo de toda la vida de los encuestados). Estos tres últimos estudios reproducen el patrón de casi todos los estudios que abarcan largos periodos de tiempo o la vida entera de los participantes. En tales casos, los niveles de victimización declarados por las mujeres suelen ser mayores que los declarados por los hombres, en contradicción con los estudios mejor acotados en el tiempo y relativos a periodos más cortos y fáciles de recordar. Como ambas cosas no pueden ser ciertas, es lógico deducir, ajuicio del autor del estudio (que parece ser no ha llegado a manos de ninguno de los expertos del Observatorio de Violencia Doméstica), los resultados de los estudios de periodo largo estén más condicionados por la ideología predominante y el clima social.


  Por otra parte, en nueve estudios (los números 3, 5,13,17, 23, 24, 40, 48 y 50) se examinan los aspectos de unilateralidad e iniciación de las agresiones. En ellos, el resultado más frecuente son los niveles similares de agresiones no recíprocas o unilaterales en hombres y mujeres (cuatro estudios); el segundo resultado más frecuente son los mayores niveles de unilateralidad femenina (tres estudios); y, por último, la violencia unilateral masculina predomina en los dos estudios ya mencionados de la muestra de hombres con disfunciones psíquicas (número 40) y la muestra iraní (número 48).


  Más recientemente Alvarez-Deca ha actualizado y ampliado su informe, con estudios publicados hasta el presente año 2012: El informe es demoledor, pues expone los últimos 400 estudios científicos serios internacionales, seleccionados con arreglo a un único criterio de inclusión y, a la vez, condición indispensable: que tengan en cuenta la violencia ejercida (perpetración) o sufrida (victimización) por ambos miembros de la pareja heterosexual.


  Las conclusiones son aplastantes.


  Para victimización:


  
    	Los hombres sufren mayores niveles de victimización por violencia física total o leve en 209 estudios y por violencia física grave en 89 estudios.


    	Las mujeres sufren mayores niveles de victimización por violencia física total o leve en 78 estudios y por violencia física grave en 34 estudios.


    	Se registran tasas similares para ambos sexos por violencia física total o leve en 108 estudios y por violencia física grave en 34 estudios.

  


  Para perpetración:


  
    	60 estudios registran mayores niveles de perpetración de violencia física no reciproca o iniciación de las agresiones físicas por las mujeres.


    	13 estudios registran mayores niveles de perpetración de violencia física no reciproca o iniciación de las agresiones físicas por los hombres.


    	11 estudios registran niveles similares de violencia física no reciproca o iniciación de las agresiones físicas para ambos sexos.

  


  El informe completo se puede consultar en la página: http://www.escorrecto.org/400razones.pdf.


  Todo ello, aun partiendo de la premisa de que aún resulta tabú el reconocer por parte de un hombre que sufre maltrato por una mujer, pues en la propia sociedad aún está latente el sentimiento machista de superioridad y mayor fuerza física del hombre, sin que éste sea ni siquiera capaz de percatarse cuándo sufre violencia psicológica. Algunos lo hacen tarde, pues solo lo perciben cuando se encuentran sufriendo detención en el depósito carcelario, después de ser detenidos por una denuncia de esa agresora psicológica, a quien ellos en un acto de liberación y rebeldía se han atrevido a levantar la voz, no digo ya la mano, en un acto de acometimiento recíproco y consentido, que para ellos, hombres, la ideología de género siempre interpreta como consecuencia y manifestación de la situación de dominio, control y subordinación que ejercen, por el hecho de ser hombres (pura y dura doctrina de derecho penal de autor) sobre ellas, mujeres, siempre discriminadas por el hecho de también serlo.


  En un anexo a este capítulo se refleja una relación de AGRESIONES GRAVES CON LESIONES, TENTATIVAS DE HOMICIDIO Y HOMICIDIOS DE HOMBRES POR SUS PAREJAS MUJERES DESDE ENERO DE 2008 A FEBRERO DE 2010. Son casos reales, recopilados con paciencia, extraídos de informaciones publicadas en diarios locales. Una violencia invisible, que se sigue produciendo con virulencia, siendo de destacar que en el último año de los 24 niños asesinados por sus progenitores, 17 lo fueron por sus madres. Se trata de una recopilación de datos que obtuve después de que en un programa de televisión de la cadena Veo 7, presentado por el periodista Carlos Cuesta, una contertulia, Esther Esteban, me espetara que lo que yo decía era una irresponsabilidad que no venía avalada por datos. Sin ser estadista, ni nadie haberme retribuido por ese trabajo, ahí están, constatando que la realidad es distinta a la que ella me reprochaba desde su versión oficial y no contrastada.


  Según la investigadora Erika Zamora, en un estudio del año 2005 que tenía por objetivo reconocer que la violencia puede ser ejercida por la mujer y proponer alternativas para erradicarla, las principales razones por las que se ejercen algún tipo de violencia femenina son:


  a) Revancha ante situaciones de violencia acumulada


  La mujer que durante mucho tiempo ha sido violentada por su compañero va acumulando una fuerte carga de frustración, coraje, humillación y dolor que tarde o temprano suele explotar de forma intempestiva, a veces, a través del mismo patrón: una reacción violenta ya sea para cobrar revancha, poner un alto o comportarse precisamente como ha sido aleccionada. El miedo, la ira y la sensación de sentirse atrapada puede llevar a una mujer a ser violenta con su agresor simplemente para sobrevivir y defenderse. Ese tipo de violencia defensiva femenina es la única que admite la dictadura ideológica de género.


  En otros casos, la violencia se da cuando el abuso del hombre ha cesado por arrepentimiento o por su edad, y es cuando algunas mujeres sienten que ahora sí pueden asumir posturas de control, aunque esto es poco frecuente ya que en muchas de estas mujeres, aun cuando ya no vivan la violencia, continúan con sentimientos culpa y temor; con miedo al abandono o a una posible reacción explosiva de la pareja, por lo que se mantienen «pasivas». Esa pasividad queda perfectamente retratada en el personaje que interpreta María Galiana en la película Solas de Benito Zambrano. Una mujer mayor resignada, maltratada sin saberlo, que cuando va a ver a su marido, celoso compulsivo, ingresado en el hospital, tiene que sufrir su desprecio, su mirada inquisitiva y quien, nada más verla, le suelta la frase: hueles a macho. Ese tipo de mujeres no reaccionan, no se identifican con el mensaje de denuncia, denuncia. Ellas son serias candidatas a padecer episodios graves de violencia machista, y de ellas se hablará de nuevo, cuando se analice la violencia masculina sobre la mujer.


  Algunas mujeres llegan a abandonar a sus parejas de manera emocional: están con ellos pero como si no estuvieran, empiezan a no tomar en cuenta sus opiniones, a ignorarlos y minimizarlos. Ante el abandono emocional, algunos se refugian en el trabajo, bebida o en aventuras sexuales ocasionales, convirtiéndose en serios candidatos a engrosar la lista de potenciales maltratadores.


  Otra forma de revancha, es la que es fruto del despecho, aquella en la que la mujer ha visto frustradas sus expectativas de una relación cálida, estable y satisfactoria, porque se ha producido una ruptura no asumida, especialmente cuando se ha debido a una infidelidad. En ese caso, la idea es ver al infiel arruinado, preso o muerto. Actualmente ese resentimiento violento es fácilmente encauzable por vía legal, con el fácil trámite de presentar una denuncia; recurso mucho más cómodo que el de acudir a la actitud violenta e incluso homicida. Muchos hombres, de hecho, al sufrir esa injusticia se terminan suicidando ante el silencio cómplice de las instituciones, que no tienen ningún interés en recoger esa estadística.


  Al respecto, quiero llamar la atención de dos acontecimientos: En Sevilla, el 24 de julio de 2010, se publicó una noticia, que casi, como todas las de este tipo, pasó desapercibida: Una niña avisó a la policía de que su madre estaba intentando asfixiar con la almohada a su padre, un enfermo que dependía de aparatos médicos para sobrevivir dada su avanzada distrofia muscular. La policía evitó que la esposa acabara con su marido, que ya la había denunciado con anterioridad, aunque él había retirado las denuncias. Se relataba que la mujer justificó su conducta porque no podía soportar más la situación, y que tras ser detenida fue inmediatamente puesta en libertad con cargos. ¿Se imaginan que hubiera sido al revés? De momento ese asesinato frustrado, calificado en prensa como intento de homicidio, hubiera sido un episodio más de violencia de género con el que hubieran abierto los telediarios, el juez que permitió que la niña hubiera seguido viviendo con el padre agresor y que archivó las anteriores denuncias, hubiera resultado lapidado públicamente. El agresor, siempre calificado como mal tratador, hubiera actuado por motivación machista, aquí no caben justificaciones y hubiera ingresado en prisión sine die. Al menos el hombre pudo seguir viviendo en la vivienda adaptada a sus necesidades y la hija pasó al cuidado de otros familiares.


  Más si cabe, llama la atención esa noticia, cuando en esos mismos días otra mujer en Tenerife denunciaba a su marido tetrapléjico, minusválido de cuello para abajo, porque según ella le había amenazado. El aparato legal se puso inmediatamente en funcionamiento: Detención del peligroso criminal, imputación de un delito de violencia, se le pide un año de cárcel, aunque él, corroborado por el propio hijo, manifestó que era la mujer la que quería deshacerse del mismo. Consecuencia: el tetrapléjico a la calle, el Ayuntamiento de urgencia lo tuvo que alojar en un albergue municipal, y la denunciante, de momento, se quedó con el hijo respondón, y con el uso de la casa adaptada. En ambos casos los jueces cumplieron la ley en su literalidad, eso sí, en el último caso en una interpretación que muchos rechazamos. Mas la moraleja es que la segunda esposa fue mucho más inteligente, pues a veces para eliminar a un hombre que molesta no hace falta asesinarlo, basta con denunciarlo impunemente para conseguir mejores resultados. ¿Justicia o hipocresía? ¿Igualdad o fraude? ¿Coherencia o irracionalidad?


  Al final, lo que resulta es que la Justicia se somete a los planteamientos ideológicos, pues, sorpréndanse, en el primer caso que tendría que haber sido tipificado penalmente como asesinato frustrado, y que se tramitó en el Juzgado de Instrucción n.° 19 de Sevilla, aconteció que ese hombre enfermo, con grave distrofia muscular, falleció en el mes de septiembre de ese año. La consecuencia de ello es que la Fiscalía solicitó el sobreseimiento, se supone porque se quedó huérfana la acusación del testimonio de la víctima, por lo que la presunta asesina frustrada, se supone, por ser mujer, quedó impune, al no existir acusación contra ella.


  b) Abuso del «poder» femenino


  Aunque la ideología de género lo niegue radicalmente, lo cierto es que la mujer, de siempre, ha estado y está llena de poder sobre todo en el ámbito doméstico y en relación a sus hijos, ya que tiene muchas funciones que desempeñar y se encuentra rodeada de numerosas relaciones afectivas que la dotan de ello. Su coto de poder es tan grande que fácilmente puede abusar de él, porque para muchas es su primer y único lugar de pertenencia.


  Se dan casos de mujeres que prácticamente se adueñan de sus hijos y no permiten que su pareja tenga acceso a ellos: no le permite acariciarlos, opinar sobre su educación o cumplir con otras tareas. Ese fenómeno se acentúa exponencialmente después de las situaciones de ruptura de pareja, no siendo patrimonio exclusivo femenino, pues también existen muchos padres alienadores. La relación puede convertirse en un campo de batalla silenciado. La maternidad confiere poderes inigualables que algunas mujeres utilizan erróneamente debido a sus problemas emocionales y a las expectativas sociales que recaen sobre ellas. Este tipo de violencia se da por medio de la descalificación abierta con la intención de deteriorar la imagen del hombre, humillarlo y hacer que los hijos le pierdan el respeto. Se utilizan las mismas estrategias que utiliza el maltratador varón, pues primero se niega el maltrato, que también, lo que es más grave se ejerce sobre el menor, alegando que nunca se le hablado mal al padre; luego se minimiza la actitud, alegando que solo algunas veces o cuando el pequeño no se enteraba; y luego se justifica, porque total, después del daño que «nos hizo», no voy a favorecer el contacto. Es lo que se denomina Síndrome de Alienación Parental,[13] que, naturalmente niegan las radicales de género. Al respecto en un trabajo que publiqué en la revista La Toga del Colegio la Toga (n.° diciembre 2010) sobre la sintomatología de ese trastorno relacional, al final indicaba, al respecto de proclamar mi independencia y objetividad a la hora de apreciar la existencia o inexistencia de SAP, en los asuntos de que conociera:


  
    Desde este instante me declaro sometido al Imperio de la Ley pero me declaro insumiso a las instrucciones y orientaciones del gobierno sobre cómo he de juzgar. En todo caso me declaro más proclive a seguir las indicaciones y pautas que marca el Tribunal Europeo de Derechos Humanos[14] a cuyos jueces el Sr Delegado del Gobierno contra Violencia de Género, se debía referir cuando afirma que el informe del Ministerio de sanidad, Política Social e Igualdad, se dirige especialmente contra jueces de sesgo machista. Espero que, ante esa actitud, no se me acuse, ni a mí ni a ellos, de «sedición, conspiración contra la ideología de género o algo por el estilo». Al final, ingenuo de mí, lo hicieron, aunque para ello utilizaron otros argumentos como pretexto de su acusación.

  


  c) Falta de apoyo masculino ante situaciones apremiantes


  Ajuicio de la doctora Erika Zamora, un detonante común es cuando la mujer obtiene alguna oportunidad o asume una nueva forma de vida que requiere cierto ajuste y mayor apoyo de su compañero, como la llegada de un hijo, un nuevo trabajo fuera de casa, el incremento de actividades, los trastornos de la menopausia, etc. En estos momentos de cambio, la violencia puede sobrevenir si no hay una respuesta favorable del varón como una forma de demostrar su frustración y desacuerdo. Se trata de la pervivencia de los viejos prejuicios y roles machistas, que no desaparecen así como así, de la noche a la mañana, y que siguen subsistiendo, generando un sentimiento de incomprensión recíproco, que desencadena para la mujer en un justificado complejo frustrante; porque, es cierto que muchos hombres no comprenden por qué su compañera reacciona así, no entienden esa reacción histérica que se incrementa especialmente en el momento evolutivo de la menopausia, que a veces genera fibromialgia y siempre implica en las mujeres depresión e irritabilidad. Esos hombres argumentan: «pues yo no he hecho nada» y precisamente ese es el problema, no hay un respaldo a lo que ella espera y exige. Algunas pueden sentirse lastimadas y, ante esto, evitan callar sus sentimientos y reaccionan con agresión, indiferencia o abuso. Ese abuso, hoy en día, se plasma con la presentación de denuncias, tras ser hábilmente aconsejadas por expertos y expertas de género que confunden su situación con la que se corresponde a los síntomas de maltrato machista.


  Porque, es verdad que hay hombres que, en realidad, evitan apoyar a su pareja ya que no aceptan que ésta desatienda ciertas funciones para realizar otras o no participan en otras actividades que «no vayan de acuerdo a su sexo» y a su papel de procreador proveedor, protector de la familia, a su rol de padre periférico, extraño, antiguo, que sigue en las cavernas del machismo caduco, que se desentiende del cuidado de los hijos o las labores domésticas, ocasionando decepción y agresión en algunas mujeres, que hoy en día se rebelan contra esas actitudes irresponsables. Esta dinámica es sumamente destructiva para ambos: mientras el hombre, por un lado, se niega la oportunidad de experimentar la satisfacción de la paternidad y la cercanía de su pareja que probablemente le retribuya en una mayor estabilidad emocional, al mismo tiempo experimenta los efectos de esa violencia, que el radicalismo de género ampara y legitima, y que yo también rechazo, si mantenemos el principio de que contra la violencia, tolerancia cero. Tarjeta roja a la violencia. En tanto, la mujer puede sentirse frustrada, dolida y sola; algunas comprueban que pese a su reacción violenta no pueden conseguir su colaboración.


  Es por ello por lo que, en vez de hacer el payaso con tanta campaña inútil, y tan cara, en vez de limitarnos a rasgarnos las vestiduras con tanto recuento de víctimas de la violencia intrafamiliar, debemos esforzarnos en procurar conocer las raíces de las frustraciones que la provoca, debemos conseguir que esas actitudes de falta de colaboración y solidaridad familiar vayan desapareciendo, favoreciendo campañas de igualdad para que los hombres tomen conciencia de sus obligaciones domésticas, especialmente la que atañe al cuidado de los hijos (sobre tal extremo se incidirá cuando se trate de la custodia compartida). Debemos, en definitiva, favorecer los cauces de comunicación, diálogo y comprensión entre esos sexos, que como se dijo, son diferentes, pero que han de estar condenados a entenderse en momentos buenos y en otros peores, incluso si llega el caso a través de un divorcio tras el que se han de seguir respetando los mismos compromisos de corresponsabilidad familiar, especialmente los que se refieren a los hijos.


  La violencia de la mujer hacia el hombre también puede darse mediante algunas actitudes características que principalmente se basan, según calificativo de Erika Zamora, en el «castigo disimulado». La violencia de las mujeres no se ejerce, normalmente, de forma física, sino que utiliza los recursos en los que son muchísimo más fuertes y en los que el hombre resulta un pelele en sus manos, porque la violencia requiere un desequilibrio de poderes, siendo absurdo defender que la mujer es más débil que el hombre en todos los aspectos. La mujer domina en aquellos que no se exteriorizan, en los que no se visualiza el maltrato, pero que suponen una actuación de zapa y minado, como evitar hablarle a la pareja, no hacerle caso o criticarla constantemente. Estas actitudes se ven claramente en distintos ámbitos, por ejemplo: el sexo, que se puede ver como una lucha de poder, en el que las ideólogas de género le concedían a la mujer el ingrato calificativo de esclavas sexuales (y eso lo decían las que tenían orientaciones sexuales lésbicas), unas relaciones sexuales donde es ella quien, por regla general y sobre todo cuando el tiempo ha enfriado la pasión inicial, tiene la idea de no expresar sus sentimientos o deseos, sino que utiliza al sexo como una forma de control y sanción, siendo consciente de que la expresión del sexo para su compañero sigue siendo más primitiva, directa y expresiva. Los celos pueden, también, ser el detonante de actitudes de agresión, descalificación y acusaciones continuas de infidelidad. Unida a esta conducta, están las actitudes posesivas y el hostigamiento como método de presión y que incluye: llamadas recurrentes, restricciones laborales y en las amistades y/o amenazas. Al final, muchas de esas mujeres, paradójicamente, con la situación actual, terminan convirtiéndose de agresoras en víctimas; sencillamente la actual situación legal se lo permite; es más, esa regulación normativa se convierte en instrumento y arma que se pone, como hemos visto, a su alcance para consumar la agresión.


  Por último, hay mujeres que maltratan al hombre por tener un antecedente familiar en donde prevaleció en exceso el matriarcado, las hijas de madres manipuladoras, que han tenido sentimiento de androfobia y que han alienado a sus hijas contra sus padres, se convierten en alienadoras respecto de sus hijos; también es factor adquirido el haber tenido la mujer un padre autoritario e incluso maltratador, lo que provoca la reacción de romper con este esquema, tornándose violenta en sus relaciones afectivas. También, según numerosos estudios que nadie discute, los abusos sufridos durante la infancia son un factor de riesgo para ejercer la violencia en la vida adulta, independientemente si se es mujer u hombre. Los traumas sufridos en la infancia dejan llagas, sobre todo en la mente, que supuran y se manifiestan en la edad adulta.


  Mas, con todo, aun teniendo de su lado a la ley y el sistema, la mujer agresora, la que maltrata sirviéndose de instrumentos legales, termina condenada al aislamiento, recibiendo quizás, y solo al principio, el calor y acogida de las que le han animado a hundir a un varón por el hecho de serlo, pero sin que ese triunfo efímero, a muchas, compense el posterior rechazo de la comunidad social, incluso de su propia familia y de los propios hijos que les reprochan esa conducta injusta.


  3. LA MUJER SUFRE SIEMPRE UNA DISCRIMINACIÓN EN LAS RELACIONES SOCIALES, ESPECIALMENTE EN EL ÁMBITO LABORAL


  Esa afirmación constituye otra verdad y mentira a medias. De entrada, podría sorprender que reconozca que es cierto que las mujeres trabajadoras tienen unos ingresos inferiores a los varones trabajadores, en una desproporción del 25%. Así, pues ¿dónde se encierra en este aspecto la trampa? Muy sencillo, ese dato no viene referido a comparativas individualizadas de trabajos desarrollados por hombres y mujeres, sino que se trata de un dato extrapolado globalmente, tomando como referencia el colectivo de trabajadoras, por un lado, y el de trabajadores, por otro, sin tener en consideración datos como edad, antigüedad, trabajos a tiempo parcial, distribución sectorial, oficios desarrollados, horas extras, bajas por maternidad… es decir, todos aquellos factores que el neomachismo hembrista subvencionado conoce y oculta a fin de dar un resultado acorde con sus planteamientos victimistas ideológicos.


  Sobre el tema he debatido ampliamente, incluso en programas de televisión, y siempre he retado a quien sostenía que las mujeres cobran menos que los hombres, a que me dijera un solo caso. La respuesta siempre ha sido la de dar evasivas y decir que todo el mundo sabe que existen. Ciertamente los más extremistas, los que más se creen sus propias mentiras o están empeñados en que el resto de la sociedad se trague sus falsedades, han llegado incluso a proclamar que la mujer gana menos por hora en el mismo puesto, lo que ha sido desmentido por el propio ministro de Trabajo (El País, 12 de marzo de 2006) y el secretario general de CCOO (Los desayunos de TVE, 10 de octubre de 2007).[15]


  Tal y como refleja Diego de los Santos en su libro Las mujeres que no amaban a los hombres, como consecuencia de procurar extender ese bulo, que ha calado en la sociedad, la ministra Aído anunciaba en septiembre de 2009 como primicia el encargo de un estudio para conocer las causas por las que las mujeres cobran menos que los hombres por el mismo trabajo con el fin de adoptar medidas para corregir esa situación. Un estudio que, como todos, fue generosamente retribuido con dinero público, y que alcanzó las conclusiones apetecidas tendentes a probar esa brecha salarial por razón de sexo. Mas si fuera así, la propia ministra y todos los responsables sindicales, en ese instante deberían haber presentado, al mismo tiempo que se encargaba el estudio, su inmediata dimisión, pues tal reconocimiento implicaría admitir que se habrían permitido de forma masiva, situaciones de discriminación salarial concretas e individualizadas, es decir, para el mismo puesto de trabajo y en las mismas condiciones, en el sector público y privado.


  Mas insistiría en la pregunta, y sin perjuicio de no negar que puedan aún pervivir situaciones de discriminación laboral, que afectan más que a mujeres a otros sectores laborales (jóvenes parados de larga duración, mayores de 50 años, inmigrantes), lo cierto es que si alguien conoce una situación concreta en la que una trabajadora cobre menos que un trabajador en el mismo puesto, con la misma categoría, antigüedad y con el mismo horario, no ya en el ámbito público, lo que implicaría la comisión de una actuación delictiva por negligencia y omisión desde el ministro o consejero de turno hasta el jefe de servicio que lo permitiera, sino en el sector privado, que se apreste a denunciarlo con arrojo y entusiasmo, pues además se convertiría en el ganador de la recompensa que dos asociaciones de Extremadura y Valencia, han anunciado y ofrecido por Internet, para el que pruebe la existencia de una situación que es supuestamente conocida por todo el mundo.[16]


  Los ideólogos te espetan que la mujer sufre discriminación, por ejemplo en el ejército, en la universidad, en los partidos políticos, en altas instituciones… mas tal afirmación que acogen como credo de sus reivindicaciones de mayor igualdad, promoviendo leyes innecesarias de paridad, se contesta de una manera muy sencilla, desde una simple y coherente interpretación sociológica. Lo que ocurre es que se obvia que la evolución de la sociedad no acontece de forma brusca y repentina, se trata de procesos que van desarrollándose en la medida que la conciencia, sensibilidad y planteamientos socioculturales se van transformando. Ni la sociedad de hoy, ni la familia de hoy tienen nada que ver con las de hace 100 o 50 años; vamos cambiando, y en cuestiones de igualdad, ese cambio se empezó a fraguar gradual, lentamente, pero de forma inexorable, a partir de la Constitución de 1978 que proclamaba la Igualdad como uno de sus valores y como derecho fundamental.


  Las leyes han de ir a remolque de esos cambios de mentalidad social. Pero, no, ahora se ha pretendido lo contrarío, la sociedad ha de ir por detrás de las leyes, inspiradas por una determinada ideología, con el fin de acelerar artificiosa y artificialmente los cambios sociales, olvidando que la igualdad se ha de basar en permitir que todas las personas tengan las mismas oportunidades, en base a criterios de mérito y capacidad. Lo otro es hacer trampas en la competición que entrañan los procesos de selección social, trampas, naturalmente impulsadas por mujeres y hombres que las secundan, que no reúnen condiciones para competir desde un plano de igualdad y que no quieren esforzarse en tenerlas, personas que nada quieren saber de los valores de excelencia, mérito, sacrificio, entrenamiento y capacidad que se precisan para llegar a las metas que todos nos hemos propuesto. Dentro de unos años, no muchos, por sí mismas, esas mujeres que creen en ellas mismas y en sus propios recursos, serán generales de nuestros ejércitos y serán mayoría en el Consejo Fiscal, Tribunal Supremo y en las cátedras de las universidades, en las que algunas han empezado a situarse sin la ayuda de ninguna supuesta feminista.


  Una mentira mil veces repetida y que ha terminando calando, pero que además esconde y oculta otra realidad, en un claro perjuicio para las mujeres. Porque es cierto que:


  
    	La mujer trabaja fuera del hogar a la semana 6,2 horas menos que el hombre (Ministerio de Trabajo. Encuesta de Población Activa EPA-28 y EPA-29).


    	Según datos del informe del INE, 380 000 trabajadoras dejan su empleo por razón personal o familiar. Solo 14 500 hombres. Según el informe Randstad (Edurne Uriarte en su libro Contra el feminismo), el 7% de mujeres deja el empleo al tener el primer hijo y el 4% al tener el segundo. Según el INE, el porcentaje se eleva al 40% cuando la mujer tiene su tercer hijo. Porcentajes similares se dan en el resto de Europa.

  


  Sociológicamente, sin embargo, tales verdades solo pueden explicarse desde el punto y manera de que las mujeres no terminan de renunciar a su papel de madres para optar por realizarse accediendo a puestos de poder, decisión, responsabilidad y dirección, como bien indica Edurne Uriarte en el libro reseñado. Por tanto, en ese aspecto el perjuicio que comporta la ideología dictatorial de género para las mujeres y la propia sociedad, se traduce en lo siguiente:


  
    	
      Reducción de los índices de natalidad. España ha pasado de ser el país europeo con mayor tasa de natalidad en 1975 (el país del baby boom) a ser el país con menor tasa de natalidad del mundo, sin que hoy en España la mayor parte de la población se plantee que el hecho de tener hijos pueda reportarle felicidad. En un estudio realizado al respecto en Madrid, solo así lo consideraban el 31% de mujeres y el 24% de hombres. También influye en esa reducción de natalidad el hecho de que en 1900 el porcentaje de población en una edad comprendida entre 0 y 24 años que se dedicaba a estudiar era del 12%; en 1950 del 20%; en 1975 del 54%; y en 2007 del 75% (datos extraídos de la ponencia «Conflictos familiares y relaciones paternofiliales» de Julio Iglesias de Ussel, Catedrático de Sociología de la Universidad Complutense de Madrid. Jornadas organizadas por ASEMIP: La Justicia de Familia en España: Una perspectiva multidisciplinar). Vivimos, por tanto, en una sociedad hedonista, en la que cada vez los jóvenes se crean más necesidades que han de ver cubiertas para alcanzar su independencia; una sociedad que vive un crisis económica y de valores, en la que cada vez se tienen menos hijos y más tarde. En ese desolador panorama irrumpen los postulados de una ideología que defiende el aborto libre, que entienden las relaciones de pareja como un ámbito de lucha y de dominación, y la maternidad como una de sus consecuencias. El resultado de esos planteamientos, es que España se está convirtiendo en un país de viejos, en el que nuestro mayor problema no es que no habrá dinero para pagar las pensiones de jubilación sino que no habrá población activa, recambio generacional, que las pague.


      Ha sido España, por tanto, el país en el que mejor han calado los programas de la Entidad de las Naciones Unidas para la Igualdad de Género y Empoderamiento de la Mujer orientadas, como se expuso en el anterior capítulo, hacia una concepción meramente genital de la violencia contra la mujer; presentando como solución a la violencia la aplicación de los derechos sexuales y reproductivos: contracepción (planificación familiar); anticoncepción de emergencia (aborto químico); interrupción voluntaria del embarazo (aborto quirúrgico); educación sexual (respecto a políticas de sexo seguro); y «confidencialidad», consistente en la no intervención de los padres en la decisión de sus hijas menores de edad.

    


    	Se les niega a las mujeres que tengan libertad de decisión cuando se encuentran en la disyuntiva de o bien volcarse en la crianza y educación de sus hijos o bien de optar por su desarrollo profesional. Edurne Uriarte en su libro Contra el feminismo, subraya el fanatismo ideológico que solapa cualquier intento de investigación científica rigurosa, poniendo de ejemplo las conclusiones de un estudio de una profesora de Ciencias de la Educación de Almería, en el que tras constatar que las mujeres investigadas y profesionales de la educación, en gran mayoría, se inclinaban por la opción «familia e hijos», llegaba a la conclusión de que era por su concepción machista: «Ello no obedecía a una elección propia sino que responde a mecanismos externos e internos a las instituciones, que se relacionan y retroalimentan y que marginan a las mujeres de los ámbitos de poder y decisión de los centros». Es decir, las mujeres son personas sin capacidad de decisión, no se les reconoce libertad, son menores de edad que ni saben lo que quieren. Las que sí lo saben por ellas, son sus hermanas, las femilistas (no es ninguna errata), que están ahí para tutelarlas y sacarlas de su error. Porque lo cierto es que hoy en día, al menos, las mujeres pueden ser libres de tomar una u otra decisión. El problema, la raíz cultural machista que todavía pervive, no se encuentra en ese extremo de la ecuación, sino en el rol masculino; hoy en día, el trabajador que opte por dejar su trabajo y dedicarse al hogar, la familia y los hijos, mientras que la madre se desarrolla en el ámbito laboral, todavía recibe rechazo social y es visto como vago, aprovechado, mantenido, parásito y Juan Lanas. La libertad del hombre al respecto, se encuentra mucho más limitada y condicionada por factores culturales y de presión social.


    	La mujer sigue constreñida por el techo de cristal que le impide realizarse y que le ocasiona el hecho de tener hijos. Según estudios del CIS las mujeres tienen menos hijos por falta de ingresos y por la dificultad de compatibilizar trabajo y familia. Se trata de una realidad que salta a la vista, por lo que desde ese punto de vista coincido con el planteamiento feminista, el del verdadero feminismo, de que se ha de procurar la igualdad de hombres y mujeres para poder hacer compatibles obligaciones laborales y obligaciones domésticas, entre las que destaca la del cuidado y crianza de los hijos; así lo refleja la Ley Orgánica 3/2007 de 22 de marzo,[17] para la Igualdad efectiva de mujeres y hombres. Para dicho fin, por un lado, se habrían de promover medidas de fomento de permisos de natalidad, paternos y maternos, aumento de ayudas para familias numerosas, guarderías y facilitación de trabajos a tiempo parcial para progenitores con hijos a su cargo; y por otra parte resultaría imprescindible y prioritario fomentar medidas que entrañen una auténtica complicidad, apoyo recíproco y corresponsabilidad parental, como es el modelo de custodia compartida.[18]

  


  Porque, por ahora, ¿cómo se articula esa compatibilidad que se pretende instaurar incluso legalmente? En esta sociedad sin resiliencia para enfrentarse a las dificultades y que no renuncia a nada, esa solución se ha brindado a través del sencillo recurso de delegar responsabilidades:


  
    	En primer lugar se delega en abuelos, e incluso ya hasta en bisabuelos, trasladando el techo de cristal de la mujer moderna, que tiene posibilidad de optar por trabajo o la atención de una familia con niños, en otra generación de mujeres que no tuvo esa opción y siempre se dedicó a la ingrata y meritoria carrera de ama de casa. Esa solución decaerá en la próxima generación, cuando esas madres de hoy sean también abuelas.


    	Delegar en cuidadores y guarderías, siempre que se cuenten con recursos y la familia viva con el desahogo económico necesario, normalmente porque trabajan el padre y la madre.


    	No delegar sino desentenderse de manera negligente, dejando que los hijos, desde la preadolescencia se eduquen solos y a su albedrío (los conocidos «niños de la llave»). Esos menores suelen acabar desarrollando trastornos y desórdenes asociativos y relacionales, siendo serios candidatos a integrar la cartera de clientes del juez Emilio Calatayud.

  


  La mejor solución, la más coherente y progresista, consiste en mentalizarnos en que padres y madres somos iguales en derechos y obligaciones con respecto a nuestros hijos. Si se proclama que se han de asumir en igualdad, obligaciones en el ámbito doméstico, entre otras razones porque esa es la mejor forma de que las mujeres superen su histórico techo de cristal, resulta absurdo diferenciar entre obligaciones en el contexto de una familia estructurada y bien avenida y de obligaciones en el contexto de una familia rota. En el primer caso, a los padres se les exige, con toda justicia y razón, entrega, compromiso, participación y dedicación a los hijos; mas en caso de ruptura el padre se convierte en figura decorativa, periférica, en padre procreador, protector, pagador y proveedor. Para la ideología de la dictadura de género, los padres españoles, en esas circunstancias, no están preparados para asumir esas funciones nutrientes que antes les encomendaban con tanto celo, porque aquí, esa ideología sí se apunta a la doctrina evolutiva, pretextando que todavía los padres no son aptos para asumir esas funciones que están reservadas al sexo femenino. Es decir, machismo puro y duro, los mismos argumentos machistas de la sección femenina de Pilar Primo de Rivera.


  
    Los padres han de ir aprendiendo poco a poco, sin que existan, siempre las posiciones extremistas, padres que realmente se quieran seguir ocupando de sus hijos; lo que quieren esa panda de maltratadores es seguir haciendo daño a las mujeres a través de sus hijos, arrebatándoselos, con el fin de no pagar pensiones, no tener que ceder el uso de la vivienda familiar y delegar sus responsabilidades en los abuelos maternos.

  


  Eso es lo que se escucha en los medios de información; constantemente el sr. Lorente, públicamente, ha estado haciendo esas afirmaciones (quizás, él hable por experiencia propia), lo que no se transmite es que esa argumentación es rebatida con la cruda realidad, la que siempre falsean los ideólogos, pues hoy en día sí existen muchos padres que, de verdad, quieren seguir estando activamente implicados en la crianza, cuidado y educación de sus hijos… y no les dejan. Porque también se podría argüir que existen madres empeñadas en negarles ese derecho y obligación, por no perder unos privilegios hasta ahora a ellas reservados: pensiones y uso exclusivo de domicilio familiar. Y en cuanto a la delegación en abuelos, cabría preguntarse si las madres divorciadas que trabajan no delegan sus responsabilidades en los abuelos maternos: ¿Estarán éstos menos preparados que los abuelos paternos?


  En nuestro entorno cultural, ese modelo, que aquí todavía se rechaza, se ha impuesto de forma categórica:


  
    	Francia, Code Civile de 11 de julio de 1975 (art. 187). Y Ley de 4 de marzo de 2002, los tiempos de permanencia con los padres deben ser equilibrados, y las residencias alternas.


    	Italia, la Ley de 1 de diciembre de 1970 (art. 6). Nueva Ley de 8 de febrero de 2006, dice que el juez debe valorar prioritariamente la posibilidad de que los hijos menores sean confiados a los dos padres.


    	Alemania, la Ley de 14 de junio de 1979, BGB, art. 1671.


    	Inglaterra, la Guardianship of Minors. Act 1971.


    	Suecia, el Código de los Niños y los Padres nos dice que: «El mejor interés del menor deberá ser la consideración fundamental en los derechos sobre cualquier arbitraje relacionado con la custodia y según la cual el niño ha de compartir su tiempo de residencia y contacto con ambos padres».


    	Canadá va más allá en el caso Cayton Gilles (menor que estuvo en huelga de hambre para poder vivir con ambos padres tras su divorcio), cuya sentencia dice en su punto 15 que las determinaciones de coparentalidad se deben basar en el mejor interés del niño. A raíz de esta sentencia y caso, la custodia conjunta fue el modelo preferencial.


    	Bélgica, Ley de 18 de julio de 2006, habla de alojamiento de los niños prioritariamente igualitario.


    	USA, los estados que están a favor de la custodia conjunta (Joint custody) son Louisiana, Idaho, Vermont, Washington, Missouri, Nevada, Alabama, Connecticut, Minnesota, Mississippi, Alaska, California, Texas, etc.

  


  4. ESPAÑA ES UN PAÍS ESPECIALMENTE MACHISTA


  En España es cierto que las actitudes y comportamientos machistas han existido, prosperado y generado una importante cultura, incluso refrendada en el marco legal. Es más, no hace demasiados años hasta estaba bien visto ese machismo, del que, como se ha visto, aún perviven sus rescoldos. Con todo, no se ha tratado de comportamientos extraños y ajenos al que podía ser apreciable en el resto de nuestro entorno europeo, y más aún si la comparativa se limitaba al área mediterránea.


  De cualquier manera, en ningún caso se habrían de justificar las discriminaciones en el ámbito legal que se remontan no a siglos sino a milenios, sirviendo de botón de muestra que ya en el Codex Revisus promulgado por Leovigildo, posteriormente recogido en el Liber Iudiciorum de Recesvinto, se establecía una multa a pagar por quitarle la vida a un hombre de 300 sueldos, mientras que si la víctima era mujer, la sanción se reducía a 150 sueldos. Aún, hace apenas 40 años que en nuestro Código Penal el uxoricidio tan solo conllevaba pena de destierro para el marido que asesinara a su esposa, por haberle sido infiel y haber mancillado su honor. El artículo 57 del C.C establecía: «El marido debe proteger a la mujer y ésta obedecer al marido». Actualmente, para reaccionar contra esa legislación discriminatoria, hemos instaurado, y además con todos los parabienes, otro sistema normativo más discriminatorio si cabe, en contra del varón.


  En todo caso cabría preguntarse: ¿qué culpa tiene el hombre de hoy de esa desigualdad de siglos?, es más, ¿qué culpa tendrán de esa situación injusta nuestros hijos y los varones que aún no han nacido?


  Con todo, se trataba de un machismo, como se ha apuntado, sobreprotector, que consideraba a la mujer como el sexo débil por naturaleza, digno y merecedor de la protección masculina. Un machismo que, naturalmente, había que superar. Pero, salvo casos que han existido y perviven, en los que el varón se ha creído estar por encima de la mujer, lo que no es cuestión de patriarcado sino de mera concepción cultural heredada o mera perversa condición. En el fondo esa sociedad machista lo era de puertas para afuera, pues la mujer en el terreno del hogar, en el terreno que se le había vedado, era objeto de general respeto, considerándose de viles cobardes lo contrario. Ahora bien, la infeliz que en ese contexto sufriera el infortunio de dar con un desalmado que la considerara esclava o sirvienta a su servicio; que la humillara, vejara, anulara, ofendiera y agrediera en la intimidad, esa infeliz no contaba con ninguna oportunidad de escapar de su cautiverio. Lamentablemente, y aunque en teoría, esa mujer sí dispondría ahora de esa oportunidad, lo cierto es que muchas como ella siguen padeciendo porque no son capaces de superar sus miedos, ni se les ofrece confianza para ello.


  Ya veremos quien se beneficia de su desgracia, mas lo que resulta inverosímil es que se haga creer que España sufre una auténtica epidemia de maltrato; que es el país con mayor porcentaje de mujeres asesinadas a manos de sus parejas varones (una proporción de 4 por millón). Nada más alejado de la realidad:


  
    España es uno de los países del mundo donde menos mujeres son asesinadas por sus parejas. En 2006 se registraron una media de 2,8 homicidios por cada millón de mujeres. Ese dato sitúa a España en el puesto 24 de una lista de 35 países, los que se han comparado en el III.er Informe Internacional Violencia contra la Mujer en las Relaciones de Pareja, realizado por el Instituto Universitario para el Estudio de la Violencia del Centro Reina Sofía, que se presentó ayer.


    El estudio, que recoge datos hasta 2006, ubica a España por detrás de países como Austria (9,4), Finladia (9,3), EEUU (8,4), Francia (5,2), Reino Unido (4,2), Noruega (3,7) e Italia (3,7). La media de los países de los que se han obtenido datos comparables es de cinco muertas (mayores de 14 años) por millón, en 2006.


    El país con más asesinadas por sus parejas es Puerto Rico, con 14,1 por millón, seguido de Chipre (12,4) y Austria (9,4). A la cola, se sitúan Mónaco, Malta, Liechtenstein, Islandia y Andorra, que no registraron en 2006 ninguna muerta por violencia machista. (Información diario Público, 12 de abril de 2010).

  


  En los años previos a la instauración de la legislación que pretendía erradicar esa lacra, la realidad sobre sus efectos en Europa, era la siguiente:


  
    ANÁLISIS EN EUROPA.


    Año 2000.


    Número: Muertes de mujeres en familia, por millón de mujeres en un año.


    Polonia, 1,66%; Holanda, 2,13%; Irlanda, 3,19%; España, 3,27%; Luxemburgo, 4,57%; Suecia, 4,68%; Portugal, 5,07%; Alemania, 5,34%; Inglaterra, 5,98%; Dinamarca, 5,34%; Noruega, 8,88%; Finlandia, 9,8%; Austria, 10,58%; Bélgica, 10,61%; Rumania, 12,93%.

  


  Es decir, España era uno de los países europeos con menor incidencia de violencia sobre la mujer en el ámbito familiar. Los «civilizados» países nórdicos, casi la duplicaban. Actualmente tras miles de millones de inversión, ese porcentaje se ha incrementado al 4%. Tan patente debe ser la incongruencia, que la propia Unión Europea no nos toma en serio y empieza a cuestionar esas delirantes medidas de ineficaz resultado. Esos recelos se hicieron patentes al presentar España su proyecto estrella de aprobación de una euro-orden de protección a las víctimas de violencia de género, por supuesto solo mujeres agredidas por sus parejas varones.


  «Si galopamos cometeremos errores que acabarán pagando las víctimas», le replicó la comisaria Vivian Reding, vicepresidenta de la Comisión y responsable de Justicia, al ministro español de Justicia, Caamaño, defendiendo realizar primero un análisis de impacto y presentar una propuesta mejor que la española, en 2011. La «vasta mayoría» de los estados miembros «tiene problemas» con la iniciativa de España. «El camino hacia el infierno está empedrado de buenas intenciones», expuso Reding, quien llegó a calificar la iniciativa española como chapuza. La vicepresidenta del ejecutivo comunitario insistió en que la propuesta de España «no está madura, está llena de contradicciones, va a perjudicar a las víctimas porque no se les podrá ayudar y seguro que ayudará a los abogados porque ellos se beneficiarán de la litigación tanto en los tribunales nacionales como en los europeos».


  «No necesitamos perjudicar a las víctimas una segunda vez. Estas necesitan seguridad jurídica, acciones que se puedan llevar a la práctica para protegerlas. Y no necesitan que aprobemos algo que no ofrezca seguridad jurídica, que sirva solo para dar trabajo a los abogados que litigarán en los tribunales», insistió la vicepresidenta. Reiteró que el ejecutivo comunitario presentará a principios de 2011 una propuesta «importante» y «sólida», tras realizar una evaluación de impacto y una consulta pública, que a su juicio cubrirá las lagunas de la propuesta española y «permitirá ayudar a las víctimas en la práctica y no solo con grandes ideas». Y amenazó a los estados miembros con ir al Tribunal de Luxemburgo si no esperan la propuesta de Bruselas y siguen adelante con el proyecto de España. (Fuente Europa Press, 5 de mayo de 2010.)


  Por tanto, resultaba evidente el recelo con los que la UE, veía la propuesta española, en la que, en principio, se había de reconocer una finalidad positiva y plausible, ahora bien, siempre que se hubiera limitado a garantizar la efectiva protección, como veremos, de las mujeres que sufren una auténtica situación de riesgo derivada de una relación asimétrica, residan en uno u otro país de la Unión. Lo cierto, es que en Europa, comenzando por las verdaderas feministas, se están empezando a escamar con datos con los que se pretende justificar la ingente cantidad de fondos estructurales destinados a estas políticas, y el hecho inexplicable, si se ignora lo que se está interpretando como maltrato sobre las mujeres en nuestro país, de que de todas las órdenes de protección acordadas en Europa en 2010, resulte que solo en España se registren más del 75%; y esa descompensación pese a las críticas a los jueces de que no acuerden todas las que debieran, que tendrían que ser muchas más. La reacción a esa desconfianza europea, por parte de la dictadura española de género no se hizo esperar, lanzando el correspondiente exabrupto la secretaria de Política Internacional de las Mujeres, Elena Valenciano, que veía peligrar que se exportase a Europa el rentable aparato represor instaurado a nivel nacional: En la Unión Europea se protege más a las vacas que a las mujeres.


  Anexo


  
    Relación de agresiones graves con lesiones, tentativas de homicidios y homicidios de hombres por sus parejas mujeres desde enero de 2008 a febrero de 2010:


    
      
        
          
            	1

            	La Guardia civil detiene a una mujer en Arteixo tras la muerte de su marido (3 de enero 2008).
          


          
            	2

            	Una mujer con un trastorno mental apuñala a su marido con un cuchillo en Villena (14 de enero 2008).
          


          
            	3

            	Detenida una Sanluqueña acusada de matar a su esposo a puñaladas, quien murió en la bañera desangrado tras recibir 68 golpes con un cuchillo y unas tijeras. La Policía no cree que, como dice ella, se suicidara. La jueza la deja en libertad con cargos. Sanlúcar de Barrameda (15 de enero 2008).
          


          
            	4

            	Detienen por el asesinato de un viudo en Bilbao a su amante y a un cómplice. Los arrestos se produjeron en Cáceres (16 de enero 2008).
          


          
            	5

            	En prisión la mujer acusada de apuñalar a su marido en la Alameda (Sevilla, 25 de enero 2008)
          


          
            	6

            	Detienen a una mujer por el presunto asesinato de su pareja sentimental. Castelldefels, 4 de febrero de 2008.
          


          
            	7

            	Detenida una mujer en Coín por el supuesto encargo de una paliza a su pareja. La GC arresta a otros tres hombres a los que la sospechosa presuntamente habría contratado para que le dieran un escarmiento a su compañero sentimental. Coín, Málaga, 15 de enero 2008.
          


          
            	8

            	Detenida por apuñalar a su expareja en Girona (17 de febrero 2008).
          


          
            	9

            	Detienen a una joven de 22 años por apuñalar a su pareja en una cafetería. Jumilla, 17 de febrero de 2008.
          


          
            	10

            	La Policía detiene en Zaragoza a una mujer por agredir con arma blanca a su expareja sentimental. Zaragoza, 8 de marzo de 2008.
          


          
            	11

            	Prisión sin fianza para la mujer que apuñaló a su pareja en Andratx, Mallorca, 26 de marzo de 2008.
          


          
            	12

            	Una mujer intenta matar a su pareja en Marbella con un cuchillo de cocina. Le hizo varias heridas profundas en el cuello que pusieron en peligro su vida. Marbella, 27 de marzo de 2008.
          


          
            	13

            	Una mujer apuñala gravemente a su marido durante una discusión en Fuerteventura, 7 de abril de 2008.
          


          
            	14

            	La jueza ordena el ingreso en prisión de la mujer acusada de matar a su ex marido. Torrevieja, Alicante, 10 de abril de 2008.
          


          
            	15

            	Detenida presunta autora de un homicidio de un hombre hallado muerto en Casarrubias del Monte. Toledo, 11 de abril de 2008.
          


          
            	16

            	Detenida una mujer por agredir con una piedra en la cabeza a su compañero sentimental que también fue amenazado con un cuchillo. Pontevedra, 16 de abril de 2008.
          


          
            	17

            	Detenida una mujer por el asesinato de su exmarido. Ciempozuelos, 25 de mayo de 2008.
          


          
            	18

            	Una mujer apuñala a su pareja en una vivienda de Casetas Zaragoza, 17 de agosto de 2008.
          


          
            	19

            	Condenada una mujer a 15 años de cárcel por contratar sicarios para matar a su marido (9 de julio de 2008).
          


          
            	20

            	Una mujer detenida por agredir con un cuchillo a su maltratador en Zaragoza (14 de julio de 2008).
          


          
            	21

            	Una mujer contrata sicarios para matar a su exmarido (27 de julio de 2008).
          


          
            	22

            	Detenida la mujer del directivo del BBVA asesinado de dos disparos en su chalé de Bollullos, Sevilla 3 de agosto de 2008.
          


          
            	23

            	Un muerto en Alicante en una pelea con su expareja y el novio de ésta. Alicante, 7 de agosto de 2008.
          


          
            	24

            	Una mujer le corta la cara a su pareja con un cuchillo de cocina en Gijón (14 de agosto de 2008).
          


          
            	25

            	Una mujer asesina a su esposo en Almería con un cuchillo. Almería (27 de agosto de 2008).
          


          
            	26

            	Llega la policía y la pilla pateando a su marido en una pensión de Murcia (4 de septiembre de 2008).
          


          
            	27

            	Mujer mata a hombre en Vallecas: fallece hombre por herida de arma blanca tras discutir con su pareja en Puente de Vallecas.
          


          
            	28

            	Detenida una mujer por herir a su marido con un cuchillo tras rociarle con spray. Málaga, 7 de octubre de 2008.
          


          
            	29

            	Detenida una mujer por la muerte a puñaladas de un joven en Vigo, 11 de diciembre de 2008.
          


          
            	30

            	Detenida por agredir con un cuchillo a su pareja, que la grabó con su tf. móvil. Vitoria, 4 de noviembre de 2008.
          


          
            	31

            	Ingresa en prisión una mujer acusada de asestar dos cuchilladas a su marido en Pamplona, 5 de noviembre de 2008.
          


          
            	32

            	Detenida una mujer por apuñalar a su marido. Valdemoro, 24 de noviembre de 2008.
          


          
            	33

            	Una mujer acuchilla a su pareja porque se fue de casa con unos amigos (2 de diciembre de 2008, agencias, 20 minutos).
          


          
            	34

            	Detenida por apuñalar a su presunto maltratador, que quebrantó el alejamiento. Málaga, 9 de diciembre de 2008.
          


          
            	35

            	Una mujer, acusada de estrangular a su novio en Gran Canaria argumentaba que la tenía amargada y la maltrataba (10 de diciembre de 2008).
          


          
            	36

            	Una mujer apuñala a su ex pareja en Coristanco, A Coruña, tras una discusión por el hijo de ambos de 2 años de edad (15 de diciembre de 2008).
          


          
            	37

            	Detienen a una mujer por atropellar mortalmente a su pareja tras discutir. Barcelona, 19 de enero de 2009, Efe.
          


          
            	38

            	Detenida una mujer y su novio por descuartizar al compañero de sus hija. Valencia, 24 de enero de 2009.
          


          
            	39

            	Piden 15 años para una mujer acusada de matar a su novio porque quería dejar la relación con ella. Málaga 12-4-09
          


          
            	40

            	La mujer detenida por acuchillar a su marido asegura que fue un accidente. Las Palmas de Gran Canaria 3-2-2009
          


          
            	41

            	Detenida en Alcalá por querer contratar a un sicario para matar a su amante y su jefe. Alcalá 14-2-09
          


          
            	42

            	Seis años de cárcel para una mujer que tiró sosa cáustica a su novio por celos. Yecla. 9-3-09
          


          
            	43

            	Detenida una mujer por matar a su novio en Mijas. Málaga 13-5-09
          


          
            	44

            	Un hombre fallece acuchillado en su domicilio de Mataporquera, León: autores, dos hombres y una mujer ex compañera sentimental del fallecido (16 de mayo de 2009).
          


          
            	45

            	Una mujer mata a su marido en A Coruña tras golpearle con una mancuerna (28 de mayo de 2009).
          


          
            	46

            	Detenida una mujer tras aparecer apuñalado su marido en su domicilio de Leganés. Madrid (28 de mayo de 2009).
          


          
            	47

            	Una mujer asesina a su marido e intenta fingir que ha sido un atraco. Se derrumbó ante a policía y confesó que le mató porque la maltrataba. Madrid, 29 de mayo de 2009.
          


          
            	48

            	Detenida una mujer en Murcia por asestar una puñalada en el pecho a su marido. Murcia, 2 de junio de 2009.
          


          
            	49

            	Detenida la mujer que lanzó a un hombre al Manzanares (3 de junio de 2009).
          


          
            	50

            	Detenida una mujer por homicidio: La mujer supuestamente pasó la última noche en el domicilio de la víctima. Miranda del Ebro, 11 de junio de 2009.
          


          
            	51

            	Una acusada de matar a su pareja alega que se defendió para evitar que la estrangulara. Benidorm, 7 de julio de 2009.
          


          
            	52

            	Detenida por intentar explosionar su casa con su marido y sus hijos. Málaga, 6 de julio de 2009.
          


          
            	53

            	Detienen a una mujer acusada de clavar un cuchillo a su marido mientras comían en su domicilio. Valencia, 9 de julio de 2009.
          


          
            	54

            	Detenida una mujer por matar a su marido que tenía antecedentes de malos tratos. Real de Mont-Roi, Valencia, 17 de agosto de 2009.
          


          
            	55

            	Una mujer detenida como supuesta autora del crimen de un hombre en Altorricón, Huesca, 19 de agosto de 2009.
          


          
            	56

            	Detenida una mujer tras matar a su pareja de una cuchillada en la ingle. San Martín de Valdeiglesias, Madrid, 27 de agosto de 2009.
          


          
            	57

            	Condenada por acuchillar a su novio tras una cena familiar. Barcelona, 31 de agosto de 2009.
          


          
            	58

            	Una ex novia despechada acuchilla al vicepresidente de la Isla de la Palma, 1 de septiembre de 2009.
          


          
            	59

            	Detenida la pareja por asesinar y descuartizar a un hombre, expareja de ella, en Abrera. Abrera, Diario de Barcelona, 16 de septiembre de 2009.
          


          
            	60

            	Muere un anciano apuñalado por su esposa en Navarra. Pamplona, 3 de noviembre de 2009.
          


          
            	61

            	Detenida una mujer por un asesinato en grado de tentativa. Lebrija, Sevilla, 4 de noviembre de 2009.
          


          
            	62

            	Una mujer mata de una puñalada en el rostro a su compañero de piso en Madrid, 4 de enero de 2010.
          


          
            	63

            	Siete meses de prisión a una mujer por agredir a patadas y con un paraguas a su ex pareja. Santander, 8 de enero de 2010.
          


          
            	64

            	Una mujer en prisión por la muerte de un hombre a golpes en La Carolina, Jaén, 12 de enero de 2010.
          


          
            	65

            	Detenida por apuñalar a su pareja sobre la que pesaba una orden de alejamiento (17 de enero de 2010).
          


          
            	66

            	Detenida por apuñalar en el corazón a su pareja, sobre la que pesaba orden de alejamiento. Alega que el agredido se autolesionó, algo que desmiente un médico. Benidorm, Alicante, 17 de enero de 2010.
          


          
            	67

            	Penas de 6 y 8 años a la pareja que intentó asesinar al exmarido de ella. Santander, 20 de enero de 2010.
          


          
            	68

            	Detenida por matar a su marido y enterrarlo en un gallinero en Elche. Su desaparición se denunció hace cuatro meses en Castellón, 22 de enero de 2010.
          


          
            	69

            	El hombre degollado en un coche por su pareja en Elche se encuentra en estado crítico. Elche, 22 de enero de 2010.
          


          
            	70

            	Detenida una mujer británica por golpear y apuñalar a su compañero en Guardamar, Alicante, 24 de enero de 2010.
          


          
            	71

            	Una mujer se enfrenta a dos años de prisión por agredir a su marido con un martillo. Oviedo, 24 de enero de 2010.
          


          
            	72

            	Detenida por darle una cuchillada en el abdomen a su novio. Alcantarilla, Murcia, 29 de enero de 2010.
          


          
            	73

            	Una mujer detenida por verter agua hirviendo sobre su marido. El joven agredido dice que la sigue queriendo con locura (30 de enero de 2010).
          


          
            	74

            	Arrestada por intentar matar a su pareja con un cuchillo de cocina. Málaga, 8 de febrero de 2010.
          


          
            	75

            	El jurado declara a Caridad culpable de asesinar a su marido de 100 puñaladas.
          


          
            	76

            	Condenan a una mujer por intento de homicidio en un pub. El hombre hubiera fallecido de no ser intervenido quirúrgicamente.
          


          
            	77

            	Detenida una mujer por matar de una puñalada a su pareja en Madrid, 20 de febrero de 2010.
          


          
            	78

            	Condenada a dos años de cárcel por intentar matar a su pareja. Barcelona, 25 de febrero de 2010.
          

        

      

    


    Nota aclaratoria


    Los datos fidedignos aportados son solo una muestra representativa, extraída a raíz de noticias aparecidas en prensa, la mayoría en medios locales y como sucesos menores. Casi nunca anunciadas en Radio o TV ni en periódicos de tirada nacional. Ello significa un muestreo mínimo pero probablemente no real de la violencia de género femenina ejercida sobre el hombre en el ámbito de las relaciones de pareja, por lo que se estima que el dato más acorde a esa realidad debería incrementarse en al menos otro 50% con respecto a los casos aflorados.


    A título de ejemplo, de un caso que no ha trascendido se refiere el de JLVB, que sufrió el 23 de octubre de 2009 un intento de homicidio por su esposa, quien le degolló e intentó rematar en el suelo con un cuchillo en presencia de su hijo; el asunto se instruyó en el Juzgado de Instrucción n.° 6 de Sevilla.


    Ninguno de los 45 lesionados, algunos gravísimamente, dispuso de ninguna posibilidad u ofrecimiento de medida de alejamiento de la agresora, ni asesoramiento jurídico gratuito, ni pensión ni beneficio reservado a las mujeres agredidas o que se declaran maltratadas. Ninguno de los 33 fallecidos, tampoco sus madres, dispuso de un minuto de silencio para lamentar su pérdida humana.


    No se incluyen los suicidios de hombres provocados por denuncias falsas, infundadas e injustificadas. Por supuesto, no se incluyen los suicidios de hombres que se quitaron la vida tras asesinar a su pareja. Significativo resulta que ninguna muerte o lesión lo sea por envenenamiento, forma de matar que es difícil que se ponga de manifiesto y alejada del morbo que motiva una noticia de sucesos, y también el hecho de que ninguna mujer homicida se quitara después la vida.


    No se incluyen los infanticidios, asesinatos de niños por sus madres, al menos 20 en el periodo analizado, ni tampoco el de padres, madres y otros parientes por parte de mujeres en el ámbito doméstico.

  


  6. Su implantación mediante la perversión del lenguaje y manipulación de las estadísticas y los datos


  
    Solo creo en las estadísticas que yo mismo manipulo.


    Winston Churchill

  


  1. SU IMPLANTACIÓN MEDIANTE LA PERVERSIÓN DEL LENGUAJE


  Resulta denominador común en todas las dictaduras, la utilización a voluntad del lenguaje a fin de someterlo a sus planteamientos ideológicos; ya se expuso que las ideologías pretenden a acomodar la realidad a sus ideas, siendo preciso y prioritario para alcanzar ese objetivo, el conseguir manipular el lenguaje, el propio significado de las palabras que identifican esa realidad. De esa manera todo será distinto y se contemplará desde la única perspectiva que se ha programado y diseñado. Se trataría de instaurar la «Neolengua» a la que se refería George Orwell en su novela 1984.


  
    Cambiemos las palabras, y cambiarán las cosas pasaría a ser el lema filosófico-político de muchos que, hasta no hace tanto, seguían la convicción de que, revolucionando la estructura económica, se modificaría en consecuencia el arte, el derecho, la mentalidad de la gente, en suma, la «superestructura.» De esta nueva conciencia, o concienciación, se seguiría la corrección de la realidad (J. A. Martínez, catedrático de la Universidad de Oviedo).

  


  Así, en ese nuevo «Gran Proyecto» inspirado desde un estado que pretende imponer una determinada autoridad moral, exclusiva y excluyente, de la sociedad, se ha conseguido confundir y distorsionar la realidad:


  La desigualdad más descarnada y absoluta que se ha conocido en la Democracia, se identifica y denomina igualdad, contando hasta con su propio Ministerio; la discriminación interterritorial, se justifica bajo el término de hechos culturales diferenciales; las asociaciones que promueven la destrucción de la familia, se autodenominan defensoras de esa institución; a las asociaciones que sí defienden la familia, como reaccionarias, identificadas con la derechona y partidarias del machismo y del maltrato; el adoctrinamiento sectario, se encubre bajo el paraguas de la educación por la ciudadanía; la alienación colectiva como derecho a la información; la alienación y manipulación del afecto de los hijos respecto de progenitores y familiares a los que antes amaban, se califica como un invento de padres maltratadores y no como un efecto victimizador de la infancia, ya se llame Síndrome de Alienación Parental o de otra manera; el modelo de custodia compartida preferente se reduce a una manera de seguir haciendo daño a las mujeres a través de instrumentalizar a los hijos; a la categoría de ser vivo indigno de protección que se gesta en el seno de una mujer, quedaría reducido un feto de menos de 14 semanas; la conculcación de derechos fundamentales de los hombres, se oculta, ignora y pasaría a integrar un nuevo derecho secular e indiscutible de las mujeres; a los ignorantes y sectarios, se les clasifica como expertos; el abuso de la ley pasa a ser uso legítimo; el fraude se ampara como recurso necesario; a la peor intolerancia e inquisición se la promociona como tolerancia… y así todo.


  José María Arenzana lo expone magistralmente, cuando en su colaboración al libro de Diego de los Santos Las mujeres que no amaban a los hombres, en referencia a los regímenes totalitarios de Hitler y Stalin, que denomina cabestros, afirma: «Llamaban a la guerra paz; a la opresión, libertad; al exterminio, solución; a la invasión, liberación…».


  Y lo peor es que la gente se lo terminaba creyendo, salvo los más incrédulos, pero esos desaparecían y no se volvía a saber de ellos. Ahora el nuevo totalitarismo de género en nuestro país, con su neolenguaje y sus estrategias de control cultural, político y mediático, está consiguiendo ese mismo efecto manipulador de la conciencia social. La gente termina viendo normal, lo que realmente suponen atrocidades y esperpentos. Bueno, todos no, algunos se llaman Alfonso Ussía o Arturo Pérez Reverte y tienen capacidad para satirizar y rebelarse contra tanta sinrazón. En palabras del primero: «El analfabetismo de estos simpáticos zotes no tiene fronteras… Las feministas y los pollinos desean acabar con el concepto de mujer que siempre nos ha acompañado. Son las “tontas y tontos” de la actualidad, que no los “tontos y tontas” como ellos dirían» (diario La Razón, de su artículo «Las Ejércitas», publicado el 24 de abril de 2012); en cuanto al segundo: «Aquí pocas veces nos gobernó la razón. Solemos quemarla, fusilarla, meterla en la cárcel u obligarla al exilio. Casi siempre nos gobernaron las vísceras, el fanatismo, la incultura, los confesores del rey y de la reina, los sinvergüenzas, los criminales y los cobardes. Con la colaboración entusiasta o indiferente, cómplice por activa y pasiva, de sucesivas generaciones de ovejas encantadas de serlo» (Entrevista en el Magazine en portada de ABC, 2 de octubre de 2011). Otros, quizás valientes, quizás insensatos pues no son académicos de la Real Academia de la Lengua, también se rebelan, siendo literalmente represaliados; no se les hace desaparecer físicamente, menos mal, pero sí del escenario profesional en el que se atreven a mostrar su rechazo. Con ello, se zanjan nuevas revueltas.


  Naturalmente, yo he sido uno de esos rebeldes, sin perjuicio de reconocer que incluso he estado tentado de ser arrastrado por esa corriente de estupidez colectiva, que niega incluso la existencia del sustantivo epiceno, intentando ser correcto, recordando la anécdota de que en una conferencia en vez de referirme a padres, para no tener que añadir a continuación a las madres, y no ser reiterativo, utilicé el término más genérico de progenitores, que engloba a ambos. Pues nada, ni por esas me libré de la crítica del puritanismo analfabeto de una comisaria de «género», que me recriminó que tendría que haber utilizado los vocablos progenitor y progenitora en vez del de progenitores, que solo incluiría, según su sapiencia, a los varones; ya ahí, no me pude aguantar y le contesté que tenía razón, que lo había hecho mal y que puestos a ser correctos tendría que haber utilizado los palabros/as progenitoro y progenivaca. El auditorio celebró la ocurrencia con risas y aclamaciones. A veces, es imprescindible, aunque también peligroso, que existan niños atrevidos que sean capaces de ridiculizar al rey que se pasea desnudo ante sus súbditos, porque de esa forma los cobardes, que lo sabían, pierden su miedo y vergüenza, y los ignorantes, que no eran capaces de verlo, se dan cuenta de su engaño y ceguera.


  La Real Academia Española de la Lengua, tuvo ocasión de pronunciarse sobre la cuestión del término violencia de género antes de la entrada en vigor de la ley integral de Medidas de protección integral contra la violencia de género, en un informe fechado el 19 de mayo de 2004. En el mismo se proponía al Gobierno lo siguiente:


  
    PROPUESTA DE DENOMINACIÓN.


    Para que esa ley integral incluya en su denominación la referencia a los casos de violencia contra la mujer ejercida por parte del novio o compañero sentimental con el que no conviva, podría añadirse «o por razón de sexo». Con lo que la denominación completa más ajustada sería LEY INTEGRAL CONTRA LA VIOLENCIA DOMÉSTICA O POR RAZÓN DE SEXO.


    En la misma línea, debiera en adelante sustituirse la expresión «impacto por razón de género» por la de «impacto por razón de sexo», en línea con lo que la Constitución establece en su Artículo 14 al hablar de la no discriminación «por razón de nacimiento, raza, sexo…».


    Avala a esta propuesta el hecho de que la normativa gemela de países de la lengua románica adopta criterios semejantes.


    Así en el área francófona:


    - En Canadá se discute [texto de 2002] una «Loi de la famille et criminalisation de la violence domestique».


    - En Bélgica existe una ley (24 de noviembre de 1997) «visant à combattré la violence au sein du couple». Con posterioridad, se ha lanzado una «Campagne nationale de lutte contre les violences domestiques».


    - La ministra Nicole Ameline prepara en Francia [2003] una ley que incluye, entre otros aspectos, la «violence à l’égard des femmes».


    - La ley luxemburguesa (8 de septiembre de 2003) trata «sur la violence domestique».


    En Italia se documentan ampliamente:


    «Violenza contro le donne, Violenza verso le donne, Violenza sulle donne, Violenza domestica, Violenza familiare.»


    Finalmente, en los medios de comunicación españoles predomina hoy, bien que con titubeos, la denominación violencia doméstica. La opción lingüística que la próxima Ley adopte resultará claramente decisiva para fijar el uso común. De ahí la necesidad, a juicio de la Real Academia Española, de que el Gobierno considere su propuesta.

  


  Otro catedrático de Lengua Española en la Universidad de Navarra, se atreve a decir:


  
    Cuando el año 2004 se discutía lo que luego sería la Ley orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de protección integral contra la violencia de género (BOE de 29 de diciembre de 2004), la Real Academia Española, tan poco dada a terciar en polémicas, se pronunció, por razones estrictamente idiomáticas, en contra de la expresión violencia de género, proponiendo sustituirla por violencia doméstica o por razón de sexo. En efecto, el novedoso empleo de la palabra género, calcado del inglés, contravenía los usos lingüísticos del español. La Academia apelaba a la corrección idiomática, al uso común que hace la gente de la lengua: la palabra género, como todo el mundo sabe, hace referencia al género gramatical, o sea, al masculino y femenino. Pero he aquí que tropezaba con otro tipo de «corrección», al parecer más poderoso: la corrección política, la nueva ortodoxia que dicta lo que es políticamente correcto. Y los anatemas de los guardianes de la nueva ortodoxia no se han hecho esperar, empezando por la anterior ministra del ramo, Leyre Pajín, que ha instado a Ana Mato a que deje de decir «violencia en el entorno familiar» y emplee «violencia de género», como manda la ley.


    Se comprueba que el debate, que parecía concluido con la publicación de la ley, no se cerró en firme. Y es que el término «género» es deudor de una determinada ideología. Y es en el marco de ese sistema ideológico donde adquiere su significado. Es sabido que, en ese sistema, la palabra género ha dejado de significar lo que significaba en español (y antes también en inglés gender), es decir, género gramatical, para pasar a designar un constructo cultural desvinculado del sexo, esto es, de lo bio-psicológico, nuevo campo donde se libran ahora las batallas dialécticas de opresores y oprimidos, de desigualdad y dominio (Manuel Casado Velarde. «¿Violencia de género o doméstica?» ABC, 29 de diciembre de 2011).

  


  Mas recientemente, el pleno de la Real Academia Española (RAE) ha aprobado un informe del académico Ignacio Bosque en el que se critican las directrices contenidas en nueve guías sobre lenguaje no sexista elaboradas por comunidades autónomas, sindicatos y universidades, porque, si se aplicara estrictamente cuanto dicen, «no se podría hablar».


  A los responsables de estas guías les molesta de forma especial el uso genérico del masculino para designar a los dos sexos, a pesar de que «está firmemente asentado en el sistema gramatical español» y de otras muchas lenguas, y recomiendan, por ejemplo, decir «la ciudadanía», en lugar de «todos los ciudadanos»; «las personas becarias», en vez de «los becarios», o «personas sin trabajo» y no «parados».


  El informe «Sexismo lingüístico y visibilidad de la mujer», respaldado por todos los académicos asistentes al pleno del pasado día 1 de marzo de 2012, puede consultarse íntegramente en el Boletín de Información Lingüística de la RAE (BILRAE), en la página web de esta institución.


  Estas guías extraen «una conclusión incorrecta de varias premisas verdaderas», porque, afirma Bosque, es cierto que «existe la discriminación hacia la mujer en nuestra sociedad», como también lo es la necesidad de «extender la igualdad social de hombres y mujeres, y lograr que la presencia de la mujer en la sociedad sea más visible».


  Pero en esos textos se suele llegar a «una conclusión injustificada que muchos hispanohablantes consideramos insostenible»: «suponer que el léxico, la morfología y la sintaxis de nuestra lengua han de hacer explícita sistemáticamente la relación entre género y sexo, de forma que serán automáticamente sexistas las manifestaciones verbales que no sigan tal directriz, ya que no garantizarían la visibilidad de la mujer».


  Ante los argumentos de los lingüistas, los responsables de las guías podrían decir que sus recomendaciones proceden de «su sensibilidad ante la discriminación de la mujer en el mundo moderno».


  Pero ese argumento «es insostenible, puesto que califica arbitrariamente de sexista al grupo —absolutamente mayoritario— de mujeres y hombres con una sensibilidad diferente», afirma el académico Bosque.


  
    ¿Qué se supone que ha de pensar de sí misma una mujer que no se sienta excluida de la expresión «se hará saber a todos los estudiantes que» por mucho que la Generalitat Valenciana le diga que la están discriminando?

  


  Las guías analizadas «son poco flexibles en este punto». Pareciera que se quiere dar a entender que la mujer que no perciba irregularidad alguna en el rótulo «Colegio Oficial de Psicólogos de Castellón» debería pedir cita para ser atendida por los miembros de dicha institución.


  Un buen paso hacia la solución del «problema de la visibilidad» sería «reconocer, simple y llanamente que, si se aplicaran las directrices propuestas en estas guías en sus términos más estrictos, no se podría hablar», asegura Bosque, quien cree que las propuestas están pensadas solo para el lenguaje oficial.


  Naturalmente, esas consideraciones son absolutamente ignoradas, rechazadas y despreciadas por el totalitarismo hembrista, pues, en cualquier caso, los académicos de la Lengua, son rancios representantes de la cultura literaria patriarcal, no habiendo tenido la oportunidad de impregnarse e imbuirse en la sabiduría de la perspectiva de género. Lo que, en el fondo, les gustaría es cesar a todos esos machistas y reasignar adecuadamente a sus académicos; configurar una nueva Real Academia, donde machistas como Pérez Reverte no tengan cabida, una nueva institución digna de la nueva cultura y del nuevo neolenguaje, que sepa admitir «palabros» como miembra y que sepa reconocer el acierto de un presidente como José Antonio Griñán, que públicamente ha manifestado que estaría encantado que le llamaran presidenta.


  Decía Albert Einstein: «Sólo dos cosas son infinitas: el universo y la estupidez humana, y de lo primero no estoy tan seguro…».


  Pues bien, pese a tanta estupidez, lo cierto es que siempre detrás se ha de procurar encontrar una cierta coherencia, lógica y finalidad a esa perversión lingüística, poniéndola en relación a todos los objetivos propuestos por la dictadura de género. Como siempre, el propósito ha sido el de conseguir el control, la exclusividad que conduce a asegurarse subvenciones, cursos de formación, empleos, congresos, altos puestos políticos, ayudas y, cómo no, votos.


  Una de las representantes de ese totalitarismo, una de las principales beneficiarias de su sectario sistema, de quien también se hablará en la segunda parte de este libro, Inmaculada Montalbán Huertas, presidenta del Observatorio de Violencia sobre la Mujer, integrado en el Consejo General del Poder Judicial, exponía en enero de 2004:


  
    Las leyes penales o procesales no se refieren a la violencia doméstica como categoría jurídica. Tampoco las estadísticas judiciales han asumido este concepto, con las negativas consecuencias que supone para la cuantificación del fenómeno y su identificación jurídica. Sin duda, es una categoría útil y se puede utilizar en dos sentidos: Bien en un sentido amplio, que comprenda cualquier acción u omisión violenta, vejatoria o similar de uno o varios miembros de la familia contra los otros, en este caso comprendería la violencia contra menores o contra ancianos (obsérvese que, en ningún caso, admite ni la posibilidad de que puedan existir hombres maltratados en el ámbito doméstico); o bien en un sentido más restringido para señalar a la mujer como víctima y en este caso el concepto abarcaría «todas aquellas situaciones de amenaza, malos tratos físicos o psíquicos y agresiones sexuales ocasionadas a la mujer, dentro del ámbito familiar, de pareja o de cualquier otro tipo de convivencia» (Inmaculada Montalbán Huertas, «La interpretación de la leyes como factor de eficacia», estudio publicado en la guía para operadores jurídicos publicada por el Instituto de la Mujer bajo el título Análisis Jurídico de la Violencia contra las mujeres. Edición actualizada, 2004).

  


  Resulta, por tanto, evidente, que la ideología de género ha optado por ese sentido restringido, limitándose conceder las medidas garantistas y los amplios privilegios que concede la normativa sobre violencia doméstica, tan solo, por un lado, a las asociaciones exclusivas que están para proteger a las mujeres, hasta de ellas mismas y, por otro, a las propias mujeres que solo van a poder entrar dentro del concepto de víctimas de ese maltrato. De ahí la importancia de corregir a la ministra Ana Mato, cuando con su expresión de víctima de violencia doméstica, podía dar entrada a otro tipo de víctimas, que no pueden serlo. De esa forma con esa exclusión, los beneficios, que se expondrán en el capítulo siguiente, quedan en casa, de esa forma ni asociaciones en defensa de la infancia, ni de abuelos, ni de padres o madres separados pueden optar a las subvenciones que se dan solo a las propias correligionarias y allegados; se discrimina a mujeres agredidas fuera de esa relación de convivencia o proyecto de vida familiar (víctimas de violaciones por desconocidos),[19] prostitutas agredidas por clientes,[20] homosexuales, gays y lesbianas, agredidos por sus parejas del mismo sexo, niños, ancianos y por supuesto, hombres, aunque claro, los hombres ni se plantea que puedan ser objeto de agresiones psicológicas o físicas.


  2. SU IMPLANTACIÓN MEDIANTE LA PERVERSIÓN Y MANIPULACIÓN DE LAS ESTADÍSTICAS Y LOS DATOS


  El control de la ciencia estadística ha sido siempre una constante de los sistemas totalitarios, que requieren de datos e informes que corroboren sus planteamientos, sin que nadie además pueda tener la osadía de rebatirlos, y aunque a veces resulte clamorosa la mentira. El propio Stalin, encargó un informe para el juicio de Nüremberg con el fin de demostrar que los crímenes de Katin, 18 000 polacos asesinados por orden suya y enterrados en una fosa común, eran imputables a la Gestapo y SS del régimen nazi, un régimen que le iba a la zaga en eso de eliminar a disidentes políticos, entre otras víctimas. Un informe oficial de más de 5000 folios que, claro está, nadie tuvo ni el más mínimo atrevimiento de poner en duda en la entonces Unión Soviética. La memoria histórica, sin embargo, al final, puso las cosas en su sitio, destruyendo la falsa tela de araña propagandística del dictador.


  Lo peor es que el nuevo y poderoso aparato de propaganda que la ideología de género ha creado, es el que ha justificado y amparado un sistema de desigualdad en el que, con el pretexto de corregir una injusticia, con lo que estoy plenamente de acuerdo, se ha generado una nueva situación más injusta si cabe. Un sistema de Apartheid que implica la quiebra de derechos fundamentales de muchos hombres por el hecho de serlo, y en el que sufren daños colaterales hijos, abuelos, familiares, nuevas esposas y compañeras y la propia sociedad que vive en el letargo que le impone la censura que limita incluso la Libertad para proclamar la Igualdad real y efectiva.


  Analicemos esa perversión y manipulación de los datos:


  2.1. Encuestas para demostrar el elevado número de mujeres que sufren maltrato en España


  Hace 22 años del final del oprobio que supuso el Estado de Apartheid en Sudáfrica. Un sistema de discriminación racial, que instituía una desigualdad legal entre blancos y negros, una discriminación positiva naturalmente en relación al colectivo que se sentía en situación de desventaja numérica ante la mayoría que se relegaba en virtud de ese sistema perverso, que fue refrendado, no obstante, por el propio Tribunal Constitucional sudafricano. Ese sistema político aberrante, que fue censurado en todos los foros internacionales, cómo no, tenía su propia fundamentación y justificación ideológica, la oficial y entonces políticamente correcta, contra la que no se podía elevar ningún tipo de crítica. A Nelson Mándela esa osadía le costó represión y cárcel.


  Pese a dicha efeméride, en una España progre que ha sido capaz, como hemos visto, de sacralizar y hacer creíble cualquier esperpento, parece que nadie se da cuenta que estamos reproduciendo muchos de los síntomas y características de ese sistema de Apartheid.


  Es en este marco en el que se nos está intentando hacer comulgar con ruedas de molino, partiendo de datos, estadísticas y macroencuestas que nos cuestan un dineral y que sin ser falsas en sus resultados, sí lo son realmente por partir de parámetros de estudio sesgados y deliberadamente preconstituidos para llegar a la conclusión prefijada de que la mujer española está en situación de discriminación respecto del varón, maltratador potencial, que la mujer por el hecho de serlo es víctima de maltrato machista, generando un Apartheid de género que cada día repugna a más gente sensata, incluidas muchísimas mujeres, empezando por las auténticamente maltratadas, cuyo sufrimiento está sirviendo de excusa para avalar ese nuevo régimen. Así en la macroencuesta auspiciada por el Instituto de la Mujer en el año 2006 (nos costó 270 000 euros, BOE de 15 febrero de 2006) se realizó un estudio psicométrico del que se ha concluido que en España hay más de 2 millones de mujeres maltratadas, aunque solo unas 600 000, las que han denunciado, eran conscientes de ello. Por supuesto, se partía del convencimiento de que la violencia entre hombres y mujeres solo puede ser unidireccional, por lo que ¿para qué hacer esa macroencuesta incluyendo al 50% de la población masculina? De ahí que sin rubor ni pudor ninguno, otra cosa es el rigor científico, se excluyó del estudio a la mitad de la población, la considerada maltratadora de antemano. Mas, para desacreditar esa macroencuesta, se elaboró otro estudio realizado por un experto no oficialista, Ángel Barrio («La macroencuesta al microscopio. Un estudio psicométrico», www.azulfuerte.org) que desmantela el anterior ya que, de entrada, y sin costamos un céntimo, el estudio se realizó sin excluir a nadie por razón de sexo. Un estudio más reducido pero más fiable, pues ha partido de un presupuesto social global y no excluyente, lo mismo que sería absurdo pretender hacer un análisis antropológico sobre las características de los españoles limitando el espectro de examen a miles de personas pero habitantes de un solo pueblo, sin tener en consideración al resto de españoles. El resultado indudablemente no sería representativo del objeto científico pretendido. Pues bien en ese estudio casero y gratuito pero más riguroso, tras plantear las mismas preguntas del estudio oficial y carísimo, se llega a la conclusión que ese tipo de violencia es bidireccional y que incluso los hombres encuestados reconocían estar sometidos en mayor medida a maltrato, sobre todo psicológico y estructural, que las mujeres encuestadas. En cuanto a los ítems utilizados en la encuesta oficial, que se dirigieron solo a mujeres, fueron los mismos que se utilizaron y sirvieron de referencia después a Ángel Barrio para realizar su estudio, dirigido a los hombres y mujeres que fueron objeto del muestro (156 personas). Estos ítems eran los siguientes:


  
    	Le impiden ver a la familia o tener relaciones con amigos/as, vecinos/as.


    	Le quitan el dinero que usted gana o no le dan lo suficiente que necesita para mantenerse.


    	Le insultan o amenazan.


    	Deciden las cosas que usted puede o no hacer.


    	Insisten en tener relaciones sexuales aunque sepa que usted no tiene ganas.


    	No tienen en cuenta las necesidades de usted (le deja el peor sitio de la casa, lo peor de la comida…).


    	En ciertas ocasiones le producen miedo.


    	Cuando se enfadan llegan a empujar o golpear.


    	Le dice que a dónde va a ir sin él (que no es capaz de hacer nada por sí solo/a).


    	Le dicen que todas las cosas que hace están mal, que es torpe.


    	Ironizan o no valoran sus creencias (ir a la iglesia, votar a algún partido, pertenecer a alguna organización).


    	No valoran el trabajo que realiza.


    	Delante de sus hijos dicen cosas para no dejarle a usted en buen lugar.


    	Ha sufrido alguna situación durante el último año por la que se haya considerado maltratado/a por algún familiar, por su novio/a o por alguna persona de las que conviven en su hogar.

  


  Las opciones de respuesta eran idénticas para los 14 ítems: NS/NC, nunca y rara vez: negativa.


  A veces y frecuentemente: positiva.


  Por consiguiente, una vez analizado en profundidad el estudio oficial, que desenmascara ese otro estudio privado, nos podemos dar perfecta cuenta, menos quienes se resisten a ver la realidad fuera de la órbita de su fanatismo ideológico, que las respuestas pueden encajar en situaciones de maltrato que pueden sufrir indistintamente tanto mujeres como hombres. Mas, se insiste, se parte de que solamente los varones pueden ser agresores físicos o psicológicos. Las mujeres tendrían reservada la conceptuación de víctimas. Para demostrarlo, y en la alta proporción que se deseaba, predeterminando con las preguntas el sentido de las respuestas, se hizo el estudio, que al final, naturalmente, terminó con la conclusión pretendida desde antes de que se decidiera encargarlo.


  2.2. Estudios para demostrar que no existen denuncias falsas


  El tema de las denominadas denuncias falsas, es otro asunto tabú que, aunque prácticamente ya es conocido por la inmensa mayoría de la población, se niega por el régimen. A estas alturas sería como si negáramos que exista crisis y paro en España. Porque según los datos aportados por los ideólogos de género, solo 20 de 144 000 denuncias de maltrato en 2009 se han podido demostrar que son falsas. Teniendo en cuenta que solo hubo 30 000 sentencias condenatorias, la verdad es que afinan, al descartar que de las restantes 114 000 denuncias, tan solo 20, menos del 0,01% eran infundadas. Y más cuando el estudio realizado solo ha tenido en cuenta las sentencias dictadas por Audiencias Provinciales. Más aún cuando además en este tipo de delitos el denunciado siempre aparece identificado con nombre, apellidos y DNI, siendo la no identificación del presunto responsable y autor del hecho denunciado, la principal causa de archivo y sobreseimiento en el resto de delitos. Más aún teniendo en cuenta la carga de interés personal, despecho y deseo de venganza subyacente en la relación deteriorada que se encuentra detrás de esas denuncias. Lo más decoroso hubiera sido afirmar que se ignoraba, por falta de estudio al respecto, la cantidad de denuncias que no respondían a un real y lamentable suceso de maltrato. Lo único admisible hubiera sido anunciar la realización de un nuevo estudio con un muestreo global, aleatorio, no excluyente y pormenorizado de cada caso analizado. Pero, ¿para qué, si los gurús expertos en violencia de género ya conocen que en esas 114 000 denuncias, prácticamente en su totalidad, la absolución o el sobreseimiento obedeció a que no pudo quedar probada la culpabilidad del denunciado?


  El Observatorio de Violencia ha intentado demostrar la inexistencia de denuncias falsas, en un informe basado en el estudio de 530 sentencias dictadas por las Audiencias Provinciales en dicha materia penal. Mas esa conclusión, ha de ser puesta, con todos los respetos, en tela de juicio:


  De entrada, se han estudiado solo sentencias dictadas por las audiencias provinciales, sin analizar y examinar la multitud de sentencias absolutorias y resoluciones de sobreseimiento provisional y archivo, que son con diferencia abrumadora las más numerosas.


  Es como si se partiera para intentar demostrar que no existen pobres en EEUU, de la realización de un estudio estadístico sociológico, haciendo solo una encuesta entre vecinos de Beverly Hills (California). El resultado del estudio sería que no existen pobres en EEUU, salvo a lo mejor algún despistado que buscaba en los cubos de basura.


  Mas veamos los resultados del estudio elaborado por el Consejo:


  Se analizan 530 sentencias de audiencias provinciales de toda España.


  De las 530 sentencias que ha integrado la muestra total del estudio, 34 (un 6,42 por ciento) corresponden a apelaciones contra sentencias dictadas en juicios de faltas; 472 (un 89,6 por ciento) a apelaciones contra sentencias dictadas en procedimientos abreviados por los juzgados de lo penal y 24 sentencias (un 4,53 por ciento) fueron dictadas en única instancia por las audiencias provinciales.


  Sentencias condenatorias: 439


  
    	Maltrato ocasional ...... 267 ...... 59,33%, entre estas se englobarían los insultos ocasionales aunque respondan a ofensas de la víctima, las disputas tras una ruptura conflictiva de pareja, los empujones, acometimientos recíprocos y que obedecen a un hecho puntual, como los que se pueden producir a la hora de un padre intentar cumplir con la obligación de estar con su hijo.


    	Amenazas leves ...... 98 ...... 21,78%, entre estas se encuentran actos delictivos de tan demostrada peligrosidad, como el decir te vas a enterar si no me dejas ver a los niños.


    	Quebrantamiento de condena ...... 46 ...... 10,22%, algunos de ellos propiciados y facilitados por la propia víctima en cuya protección se estableció la medida de alejamiento.


    	Violencia habitual ...... 28 ...... 6,22 %, violencia que sí se suele corresponder con auténticas situaciones de asimetría y desigualdad en la relación de pareja, situaciones en las que se engloban actos de violencia física y también psicológica padecidas durante una convivencia vivida como un calvario, una violencia en la que no es necesaria la agresión para calificar una actitud que demuestra discriminación, relación de poder, humillación, anulación de voluntad, y que infunde miedo en la mujer maltratada que lo sufre.

  


  Este último dato resulta transcendental cuando incluso ha pendido la amenaza de una reforma legislativa que pretendía que cualquier padre condenado por sentencia firme de maltrato quedara privado de poder ostentar la custodia de sus hijos. Más aún si consideramos que solo un 6,22 % de las condenas obedecen a auténtico maltrato, el que puede haber tenido incidencia negativa y traumática no solo en la madre que lo sufre sino en sus hijos que habrían padecido la misma execrable actitud machista. Sin embargo la generalización, el automatismo, la estigmatización del hombre por el hecho de serlo, conllevaría a privar de esa posibilidad de ejercicio parentalidad responsable a muchísimos padres, el 93,78 % de las condenas restantes. Y sin perjuicio de que cada caso se hubiera de valorar, enjuiciar y analizar de forma específica, pero no desde una perspectiva de género, sino de prevalencia del beneficio y auténtico interés del menor.


  Es de destacar que en 42 de los casos enjuiciados y en los que existió un pronunciamiento condenatorio, es decir el 9,56%, el testimonio de la víctima fue la única prueba de cargo.


  Sentencias absolutorias: 91. Se afirma que una buena parte de las sentencias absolutorias en materia de violencia de género se producen por la dispensa de la obligación de declarar de la víctima, recogida en el artículo 416 de la actual Ley de Enjuiciamiento Criminal. Se analizará en otro apartado esta cuestión.


  Mas a continuación, comparemos esos datos, fiables se ha de insistir, con otra comparativa: los DATOS VIOLENCIA DEL TERCER TRIMESTRE 2010.


  TOTAL DENUNCIAS FORMULADAS 35 270, lo que extrapolado a un año supone cerca de 140 000 denuncias anuales. Exactamente 134 105 en el año 2010 según datos del propio Observatorio.


  TOTAL ASUNTOS CONCLUIDOS: 25 574.


  
    	Sentencias absolutorias juzgados. Violencia: 926 (4%).


    	Sentencias condenatorias juzgados violencia: 4022 (16%).


    	Sobreseimiento libre: 1286 (5%).


    	Sobreseimiento provisional: 11 323(44%).


    	Elevando órgano competente: 8037 (31%).

  


  JUZGADOS PENALES.


  Sentencias dictadas entre julio-septiembre de 2010.


  (Ámbito: violencia de género.)


  
    	Sentencias condenatorias con conformidad: 1364 (19,2%).


    	Sentencias condenatorias sin conformidad: 2160 (30,3%).


    	Total condenatorias: 3524 (49,5%).


    	Sentencias absolutorias: 3595 (50,5%).

  


  AUDIENCIAS PROVINCIALES.


  Sentencias dictadas entre julio y septiembre de 2010 en única instancia:


  
    	Sentencias condenatorias: 58 (87%).


    	Sentencias absolutorias: 9 (13%).

  


  INTERPRETACIÓN RIGUROSA Y NO SESGADA:


  1. Total de denuncias que no acaban en sentencia condenatoria:


  
    	926 Sentencias absolutorias en juzgados de violencia (4% del total).


    	1286 que acaban en sobreseimiento libre (5% del total).


    	11 323 que acaban en sobreseimiento provisional (44% del total).


    	3595 que acaban en sentencia absolutoria en juzgados penales (14,05% del total).


    	8 que acaban en sentencia absolutoria en la Audiencia Provincial (0,035% del total).

  


  Total: 17 138 sentencias.


  67,08 % sobre el total de asuntos concluidos.


  2. Total de denuncias que acaban en sentencia condenatoria:


  
    	4022 sentencias dictadas por juzgados de violencia, DURGE, en tal caso siempre por conformidad del imputado, o juicios de faltas (16% del total).


    	3524 sentencias dictadas por juzgados de lo penal (13,77% del total).


    	58 sentencias condenatorias en audiencias (0,22% del total).

  


  Total: 7604 sentencias.


  29,99 % sobre el total de asuntos concluidos y 21,56 % de denuncias formuladas en ese periodo.


  La cantidad no cuadra con el 100% porque en esos datos, suministrados por los juzgados penales y audiencias provinciales, pueden existir asuntos que hubieran tenido entrada en un trimestre anterior, siendo mayor el número de asuntos ingresados que de asuntos concluidos, mas se trata de un dato irrelevante que se repite y que no incidiría apenas en el cómputo anual global.


  Es decir, que aplicando la misma interpretación obtendríamos la siguiente conclusión:


  
    	6,22% aplicado sobre el total de sentencias condenatorias del tercer trimestre del año 2010, 7604, lo que representarían 473 sentencias condenatorias con esas características de auténtico maltrato asimétrico, en el que el varón agrede a su compañera, esposa, novia o ex pareja, por el mero hecho de ser mujer, por considerarla una persona que carece de los mínimos derechos de libertad, respeto y capacidad de decisión.

  


  473 de sentencias condenatorias sobre el total representado por 25 574 de asuntos concluidos en el tercer trimestre del año 2010, representa un 1,85% del total.


  Detrás de esas 473 sentencias se encontrarían 473 mujeres que han sufrido el maltrato real y dramático que la instrumentalización mediática de la ideología de género representa ante la opinión pública haciéndolo extensivo al 98,25% restante.


  Tal falsedad provoca que haya otras muchas mujeres, que representarían un porcentaje similar o mayor a ese 1,85%. Otras 500 que, trimestralmente:


  
    	No denuncian, o que la retiran por temor, porque no confían en el sistema y siguen sumidas en su miedo al maltratador.


    	Se ven sometidas a un juicio rápido por un hecho ocasional, por el que es condenado un maltratador, que naturalmente se conforma con esa condena, que las ha agredido habitualmente, y que termina siendo condenado con una pena muy inferior a la que hubiera debido imponérsele en atención a la gravedad de su conducta que no queda juzgada.

  


  En total, cerca de 4000 mujeres, anualmente, en verdadera situación de riesgo al año, a las que seguimos sin proteger. Cerca de 4000 mujeres a las que no alcanzan los recursos de las miles y miles restantes que abusan del sistema, pero que son necesarias para mantener la industria del maltrato del que se aprovechan oportunistas que rentabilizan económica y políticamente esa lacra social, deliberadamente sobredimensionada. Entre ellas, antes de la entrada en vigor de la actual Ley de Violencia de Género se encontraban el 100% de las mujeres asesinadas por sus parejas, varones, por el hecho de ser mujeres. Ahora, el riesgo se ha ampliado, y así entre las 72 víctimas contabilizadas el año 2010 y 60 del 2011, podemos encontrar otras no incluidas entre esas 4000 sino entre las casi 130 000 restantes, debido a la situación de incremento de la tensión y conflictividad que genera esa normativa. En esos casos, la supuesta víctima habría denunciado previamente. Se volverá a incidir en ello en otro capítulo.


  Esa evidencia también se ha de poner en relación al otro drama que se oculta, que no es otro que el de los casi 130 000* hombres, (descontando los 4000 en los que sí se reconocería el calificativo de maltratador que visualiza el ciudadano de la calle) injustamente denunciados anualmente, en base a un planteamiento ideológico que se ha hecho norma, y del que no se admite ninguna réplica o crítica. En esa cantidad próxima a 130 000, se encuentran hombres, profesionales, con familia, estigmatizados, hasta el punto incluso de pretender negárseles su derecho a seguir siendo padres, de los que se cuestiona que tengan derecho a la presunción de inocencia y de los que más de la mitad ha sufrido una detención humillante y contraria a los fundamentos y criterios legales que ha de regir esa privación cautelar de libertad.


  Doy por sentado, que el entramado político y/o económico que se empeña en alienar a la sociedad civil, en su propio beneficio, volverá a poner en marcha sus recursos, que son muchos, para desacreditar la información contrastada que ofrezco, pero lo cierto es que la conciencia social tiene un límite de manipulación, como lo demuestra el barómetro del CIS correspondiente al mes de marzo de 2011, en el que con un muestreo de 2461 entrevistas, el resultado es que el 0% de los encuestados visualiza la violencia contra la mujer como el principal problema que existe actualmente en España, y lo que es más importante, el 0% de los encuestados manifiesta que se trate del problema que personalmente más les afecte.


  Esa misma conclusión, se extraería extrapolando lo propios datos del Observatorio para el año 2010. En ese año fueron resueltos 104 087 asuntos en los juzgados de violencia. Se dictaron 22 356 sentencias absolutorias y 50 014 sobreseimientos o archivos, en total el 70,11% de esos asuntos resueltos. Las condenas dictadas por las audiencias provinciales fueron 1106, es decir el 1,06% del total de 104 087 asuntos, y sobre ese último INSIGNIFICANTE porcentaje se selecciona la muestra del estudio.


  Ciertamente es una conclusión relativa, que admitiría factores de corrección ponderada, mas en ningún caso ese tipo de violencia que sí responde y es consecuencia de maltrato machista consecuencia de discriminación, desigualdad y relación de poder del hombre sobre la mujer en la relación de pareja, superaría el 5% de los asuntos denunciados ante el juzgado de violencia. Entre esos asuntos, se encontrarían las terribles y trágicas historias de sufrimiento habitual de aquellas mujeres muertas a manos de sus maridos, parejas, ex parejas, novios varones, no contabilizándose los dramas de muchas mujeres que siguen ocultando o no reconociendo el maltrato que sufren por parte de tiránicos maltratadores que siguen exponiéndolas a ser las siguientes para figurar en esa larga e infrenable lista de mujeres asesinadas. Y ello sin perjuicio de afirmar que algunas de esas muertes, en pureza técnica criminal, no debieran ser calificadas como maltrato, sino como homicidio y asesinato, si no se dieran esos condicionantes de desigualdad y discriminación apuntados.


  Los datos, con todas sus limitaciones y lagunas, pues a mí no me pagan por hacer estadísticas, son los oficiales que maneja y divulga el propio Consejo, siendo paradójico que de su contenido, de forma objetiva se puedan extraer conclusiones radicalmente opuestas a las que intenta aparentar y simular la ideología de género, puesto que:


  
    	De ello se deduce que el nivel de situaciones de abuso e injusticia que genera la propia aplicación de la Ley de Protección Integral de Violencia sobre la Mujer, es superior a la propia necesidad de conocer el verdadero número de denuncias falsas. Un número que, indudablemente, se sigue ignorando, pues no se ha hecho un estudio riguroso que analice las resoluciones que enjuicien todos los asuntos denunciados ante los juzgados de violencia.


    	Y ello sin perjuicio de reconocer que ese estudio sería prácticamente una tarea imposible, pues una denuncia que no prospere, no ha de dar lugar a incoar procedimiento por denuncia falsa. Ninguna mujer ha sufrido en España detención o prisión por ese motivo. El archivo, sobreseimiento o sentencia absolutoria, solo responde a no quedar los hechos probados, siendo preciso que se demuestre que la denunciante ejercitó la acción penal a sabiendas y a conciencia de su falsedad. Una falsedad que habría también que probar. La prueba de esa falsedad y motivación dolosa es prácticamente incompatible con el criterio de considerar que el denunciado absuelto es inocente solo porque el derecho de presunción de inocencia, ha impedido probar su culpabilidad, o que la denunciante que ha retirado su denuncia o se ha acogido a su derecho a no declarar, lo hace siempre y en todo caso por miedo. Como se decía, la ideología predetermina las prácticas y los resultados de los estudios que las analizan.


    	Se ha de concluir, por tanto, que resulta prácticamente imposible, con la actual legislación y ante la quiebra y violación del principio de presunción de inocencia, poder determinar cuándo se produce una denuncia falsa, salvo que la mujer lo declare expresamente, en cuyo caso también su testimonio de veracidad quedaría comprometido ante el convencimiento intolerante, que no admite excepciones, como veremos, de que lo hace por sentimiento de lástima o miedo. O más sencillo, no se reconoce como probado que lo hiciera a conciencia. Al respecto, y para confirmar esa realidad se trae a colación lo dispuesto en la sentencia de 9 de noviembre de 2009, dictada por la Audiencia Provincial de Sevilla, en un proceso de protección del derecho al honor, en el que un padre pretendía obtener un pronunciamiento de restitución de su honor lesionado, mancillado, y en el que solicitaba una indemnización por los graves daños morales, físicos y psicológicos padecidos: Se puede calificar un ataque al honor gravísimo, el producido mediante una denuncia falsa por supuestos abusos sexuales a una hija menor cometido por un padre (…). Imputar este tipo de conductas a sabiendas de que son falsas, sin el menor escrúpulo, atenta al honor, a la propia imagen y ala consideración debida por los demás (…). Ahora bien, se ha de valorar si la denuncia interpuesta o la puesta en conocimiento de la «notitia criminis» se hizo con conocimiento y voluntad de la falsedad por la madre de la menor Pese a encontrarnos indicios de que la madre actuó a sabiendas (…) no se aprecia que se trate de indicios unívocos y de lo que no se puede deducir, sin ningún género de dudas, la actuación torticera de la madre. Se desestima la demanda ante la inexistencia de una prueba terminante sobre que la madre actuó a sabiendas de la falsedad de la imputación de abusos sexuales.

  


  Pese a todo, otra evidencia de la realidad ocultada es que solo en Sevilla, en un periodo de tres meses de 2010, tuvieran eco en los medios de comunicación cinco casos de denuncias falsas: la referida en el párrafo anterior; la de un padre privado de ver a su hija durante seis años, falsamente imputado de abusar de la niña que luego resultó que padecía de lombrices; la de una mujer que retiró la denuncia en la vista ante la Audiencia en un proceso en que se pedían 14 años de cárcel contra el denunciado, al reconocer que le denunció por despecho; la de una mujer que llegó a autolesionarse para acusar en falso al marido, quien estuvo incluso en prisión preventiva durante once meses; la de la mujer que denunció más de quince veces al padre de su hija para conseguir alejarlo de la niña.


  Solamente en estos dos últimos casos la tragedia generada al falsamente acusado ha tenido repercusión, pues en el primero el juez, ante la evidencia y prueba terminante de la falsedad, abrió testimonio por falsa denuncia, y en el último la actitud, considerada como estrategia de Alienación Parental (SAP), dio lugar a un cambio de custodia de la menor. Ninguno de esos casos, ni otros muchos de los que empiezan a aparecer, de momento solo en prensa escrita, casi a diario, fueron analizados en el informe elaborado por el Observatorio de Violencia. Mas, desde la perspectiva de género, se insiste, casi ninguno de esos casos sangrantes hubiera entrado en la consideración de denuncia falsa, pues hubiera faltado el necesario componente doloso, es decir, que la denuncia se formuló a conciencia y a sabiendas de su falsedad. Al menos, al denunciado, si antes no se ha suicidado, le puede quedar el consuelo de que le han arruinado su vida, sin querer.


  En resumen, contra la violencia tolerancia cero. De acuerdo. Mas sin excluir ninguna que sufran hombres, mujeres y niños en las relaciones familiares. Otra violencia que se ignora y se hace invisible. Por ejemplo, en el informe de víctimas de violencia doméstica y violencia doméstica correspondiente al año 2008, del Observatorio de Violencia, se contabilizaban más de 40 víctimas mortales entre ese colectivo de familiares: madres, padres, padrastros, suegros, abuelos, abuelas, maridos, novios, ex cónyuges varones, hijos, hijas, hermanos, hermanas… Todos con una tragedia familiar detrás, alguien que lloraría su pérdida. Las mujeres muertas por sus parejas fueron más, 74, pero solo su drama es el que ha quedado marcado en nuestra memoria histórica, grabado a fuego por la industria de la alienación colectiva. Son muchos y muchas los que sufren otros tipos graves de violencia doméstica a los que deliberadamente se excluye de medidas de protección reservadas a mujeres que sufren maltrato por sus congéneres masculinos con los que han mantenido relación de pareja.


  Y eso sí que constituye una manifiesta discriminación, pues el número no ha de marcar la redacción de normas que, siempre, habrían de respetar el principio de igualdad, medido en términos cualitativos de protección a toda la ciudadanía, lo mismo que resultaría absurdo y manifiestamente discriminatorio que se reservara la adopción de medidas de protección contra riesgos laborales a los hombres que sufren accidentes de trabajo, descartando a las mujeres que solo constituyen menos del 5% de las 1152 víctimas mortales que en ese mismo año 2008, se produjeron por esa causa en España (Fuente: INE, 2008).


  2.3. Explicación oficial de que las denuncias que se retiran obedecen siempre a que la denunciante lo hace por miedo al agresor


  Materializadas las denuncias, uno de los principales motivos de las absoluciones y sobreseimientos, considerados «excesivamente numerosos» por las estadísticas oficiales y por los beneficiados por la industria del maltrato, es la negativa de la mujer a declarar contra su supuesto agresor en el acto del juicio, especialmente en los casos en que continúa la relación de pareja. En los frecuentes casos en que el procesamiento se basa exclusiva o esencialmente en la denuncia de la supuesta víctima (que es donde se esconden la mayor parte de las falsas denuncias), ello deja a la acusación desprovista de todo aparato probatorio.


  La ley procesal permite secularmente a todo denunciante o querellante (no específicamente a la mujer maltratada) no seguir asumiendo una actitud acusatoria contra sus familiares en el acto del juicio sin tener que necesariamente retirar la denuncia, con la eventual condena en costas, o reconocer que esta era ab initio infundamentada o abiertamente falsa, lo que eventualmente le podría acarrear la responsabilidad penal por falsa denuncia caso de aplicarse correctamente el artículo 456 del Código Penal. (Ese supuesto —reconocimiento en juicio por la mujer de la falsedad de su denuncia— es el único caso de falsa denuncia reconocida por el Observatorio de Violencia de Género en la asombrosa estadística sobre 530 sentencias tan profusamente publicitada y que se ha analizado).


  De ese modo, callarse, en muchas ocasiones, en el juicio es el escape que hasta ahora tiene la mujer que, encizañada por profesionales e instituciones paniguadas por la industria del maltrato, o por los consejos ventajistas del abogado que le tramita el divorcio, ha interpuesto contra su pareja una denuncia exagerada, abusiva, infundamentada o abiertamente falsa, para poder salir del escandaloso atolladero judicial en que se ve involucrada, con total impunidad criminal y con cierto decoro respecto de su pareja y su entorno familiar y social. Sin embargo, esa posibilidad se niega de entrada, por el nuevo régimen de Apartheid, afirmando que siempre la retirada de denuncia obedece al miedo; extremo que no niego que pueda ocurrir en ocasiones, para no incurrir en el mismo dogmatismo monolítico. Pero yo no soy quien tiene encomendado hacer estudios estadísticos serios y rigurosos sobre maltrato, por lo que me limito a expresar mi perplejidad y a indignarme ante lo que me enseña la experiencia, proximidad y sensibilidad con esa problemática social, en la que no se puede partir de prejuicios impuestos sino del análisis individualizado de cada asunto.


  En definitiva, el porqué se produce esa dispensa no ha sido objeto de ningún estudio, pues se parte del convencimiento irrefutable de que la mujer que retira su denuncia, o no declara, lo hace por debilidad, temor y miedo. Ni por asomo existe el planteamiento de que lo puedan hacer también, muchas veces por necesidad y otras por arrepentimiento de lo que se ha considerado reacción de despecho, que parece que las mujeres no experimentan cuando su marido o compañero les han sido infieles. La infidelidad se ha de tener en cuenta que es un fenómeno bidireccional, y que, a veces, el despechado es el varón que, sin embargo, no cuenta con instrumento legal alguno para desahogar su despecho. En otras no se continúa el procedimiento penal pues existe un innato sentimiento de proporcionalidad de la Justicia, que es contrario a las respuestas de orden criminal que ofrece la Ley para reprimir conductas que distan de ser consideradas por la sabia conciencia social como auténtico maltrato. En otras el escarmiento inicial se considera suficiente, o cuando se ha conseguido el objetivo pretendido, sirviendo la retirada de la denuncia como instrumento de extorsión para conseguir la firma de un convenio favorable. Por último, es lógico admitir que la retirada de muchas denuncias obedece a situaciones de precariedad económica, ante el temor de verse las denunciantes privadas de su principal fuente de recursos, los que le vendría reportando los ingresos del denunciado, que podría ser un auténtico maltratador, y que no se suple con la pensión o ayuda social que, en cambio, sí cubre las expectativas, como se verá, de las que denuncian con ánimo fraudulento.


  3. LA MANIPULACIÓN SOCIAL COMO ESTRATEGIA POLÍTICA


  No quisiera concluir este capítulo, sin destacar que la dictadura de género está poniendo en práctica, y además con éxito, todas las estrategias de manipulación y alienación social de las que ya alertaba el lingüista Noam Chomsky:


  
    1. La estrategia de la distracción. El elemento primordial del control social es la estrategia de la distracción que consiste en desviar la atención del público de los problemas importantes y de los cambios decididos por las élites políticas y económicas, mediante la técnica del diluvio o inundación de continuas distracciones y de informaciones insignificantes.


    La estrategia de la distracción es igualmente indispensable para impedir al público interesarse por los conocimientos esenciales, en el área de la ciencia, la economía, la psicología, la neurobiología y la cibernética. «Mantener la atención del público distraída, lejos de los verdaderos problemas sociales, cautivada por temas sin importancia real. Mantener al público ocupado, ocupado, ocupado, sin ningún tiempo para pensar» (cita del texto «Armas silenciosas para guerras tranquilas»).


    2. Crear problemas y después ofrecer soluciones. Este método también es llamado «problema-reacción-solución». Se crea un problema, una «situación» prevista para causar cierta reacción en el público, a fin de que éste sea el mandante de las medidas que se desea hacer aceptar. Por ejemplo: dejar que se desenvuelva o se intensifique la violencia urbana, u organizar atentados sangrientos, a fin de que el público sea el demandante de leyes de seguridad y políticas en perjuicio de la libertad. O también: crear una crisis económica para hacer aceptar como un mal necesario el retroceso de los derechos sociales y el desmantelamiento de los servicios públicos.


    3. La estratega de la gradualidad. Para hacer que se acepte una medida inaceptable, basta aplicarla gradualmente, a cuentagotas, por años consecutivos. Es de esa manera que condiciones socioeconómicas radicalmente nuevas (neoliberalismo) fueron impuestas durante las décadas de 1980 y 1990: Estado mínimo, privatizaciones, precariedad, flexibilidad, desempleo en masa, salarios que ya no aseguran ingresos decentes, tantos cambios que hubieran provocado una revolución si hubiesen sido aplicadas de una sola vez.


    4. La estrategia de diferir. Otra manera de hacer aceptar una decisión impopular es la de presentarla como «dolorosa y necesaria», obteniendo la aceptación pública, en el momento, para una aplicación futura. Es más fácil aceptar un sacrificio futuro que un sacrificio inmediato. Primero, porque el esfuerzo no es empleado inmediatamente. Luego, porque el público, la masa, tiene siempre la tendencia a esperar ingenuamente que «todo irá mejor por la mañana» y que el sacrificio exigido podrá ser evitado. Esto da más tiempo al público para acostumbrarse a la idea del cambio y de aceptarla con resignación cuando llegue el momento.


    5. Dirigirse al público como criaturas de poca edad. La mayoría de la publicidad dirigida al gran público utiliza discurso, argumentos, personajes y entonación particularmente infantiles, muchas veces próximos a la debilidad, como si el espectador fuese una criatura de poca edad o un deficiente mental. Cuanto más se intente buscar engañar al espectador, más se tiende a adoptar un tono infantilizante (ver «Armas silenciosas para guerras tranquilas»).


    6. Utilizar el aspecto emocional mucho más que la reflexión. Hacer uso del aspecto emocional es una técnica clásica para causar un cortocircuito en el análisis racional, y finalmente al sentido crítico de los individuos. Por otra parte, la utilización del registro emocional permite abrir la puerta de acceso al inconsciente para implantar o injertar ideas, deseos, miedos y temores, compulsiones, o inducir comportamientos…


    7. Mantener al público en la ignorancia y la mediocridad. Hacer que el público sea incapaz de comprender las tecnologías y los métodos utilizados para su control y su esclavitud. «La calidad de la educación dada a las clases sociales inferiores debe ser la más pobre y mediocre posible, de forma que la distancia de la ignorancia que planea entre las clases inferiores y las clases sociales superiores sea y permanezca imposible de alcanzar para las clases inferiores» (ver «Armas silenciosas para guerras tranquilas»).


    8. Estimular al público a ser complaciente con la mediocridad. Promover al público a creer que es moda el hecho de ser estúpido, vulgar e inculto…


    9. Reforzar la autoculpabilidad. Hacer creer al individuo que es solamente él el culpable por su propia desgracia, por causa de la insuficiencia de su inteligencia, de sus capacidades, o de sus esfuerzos. Así, en lugar de rebelarse contra el sistema económico, el individuo se auto desvalida y se culpa, lo que genera un estado depresivo, uno de cuyos efectos es la inhibición de su acción. Y, ¡sin acción, no hay revolución!


    10. Conocer a los individuos mejor de lo que ellos mismos se conocen. Gracias a la biología, la neurobiología y la psicología aplicada, el «sistema» ha disfrutado de un conocimiento avanzado del ser humano, tanto de forma física como psicológicamente. El sistema ha conseguido conocer mejor al individuo común de lo que él se conoce a sí mismo. Esto significa que, en la mayoría de los casos, el sistema ejerce un control mayor y un gran poder sobre los individuos, mayor que el de los individuos sobre sí mismos.

  


  Todas ellas, estrategias de manipulación que son perfectamente conocidas y puestas en práctica por una izquierda española que está decantándose a posicionamientos más radicales, en un claro objetivo de privar a los individuos de su propia identidad, pues solo de esa manera se pueden imponer dictaduras y planteamientos ideológicos dirigidos a una sociedad no preparada, mediocre, controlada por el sistema, que se auto culpa de sus fracasos y que responsabiliza a los rivales políticos de los problemas que se han ocultado y de los que ha estado distraída con falsas soluciones.


  ¡Cuánto se tendría que aprender de ese talento de dominio mediático para saber contrarrestarlo! Cuánto complejo sigue impidiendo poder ver que en democracia son las urnas, y no las organizadas algaradas en las calles (tan alejadas del legítimo derecho de manifestación), las que legitiman a los gobiernos y a sus políticas.


  Ojalá alguien se dé cuenta de todo eso a tiempo, retornado a la decencia moral y sensatez que habría de rechazar cualquier clase de fundamentalismo y ortodoxia contraria a los valores y principios constitucionales, incluyendo en esa necesaria reacción a muchos que dentro del propio Partido Socialista y en la izquierda, no comparten ni esos credos ni esas estrategias.


  7. Subvenciones y prebendas: el alimento de la piovra


  
    Cuando advierta que para producir necesita obtener autorización de quienes no producen nada; cuando compruebe que el dinero fluye hacia quienes trafican no bienes, sino favores; cuando perciba que muchos se hacen ricos por el soborno y por influencias más que por el trabajo, y que las leyes no le protegen contra ellos sino, por el contrario, son ellos los que están protegidos contra usted; cuando repare que la corrupción es recompensada y la honradez se convierte en un autosacrificio, entonces podrá afirmar, sin temor a equivocarse, que su sociedad está condenada.


    Ayn Rand, 1950.

  


  1. INTRODUCCIÓN


  Aunque parezca una obviedad, a casi nadie se le debería de escapar que todo el aparato ideológico y logístico que la dictadura de género ha instalado en nuestro país, no se hubiere podido materializar sin una importante infraestructura económica. Una red de financiación, que además ha escapado a cualquier medida de control y fiscalización, de la que se han podido beneficiar aquellas mujeres que han sufrido maltrato, pero desde luego, en muchísima menor medida de aquellas otras que sencillamente se han limitado a abusar del sistema y de las asociaciones que, sin preocuparse en ocultarlo, han propiciado ese abuso, en su propio interés.


  Se habría producido una relación simbiótica que, incluso bajo amparo legal, como se verá, ha propiciado un entramado de subvenciones y ayudas, desconectadas totalmente de lo que la ingenua conciencia social cree a que se destinan.


  Seguidamente se pondrá objetivamente de manifiesto lo que para nuestro país, sumido en plena crisis, ha supuesto y sigue suponiendo mantener esa maquinaria ideológica, que tan pingües réditos electorales y económicos reporta a quienes se jactan de luchar en pro de la igualdad y de las mujeres que sufren maltrato. Se expondrá, también, el beneficio fraudulento que reporta para aquellas mujeres que se aprovechan, en esta nación que hizo de oficio la picaresca, de una paranoia colectiva retroalimentada por mercenarios paranoicos. Y todo en detrimento de esas trágicas historias de mujeres que nos reclaman protección y garantías, entre ellas económicas, sin que se les pueda dar respuesta eficaz ante el descalabro generalizado del raciocinio.


  2. EL NEGOCIO DE LAS SUBVENCIONES


  Aunque a la mayoría le pueda perecer mentira, y a unos pocos les parezca de lo más normal, lo cierto y verdad es que el acuerdo del Consejo de Ministros de 29 de julio de 2005 (Resolución 15 043 del Ministerio de Trabajo de 8 de agosto de 2005 del BOE 215 de 8 de septiembre, página 30 543) estableció como criterio para la concesión de subvenciones para la instalación y funcionamiento de los servicios de ayudas a las víctimas de violencia de género, literalmente «el número de denuncias interpuestas por mujeres contra sus parejas» y el «número de mujeres que se declara maltratadas».


  Instancias oficiales y privadas están desde entonces incentivadas para inflar a toda costa el número de denuncias, justificando así las subvenciones percibidas o por percibir e incluso la simple existencia del lucrativo entramado orgánico e institucional proliferado al amparo de la L.O. 1/2004. De ahí la importancia de que se pongan cada vez más denuncias, de ahí la campaña institucional del denuncia, denuncia, ante el primer síntoma, denuncia. Cabría preguntarse qué se habría de entender por ese síntoma que, de forma preventiva, pondría al denunciado, de forma inmediata, en la tesitura de su detención; mas eso es lo de menos, lo que importa es denunciar porque, de entrada, ese mero paso hace que funcione la palanca de la caja registradora.


  Lo importante sería que esas ayudas, que no se niega que hayan de ser destinadas a personas maltratadas, y no solo mujeres agredidas por sus parejas varones, se vincularan no a la mera manifestación subjetiva de la existencia de posible maltrato sino a una constatación fehaciente y corroborada de que se ha producido, sin que tuviera que ser estrictamente necesario su reconocimiento en una resolución judicial firme. De esa forma las denuncias que más interesan son precisamente las que resultan más infundadas, las que no responden a una verdadera situación de asimetría y necesidad de cobertura y protección. A la postre, todas valen lo mismo para la financiación de las subvenciones destinadas a los servicios de ayuda a mujeres víctimas de violencia de género; y puestos a que valen lo mismo, más rentables son aquellas que no requieren recursos, incluidas las que son palmariamente falsas, que las otras de mujeres que demandan atención, las que necesitan confianza, autoestima, pensiones dignas hasta que consigan trabajo, una nueva vida sin el miedo a que el agresor salga de prisión y termine matándola, una nueva vivienda, colegio para sus hijos… esas denunciantes resultan caras, y sin perjuicio de admitir, justo es reconocerlo, que hay profesionales, convencidos de hacer una buena labor, que desarrollan un magnífico trabajo con esas víctimas, en algunas casas de acogida en las que prevalecen principios cristianos o humanistas, no desde luego en aquellas en las que rige la disciplina del adoctrinamiento sectario.


  Aunque parezca increíble la dotación para el Plan Estratégico de Igualdad de Oportunidades preveía una dotación presupuestaria para el período comprendido entre los años 2008 a 2011 de 3 699 249 738 de euros, tres mil seiscientos noventa y nueve millones doscientos cuarenta y nueve mil setecientos treinta y ocho euros (fuente: Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, 2008), es decir 5,8 veces el presupuesto para ese mismo tiempo del propio Ministerio de Trabajo: 159 000 000 de euros por año. En una Andalucía en plena crisis, en caída libre, la Consejería de Igualdad y Bienestar social destinará para este año 2012 un presupuesto de 751,5 millones para políticas de igualdad y en contra de la violencia de género; 700 de inversión que realiza el conjunto de la Junta en el desarrollo del I Plan Estratégico para la Igualdad de Mujeres y Hombres en Andalucía, 34,4 para el Instituto de la Mujer y 17 que se destinarán, entre otros fines, a gestionar los recursos de atención integral y acogidas de las víctimas (6,4 millones), mientras que se incrementan de 1,1 a 1,4 millones de euros las ayudas económicas que se conceden a mujeres sin recursos que han sufrido malos tratos. Destacan el aumento del 14,8% en las políticas de empleo y conciliación de la vida laboral y familiar, que tendrán un presupuesto de 10,8 millones de euros; el incremento del 7% en las inversiones, fundamentalmente las orientadas a proyectos para la mejora del empleo, y los 8,8 millones que se transferirán a los ayuntamientos para que lleven a cabo políticas de igualdad (fuente: Portavoz del Gobierno, Noticias de la Junta. Portal de la Junta de Andalucía). Entre esos proyectos municipales, considero que encajarían los fines de coordinación y colaboración que, expresamente, se reconocen en el artículo 50.2 de la Ley 12/2007 para la Igualdad de Género en Andalucía, que reza:


  
    LOS PODERES PÚBLICOS DE ANDALUCÍA, en coordinación y colaboración con las entidades locales en el territorio andaluz, tendrán en cuenta la perspectiva de género en el diseño de las ciudades, en las políticas urbanas y en la definición y ejecución de los planteamientos urbanísticos.

  


  Moraleja, en España las políticas de empleo, han sido casi seis veces menos importantes que las políticas de género, entre las que, no se engañe nadie, solo una reducidísima parte se destinaría a dar estabilidad, protección y confianza a mujeres maltratadas, de verdad o de mentira. No, lo que realmente se lleva la parte principal de lo presupuestado es la cobertura para la implantación de una perspectiva ideológica tan delirante que hasta habría de inspirar el diseño urbanístico. Si estuviéramos en el Sudeste Asiático, en todo caso, se podría comprender que en el diseño de las ciudades se tuviera en cuenta la perspectiva de Feng-Shui. Engendros alucinantes que resultarían absolutamente infumables, e incluso motivo generalizado de chanza, sino fuera por el hecho de los miles de millones invertidos en su promoción, y que han conseguido convencer y justificar lo que, en otras circunstancias, crearía, como mínimo, perplejidad. Una de las consecuencias es que tal trastorno paranoico colectivo, tal disparate ha incidido gravemente en el consiguiente grave perjuicio no solo de hombres en paro, sino también en las mujeres que engrosan, incluso en mayor número, la interminable lista de personas sin trabajo. Desde luego a quienes no les falta empleo, ni sueldo, ni ascensos, ni premios, ni cargos, ni subvenciones, es a la legión de seguidores de la nueva secta ideológica de género, que repiten estupideces elevándolas incluso, como se ha visto, a categoría legal.


  El combustible no puede faltar para seguir alimentando las calderas y hornos en los que moldean sus objetivos, siempre bajo la apariencia de intentar dar protección a las mujeres que sufren la insaciable violencia de los hombres. Un teatro bélico generalizado que requiere de inagotables fondos y recursos que, lamentablemente en quienes menos repercuten es en aquellas que de verdad los necesitan y que siguen muriendo, aunque sus muertes no resulten en balde pues sirven para seguir convenciendo a una sociedad alienada sobre la conveniencia de esas multimillonarias inversiones, que además podrían servir para paliar otras lacras sociales que, como demuestran las encuestas del CIS, preocupan infinitamente más a la sociedad, como el paro, por ejemplo.


  Con mayor detalle, solo las subvenciones y licitaciones otorgadas a dedo desde octubre 2010 a septiembre 2011, exclusivamente en ese periodo, rondan los 200 millones de euros. A título de ejemplo, la asociación Themis, un total: 517 862,00 euros (fuente: BOE 24/1-A-2011-1325). La Confederación de Mujeres en Igualdad, un total: 514 790,00 euros (fuente: BOE 5/3-A-2011-4186). La Fundación Mujeres: 1 177 340,00 euros (fuente: BOE 17/12-A-2010-19425, BOE 24/1-A-2011-1325 y BOE 5/3-A-2011-4186). En cuanto a esta última Fundación, presidida por Elena Valenciano, se trae a colación lo publicado por el diario La Gaceta el 13 de noviembre de 2011:


  
    Leire Pajín le adjudica un concurso de 388 000 euros hasta 2013. No es la primera vez que la ministra de Sanidad favorece a sus afines.


    El Instituto de la Mujer, dependiente del Ministerio de Sanidad desde su unificación con Igualdad, otorgó a la Fundación Mujeres, presidida por la socialista Elena Valenciano, un concurso para el «asesoramiento técnico al Programa de Mainstreaming de Género», por un importe de 388 000 euros. El contrato fue formalizado el pasado 29 de julio, y la fundación del Partido Socialista se presentó a él asociada a la academia madrileña Likadi, especializada en igualdad.


    El Instituto pagará cerca de 130 000 euros anuales a la fundación socialista, según consta en el pliego de formalización de contrato, al que ha tenido acceso este periódico, para asesorar en políticas de igualdad. Excepto el primero, los dos últimos plazos están previstos para 2012 y 2013, después del cambio de Gobierno.


    Esta no es la primera vez que resulta adjudicataria de un concurso público de Igualdad. En junio, la Fundación Mujeres recibía 114 000 euros de un contrato de servicios de asesoramiento en materia de Igualdad de la Secretaría que ahora preside la orensana Laura Seara. Y en octubre de 2009 recibió 405 000 euros del Ministerio para «diseñar y ejecutar acciones de Igualdad».


    Sin embargo, este no es el único dinero público que ha servido para financiar a la fundación del PSOE. Hasta la llegada del gobierno socialista, en 2004, no había recibido ninguna subvención directa del Instituto de la Mujer. Lo único que se puede contabilizar es una beca de 1200 euros a una representante que presentó una ponencia ante Naciones Unidas en 2000, durante el gobierno del PP.


    Sin embargo, desde la llegada al poder de Zapatero, el Instituto de la Mujer otorgó subvenciones a la fundación por un total de 521 000 euros. Una cantidad que se suma a los cerca de 15 millones de euros recibidos de otras administraciones controladas por los socialistas, tal y como informó La Gaceta.


    De poco han servido las advertencias que el Tribunal de Cuentas hizo en junio al Instituto de la Mujer, cuando se publicó un informe fiscalizador sobre la gestión de esta institución durante 2008 y 2009. Con un día de diferencia —los pasados 11 y 12 de julio— el Instituto de la Mujer, que ahora dirige Teresa Blat, encargó dos estudios cuyo objeto es prácticamente el mismo. El primero, que pretende «hacer un diagnóstico de la situación de las familias integradas por una sola persona adulta y un hijo o una hija como mínimo», fue adjudicado por 55 696 euros a la consultora Enred, muy próxima a las políticas feministas del PSOE. El 12 de julio, el Centro de Estudios Económicos Tomillo recibió un contrato de 42 204 euros para realizar otro «estudio sobre familias formadas por una sola persona adulta, con hija, hijo a su cargo». Un tercer contrato se adjudicaba ese mismo día a Red2Red Consultores que, por 40 255 euros, realizaría un «estudio sobre los modelos de custodia derivado de situaciones de separación y divorcio en España».


    El Tribunal de Cuentas advertía indicios de fraccionamiento de contratos, y pedía al Instituto de la Mujer que corrigiese este tipo de prácticas.

  


  En otras ocasiones, como si no fuera suficiente con el dinero público, se acude a la autofinanciación, y así en el año 2001 con el apoyo del Instituto de la Mujer y bajo el sello «factoría autor» salió a la venta un doble CD bajo el nombre «Hay que volver a empezar»… los beneficios de este doble CD fueron destinados para diferentes organizaciones de mujeres que luchan contra la violencia de género (así reza en la información de la Plataforma de Mujeres Artistas). Es decir, que el dinero obtenido por la promoción discográfica, al final se destinó a las mismas asociaciones de mujeres que, con el apoyo público del Instituto de la Mujer, la habían organizado. ¿Cuánto se destinó en beneficio de mujeres maltratadas o a otros fines como los viajes que anualmente organiza la Plataforma de mujeres artistas contra la violencia de género? No se sabe y nadie se ha preocupado de saberlo.


  Mención aparte se debe hacer a la distribución de subvenciones procedentes de fondos europeos: El Fondo Europeo de Desarrollo Regional (FEDER), que constituye la partida presupuestaria más grande de la UE, está destinado a subvencionar a fondo perdido el desarrollo económico de las regiones más deprimidas de la Unión Europea. En cada país estos fondos se administran directamente por las administraciones públicas central, autonómica y local, con un presupuesto asignado previamente para cada una de ellas.


  Los recursos de estos fondos estructurales europeos sirven principalmente para cofinanciar ayudas directas a las inversiones realizadas en las empresas para crear empleos sostenibles; infraestructuras vinculadas especialmente a la investigación y la innovación, a las telecomunicaciones, al medio ambiente, a la energía y el transporte; instrumentos financieros como fondos de capital riesgo y fondos de desarrollo local para apoyar el desarrollo regional y local y favorecer la cooperación entre los ayuntamientos y las comunidades autónomas.


  El FEDER se rige por reglamentos redactados por el Consejo del Parlamento Europeo que se revisan con regularidad, con su última modificación el 6 de junio de 2010 mediante el Reglamento 437/2010.


  Pues bien, el Instituto de la Mujer, justifica la utilización de los fondos FEDER para sus propios fines, ajenos a los objetivos reales de los fondos, en la exclusiva interpretación de género del artículo 16 del Reglamento 1083/2006 —ignorando clamorosamente todos los demás— que dice textualmente:


  
    Los Estados miembros y la Comisión velarán por promover la igualdad entre hombres y mujeres y la integración de las cuestiones de género en las diferentes etapas de la ejecución de los Fondos.


    Los estados miembros y la Comisión tomarán todas las medidas adecuadas para evitar cualquier discriminación basada en sexo, raza u origen étnico, religión o convicciones, minusvalías, edad u orientación sexual en las diferentes etapas de la ejecución de los Fondos y, en especial, en el acceso a ellos. En particular, la accesibilidad para las personas discapacitadas constituye uno de los criterios que deben observarse al decidir operaciones cofinanciadas por los Fondos y que debe tenerse en cuenta durante las diversas etapas de ejecución de dichas operaciones.

  


  A pesar de las advertencias del Tribunal de Cuentas publicadas en julio de 2011, el Instituto de la Mujer continuó fraccionando contratos y favoreciendo a entidades vinculadas al PSOE, como la Fundación Mujeres, como denunciaba el diario La Gaceta, en la noticia reseñada.


  En febrero de 2011, el Tribunal de Cuentas había publicado otro informe en el que detectaba irregularidades (también se aludía, entre otras cosas, al fraccionamiento de contratos) en la Delegación del Gobierno para la Violencia de Género, encabezada por Miguel Lorente Acosta. La ministra Leire Pajín fue citada por el PP para responder ante el Congreso a unas preguntas sobre esto, pero el día señalado Leire Pajín no acudió al pleno por estar acompañando a José Blanco en la inauguración de la nueva terminal del aeropuerto de Alicante.


  Recordemos que en abril de 2011 el Grupo de Estados Contra la Corrupción (GRECO), un órgano del Consejo de Europa, «suspendió» a España por la «oscura financiación de los partidos políticos». En ese informe resulta muy llamativa esta crítica: «las advertencias del Tribunal de Cuentas no tienen carácter vinculante».


  En un país en el que, afortunadamente, todo empieza a fiscalizarse y ser objeto de control económico y financiero, viéndose obligada a rendir cuentas hasta la mismísima Casa Real, parece ser que las únicas dotaciones presupuestarias que no se pueden cuestionar son las relacionadas con las políticas de género e igualdad. Cualquier asociación que quiera conseguir una subvención para algún proyecto no tiene más que añadirle la palabra «género» y la tiene prácticamente garantizada (algunas tan absurdas, o quizás no si se incardinan dentro de las estrategias del Banco Mundial que se expusieron en el capítulo cuarto, como «medidas de género en la producción acuícola de Camboya»), si al proyecto se le añade la coletilla políticamente correcta de «sostenibilidad», el éxito está asegurado. Por tanto, convendría recordar que el artículo 23 del Reglamento n.° 5253/88 de la UE, dispone:


  
    CONTROL FINANCIERO.


    1. A fin de garantizar el éxito de las acciones llevadas a cabo por promotores públicos o privados, en la ejecución de las mismas, los Estados miembros adoptarán las medidas necesarias para:


    
      	Verificar regularmente que las acciones financiadas por la Comunidad se han realizado correctamente.


      	Prevenir y perseguir las irregularidades


      	Recuperar los fondos perdidos por abuso o negligencia…

    


    Los Estados miembros informarán a la Comisión de las medidas adoptadas al efecto, y en particular, comunicarán a la Comisión una descripción de los sistemas de control y gestión establecidos para garantizar una aplicación eficaz de las acciones.

  


  En España no existe ningún sistema de control y gestión de los fondos, hasta el punto que como veremos en el apartado siguiente, se favorece y consiente el fraude generalizado, y nunca se ha verificado si las acciones financiadas por la comunidad se han realizado correctamente y sin irregularidades. El Tribunal de Justicia de la Unión Europea, por si hubiera dudas al respecto, ha destacado la obligatoriedad y exigencia a los estados en la adopción de esas medidas de control financiero, en sentencia de 21 de diciembre de 2011.


  En resumen, el gobierno del PSOE (el de Zapatero y Rubalcaba) ha despilfarrado más de 4 mil millones de euros en políticas de igualdad y género, pero los asesinatos de mujeres aumentaron el 28%. Su gobierno fue el 3o de Europa que más cobró del Fondo Social Europeo. En Europa todo ello empieza a escamar, y como se descuide y no reaccione, será Mariano Rajoy quien recoja las tempestades sembradas por aquellos vientos. De hecho, ya las está recogiendo.


  Lamentablemente, tras más de ocho meses de su gobierno, su ministra Ana Mato parece que ha optado por una política continuista de la política social de extrema izquierda de sus predecesoras socialistas, y lejos de cortar el grifo de subvenciones y prebendas, sigue gratificando al lobby que representa la dictadura de género, como si desairar y desagradar a ese minoritario sector social, reportara más miedo, complejo y recelo, que provocar las críticas y protestas por los recortes en salarios, educación y sanidad, subidas de impuestos… La consecuencia de esa línea continuista, puede suponer un error que el PP puede terminar pagando electoralmente, al castigar a su electorado y mantener satisfecho al que nunca le ha votado y que representa Elena Valenciano. Los frutos de esa complicidad absurda, los puede terminar recogiendo otro partido, UPyD, que decididamente ha optado por posicionarse en contra de esas políticas.


  Mas todavía Mariano Rajoy está a tiempo de dar un giro de timón que corrija esa deriva. En su propio partido hay muchas voces que se lo demandan encarecidamente.


  3. PENSIONES Y AYUDAS A MUJERES QUE DENUNCIAN MALTRATO


  En toda estrategia coordinada para conseguir un objetivo, prima la máxima atribuida a Maquiavelo de «el fin justifica los medios», por lo que, si es necesario, se construye una estructura simbiótica en la que se favorece también el beneficio de las personas que posibilitan el propio. En ningún caso, por si a alguna mente calenturienta aún le cupiera la duda, pretendo poner en tela de juicio que se sigan manteniendo las inversiones que requieren las mujeres necesitadas de protección y atención institucional por haber sufrido discriminación, desigualdad y maltrato machista. No, lo que pretendo es poner de manifiesto que, en detrimento de ellas, se generalice indiscriminadamente la concesión de pensiones y ayudas a cualquier mujer que se declare maltratada y presente una denuncia.


  A finales del año 2011, se hizo público que un señor que había asesinado a su esposa, seguía cobrando la pensión de viudedad, a consecuencia del fallecimiento de ella. Los medios de comunicación y la opinión pública se rasgaron las vestiduras, ante lo que se justificó como un craso error que fue inmediatamente corregido. Ciertamente, coincido en que era de sentido común y Justicia corregir esa situación, pues de otro modo se hubiera amparado un fraude. Lo mismo que si los inspectores de Hacienda detectan que una viuda sigue cobrando su pensión de viudedad después de haber contraído segundas nupcias, lo cual le fue ocultado al Fisco; en tal caso, detectado que la señora no cumple con los requisitos para la percepción, se le deniega y se le exige el reembolso de lo indebidamente abonado desde la fecha de ese segundo matrimonio, y ello aunque su situación económica y personal pueda resultar de lo más precaria: Dura Lex sed Lex.


  Pues bien, en el caso de pensiones y ayudas a mujeres que han denunciado maltrato en modo alguno existe el mismo paralelismo. En tales casos, cientos de miles desde el año 2004, sencillamente se aprueba la prestación, sin ningún control judicial, y no se supervisa si realmente lo percibido o concedido, reunía los requisitos para su percepción y concesión. Sencillamente se parte de la premisa ideológica, como todas, irrefutable, de que la mujer que denuncia siempre es víctima de maltrato y que el denunciado es un maltratador. Diga lo que digan los jueces, que para eso hay que trabajar en reeducar a los más reacios a renunciar a su independencia. Y contra los que se resistan más de la cuenta, siempre caben mover los hilos para intentar expulsarlos de la carrera judicial.


  Es decir, esos beneficios y prestaciones que se brindan, escapan a cualquier tipo de revisión, control y supervisión, exigiéndose a las beneficiarias, en todo caso, solo un seguimiento de las pautas que se les impone desde planteamientos ideológicos. Unos beneficios y prestaciones que, en época de crisis, no son nada desdeñables:


  
    	Obtención de pensión, denominada Renta Activa de Inserción (RAI) por importe de 426 euros mensuales. Se percibe por un periodo inicial de 11 meses y a su término se puede volver a solicitar por un periodo de otros 11 meses. El SAE (Servicio Andaluz de Empleo), pone como requisito principal el certificado que emiten los centros del Servicio de la Mujer (lo expide una técnico base y lo firma la jefa de servicio). Como documentación para solicitar la RAI se necesita la denuncia, la orden de alejamiento, si existiera, y el certificado que emite el Punto de Información de la Mujer. Mas ello solo es con carácter general, pues cada SAE priorizará una documentación u otra, lo que significa que se puede tramitar con o sin certificado, aunque éste entrañe una garantía, porque significa que la mujer se encuentra dentro del programa sociolaboral. Una vez que se cumplan los 11 meses del cobro, siempre que esté dentro del itinerario, si se solicita de nuevo la ayuda económica, se obtiene nuevo certificado y se concede, salvo si la mujer no colabora y se pierde para el sistema, no implicándose con el dispositivo ni cumpliendo las pautas que desde el PIM se marquen. En cualquier caso, lo que resulta sorprendente, como se decía, es que para nada se tiene en cuenta el resultado judicial en que concluya la denuncia. Si se dicta sentencia absolutoria o auto de archivo, sobreseimiento, incluso porque se retire la denuncia, tal eventualidad se considera intranscendente, pues se valora NO como que no haya existido maltrato, sino que indudablemente ha existido pero no se ha podido probar. Se siguen, por tanto, abonando RAI a mujeres con sus denuncias archivadas, cuando el denunciado ha quedado judicialmente exculpado. En ningún caso se solicita el reintegro de lo percibido, aunque pudiera haber quedado meridianamente claro lo infundado o falso de la denuncia. Naturalmente, nadie se ha planteado que tal permisividad, al menos a mi humilde juicio, pueda implicar complicidad o, más bien, promoción de una actitud fraudulenta.


    	Obtención de vivienda de IVIMA a precios mucho más reducidos.


    	Regularización de situación de emigrantes, obtención de ciudadanía española y reagrupación familiar.


    	Cursos remunerados para obtención de título profesional. En la mayoría de los casos las alumnas no asisten, siendo preciso reclutarlas con gran dificultad para justificar el desembolso.


    	Obtención de privilegios, plazas reservadas, para la obtención de trabajo en la administración o comunidad autónoma con el título del curso al que muchas veces ni se asistió. Es decir, si otra desempleada no ha denunciado a su novio, compañero o marido se quedará sin el trabajo, que sí obtendría la que sí ha denunciado, aunque después ésta retirara la denuncia o se hubiera puesto de acuerdo con él para presentarla.


    	Privilegios en traslados y/o cambios de horarios de trabajo. Es decir si otra trabajadora no ha denunciado a su novio, compañero o marido quedará relegada con respecto a la que sí ha denunciado, aunque después ésta retirara la denuncia, o se hubiera puesto de acuerdo con él para presentarla.


    	Subvenciones en la obtención de carnet de conducir.


    	Vacaciones pagadas, guarderías gratuitas. Otras trabajadoras no denunciantes quedarían relegadas de obtener estos privilegios.


    	Pensión de viudedad: se ha de destacar que las recientes leyes de presupuestos han vinculado el derecho a obtener prestación de VIUDEDAD a personas separadas o divorciadas, al hecho de tener reconocida pensión compensatoria. Así, en la redacción dada por la Ley 26/2009 de 23 de diciembre, de presupuestos Generales del Estado para el año 2010, se establece que esa prestación quedaría denegada:


    	
      
        	Por no tener derecho, en el momento del fallecimiento, a la pensión compensatoria a que se refiere el artículo 97 del Código Civil, de acuerdo con el artículo 174.2 de la Ley General de la Seguridad Social.


        	
          Por haber transcurrido un período de tiempo superior a diez años entre la fecha del divorcio y la fecha del fallecimiento del causante de la pensión de viudedad, de acuerdo con la disposición transitoria decimoctava de la Ley General de la Seguridad Social.


          Se excluirían de esos condicionantes, los supuestos en que las viudas, no los viudos, presenten una denuncia contra el ex marido fallecido, aportando un mínimo indicio de prueba y por cualquier medio admitido en Derecho, de haber resultado ser mujeres maltratadas. En tal caso, sí tendrían derecho a la prestación de viudedad. En esos indicios de prueba podría ser suficiente la declaración de una amiga de la candidata a viuda pensionada.

        

      

    

  


  Si no fuera porque en este país existe esa neurosis colectiva que nos ha sumido en una generalizada situación de estulticia, lo más lógico es que bien a la fiscalía, bien a algún periódico, medio de comunicación o partido político, se le hubiera, al menos, encendido alguna alerta sobre el correcto uso y concesión de esas ayudas y prestaciones. Todo lo contrario, sobre ello se corre un tupido velo de complicidad.


  Craso error, que lejos de beneficiar a las mujeres que sufren el terror del verdadero maltrato machista, las perjudica, pues al final son, como se decía, cientos de miles las que se prevalen de su sufrimiento en su propio provecho y en el de quienes se encargan de gestionar los ingentes fondos públicos que a ellas no alcanza en el multitudinario reparto del pastel.


  Mas que conste que, aunque critique a las mujeres que utilizan las denuncias solo como instrumento para percibir pensiones, privilegios o ayudas, en el fondo, en muchos casos, comprendo su motivación, en un momento en el que ellas mismas y sus familias están atravesando por angustiosas situaciones de precariedad económica. Se habrían de diferenciar, por tanto, las situaciones de abuso provocadas por pura desvergüenza, de otras incitadas por la famélica necesidad que extrema la picaresca.


  Entre las primeras, recuerdo el caso que me relataba la secretaria de un juzgado de violencia, de una señora que llegó a la sede judicial airada y exigiendo sus derechos como mujer maltratada. Su malestar provenía de que, como hemos visto, después de once meses se le había agotado la RAI, y venía a reclamar que se le gestionara la prórroga en el cobro de la pensión. La funcionaria de turno comprobó su expediente y le contestó que la denuncia que había puesto hacía un año, se había sobreseído hacía ya varios meses. La reacción de la mujer fue la de expresar su manifiesta contrariedad, su repulsa y enfado ante tan machista comportamiento del juzgado, sin perjuicio de que antes de irse puso de manifiesto su intención: «Bien, pues ya no me queda más que ponerle otra denuncia al desgraciado ese».


  Entre las segundas, se encuentran muchas mujeres que tanto ellas como sus maridos o compañeros se encuentran en el paro. En esos casos, no es inusual, que ambos se pongan de acuerdo en que se interponga denuncia, con el único propósito de percibir esa pensión que pueda aliviar su paupérrima situación, o bien, sencillamente, para conseguir un ingreso adicional. En esos casos, naturalmente, de imponerse, la orden de alejamiento no se cumple de recíproco grado. Posteriormente, cuando se celebra el juicio esa mujer retira la denuncia y pelillos a la mar, pues Santa Rita, Rita, lo que se da no se quita.


  Y es que hay casos que es la propia ley la que induce al fraude, pues ¿alguien le reprocharía a una anciana divorciada de su marido desde hace varias décadas, que no tenía reconocido derecho a pensión compensatoria y que esté pasando necesidad, que denuncie al ex marido fallecido aduciendo que la maltrataba?, verdad o mentira, lo cierto es que el hambre agudiza el ingenio, comentándome recientemente una trabajadora social de un ayuntamiento del Aljarafe sevillano, que es normal ver aparecer mujeres que vienen diciendo: «¿Dónde tengo que denunciar para que me den la paga?». Y lo peor, es que esto que digo, lo sabe todo el que directamente se relaciona con dicha problemática. Una situación, eso sí, que ignora la inmensa mayoría de la población, y que considero un fraude, insisto, a mi humilde entender, pero que se calla y oculta, puesto que cuando alguien lo dice y se hace público, se revuelven como serpientes las que se encargan de promoverlo. Un fraude, que además arrastra su consiguiente efecto en forma de rédito electoral, como lo demuestra que en las últimas elecciones generales, el voto del PSOE, fuera en una proporción superior al 65%, voto femenino (fuente: encuesta Sigma para el diario El Mundo).


  Mas, una vez descubierto el ardid, no me cabe la duda de que la dictadura de género emplearía, en su simpleza carente de argumentación lógica, la justificación de que, naturalmente, el hacer ese tipo de afirmaciones, aunque sean constatadas y veraces, supone un ataque a la integridad de las mujeres maltratadas. Solo un machista irredento puede pretender que una mujer que denuncie no cobre las pensiones y perciba las ayudas que se merece, por el hecho de haberse declarado maltratada. Si después se le retiran o tuviera que devolver lo percibido o se dejare sin efecto el beneficio obtenido, ello desanimaría a que otras denuncien. Claro, de entrada, tal consecuencia, supondría la ruina de todo el engranaje montado sobre el presupuesto de que se presente un número ingente anual de denuncias. Al margen de esa consecuencia, ese pobre argumento resulta también fácilmente refutable, porque:


  
    	En primer lugar, ya se ha apuntado que tal permisividad del fraude, no solo perjudica al género masculino, sino al resto de mujeres que no optan por denunciar a sus maridos, novios, ex maridos, ex novios, compañeros u otros señores útiles al caso, y que por ende, se ven relegadas en la concesión de derechos, prebendas, y beneficios que obtienen las que sí han denunciado, con independencia de comprobar su veracidad y fundamento. En todo caso, quienes no se benefician, como debieran, son las mujeres maltratadas.


    	En segundo término, si una de las preocupaciones principales del auto proclamado feminismo es que las mujeres retiren las denuncias, dejando impune a un maltratador, no se entendería ese rechazo a cuestionar las ayudas y prestaciones obtenidas, si las que lo hagan, estuvieran advertidas de antemano que esa retirada de denuncia implicaría que no tendrían derecho a nada o, en el caso de previa concesión, su inmediata denegación e incluso la devolución y renuncia de lo que hasta entonces se hubieren beneficiado; puesto, que parece obvio, que tal conocimiento desanimaría a muchas a que no retiraran la denuncia. Ya se vería entonces si el interés supera al miedo o, al menos, sirve de estímulo para superarlo en los casos en que sí exista. Claro, lo que entonces pasaría es que se juzgarían ciertamente casos de auténtico maltrato que ahora quedan impunes, pero también casos en los que se demostraría que la denuncia carecía de toda base y que tras la misma solo existían intereses espurios. Por tanto, no es que se las perjudique, es que con ello se beneficiaría a las mujeres que sufren auténtico maltrato, quedando en la criba del cedazo las que se quieren aprovechar de ellas


    	En tercer lugar, si los beneficios y pensiones no se concedieran como la zanahoria que se pone delante de la nariz, sino como una justa, legítima y merecida recompensa y reconocimiento social a las mujeres que han padecido el trauma e infierno de un maltrato machista, una vez que así lo declare una sentencia o auto cautelar en el que se motivara y justificara la necesidad de la concesión, resultaría que ello animaría a que se agotaran todos los medios para llegar a dicho pronunciamiento judicial. A esas mujeres son a las que debemos brindar toda nuestra ayuda, solidaridad y colaboración.


    	En cuarto lugar, ese control y restricción de las ayudas, pensiones y beneficios, coadyuvaría a la delimitación del concepto legal de maltrato en sus estrictos términos, seleccionando los casos que sí responden a desigualdad y discriminación por razón de sexo. Tal selección redundaría, por tanto, en beneficio de esas mujeres que sufren real maltrato, permitiendo que los fondos se distribuyan solo entre ellas.


    	En quinto lugar, precisamente por lo anterior, tal control permitiría que se destinaran fondos a otras personas que en el ámbito familiar sufren episodios de discriminación y violencia, y también, desde un aspecto de igualdad, requieren de protección y apoyo económico.

  


  Con todo, espero que hayan quedado meridianamente claras las razones por las que muchas asociaciones me han puesto en el punto de mira de sus ataques e iras. No les importan los intereses y derechos de las mujeres, como tal género femenino supuestamente degradado socialmente, no, lo que les preocupa es que la crítica y el descubrimiento del velo de opacidad, pueda revelar lo que, en verdad, encubren, pues esa realidad consiste en que los fundamentos ideológicos ya analizados (la auténtica perspectiva de género) son solo conocidos por una reducida y selecta élite, que se ha servido rodear de una extensa cohorte que basa sus principios en eslóganes mil veces repetidos y, cómo no, en el interés económico, el vil metal.


  El relacionado con la concesión de ayudas y pensiones, no es el único caso de descoordinación entre lo que los jueces resuelven y las consecuencias administrativas que comporta la interposición de una denuncia; puesto que después de la misma, al denunciado automáticamente le incluyen en el fichero de violentos del Ministerio del Interior:


  
    Orden INT/1911/2007, de 26 de junio.


    BOE n° 155 del 20 de junio de 2007, modificada por la Orden INT/68/2008, BOE n° 22 del 25 de enero de 2008. En el FICHERO DE DATOS DE CARÁCTER PERSONAL «VIOLENCIA DOMÉSTICA Y DE GÉNERO» se entra con tan solo la denuncia. Cuando recae sentencia en firme de absolución, se comunica al ministerio fiscal, se comunica al juzgado de primera instancia para su ejecución, pero nunca se comunica al Ministerio del Interior, Oficina de Protección de Datos, fichero de violencia doméstica y de género PARA SU EXCLUSIÓN. Como consecuencia de ello, un hombre absuelto o a quien se le ha sobreseído una o varias denuncias, a veces decenas, seguirá estando «fichado», estigmatizado en oficinas del DNI, aduanas de aeropuertos, comisarías. La única solución es que el interesado inste personalmente esa exclusión, presentando una fotocopia del DNI y testimonio de la resolución judicial exculpatoria (fuente policial). Naturalmente eso tampoco lo sabe nadie, salvo aquellos que lo han padecido, que son más cada día.

  


  8. Derecho penal de autor. Necesidad de redefinir el concepto legal de maltrato en el ámbito doméstico o intrafamiliar. Las consecuencias de la actual regulación


  
    La discriminación de los negros está presente en cada momento de sus vidas para recordarles que la inferioridad es una mentira que solo acepta como verdadera la sociedad que los domina.


    Martin Luther King

  


  1. INTRODUCCIÓN


  Indudablemente, lo deseable, lo que desearíamos todos, sería no tener que volver a lamentar la noticia de hechos tan dramáticos como los que provoca la violencia de cualquier tipo, sobre una persona que se encuentre en situación de inferioridad y asimetría sobre la agresora, sea hombre o mujer. Sería absurdo cuestionar que, en la mayoría de los casos de violencia física grave y asesinatos, que se ocasionan en el ámbito familiar, la víctima es mujer y el agresor varón. Ello sin contar el asesinato de niños y de otros tipos de violencia menos grave, patente y llamativa, en la que, incluso, el hombre sale peor parado, como se ha visto a tenor de los estudios realizados a nivel internacional y que se ignoran en España. Esos dramas nos han de causar honda preocupación, pues además se producen en un contexto en el que las personas deberíamos gozar de la mayor protección que nos brinda el santuario de nuestra intimidad, el de la confianza y seguridad que deberían reportar aquellos a quienes deberíamos estar más unidos por relaciones de apoyo, vinculación, apego y afecto; empezando por la propia pareja. Por desgracia, en ocasiones, ese santuario se convierte en una cárcel, una trampa, en la que las personas más débiles, en gran medida mujeres, se sienten prisioneras de sus temores, cautivas en jaulas que no les ofrecen la posibilidad de recibir auxilio del exterior. Porque todos reconocemos el dolor y sufrimiento que han sufrido y siguen sufriendo las mujeres que son víctimas de la cobarde, vil, abyecta actitud de hombres que se consideran en situación de dominio, y ejercen sumisión y control sobre ellas. Miedo, degradación personal, humillación, anulación de personalidad son las señas de identidad de la mujer maltratada. Las señas de identidad del hombre, menor o anciano/a maltratados, no son diferentes, aunque oficialmente no se refleje o destaque su angustia. Relaciones de pareja asimétricas en las que el desequilibrio puede hacer necesaria la existencia de normas de discriminación positiva que permitan, individualizada, puntual y razonadamente que los jueces las pongan en práctica, para corregir esa desigualdad, sea cual fuere el sexo de la parte más vulnerable y necesitada de protección. Así siempre lo he entendido, incluso desde mucho antes de la Ley de Protección Integral contra Violencia de Género.


  Mas lo cierto es, desde el principio, no hemos tomado el camino correcto, pues no se ha partido de la necesidad de proteger a la mujer maltratada que sufre desigualdad, discriminación y relación de poder, elevando el reproche del maltratador que abusa y ejerce el injustificable rol dominante. No, se ha generalizado, se ha partido de la premisa maniquea de que esa desigualdad se genera per se, en cualquier caso, en la relación de pareja. Craso error que minimiza y vuelve a desterrar a la tibieza de la invisibilidad el sufrimiento de las verdaderas mujeres maltratadas, al verse solapado por la abusiva utilización de la ideología de la falsa discriminación de la mujer por el hecho de serlo. Y es ese abuso, sin contar las falsas denuncias fruto de venganza, despecho y puro y duro interés, el que más perjudica a esas mujeres que siguen prisioneras y encadenadas por sus maltratadores.


  2. DERECHO PENAL DE AUTOR


  Con incluso el beneplácito de la mayoría de los magistrados del Tribunal Constitucional, en nuestro país hemos desenterrado de los polvorientos estantes del derecho penal medieval, un anacrónico legado que se creía superado: el derecho penal de autor, por el cual no se sanciona la conducta antijurídica de un sujeto, por ser considerada socialmente reprochable, sino que lo que se sanciona es la conducta por el hecho de que quien la comete es ese sujeto determinado, que es quien merece ese reproche, por ser considerado, per se, una persona potencialmente peligrosa.


  En la Edad Media, se tenía claro, y así Heinsterbach en su obra Dialogi miraculorum, en relación a la toma (que fue una atroz carnicería) de la ciudad de Beziers, en el Languedoc francés, durante la cruzada contra la denominada herejía cátara, atribuía a Arnaut Almaric, inquisidor a más señas, la célebre frase de «matadlos a todos que Dios reconocerá a los suyos», respondiendo así a los verdugos que masacraban a la población, cuando le preguntaron, en medio de la degollina, cómo podrían reconocer a los buenos y justos cristianos, de los perversos herejes (fuente: Jesús Maestre Godes, Los cátaros).


  Pues, con el mismo simplismo ramplón, actualmente se ha legislado, y por muchos jueces se aplica, aunque muchos lo cuestionan, una normativa que, inspirada por esa ideología de género que se ha desvelado y despojado de sus disfraces, ha cuestionado pilares básicos del derecho penal moderno, llegando a identificar al varón en las relaciones de pareja como sujeto agresor y peligroso por naturaleza al que la sociedad ha de tratar como enemigo en potencia, en previsión de conductas reprobables que solo son capaces de cometer congéneres suyos del mismo sexo. Es lo que los profesores Günther Jakobs, Miguel Polaino Navarrete y Miguel PolainoOrts, denominan como derecho penal del enemigo (El derecho penal del enemigo en el contexto del funcionalismo. Flores Editor y Distribuidor S.A. Primera edición, México, 2008). Para el catedrático de Derecho Penal de Sevilla Miguel Polaíno Navarrete, la discriminación positiva que en el ámbito penal, que eleva la LO 1/2004 a rango normativo, constituye una regresión lamentable en la dogmática jurídico-penal moderna, retornando a un status regulationis preconstitucional. Para el ilustre profesor, «reputar con carecer general, más gravosa una misma conducta si el sujeto activo es hombre y el pasivo es esposa, novia o concubina, presente o pasada, del agresor contraría el principio de igualdad y desconoce varios de los más básicos principios constitutivos el Derecho Penal: entre ellos, el principio de desvaloración jurídica del hecho, el principio de lesividad u ofensividad de bienes jurídicos y el principio de infracción de la norma, que son idénticos, con carácter general, cuando el autor es hombre que cuando no lo sea. En caso de concurrencia de específicas circunstancias, habría de modularse la responsabilidad penal con base a la circunstancia modificativa de parentesco u otras circunstancia agravantes o atenuantes». Unas circunstancias, por otra parte, que ya se contemplaban en el Código Penal.


  Mas no se trata de una opinión prestigiosa aislada, en el mismo sentido se pronuncia el catedrático José Antonio Gimbernat, también censurado por la dictadura de género, en concreto por la directora del Instituto andaluz de la Mujer, quien le censuró por el prólogo a su propio libro Código Penal, publicado por la editorial Tecnos, en el año 2005. Soledad Ruiz Seguín, que no es abogada ni experta en Derecho Penal,[21] en carta dirigida a la editorial Tecnos, ni siquiera al autor del libro Enrique Gimbernat, protestó por las afirmaciones del catedrático que, reconociendo los méritos del feminismo en la lucha por la igualdad de derechos y deberes, afirmaba que ni siquiera así tenía derecho el feminismo a entrar en el Código Penal «como elefante en una cacharrería».


  Seguín dijo, entre otras cosas lo siguiente:


  
    Difundir tales apreciaciones cuando sabemos muy bien lo que representa la lacra de la violencia de género en nuestra sociedad, gravedad abordada en el marco legal de la recientemente aprobada Ley Orgánica 1/2004 de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género, dice poco a favor de la editorial que las ampara.

  


  Gimbernat respondió a la directora general de este modo:


  
    Desde hace 40 años vengo criticando, con argumentos jurídicos, la mayoría de las reformas penales que se han producido en España, y proponiendo otras, igualmente con argumentos jurídicos que, según mi criterio, me parecían pertinentes. Y ni siquiera durante el franquismo se había atrevido nadie a ejercer la «censura» —ni previa ni a posteriori— sobre mis escritos, ni a amenazarme con denuncias si no rectificaba mis opiniones. Me considero un científico y, como tal, no creo en ninguna clase de dogmas, ni religiosos ni de cualquier otra ideología, sino solo en la razón. En mi prólogo no se contiene ni una sola afirmación, ni un solo juicio de valor, que no sea el resultado de un razonamiento previo; y ese prólogo únicamente lo modificaré si alguien, con argumentos —y no con los eslóganes y con las frases extraídas de contexto con los que usted sustituye en su carta a los argumentos—, me convence de que mis opiniones están equivocadas.

  


  En el propio Tribunal Constitucional se han alzado voces discrepantes que han pasado desapercibidas, ocultas e ignoradas. Votos particulares como el del magistrado Jorge Rodríguez Zapata, SSTC 59/2008, de 14 de mayo; 45/2009, de 19 de febrero; y 127/2009, de 26 de mayo («Boletines Oficiales del Estado» de 4 de junio de 2008, 14 de marzo de 2009 y 20 de junio de 2009); así como a la STC 41/2010, 45/2010:


  
    Sin embargo, lo que a mi juicio resulta incompatible con el derecho a la presunción de inocencia (art. 24.2 CE) es la presunción adversa de que todo maltrato cometido por un varón contra su pareja o ex pareja sea siempre una manifestación de sexismo que deba poner en actuación la tutela penal reforzada de los arts. 153.1 y 148.4.° CP. A mi juicio, esta presunción es incompatible con los principios del Derecho Penal moderno, que ha desarrollado criterios de atribución de responsabilidad «concretos», por el hecho propio y no por hechos ajenos. Entiendo que el principio de culpabilidad resulta infringido cuando indiscriminadamente se aplican los referidos preceptos a acciones que tengan su origen en otras posibles causas y, lo que es más grave, sin que se exija la necesidad de probar que se ha actuado abusando de esa situación de dominación.

  


  Se ha de tener en cuenta que si bien el Tribunal Constitucional declaró en sentencia de 14-05-2008 la constitucionalidad del art. 153.1 CP, modificado por esta Ley Orgánica, que constituye uno de los pilares principales de la controvertida desigualdad de trato penal, no hay que olvidar que lo fue solo por siete de sus doce magistrados, que cuatro de ellos tenían su mandato caducado, siendo por tanto discutible su legitimidad, y que la argumentación de su ponencia se enmarcó en el contexto ideológico de la denominada «cultura de género», que vivía entonces su máximo apogeo.[22]


  En la misma línea también, por pura lógica y coherencia, existe, cada vez de forma más extendida, una corriente jurisprudencial (en la Audiencia Provincial de Murcia, por ejemplo, ha destacado el magistrado Juan del Olmo, habiendo ya, por ello, recibido el ataque del régimen) que apunta a no considerar que ha existido un delito específico de violencia sobre la mujer, con el consiguiente agravamiento de la pena si no se prueba el elemento intencional de la dominación del hombre sobre la mujer y la relación especial de subordinación que se derivan de los hechos probados, doctrina que ya ha sido reconocida por el Tribunal Supremo, en Sentencias 58/2008 de 25 de enero, y 1177/2009 de 24 de noviembre. Esta última establece que el tipo delictivo recogido en el artículo 153 del Código Penal es esencialmente doloso, por lo que para su aplicación debe tenerse en cuenta no solo la realización de la conducta típica sino también el «animus» que impulsaba la acción, debiendo tenerse en cuenta que la conducta típica debe ser manifestación de la discriminación, desigualdad y sometimiento que el sujeto activo impone sobre el sujeto pasivo, según el principio rector que informa la Ley Orgánica de la que emana el tipo delictivo. En otra Sentencia, 4793/2009 de 8 de junio, en el mismo sentido, la Sala Segunda del Tribunal Supremo se decanta por un pronunciamiento absolutorio puesto que no consta que la conducta del acusado se produjera en el contexto propio de las denominadas conductas «machistas».


  Contra esa corriente, con la que también se muestran conformes muchos fiscales, llamando la atención en un informe fechado por una fiscal de un Juzgado de Violencia de Sevilla en fecha 2 de agosto 2010, en el que entiende que resulta aplicable ese criterio, se ha levantado, como impulsada por un resorte, la dictadura de género que imponía el derecho penal de autor. Así en sede del Observatorio de Violencia, reunido en sanedrín, se ha tenido ocasión de dejar claro, que con independencia de si existe sometimiento y desigualdad, de si existe o no ánimo e intencionalidad de subordinación y dominio, toda agresión verbal, física, psicológica o paranormal[23] de un varón sobre su pareja o ex pareja es manifestación de la situación de patriarcado que subyuga a las mujeres a los hombres, es decir, manifestación de la relación de opresión y explotación que constituye un sistema de dominación, que es el sistema de dominación básico, sobre el que se asientan todos los demás sistemas; tal y como afirmaba Kate Millet. La biblia de género lo dice, y sus fieles no pueden defraudar sus enseñanzas, por lo que esa opresión, desigualdad y subordinación no hay que probarla, sencillamente ya se da por preexistente, siempre y en todo caso.


  Todo ello, como afirma otro magistrado, José Carlos Orga Larrés, magistrado-juez en el Juzgado de Instrucción n.° 2 de Logroño, en su libro Violencia de género, mi experiencia como juez (Editorial Thomson Aranzadi), «aunque la mujer pese más de 100 Kilogramos, practique culturismo y sea realmente atlética; y aunque su masculina pareja sea un alfeñique. Aunque la mujer sea presidenta de un banco y el hombre gane el salario mínimo interprofesional; aunque la mujer sea la propietaria de la casa donde viven y el hombre dependa económicamente de ella; aunque la mujer tenga docenas de amigos y una vida social y prestigio envidiable y ese hombre no tenga amigos y su mujer sea lo único que tiene en su vida». Recuérdese el dramático y verdaderamente kafkiano caso, descrito en el anterior capítulo, del minusválido denunciado… su peligrosidad, así como la del sujeto del ejemplo, naturalmente se la confiere su carga genética, nivel de testosterona, el hecho de ser un cromosoma femenino que se ha malogrado; en definitiva, por haber nacido con atributos sexuales masculinos. En Sevilla, también recuerdo el caso, que se publicó en diarios locales, de un pobre hombre con distrofia muscular, quien, me comentó su abogada, no pudo ni firmar el acta de su declaración como denunciado, tras sufrir la estigmatizante detención, porque tenía las manos atrofiadas en forma de garfio. Efe publicó, en julio de 2010, la noticia bajo el siguiente titular: «Reclama el alejamiento de su pareja, minusválido en un 84%». Este hombre no sufrirá una orden de alejamiento, pero fue detenido y será juzgado por amenazar a su mujer con un cuchillo, previsiblemente por lo penal, a pesar de que no logró sostener un bolígrafo para firmar delante de la…


  Al final, en ese caso, el objetivo era que la denunciante quería desprenderse de esa carga, y al tiempo poner la mano para cobrar una paguita. Al menos la juez lo dejó en libertad y no impuso medida cautelar de alejamiento.


  Por tanto por nimia, irrelevante, puntual y aislada que pueda ser una discusión verbal dentro de la pareja o ex pareja, no digamos si existe acometimiento recíproco llegándose de las palabras a las manos, por igualadas que puedan estar las capacidades físicas y mentales de las personas que se enfrenten por cualquier causa totalmente desconectada de su condición sexual; la nueva doctrina que impone el derecho penal de autor, exige que se considere al varón como maltratador y a la mujer como víctima.


  Un supuesto muy habitual, como relata el magistrado-juez José Carlos Orga Larrés en su libro Violencia de género, mi experiencia como juez (una magnífica y realista exposición de la problemática que se ve, que ha escapado a la mirada del gran ojo de Mordor), es el de la agresión recíproca en la que el hombre presenta arañazos en el rostro y en el pecho, mientras que la mujer presenta erosiones y eritemas en los brazos. Ella mantiene que han discutido, que él le ha sujetado los brazos y que ella ha tenido que arañarle para defenderse. Por su parte, el varón sostiene que ella fue la agresora, que se ha abalanzado a arañarle tras comunicarle que ya no quiere continuar la relación, ante lo que no ha hecho sino defenderse, sujetándola de los antebrazos, para que no le sacara los ojos. Ciertamente dos versiones contradictorias, compatibles con las pruebas, pero que comportan dos consecuencias muy diferentes para sus protagonistas:[24] es el hombre y jamás la mujer, el detenido por la policía. La mujer ostentaría la cualidad de denunciante y víctima, con su abogado adscrito, y el hombre como imputado, detenido y esposado. La valoración para el juez de los indicios conllevaría que la inicialmente como denunciante devenga como imputada, lo cual conlleva la consecuencia ya analizada de retirar la denuncia por temor, en este caso, a ser también condenada.


  Al respecto, se trae a colación lo manifestado por el fiscal decano de Avilés, Jesús Villanueva Caparros, quien declaró en el diario Nueva España el 21 de noviembre de 2010: «Sigo sin ver la eficacia de las leyes contra la violencia de género porque sigo convencido de que a las maltratadas de verdad no las vemos. El 80 por ciento de los casos que llegan al juzgado de violencia machista, son infracciones ridiculas, discusiones que bajo mi opinión, y la de mis compañeros, no deberían trascender al ámbito judicial. Lo pensamos todos».


  Lo curioso es que ese comentario, lo conocí a través de un artículo que publicó la revista de la Asociación de Jueces Francisco de Vitoria (n.° 32, diciembre de 2010), titulado: «Un fiscal que no llegará a nada». Ese título resume lo que está ocurriendo: por un lado, que los jueces conocen y comparten lo que un fiscal valiente se atreve a expresar y reconocer públicamente, pues lo piensan todos; y en segundo lugar, que quien tiene la osadía de expresar ese pensamiento, tiene seriamente comprometido su futuro profesional. ¡Qué me lo digan a mí!


  Mas, cabría preguntarse: ¿Por qué la ideología de género tiene interés en mantener esa interpretación extensiva hasta el infinito de lo que se ha de considerar maltrato machista? ¿Por qué mantener, bajo el pretexto de la defensa de un sistema de discriminación positiva, un principio rancio, obsoleto e inconstitucional de derecho penal de autor? La respuesta es muy sencilla, porque si se restringe y delimita, como veremos, el maltrato en sus justas dimensiones, el número de asuntos a los que habría de otorgarse esa consideración de maltrato machista se reduciría drásticamente; ello nos llevaría a desmontar los resultados estadísticos oficiales, como se ha expuesto en anterior capítulo. A su vez ello abriría la puerta al reconocimiento de violencia bidireccional y la incidencia de la violencia en el ámbito doméstico a otras personas, especialmente ancianos y niños. Esa drástica reducción, y ahí está el desastre, conllevaría un drástico reajuste de la ingente estructura y negocio político, económico, asociativo y administrativo, que se sostiene por esa mentira cualitativa y cuantitativa, que está destrozando a nuestra sociedad, sin ninguna contraprestación positiva.


  3. NECESIDAD DE REDEFINIR EL CONCEPTO LEGAL DE MALTRATO EN EL ÁMBITO DOMÉSTICO O INTRAFAMILIAR


  «Año 2050, se ha logrado reducir a cero el número de personas asesinadas. Tres personas con capacidades precognitivas, los Precogs, ayudan a la policía de la Unidad de Precrimen a descubrir los crímenes antes de que se produzcan.» Este es el argumento principal de la Película Minority Report protagonizada por Tom Cruise, de la que podrían haber aprendido la Sras. ex ministras Aído, Pajín y sus expertos y expertas en violencia de género a la hora de sacar conclusiones en su objetivo de reducir el número de mujeres asesinadas por sus parejas. Único objetivo legítimo, eso sí, en un ministerio en donde la paridad y concepto de Igualdad se miden solo desde la ley universal del embudo y desde el dogma de crear una sociedad en la que los adictos a la ideología de género prevalezcan sobre el resto de la sociedad. Una nueva era de discriminación y dominio del sexo femenino. En el inicio de la película al protagonista se le presenta una actuación policial tremendamente compleja: evitar un crimen pasional. Un marido se despide amorosamente de su esposa, se pinta el cuadro de una relación familiar idílica, repentinamente regresa por haber olvidado algo y descubre que su amada le está siendo infiel con otro, momento en el que trastornado y cegado toma unas tijeras. El crimen se evita pues Cruise aborta la puñalada en el último momento. Nadie podía haber previsto ese desenlace sangriento, ni el asesino ni la asesinada y los Precogs solo pueden alertar con una hora de antelación. De ahí la dificultad para la Unidad de Precrimen.


  Lejos de aprender de esa realidad gráficamente reflejada, en nuestro País esas lumbreras y lumbreros cuya ciencia oficialista nos cuesta un riñón, sencillamente niegan la existencia del crimen pasional, del que tampoco son ajenas las propias mujeres, aunque la distinción desde la perspectiva de género, es evidente e incontestable, pues las reacciones ante las infidelidades, en el caso de ellos se consideran inexcusablemente maltrato, pues se dirigen a la mujer por el mero hecho de serlo, y en el caso de ellas se trataría de una reacción contra un maltrato psicológico causante de estrés postraumático, característico de un cuadro de mujer maltratada. Para él, el infierno, para ella el indulto. Mas aunque ese planteamiento choque con el mensaje de que contra la violencia tolerancia cero, pues depende del sexo del que agrede, lo cierto y verdad es que en esos casos de violencia pasional, repentina e imprevisible no cabe la previa denuncia, porque, como en el caso de la película, no ha existido previa violencia. Es decir que por mucho que se denuncie a miles de inocentes, por el mero hecho de ser hombres, que han discutido con sus parejas o contra los que se dirige el despecho, resentimiento y deseo de venganza de una relación truncada, por mucho que se violen a diario derechos fundamentales de hombres detenidos y acusados, por miedo al sectarismo mediático y en una interpretación literal y políticamente correcta de una normativa inconstitucional, por mucho que se combata el terrorismo doméstico con otra forma de terrorismo institucional, por más que aboquemos a la destrucción de muchas vidas, familias y al suicidio de muchos hombres injustamente tratados; aún con todo con ello, ni siquiera se alcanzaría el fin que justificaría todos esos medios.


  Mas por otro lado también habrían de saber esos responsables, que ostentan cargos y cargas públicas, que existen mujeres asesinadas, cuyo drama se podría calificar como crónica de una muerte anunciada y que ven muerta su dignidad a diario; aquellas mujeres que ocultan su desdicha, sienten miedo, terror, humillación y auténtica desigualdad, y que siguen sin atreverse a dar el paso de denunciar al canalla que las agrede y escarnece, esta vez sí, por el mero hecho de ser mujeres y considerarlas personas de inferior rango. No se atreven porque no son ni conscientes de la situación de maltrato al tener anulada su personalidad, y porque se siguen sintiendo desprotegidas, desamparadas, ante la situación generalizada de abuso propiciada y que está incluso vetado sacar a la luz pública. Ellas siguen también muriendo ante la inutilidad de las medidas que solo favorecen a otras oportunistas y a los que les aconsejan serlo, con total impunidad. Recuerdo el caso, en el juzgado de familia, de una mujer de cerca de 80 años, que tras casar a su última hija, se atrevió a pedir el divorcio, sin dar el paso de denunciar a su marido que durante más de 40 años la había maltratado, vejado y tratado como una esclava. Su abogada, una buena profesional, lo sabía y le recomendó interponer la denuncia; también desde el juzgado de familia le propusimos que diera el paso de denunciar, lo que imponía que su divorcio lo conociera un juzgado de violencia. Tras insistir esa abogada, el fiscal y yo mismo, esa señora oprimida y resignada, como el personaje de María Galiana en la película Solas, terminó diciendo que ni quería denunciar, ni pedir pensión compensatoria, ni el uso de la vivienda familiar (a lo que indudablemente habría tenido derecho), lo único que quería era vivir en casa de una de sus hijas los últimos años de su vida, en paz. Sobre la sangre y lágrimas derramadas de esas mujeres, sobre su sufrimiento, miseria y resignación vital, se ha gestado el éxito de la ideología totalitaria de género que, con la excusa de protegerlas, en realidad, las utiliza como la causa para justificar socialmente su implantación.


  También deberían saber que detrás de muchos crímenes y agresiones, se esconden trastornos psiquiátricos, enfermedades mentales que pueden padecer y sufrir los familiares más cercanos, normalmente los cónyuges, hijos y padres. Mas si la víctima es mujer y el agresor es o ha sido su compañero sentimental o marido, no se indaga en esa causa. La tendencia violenta no vendría provocada por ese trastorno, sino por el sexo del agresor. De esa manera, la acción violenta de un anciano con Alzheimer, que en su fase agresiva, pueda acabar con la vida de su esposa, se considera violencia de género. En otras, se confunden trastornos de personalidad con un síndrome de stress postraumático asociado a la presencia o recuerdo de situaciones de maltrato; lo peor es que en estas ocasiones la confusión se podría haber evitado comprobando el historial clínico de la denunciante, diagnosticada de algún tipo de paranoia, esquizofrenia o trastorno de personalidad. Recuerdo, al respecto, el caso de una psiquiatra en el hospital Macarena de Sevilla, que me contó un caso dramático de una paciente conocida, que ante la reiteración en los medios de que debía denunciar, tras acudir a un centro de la mujer, terminó denunciando a su marido porque decía que le ponía cristalitos en la bañera. El asunto terminó con una medida de alejamiento, mas lo peor para la pobre enferma diagnosticada de esquizofrenia paranoica, es que su marido era su cuidador. La preocupación de la doctora era que tras su último ingreso en la unidad de agudos, cuando fuera dada de alta, ¿quién iba a cuidar de ella?


  En una ocasión, en un congreso de jueces, una magistrada de la jurisdicción social de Madrid se dirigió a mí para contarme un caso absolutamente kafkiano que había conocido. En principio, me extrañó su comentario pues esa jurisdicción no tiene nada que ver con asuntos de violencia en el ámbito familiar. Me equivocaba, pues el tema era que en un proceso por despido, una señora inmigrante que trabajaba como empleada doméstica había demandado a los hijos del anciano al que cuidaba. El anciano padecía de Alzheimer, enfermedad que, como se ha expuesto, atraviesa por una fase de agresividad que se descarga hacia las personas más cercanas. Lo cierto es que esa señora se informó adecuadamente de las ventajas de presentar una denuncia, así que aprovechando que convivía con un varón que era agresivo contra ella, lo denunció. Lejos de contentarse con conseguir una pensión como mujer maltratada, y la agilización de los trámites para su reunificación familiar, terminó demandando por despido improcedente, después que los hijos del anciano la despidieran y echaran de la casa, que ella además había usurpado. Mi compañera de lo social, naturalmente, no podía dar crédito a lo que estaba escuchando. Ni yo tampoco cuando me lo relató.


  Otras veces, la paranoia se contagia, y así una juez de violencia de Sevilla, me contó el caso de una enferma diagnosticada de trastorno bipolar que, en una fase de euforia, se subió a lo alto de una valla publicitaria, mientras su marido, preocupado tras ella, le instaba a bajar, diciéndole «¡baja que te vas a matar!»; en ese momento pasó por las inmediaciones un patrullero de policía que presenció la escena, y ¿qué entendieron los solícitos servidores públicos concienciados con la lacra de la violencia machista?, pues que el hombre le decía «¡baja que te voy a matar!». De nada sirvieron explicaciones, ni siquiera los de la equilibrista callejera y el hombre terminó en el calabozo detenido.


  Si su fanatismo no les cegara, esos demagogos se darían cuenta que la actual situación de denunciar a discreción, sin ninguna medida o ponderación, está provocando que en ocasiones se generen ex novo, situaciones de grave riesgo, que inicialmente podrían no haber tenido, ni mucho menos, incidencia en un hecho de trascendencia violenta. Si una pareja discute porque se van a separar, ella acude a un/a profesional, abogado/a por ejemplo, concienciado en perspectiva de género y le aconseja que denuncie; de entrada, tal reacción evita que se pueda dar solución a ese conflicto de forma negociada, pacífica y acudiendo a mediación. Pero el más que probable paso del hombre por el calabozo, tras ser detenido ad cautelam, puede generar una situación de desbordamiento emocional, de tensión que desemboque en un episodio de grave violencia. Por ello, en tales casos una denuncia desproporcionada, infundada o abusiva, puede ser el desencadenante de un asesinato, que sin la misma, nunca se habría producido. En esos casos, las campañas de «ante el primer síntoma, denuncie», no solo no aportan resultados positivos sino que provocan un serio peligro de grave tragedia, que se puede plasmar en el suicidio del denunciado, en la agresión y asesinato de la denunciada o, incluso, por desgracia como ocurre en ocasiones, en la muerte de ambos. Y es que hay síntomas que requieren una aspirina y otros, por supuesto, que requieren, como se decía, el empleo de métodos contundentes y quirúrgicos.


  La solución, por tanto, no es que se presenten más denuncias, sino las debidas, junto a prevención y apuestas de políticas de igualdad en sectores sociales, entre ellos algunos de inmigrantes, en los que la mentalidad y el criterio de que somos iguales, sin distinción de sexo, aún no ha cuajado, a diferencia de en la mayor parte de la sociedad civil española, que ha asimilado que la infidelidad, los punzantes cuernos pueden ser cosa de dos, como un fenómeno doloroso bidireccional, comprensión que reduce la posibilidad de sucesos de violencia pasional. Ciertos sectores de inmigrantes que mantienen las actitudes machistas que teníamos en España hace cuarenta años, y que conservan vivo el concepto de que la mujer es una propiedad y de que es para mí o para nadie, con el agravante además de que esa concepción choca culturalmente con una sociedad que no entienden. Al respecto, el Plan Nacional de Sensibilización y Prevención de la Violencia de Género, reconoce a las mujeres inmigrantes como especialmente vulnerables ante los malos tratos. Como no podía ser de otra forma, quienes elaboraron el plan identificaron los riesgos y detectaron que el colectivo de residentes extranjeros estaba especialmente expuesto. A esta misma conclusión llegó un estudio publicado en la Gaceta Sanitaria (Barcelona, mayo-junio 2008), titulado «Mortalidad por violencia de compañero íntimo (VCI) en mujeres extranjeras residentes en España (1999-2006)», del que fueron autores Carmen Vives Cases, Carlos Álvarez Dardet, Jordi Torrubiano Domínguez y Diana Gil González, de la Universidad de Alicante.


  Lo malo, por tanto, es que se presentan muchas denuncias, demasiadas, y se pretende que se presenten más, pues lo que ocurre es que bajo la conceptuación de maltrato machista que califica como tal, cualquier reacción mínima contra la integridad física o psíquica de la novia, compañera, esposa o a la que lo fuera en otro tiempo; resulta que se pone el listón del maltrato a tal altura que muchas de esas denuncias que no pasarían de enfrentamientos, conflictos, discusiones en el ámbito familiar se elevan a la categoría de terrorismo doméstico. Para que se pueda hablar de maltrato machista se ha de requerir una voluntad de sojuzgar y dominar al sexo femenino, entendido, desde esa perspectiva, como segundo sexo, tal y como lo calificaba Simone de Beauvoir. Como con todo acierto se expresa en el Preámbulo de la LO 1/2004 de Violencia de Género, esa violencia habría de quedar reducida a la que ejerce el agresor sobre la mujer, esposa, novia o ex pareja, por considerarla inferior, una persona bajo su dominación y sin derecho a respeto, libertad y capacidad de decisión.


  Esa es la intencionalidad machista que se ha tenido en consideración en la doctrina jurisprudencial, incluido el Tribunal Supremo, que intenta superar el derecho penal de autor. Bajo esa perspectiva no es solo que existan denuncias falsas, con las dificultades que se han expuesto comporta su identificación, sino que muchas de las denuncias resultan manifiestamente abusivas y absolutamente desconectadas de una situación de dominio, discriminación, desigualdad y relación de poder en la relación de pareja. El artículo 1 de esa Ley, por el contrario, parte de que la propia agresión es manifestación de la preexistencia de esa situación. Otra vez la teoría del patriarcado de la ideología de género, un concepto ideológico elevado a categoría legal. Por ello, el ajuste de la verdadera violencia que se trata de combatir bajo el paraguas de la discriminación positiva, conllevaría a que en vez de considerar que las agresiones siempre se interpreten como una predeterminada y consustancial situación de dominio, desigualdad, discriminación y relación de poder del hombre sobre la mujer en el plano de las relaciones de pareja, se expliquen solo cuando quede constancia, y así se pruebe, que ha existido dicha situación.


  La consecuencia de ese planteamiento, como se ha expuesto, resultaría totalmente ruinosa para los intereses de la dictadura de género, pues esa delimitación, y más si se hiciera por jueces independientes y no intoxicados por adoctrinamientos ideológicos, conduciría a una reducción radical de lo que hoy se viene considerando maltrato machista, que sostiene que en nuestro país más de dos millones de mujeres han sufrido maltrato machista alguna vez en su vida (estudio del CIS, febrero 2012). Naturalmente, ese estudio del CIS parte de los prejuicios que para la confección de ese estudio estadístico, se han analizado en otro capítulo y de esa concepción extensa, abierta, sobredimensionada del problema.


  Hasta tal punto alcanza esa sobredimensión y el hinchado artificial del problema(de lo que depende, claro está, la percepción de subvenciones), que en el Protocolo Andaluz para la Actuación Sanitaria ante la Violencia de Género se reflejan como consecuencias de dicha violencia y, por tanto, síntomas de la misma, las siguientes: lesiones diversas, deterioro funcional, síntomas físicos inespecíficos, como cefaleas, dolor crónico, síndrome de intestino irritable, otros trastornos gastrointestinales, quejas somáticas, depresión, ansiedad, trastornos del sueño, trastornos por estrés postraumático, trastornos de la conducta alimentaria, intento de suicidio, abuso de alcohol, drogas…


  El asunto habría de alarmar si no fuera porque la racionalidad brilla por su ausencia, puesto que cualquier mujer a la que su pareja le dice que ya no le quiere o descubre que le ha sido infiel, puede desarrollar cualquiera de esos cuadros, y puede ser tenida, por ende, como mujer maltratada. Pero lo que es peor, es que cualquier mujer que vaya a un centro de salud con diarrea, o que se haya caído o tenido un accidente doméstico o en la misma calle, también entraría en el colectivo de riesgo que ampara el protocolo. Nada más cierto, pues en el mes de enero acudí con mis hijas y una pareja de amigos a una pista de hielo instalada en el parque del Prado de San Sebastián de Sevilla. Por mi parte como era la primera vez que me ponía unos patines, la cosa acabó, como era de esperar, es decir, caída, contusión en el hombro y bronca de mi esposa por hacer el tonto; la cuestión es que mi amiga, que ya tenía alguna experiencia, también se cayó, dándose un tremendo golpe en la rabadilla. Ambos terminamos en urgencias y, por supuesto, contamos lo que nos había ocurrido. La cosa hubiera quedado ahí, de no ser que, a primeros de febrero mi amiga recibió una llamada de la policía que la interrogó sobre la causa de sus lesiones, pues claro, en el parte médico se indicaba que esa lesión era compatible con agresión originada por violencia machista, dando lugar a la incoación de unas diligencias en el Juzgado de Violencia. Mi amiga se indignó e incluso quiso denunciar al médico. El resignado policía le contestó, que la comprendía, pero que era su obligación y que, casos como el suyo, eran su pan de cada día. Menos mal que mi amigo no acabó detenido. Lo dicho, vivimos en una sociedad sicótica, histérica y paranoica.


  Por consiguiente, lo que sorprende es que, bajo esos criterios, solo dos millones de mujeres puedan declararse maltratadas; en realidad, el resultado, es que descontando niñas, mujeres que no han conocido o no quieren conocer varón y religiosas; el resto de mujeres, que han mantenido y mantienen relación de pareja con un hombre, es seguro que en alguna ocasión, al menos, han tenido, como poco, discusiones verbales con ellos; ¡a ver si alguna afirma que nunca se han gritado o mandado recíprocamente a hacer puñetas! Y ello comenzando por la esposa del ex presidente Rodríguez Zapatero, como así lo reconocía la jefe de gabinete de prensa de Moncloa, cuando al escribir sobre las primeras damas que se han albergado en esa residencia, reconocía que Sonsoles y José Luis solían discutir por temas familiares (M.ª Ángeles López de Celis, 19 de septiembre de 2010, El Mundo, El Suplemento, Crónica). Actitud que la ley y su aplicación, que alienta la ideología de género, es considerada como muestra de maltrato machista. Y si no, el que esté libre de pecado que tire la primera piedra.


  4. LAS CONSECUENCIAS DE LA ACTUAL REGULACIÓN


  De forma gráfica y resumida se expondrá uno de los muchos casos que ocurren en los juzgados de violencia contra la Mujer. Relato conocido y sufrido por la inmensa mayoría de buenos jueces, fiscales, secretarios y funcionarios de esos juzgados, abogados, policía, guardia civil, impotentes y amordazados por la dictadura estalinista de género, y quienes, por miedo a represalias, se ven impedidos de poder contar a los cuatro vientos, el drama que contemplan y que es el resultado del aparato represor en el que viven acomodados otros nefastos profesionales que se autodenominan expertos en violencia de género, y que opera como una maquina trituradora de cuerpos, mentes y almas:


  
    Un mal día, un hombre cualquiera, hijo, hermano, esposo, compañero, amigo de cualquier mujer, cuando menos se lo espera, otra mujer (ex compañera, ex amiga, ex amante, ex pareja) presenta denuncia de que la ha agredido, o que la maltrata «psicológicamente» —aunque ella posiblemente ni siquiera sepa en qué consiste tal cosa—… Mujer probablemente instruida por ese contaminado y oportunista profesional nefasto que le invitará a que ponga una injusta o falsa denuncia de violencia de género que conlleva un divorcio ventajoso, más beneficios sociales extras, y todo en contra del hombre. Incluso están entrenados para que acaben creyendo que son mujeres maltratadas con preguntas como «¿no habéis discutido nunca?», «¿quiere salirse siempre con la suya?», «¿alguna vez se ha quejado de que salgas con amigas?», etc… Preguntas que en cualquier pareja del mundo, tanto hombre como mujer, contestaría que sí, pero la lectura de la ideología de género es «discutís porque él sabe que es más fuerte y tiene las de ganar, quiere imponer su opinión porque es un machista misógino que te quiere someter, no quiere que salgas con tus amigas porque se siente dueño de ti y de tu tiempo».


    La Policía o la Guardia Civil, siguiendo el protocolo para casos de violencia sobre la mujer y por curarse en salud por si luego pasa algo, le detiene, muchas veces a una hora intempestiva (también suele ocurrir «casualmente» los viernes hacia el medio día…) le meten en el calabozo. A partir de ese momento pasa a estar absolutamente desconcertado, porque ve que le tratan como si fuera un criminal (rodeado de delincuentes comunes) sin saber muy bien a cuento de qué viene todo aquello…


    El siguiente eslabón de profesionales nefastos le «informa» de que si lo desea puede llamar a su abogado, aunque por lo general la gente corriente no suele tener abogado. En el caso de que lo tenga, lo más probable es que le digan que no consiguen localizarlo.


    Puede que le «sugieran» (teniendo en cuenta que le impondrán un «juicio rápido») que acuda al abogado de oficio que (¡qué casualidad!) allí hay uno, a su disposición, en aquel preciso momento… Una vez que caiga en manos del abogado de oficio, del llamado «turno de género», éste puede que le «asesore» que firme una «sentencia de conformidad, y se reconozca culpable», y le contará que así se acabará ese embrollo antes, o quizás le dé una serie de consejos, de los que se puede arrepentir el resto de su vida.


    Si él insiste en que es inocente, es muy posible que le hablen de las cosas que le pueden pasar, y sobre el futuro de sus hijos, con las que conseguirán posiblemente asustarle, aterrorizarle… Incomunicado (y más si llega a pasar entre rejas el fin de semana completo, lo cual no suele ser excepcional) sin un abogado de su confianza, y a punto de entrar a juicio, acabará probablemente aceptando una sentencia condenatoria por conformidad que evita (en principio) el ingreso en prisión pero que implica pena de alejamiento.


    Si le condenan, además cumpliendo el juez su cometido, eso sí, la estadística del Juzgado de Violencia contra la Mujer conseguirá una injusta, innecesaria, por no decir radicalmente falsa denuncia menos y una condena más, reforzando así el fundamentalismo de género: la ley «funciona», era urgente y necesaria, imprescindible, mano dura con los maltratadores, tolerancia cero, hay muchos maltratadores que antes no se les había localizado, pero gracias a la ley sí… el 86% de las condenas es por conformidad.


    Al día siguiente, ya fuera de los juzgados, en «libertad provisional» hasta que cumpla la condena, el padre separado va de un abogado a otro buscando a quien le saque de aquella situación. Todos le dicen que no hay nada que hacer. Que no debía de haber firmado nada… y que tenga cuidado de que no se le acerque la víctima, pues en tal caso se interpretaría ello como quebrantamiento de la medida de alejamiento, pudiendo dar con sus huesos, y sin remisión esa vez, en la cárcel.


    Ahora cae en la cuenta de que a partir de ese momento sus hijos, familiares y amigos, sabrán que fue condenado por maltrato…, nadie sabe que para detener y condenar a un hombre solo hace falta que una mujer lo pida, creen que viven en un Estado de Derecho y no tienen conocimiento del Estado de Excepción en el que se vive.


    Le vienen a la cabeza pensamientos de suicidio… un número considerable, pero desconocido, lo hace cada año. Se niega el hacer estudios al respecto. Si puede pagarse un psiquiatra o psicólogo quizás no acabe con su vida. Si no encuentra apoyo posiblemente acabe suicidándose, o destrozado psicológica y anímicamente. El año 2010 hubo más muertes por suicidios que en accidentes de tráfico, más del 78% eran hombres.


    El día anterior a la denuncia (por poner un ejemplo de los más de 100 000 anuales) ante la negativa de la madre a entregarle los hijos al padre, ese hombre cualquiera, en cumplimiento del «convenio regulador», había discutido con su ex cónyuge y solo a consecuencia de ese hecho puntual. En ningún momento hubo agresión entre ninguno de los dos miembros de la pareja.

  


  Circunstancias así le pueden pasar a cualquier hombre por la simple «razón» de ser varón, mientras que además no se ha conseguido que muchas mujeres que sufren auténtica violencia machista, por el mero hecho de ser mujeres, tengan la protección y cobertura adecuada. Ineficaz sistema represor que no ha conseguido reducir el número de mujeres asesinadas, pese a que ellas son la única verdad y tragedia visible que, naturalmente, a todos preocupa y que es explotada ante la carencia de otros argumentos que nieguen la evidencia de la otra tragedia que se oculta con celo, pues en este país la gente solo puede saber y conocer lo que interesa que sepa y conozca.


  Una tragedia que ya lleva demasiado tiempo produciéndose e ignorándose, pese a que ya la reflejaba con detalle y truculencia, hace casi seis años, José Díaz Herrera en su libro El varón castrado. Verdades y mentiras de la violencia doméstica (Planeta, Barcelona, 2006). Un libro que fue declarado maldito por la dictadura de género.


  Partiendo de la consustancial conculcación del derecho a la Igualdad[25] que genera la predeterminada asimetría que proclama la actual normativa y que ampara, como se ha visto, por razones de discriminación positiva, un derecho penal de autor, se destacarán a continuación de manera individualizada las restantes consecuencias reflejadas en el anterior relato:


  1. Fracaso del objetivo de reducir el número de mujeres víctimas de violencia, como se ha dicho, ni siquiera se ha cumplido el fin pretendido y que servía de coartada y pretexto para poner en funcionamiento todo un entramado ideológico. Ni los medios, ni las personas llamadas a la erradicación de esa violencia, han sido las más apropiadas para poner en práctica el lema de Maquiavelo. El fin no puede justificar cualquier medio en un Estado de Derecho, de ser así se hubiera debido legalizar el GAL, en vez de perseguirlo. No se puede permitir en un proceso social o judicial la conculcación de derechos fundamentales, por muy legítimas que sean las intenciones que se pretendan, y si se hace, debe responder por ello el legislador o el juez que lo consienta.


  Muchos maltratadores, siguen, por tanto, en libertad y con la seguridad de que el miedo y terror que la mujer que maltrata, le impedirá tomar ninguna iniciativa punitiva hacia él. Lo que es peor, algunos que son denunciados, dado que lo que importa es obtener una condena, son juzgados en un DUR (Diligencias de urgencia que se tramitan por los cauces de un procedimiento rápido para determinados delitos) por el propio juzgado de violencia, y enjuiciando solo el último hecho puntual, una agresión física que causa una lesión leve, por ejemplo, sin que se llegue a investigar con mayor profundidad que detrás de ese hecho, existe una trayectoria prolongada de maltrato habitual, que merece mucho mayor reproche penal. Ese canalla, por tanto, puede salir favorecido y quedar libre de cumplir pena de prisión, poniéndose en la misma situación de otros que han mantenido, ellos sí, una discusión aislada, existente o inexistente. En ambos casos, la mujer que denuncia puede resultar perjudicada, en el primer caso, porque su agresor no recibe el castigo merecido y en el segundo, como se ha visto, porque recibe el que no merece.


  Lo cierto es que los feminicidios se han doblado en los últimos diez años. Si en 1997 hubo 33 feminicidios con 39 699 392 habitantes (con un ratio de 0,8 feminicidios por un millón de habitantes), en 2008 hubo 76 homicidios con 46 157 822 (y un ratio de 1,6 feminicidios por un millón de habitantes, es decir, el doble que once años atrás).


  2. Se impide el uso de la mediación en asuntos donde resultaría una herramienta especialmente positiva para evitar situaciones de conflictividad y violencia intrafamiliar. Con la nueva ley, no es posible la Mediación porque, como se ha dicho, parte de una preexistencia de una situación de desigualdad y guerra de género en la que no cabe dar entrada a la vía diplomática de resolución del conflicto. Contraviene esa concepción abiertamente la normativa europea que promueve y fomenta la Mediación en los Estados de la Unión Europea: Recomendación 1/98 del Comité de Ministros del Consejo de Europa de 21 de enero de 1998, Libro Verde sobre Mediación y Directiva del Parlamento Europeo y del Consejo sobre aspectos de la mediación en asuntos civiles y mercantiles de 24 de mayo de 2008, en la que se expresa como objetivo el facilitar el acceso a la resolución de litigios, promoviendo el uso de la mediación y asegurando una relación dinámica entre la mediación y el proceso judicial. Fruto de ello es el recién aprobado Real Decreto 5/2012 de 5 de Marzo, de mediación en asuntos civiles y mercantiles.


  Por tanto, a tenor de la propia Ley de Violencia resulta vedado que se pueda acudir a un proceso de mediación desde el mismo momento que se admita una denuncia y se encuentre en trámite el procedimiento penal; después cuando se archive sobresea o recaiga sentencia absolutoria, será demasiado tarde para su inicio pues el conflicto ya se habrá desbordado, y fuera de control, prácticamente, el pronóstico de un acuerdo satisfactorio, sin vencedores ni vencidos, se antoja como un objetivo inalcanzable. Como se acaba de exponer esa exclusión de la mediación se justifica desde el momento que unos de los presupuestos para su desarrollo es que las partes enfrentadas se encuentren en un plano de igualdad, y si existe violencia derivada de una situación de dominio del varón sobre la mujer, quebraría esa premisa. El problema, de nuevo, recaería en el alcance que se le ha de dar al concepto de maltrato, puesto que, bajo la literalidad ideológica de la dictadura de género, como se ha expuesto, la mujer está universalmente oprimida y explotada por el hombre, y lo ha estado siempre desde los comienzos de la historia (Kate Millet en su obra Política Sexual). Ese patriarcado universal e indiscutible determinaría que, ante esa consustancial desigualdad, el recurso de la mediación que no se puede proscribir fuera de los casos que entren en la sobredimensionada órbita de la Ley de Violencia, habría de quedar en manos de mediadores expertos en perspectiva de género, para quienes su objetividad, imparcialidad e independencia quedaría condicionada a su interés por reducir ese consustancial desequilibrio derivado de la propia condición sexual de las partes en conflicto.


  3. Se fomenta el suicidio de muchos hombres injustamente denunciados e institucionalmente maltratados. Se ignora la cuantía anual de esas víctimas, pues sencillamente no se lleva control ni estadística alguna de los varones que han terminado quitándose la vida por ese motivo. Desde el año 2006, el Ministerio del Interior dejó de incluir en sus datos el estado civil de la víctima, siendo significativo que la cifra se dispara en los varones en la franja de edad en la que se producen más rupturas de pareja (fuente: suicidios de varones por edades, INE, 2007), y que hasta ese año 2006, eran divorciados y separados los que representaban, con diferencia, el mayor porcentaje de suicidios. Y se dice que no se lleva control de ese dato, porque ese conocimiento podría resultar aterrador.


  Hace unos meses una madre me contó, entre sollozos, el caso escalofriante de su hijo, a quien su ex pareja denunció, porque le acosaba cada vez que acudía, como era su derecho y obligación, para ver a su hijo pequeño, el nieto de la señora, en cumplimiento de una sentencia judicial que así lo establecía. La señora, que no tenía ninguna intención en permitir que su hijo tuviera padre, empeñada en su orfandad paterna, se tomó esa insistencia como acoso y maltrato psicológico. La consecuencia fue la consiguiente denuncia y la obtención de medida de alejamiento, lo que culminó con el propósito de separar definitivamente al padre de su hijo. Una mañana, al ver que no daba señales de vida, esa madre fue a casa de su hijo y se lo encontró ahorcado de una viga de su domicilio en la localidad de un pueblo sevillano próximo a Sevilla. Otra madre de Zaragoza me llamó para contarme un caso semejante, pues su hijo con 20 años, magnífico estudiante, se había quitado la vida después de que su novia con la que llevaba saliendo tres meses, le denunciara por despecho después de decirle que no quería seguir saliendo con ella; esa madre, desesperada, me contó que su hijo no pudo superar la humillación de la detención, la incomprensión de la injusticia y la vergüenza de ser tenido por maltratador en la Universidad. Otro padre de Granada se suicidó porque fue denunciado y tenido por maltratador tras decirle a la madre, que se había ido con otro hombre, que lucharía a muerte por la custodia de sus hijos; esa frase tomada como amenaza le acarreó detención, escarnio, condena y medida de alejamiento, lo que le impidió incluso ver a esos hijos por los que estaba dispuesto a luchar, una lucha en la que se terminó rindiendo.


  Hace unos meses, en Sevilla, un detenido falleció delante del mismo juez, al ir a prestar declaración. Más de uno se ha tirado por las escaleras del juzgado y se ha matado (juzgados de Alcalá de Henares y Algeciras); algún otro se ha quitado la vida en los calabozos de los juzgados (Fuengirola). Más recientemente, un vecino de Las Navas de Tolosa (Jaén), me llamó para contarme que el recién estrenado viaducto de Despeñaperros, en el que se jactan las autoridades que no ha habido víctimas, se estrenó en esa macabra estadística, en forma de suicidio de un joven desesperado. Uno de los últimos casos que he conocido[26] ocurrió el día 19 de marzo de 2012, día del padre: un guardia real del centro de comunicaciones del Palacio de la Zarzuela se ahorcó con su propio cinturón después de ser denunciado por su mujer; dejó huérfanos a dos hijos… Otros muchos hombres no se suicidan, pero resultan cruelmente asesinados civilmente, pasan a ser zombis vivientes.


  Así y todo, aunque existiera control estadístico, muchos suicidios ni trascenderían, pues, como me decía un amigo, en ocasiones se oculta y encubre la causa de la muerte; ese amigo me lo decía a colación de haber acudido a un funeral de un conocido que también se había suicidado tras ser denunciado, mientras la madre le impedía estar con su hija que, según él, era la única ilusión de su vida. Esa hija creía que su padre había fallecido de muerte natural. En todo caso, los medios de comunicación resultan insensibles con esas tragedias, pues el adoctrinamiento ideológico les hace mirar solo para el lado que marca la tendencia de lo políticamente correcto.


  En la realidad, los hombres, en todo Occidente, (y en España), tienen entre 2 y 4 veces más tasa de suicidio que las mujeres.


  La tasa de suicidio de mujeres, en España, año 1999, fue de 4,0, y la media de la población en general, de 8.2 (las mujeres son un sector muy afortunado en este tema, en todo Occidente, lo que no coincide con la teoría del Género).


  Pero haciendo trampa, (poniendo un 0 en el lugar de la ecuación donde hay que poner la tasa de suicidios de hombres, ecuación 2), las mujeres resultan con el doble de Tasa de suicidio que la población en general. Eso sí coincide con la teoría del Género. Ese es el resultado y conclusión que transmitió el ex delegado de Violencia de Género, Miguel Acosta en su libro Mi marido me pega lo normal.


  Vamos a obtener de forma honesta y no honesta, los valores correspondientes a los conceptos indicados en el libro referenciado. Tasas de suicidio en la población en general y Tasa de suicidio solo en la población de mujeres. Para ello partimos de los datos de la W.H.O. para España, año 1999:


  Tasa de suicidios de Hombres = 12,4 Hombres/100 000 hombres.


  Tasa de suicidios de Mujeres = 4,0 Mujeres/100 000 Mujeres.


  La tasa de suicidio «por 100 000 habitantes», o como dice el señor Miguel Ángel Lorente Acosta, «la tasa de suicidios en España, referida a hombres y mujeres presenta una media de…» (página 119 del referenciado libro) será valor medio dentro de un universo muestral discreto de dos subsectores:
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  Siendo:


  - Nh: número de hombres en la sociedad.


  - Th: tasa de suicidios de hombres en la sociedad.


  - Nm: número de mujeres en la sociedad.


  - Tm: tasa de suicidios de mujeres en la sociedad.


  1. Obtención de la tasa media de modo Honesto, sin trampa.


  Si suponemos igualdad de numero de hombres y mujeres (Nh = Nm), tenemos:


  Es simplemente, el valor medio de las dos tasas de hombres y mujeres, 12,4 y 4,0. Como se aprecia, con ese dato el número de suicidios femeninos estaría, como se ha dicho, por debajo de la mitad del valor medio.
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  2. Obtención de la tasa media de modo No Honesto, con trampa.


  En cambio, si en la ecuación de cálculo de la tasa media (Ec. 2), en el lugar donde hay que poner la tasa de suicidio de hombres, en vez de poner su valor (12,4 hombres/100 000 hombres), ponemos un 0 (haciendo trampa), el valor que nos sale para la tasa media de suicidios en España, referida a hombres y mujeres, sería de:
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  Con esa trampa o craso error matemático, lo cierto es que se transmitió la falsedad de que la tasa de suicidio femenino resultaba el doble de la media. Había que fomentar la idea de victimismo femenino en todos los ámbitos, incluido el de la tasa de suicidios.


  4. Detenciones sin cumplir los requisitos y exigencias legales. En principio, los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado se deberían ajustar a lo dispuesto en la Ley de Enjuiciamiento Criminal y al Protocolo de actuación y coordinación con los Órganos Judiciales para la protección de las víctimas de violencia doméstica y de género, de fecha 10 de junio de 2004; en dicho Protocolo expresamente se dispone:


  
    Desde el mismo momento en que tengan conocimiento de hechos que pudieran ser constitutivos de infracción penal en materia de violencia doméstica, las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad realizarán las siguientes actuaciones:


    1. Por su relevancia para establecer las medidas policiales y judiciales que deban adoptarse en cada caso, así como el orden de prioridad que deba asignarse al seguimiento de las mismas, se realizarán acciones de averiguación para determinar la existencia y la intensidad de la situación de riesgo para la/s víctima/s, en concreto:


    
      	Se procederá a la inmediata y exhaustiva toma de declaración de la víctima y los testigos, si los hubiera. Si lo solicita la víctima, se requerirá la presencia de Abogado perteneciente al Servicio de Guardia de 24 horas allí donde exista este recurso y en la forma en la que se preste, permitiéndole en este caso conocer el contenido del atestado.


      	Se recabará urgentemente, si se observan indicios de la existencia de infracción penal, información de los vecinos y personas del entorno familiar, laboral, escolar, Servicios Sociales, etc., acerca de cualesquiera malos tratos anteriores por parte del presunto agresor, así como de su personalidad y posibles adicciones.


      	Se verificará la existencia de intervenciones policiales y/o denuncias anteriores en relación con la víctima o el presunto agresor, así como los antecedentes de este último y posibles partes de lesiones de la víctima remitidos por los servicios médicos.


      	Se comprobará la existencia de medidas de protección establecidas con anterioridad por la Autoridad Judicial en relación con las personas implicadas. A estos efectos y en todos los casos, se procederá a consultar los datos existentes en el Registro Central para la Protección de las Víctimas de la Violencia Doméstica.


      	Se establecerán mecanismos que permitan una comunicación fluida y permanente entre la/s víctima/s y el Cuerpo o Fuerza de Seguridad correspondiente, con objeto de disponer inmediatamente de los datos necesarios para valorar la situación de riesgo en cada momento.

    

  


  En consonancia, el magistrado del Juzgado de Violencia sobre la Mujer n.° 2 de Sevilla, Francisco Manuel Gutiérrez Romero, en la Revista Actualidad Jurídica Aranzadi n.° 801, 24 de junio de 2010, concluía:


  
    Por tanto, si una vez practicadas las diligencias necesarias para acreditar la participación del denunciado en los hechos relatados en la denuncia, y siempre y cuando exista realmente una verdadera situación de riesgo que haga necesaria la protección de la víctima, estaría justificada la detención y posterior puesta a disposición judicial del detenido. No obstante lo anterior, cuando los agentes de la autoridad proceden a la detención del denunciado y una vez practicadas las diligencias de investigación necesarias o mínimas resultaran dudas sobre la forma de ocurrencia de los hechos o ni siquiera la víctima desea continuar o presentar la denuncia, debería aplicarse lo dispuesto en el artículo 496 LECrim, procediendo a su puesta en libertad y citación ante el órgano judicial competente.


    En cualquier caso, lo que no resulta proporcional y más bien goza de cierto automatismo «viciado en su origen» es proceder a la detención de un individuo por la simple comisión de algunos de los delitos relacionados con la violencia de género (amenazas, coacciones, lesiones…), sin practicar diligencia alguna que acredite no solo la comisión de dicha infracción, sino también el peligro real que la libertad de dicha persona puede suponer en aras a la protección de la víctima.


    En definitiva, no debe obviarse que la detención siempre estará justificada cuando se trate de una situación de relevancia penal más allá de los conflictos familiares que suelen producirse tras la ruptura de relaciones matrimoniales o de afectividad, en muchas ocasiones, acrecentada por la existencia de hijos menores en común, cuya respuesta no siempre requerirá la intervención del Derecho Penal.

  


  No puedo estar más de acuerdo, pero lo cierto es que esas detenciones, ante el temor al potencial peligro de que el denunciado pueda hacer daño a la víctima, y la dictadura de género pueda cargar sus iras sobre un/a agente que cumple con su trabajo y tiene que mantener a su familia, se adopta como medida preventiva e indiscriminada la detención. No se valora adecuadamente la existencia de situación de riesgo, sencillamente se presupone cuando se denuncia un delito de violencia de género. Esa medida, a la postre puede generar más peligro, tensión, odio e ira, mas nadie podría reprochar a las fuerzas de seguridad que no se detuviera antes a un maltratados que podía serlo o no, cuando se le detuvo, y que después, cuando un juez insensible le puso en libertad, terminó explotando su consustancial maldad innata a su condición masculina.


  Esa dinámica, también genera un grave peligro hacia las mujeres que sufren real maltrato, recordando que tras una conferencia, un agente de la Guardia Civil, en público, relató que después de muchas denuncias abusivas y detenciones que consideraba injustificadas, terminó por adoptar la postura del cuento de Pedro y el Lobo. Terminó siendo un incrédulo, que no se tomaba en serio la denuncia de quien pensaba le estaba tomando el pelo, con fines interesados. Lo cierto es que con esas actitudes retrocedemos y volvemos a dejar en situación de indefensión a las mujeres que sí requieren de esa protección policial; así se lo reproché al agente, haciéndole ver que lo más profesional es determinar e individualizar en cada caso lo que resulta más oportuno.


  No obstante, y aunque esa tendencia de detención indiscriminada se ha reducido, lo bueno es que, de ahora en adelante, los agentes que detienen por miedo al lobby de género, también supieran que corren el riesgo de ser denunciados por detención ilegal por parte de ciudadanos que también se pueden acoger a su derecho de instar Habeas Corpus.


  5. Medidas de alejamiento: peor el remedio que la enfermedad. Parece lógico pensar que la imposición de una medida de alejamiento respecto de un maltratador, violento que se cree en su derecho de someter a su compañera, por el hecho de ser mujer, resulta ineficaz, pues no se puede controlar constantemente sus movimientos. Una pulsera con GPS solo constituye una medida de cara a la galería mediática, siendo lo cierto que esas pulseras las solicitan denunciados que temen encontrarse con la denunciante a la que no pueden acercarse, para poder probar que es a ellos a quienes se persigue. En libertad condicional, una ocasional e involuntaria aproximación, puede conducir a un condenado a seis meses de privación de libertad por haber dicho a su mujer «te vas a enterar si no me dejas ver a los niños», a que acabe con sus huesos en la cárcel, cumpliendo la pena por quebrantamiento de la medida de alejamiento y la anterior pena de seis meses que le quedó condicionada a la no comisión de nuevos delitos durante el plazo de remisión de condena.


  Porque en demasiadas ocasiones, es el condenado a la medida quien más se encuentra sometido a una situación de riesgo. Hace poco, un amigo dentista, me contó la esperpéntica escena de comprobar que uno de sus clientes estaba escondido tras una cortina de su consulta; cuando le preguntó que qué hacía allí, le contestó que había visto a la madre de su ex pareja de quien tenía una medida de alejamiento, y que se temía de que ella también pudiera encontrarse cerca. A veces, ni siquiera el obligado a cumplir la medida es consciente del incumplimiento, pues se han dado casos de condenas cuando éste ni siquiera sabía que la mujer a la que no debía aproximarse, se encontraba dentro del perímetro de alejamiento: taxistas que, por su trabajo, pasaban por inmediaciones del domicilio (hecho real ocurrido en Madrid), padres que han ido a buscar a sus hijo al colegio sin saber que la denunciante estaba por las cercanías (hecho real sucedido en Cádiz), señor que se encuentra cantando con una guitarra en un parque, ganándose la vida, y es denunciado por la señora que se le aproximó (hecho real sucedido en Salamanca). Hace tiempo otro abogado me contó otro suceso surrealista que terminó con una empresa y doce trabajadores despedidos, pues se impuso a un pequeño empresario de un pueblo una medida de alejamiento de su ex mujer de la que se había divorciado; el resultado es que esa cautela, que le obligaba a estar fuera de la propia población, impidió al denunciado, poder aproximarse a su negocio, que terminó viniéndose abajo. Al final fue absuelto, paro tarde, pues todos terminaron perdiendo, los hijos de la pareja, la propia mujer denunciante, el empresario y los doce trabajadores que acabaron engrosando la larga lista de parados. En el siguiente apartado se incidirá sobre esta problemática.


  Pero a veces el esperpento, lo extravagante, grotesco y ridículo no tiene límites, se ha perdido el sentido común y todo a costa del dinero del contribuyente, fíjense lo que se llevó a juicio, con acusación del Ministerio Fiscal, porque la denunciante inicial retiró la denuncia; fíjense lo que una razonable juez de lo penal, me imagino que abochornada por lo que se la hacía juzgar, declaró como probado para absolver a un hombre acusado de quebrantar una medida de alejamiento, en una sentencia fechada el 12 de Marzo de 2012:


  El día 4 de febrero de 2009 Dª xxxx recibió un correo electrónico con el siguiente contenido: «¡Ey!, ahora estoy aquí en Badoo y ¡me encanta! Puedo seguirle la pista a los mejores clubes nocturnos, chatear con amigos y ya he conocido un montón de gente divertidísima, creo que tú también deberías probarlo, hasta pronto PP».


  Dicho correo electrónico, procedente de Badoo (noreply@badoo.com), fue generado automáticamente por la red social denominada Badoo, como invitación a participar en la misma a distintos destinatarios entre los que figuraba la Sra. xxxx por estar incluida en la lista de contactos del acusado, quien pertenecía ya a dicha red social.


  Como decía, la mujer retiro la denuncia pues «si bien formuló en su día denuncia contra el acusado por considerar que éste había quebrantado la prohibición de comunicarse con ella al haberle remitido un correo electrónico, en el acto del juicio manifestó que, con posterioridad a la denuncia, se ha dado cuenta de que el mensaje por el que interpuso denuncia no ha sido enviado por el acusado, sino que lo ha generado directamente la red Badoo y, de hecho, afirma que llamó al juzgado para intentar retirar la denuncia».


  Pero, pese a todo al denunciado se le hizo pasar por la pena de banquillo, se le hizo pasar por el desembolso preciso para su defensa, e incluso se le obligó a pagar un perito informático para acreditar lo obvio, no fuera que la juez de lo penal tuviera la misma sesera que el/la fiscal que seguía acusando. Por supuesto, ni a la denunciante, ni a ese/a fiscal, tan concienciado/a en la problemática de género, les pasó absolutamente nada. Algo está fallando en nuestro sistema judicial cuando se somete ajuicio lo obvio, evidente y manifiesto.


  Por otra parte resulta injusto que, en muchos casos, la mejor garantía para las mujeres en real peligro, sea su confinamiento en casas de acogida, pues, al final son ellas quienes ven restringida su libertad, porque en esos casos en los que sí existe riesgo contra su integridad, se sabe que no estará a salvo del su agresor, por mucha medida de alejamiento que exista.


  En otras ocasiones, dentro de la dinámica de fraude apuntada, son víctima y agresor quienes consienten en quebrantar la medida, bien por existir una posterior reconciliación, bien por haber existido previo concierto en la formulación de la denuncia para obtener pensión, RAI, u otro beneficio o privilegio reservado a las mujeres que denuncian. En todo caso, en esos casos el que más arriesga es el hombre, pues en el caso de nuevo conflicto y denuncia, será él quien termine con sus huesos en prisión.


  Por último, se ha de significar que nuestro actual Código Penal, como ha denunciado el profesor Miguel Polaino-Orts, sanciona el quebrantamiento de medida de alejamiento, ya se trate de medida derivada de condena firme o de medida impuesta cautelarmente, y que se puede prolongar hasta varios años, durante la fase de instrucción sumarial. Pues bien, si se quebranta la medida en ese periodo, con o sin consentimiento de la ya, a priori, considerada víctima, se incurre en el delito de quebrantamiento, sin perjuicio de que después el asunto se archive o se absuelva al sujeto. Es decir que se incurriría en un delito imposible, pues el incumplimiento de la prohibición de acercamiento de un declarado inocente y respecto quien judicialmente no es considerada víctima, puede convertirle en culpable. Un caso más, en definitiva, diseñado por la ingeniería jurídica de género para incrementar el número de maltratadores que han sufrido su justo castigo.


  6. Generación de desempleo. En tiempos de crisis, en los que una de las metas principales es reducir el número de parados, resulta que las políticas de género están provocando un considerable aumento de hombres que a causa de una denuncia por un hecho nimio o que se archiva, sobresee o de la que luego resulta absuelto, pierde irremisiblemente su trabajo. Como se ha visto las medidas de alejamiento, muchas veces acordadas con carácter cautelar y que pueden prolongarse incluso por varios años, pueden impedir al presunto maltratador acercarse siquiera a su centro laboral, y ello, aunque luego, además, resulte no serlo pues así lo establece una resolución judicial (aunque los fundamentalistas de género sostengan que ello solo responde al hecho de que no se pudo probar el maltrato). La consecuencia más inmediata es que cuando concluya el proceso penal, aun incluso con un pronunciamiento favorable, ese hombre al que se le ha impuesto una medida de alejamiento de 1000 o 500 m, se habrá visto obligado a mudar su residencia de municipio y si en éste tenía su fuente de sustento, la habrá perdido. Un parado más en las listas del INEM.


  Mas, en ocasiones no solo se provoca la pérdida de empleo del denunciado sino que cuando éste es un empresario, el riesgo es que su empresa se vaya a pique, y con ella todos sus trabajadores. Al margen del caso mencionado en el anterior apartado, he de traer a colación el de un industrial valenciano que regentaba una empresa con una facturación anual de 14 millones de euros, y que contaba en plantilla con 100 trabajadores, Tras sufrir tres denuncias (en algunas de las que también se le imputaba abusos a sus hijas), con sus consiguientes detenciones (la última en presencia de un importante cliente), y pese a que de todo resultó absuelto, siendo sobreseídas todas las causas, tras cuatro años de litigio, lo perdió todo, y con él, su puesto de trabajo, los 100 asalariados con los que contaba. Y los sindicatos callan, pese a que son 100 parados más, con sus respectivas familias, los que engrosan las listas del INEM. En ese caso además, se da la circunstancia, que el denunciado cansado de sufrir chantajes y extorsiones por parte de su ex cónyuge y su abogado, que le ofrecieron la retirada de las denuncias a cambio de más dinero, pese a que ya en el convenio le habían sacado más de un millón de euros, grabó una conversación en la que ambos reconocían su actuación fraudulenta; esa prueba, junto a varios informes de detectives que avalaban la exigencia y entrega mafiosa de fajos de billetes, les ha servido a los dos una imputación penal. Probablemente ninguno vaya a la cárcel, pese a haberle destrozado la vida no solo al empresario denunciado, sino a los varios cientos de personas (los trabajadores y sus respectivas familias) que dependían de él.


  7. Conculcación sistemática del derecho a la presunción de inocencia. Algunos piensan que en España, un Estado Democrático de Derecho en la Europa del siglo XXI, sin pruebas no te pueden condenar, mas lo mismo pensaba mucha gente de bien en la Alemania nazi o en la Rusia de Stalin. Lo cierto es que existe una corriente jurisprudencial en España que está haciendo estragos en los fines de la Justicia, que hace añicos el principio de presunción de inocencia y que está permitiendo, indiscriminada e inmisericordemente, condenar y mandar a prisión sin pruebas. Para entender lo sencillo que es hacer prosperar una denuncia falsa, injusta o abusiva, es bueno conocer cómo se puede quebrar esa presunción de inocencia con un solo testimonio.


  Es doctrina del TS que para que el testimonio de un denunciante sea suficiente para quebrar la presunción de inocencia, con una mínima actividad probatoria, es necesario que su testimonio cumpla con los siguientes criterios:


  
    	Ausencia de incredibilidad subjetiva, derivada de las relaciones acusador/acusado que pudieran conducir a la deducción de un móvil de resentimiento, enemistad, venganza, enfrentamiento, interés o de cualquier índole que prive a la declaración de la aptitud necesaria para generar certidumbre.


    	Verosimilitud, es decir, constatación de la concurrencia de corroboraciones periféricas de carácter objetivo, que avalen lo que no es propiamente un testimonio —declaración de conocimiento prestada por una persona ajena al proceso— sino declaración de parte, en cuanto que la víctima puede personarse como parte acusadora particular o perjudicada civilmente en el procedimiento (artículos 109 y 110 LECrim), en definitiva es fundamental la constatación objetiva de la existencia del hecho.


    	Persistencia en la incriminación: ésta debe ser prolongada en el tiempo, plural, sin ambigüedades ni contradicciones, pues constituyendo la única prueba enfrentada a la negativa del acusado, que proclama su inocencia, prácticamente la única posibilidad de evitar la indefensión de éste es permitirle que cuestione eficazmente dicha declaración, poniendo de relieve aquellas contradicciones que señalen su inveracidad (STS de 5 de diciembre de 2000).

  


  Por tanto, en cuanto al primer requisito ¿Alguien puede negar que el móvil de venganza y el odio se pueden encontrar tras un divorcio? ¿A alguien se le puede antojar que una previa infidelidad, la búsqueda de un interés económico puede ser la causa de la incriminación? ¿Alguien puede decir qué mayor fuente de resentimiento puede nacer de una situación de despecho, en la que se concluye si no eres para mí no serás para nadie? ¿Alguien puede afirmar qué mayor fuente de cruel castigo se puede apreciar en los casos en que una madre se niega a que un padre esté con sus hijos y utiliza esa denuncia como estrategia del distanciamiento planificado? Pues, lamentablemente, esa realidad tan contundente se ignora de forma constante. El poder de intoxicación ideológico de la doctrina de género ha contaminado, en gran medida, la independencia judicial, quedando sometida al poder político. Y por supuesto, casi siempre sin mala fe, solo como respuesta y consecuencia de una mezcla explosiva de cobardía y claudicación a la tiranía de lo políticamente correcto. Si se aplicara y tomara en consideración ese requisito, difícilmente se podría condenar a nadie inmerso en una causa de divorcio o conflicto de pareja. Para muestra un ejemplo con el criterio esgrimido por la Audiencia Provincial de Barcelona para condenar a un presunto inocente, o más bien, a un presunto culpable:


  
    Cualquier intento en este sentido de justificar la instrumentalización penal a través de la interposición de la denuncia con miras a obtener ventajas de carácter civil con motivo en que las partes implicadas estaban inmersas en un contexto de ruptura de la relación de pareja, donde las principales cuestiones que se planteaban eran las relativas a la pensión económica y la guarda y custodia del hijos menor común, se desvanecen frente al sólido relato de la víctima.

  


  Llegados este punto y para poder apreciar la dimensión galáctica del error, se reproduce la respuesta de una psicópata (experta en mentir) a la pregunta de si sabía mentir, tomadas del libro de Robert D. Hare titulado Sin Conciencia:


  
    Soy la mejor. Y soy tan buena mintiendo porque a veces admito algo malo sobre mí misma. Todo el mundo piensa, entonces, que si admito esto o lo otro el resto debe de ser verdad.

  


  También decía que algunas veces «añado un poco de sal» a la historia, un poco de verdad. «Si la gente piensa que algo de lo que dices es cierto, normalmente piensan que todo es cierto.»


  Es decir, el criterio, tan pomposamente, llamado de verosimilitud, es en realidad el que los psicópatas usan para engañar y que nuestro Tribunal Supremo usa para hacer de la mentira la verdad.


  Por si fuera poco, sobre la persistencia, el propio Tribunal Supremo en sentencia STS-1063/2006 dice que lo de repetir puede ser signo de mentira:


  
    Por otro lado, la reiteración mimética en los testimonios inculpatorios no es un signo de credibilidad, sino que puede ser todo lo contrario. La persona decidida a imputar un hecho delictivo a otra, cuanto más falsa sea la acusación, más cuidado tendrá en mantener una versión uniforme que no se vea alterada por circunstancias tan naturales como el transcurso del tiempo y su influencia sobre la percepción, cada vez más lejana, de los hechos.

  


  Es más, si se conoce el criterio que aplican los juzgados, ya se sabe lo que se debe hacer, por lo que tampoco es tan difícil simular, y es que la justicia española está especialmente diseñada para dejarse engañar dejando impune al que denuncia en falso, según la propia ETA.


  La propia Junta de Andalucía enseña a las mujeres cómo denunciar para obtener la credibilidad, sea cierto o no, y partiendo de la convicción de que ninguna mujer, cuando denuncia de motu propio o instruida al respecto, se inventa ni exagera nada: «… su testimonio como víctima tendría, por sí solo, credibilidad… Ud. persista en mantener los hechos denunciados». Se parte de que esa mujer es víctima para darle toda credibilidad a su testimonio, lo que termina confirmando que, efectivamente, cómo no, lo es.


  Dicho esto, no es de extrañar que se monten chiringuitos para enseñar la fácil capacidad de engañar a jueces y fiscales intoxicados con técnicas de credibilidad del testimonio. Un informe de Javier Urra, habla de entrenamiento para engañar al juez, que en su página 7 revela uno de los trabajos del psicólogo:


  
    Entrenar al cliente en «técnicas de credibilidad» antes de declarar en un juicio.

  


  Ello sin contar con que a veces la propia víctima se encuentra convencida de que lo es, confundiendo maltrato psicológico y estrés postraumático característico de la mujer maltratada, con el cuadro depresivo y de angustia que es consustancial a cualquier ruptura, y más cuando es sobrevenida e impuesta por el otro miembro de la relación frustrada.


  Ante tanto despropósito, solo queda preguntarse por los miles de inocentes condenados por esta explotación interesada, bien ideológicamente, bien económicamente, de personas que, mostrando una despreciable mendacidad, se valen de la relajación intelectual de algunos jueces.


  Lo que parece fácil entender es que, entre la candidez de unos, combinada con la maldad de otros, los inocentes condenados han de contarse por miles. Sin contar los cientos de miles de inocentes absueltos o con causas archivadas o sobreseídas, que para el estalinismo de género serán siempre culpables; pero de los que no se pudo probar su culpabilidad y maldad consustancial a su sexo, debido a que también hay otros muchos jueces más suspicaces y no proclives a dejarse arrastrar ni por corrientes ideológicas ni por montajes, abusos, excesos y mentiras. Lo cual, no se olvide, es lo que causa mayor perjuicio a las mujeres realmente maltratadas.


  8. Se promueve la discriminación infantil. En caso de denuncia, no cabe el modelo de custodia compartida; la ley de violencia lo proscribe. Los niños se convierten así, también, en víctimas colaterales de los privilegios legislativos (penales y civiles) a favor de las mujeres. Y ello pese a que en caso de ruptura de la pareja de los progenitores, resulta obvio, salvo para los partidarios de la dictadura de género, que hay que lograr que los menores tengan el máximo contacto con ambos, y que en ningún caso puede darse el control de dicha situación a uno de los progenitores, ya que ello redunda en la educación de los hijos de forma negativa. Esto es, que si los hijos ven cómo uno de los progenitores controla la situación desde la posición de poder que le otorga la custodia exclusiva, los hijos crecerán en valores tales como el poder y la fuerza del más fuerte, y por ende en el uso de las formas de dicho poder.


  Si el Código Civil nos dice en su art. 68 redactado en 2005 que los progenitores tienen el deber de cuidar a sus hijos:


  ¿No es acaso una discriminación de trato que los menores cuyos padres viven juntos o no separados tengan el derecho de ser cuidados y atendidos por sus progenitores, y en cambio los menores cuyos progenitores se separan pierdan estos derechos con respecto a un progenitor?


  ¿Es acaso esta pérdida de derechos de los hijos cuyos padres se separan o divorcian, coincidente con el mejor interés del menor?


  No se puede comprender, no solo desde el punto de vista jurídico sino desde el más elemental sentido común de las cosas.


  En todo caso, nos lo dicen los datos del CIS, los padres que no tienen la custodia, en un altísimo porcentaje, en los cinco años posteriores al divorcio desaparecen por completo de la vida de sus hijos e incluso dejan de visitarlos. ¿Es esto bueno para los menores, cuando además la imposibilidad de establecer una custodia compartida pudo venir originada porque entre padre y madre solo se produjo un puntual y recíproco enfrentamiento verbal, precisamente a consecuencia de su ruptura y consecuencias?


  La actual legislación se convierte de esa manera en el mejor instrumento y arma de alienación y victimización de una infancia a la que se discrimina y priva del derecho a disfrutar de un buen, o al menos, aceptable padre, pese a que pudo ser un mal o pésimo marido o compañero de su madre. Más aún, cuando también son habituales los conflictos familiares, en los que puede ser la propia madre quien resultó ser una mala o pésima esposa o compañera, al margen de reunir, incluso, menos aptitudes y habilidades para cuidar de sus hijos. El interés superior de éstos, se discriminaría y supeditaría, no obstante, a la decisión de esa madre de interponer denuncia, y apartarles injustificadamente de su padre y del resto de su familia paterna, especialmente de unos abuelos que, probablemente ya no puedan recuperar el tiempo de afecto perdido. Y ello incluso aun cuando después la denuncia se archive, sobresea o recaiga sentencia absolutoria, pues, por un lado, la medida cautelar de alejamiento, también supone de facto, la pena de destierro paterno, mientras se mantenga vigente (lo que, como se dijo, se puede prolongar varios años, que en la vida de un niño pueden representar la mayor parte de su vida), y sin perjuicio también de que, muchas veces, esa denuncia, aún no prosperando y pese a su evidente falsedad y motivación espuria, predetermina la decisión del propio juez de violencia que ha instruido la causa penal.


  9. Se quiebra la máxima de que más vale un culpable en la calle que un inocente en la cárcel. Por desgracia, no todos los jueces, fiscales, miembros de las fuerzas armadas, abogados, psicólogos y miembros de equipos técnicos de los juzgados son ajenos a los planteamientos que impone la ideología de género. De hecho, se invierten muchos millones de euros en su formación y contaminación ideológica, resultando que hay feministas convencidos que profesan todos los principios y dogmas de ese fanatismo ideológico de género que además ejercen de jueces, fiscales, policías, abogados, profesores de Universidad, psicólogos y miembros de equipos técnicos de juzgados. Profesionales, que pueden ser magníficos y estar perfectamente cualificados, pero a los que cuando se les presenta un asunto en el que se ve involucrada su ideología, dejan de lado su objetividad, independencia e imparcialidad, anteponiendo su ideología a su ciencia jurídica, técnica policial, pedagogía o ciencia psicosocial. Las consecuencias no pueden ser más desastrosas, pues muchos de ellos solicitan ser destinados en juzgados de violencia, turnos especiales de violencia, cuerpos y equipos especializados contra la violencia sobre las mujeres, en los que pueden poner en práctica todo el fundamentalismo ideológico del que están impregnados. Naturalmente, en la actualidad son los escogidos, los selectos, los que mejor vienen aplicando los fines de la ley, son los que mejor garantizan la seguridad de todas las mujeres que denuncian maltrato, a diferencia de los otros pérfidos profesionales, la mayoría que calla por miedo, que no reniegan de su independencia.


  Naturalmente, ellos o ellas parten de que no existen denuncias falsas y que siempre toda mujer que acusa a su pareja varón está en situación de riesgo, mientras que él siempre pone en peligro su integridad. Y cuando se dice siempre es siempre, dan igual las circunstancias de cada uno. Por eso se decía que nos tendría que empezar a preocupar el número de inocentes que pueden estar en prisión, bien por algo que no han hecho, o por una conducta nimia desconectada de cualquier motivación sexista. Nos tendría que empezar a preocupar la situación de muchos que se encuentran imputados, con medidas cautelares de alejamiento, privación del uso de armas, medidas que están arruinando sus vidas, y que tardan años en ser enjuiciados, y que cuando se declara su inocencia han cumplido ya con creces su condena. Lo malo es que al final, eso solo les preocupa a ellos, a sus familias y a sus nuevas esposas o compañeras.


  Porque las leyes injustas, lo son realmente cuando se aplican y ponen en práctica, literalmente, por quienes están convencidos, además, de su bondad y justicia; por quienes no son conscientes, al menos la mayoría, del daño que se provoca con esa aplicación indiscriminada, pues no son capaces de ver otra realidad que la que les marca su propio manual de adoctrinamiento. No pretendo que lo anterior se interprete en tono ofensivo a su actuación, sino simplemente entendido como el ofrecimiento de un punto de vista distinto al que ellos enfocan sin pararse a comprobar que existen otras perspectivas y aspectos de la realidad que es necesario y bueno conocer, con el fin de dar una respuesta más plena y próxima a la Verdad y la Justicia.


  Porque ese daltonismo ideológico puede causar, y está causando, unos resultados desastrosos, que solo pueden ser justificados desde la lógica irracional, que no científica, de la ideología de género, pero no desde la propia racionalidad del género humano, y menos aun desde la exigencia de objetividad e independencia que exige toda la actuación de esos profesionales y que impone la recta administración de Justicia.


  Porque esa perspectiva de género, conduce a que se enjuicie y valoren conductas con un prejuicio que determina la condena. Es más, nunca se admite la inocencia y menos aún que la denuncia fuera abusiva o falsa radicalmente, o respondiera a meras razones de interés o venganza; pero ni siquiera cuando resulta claro y evidente. Así, si una mujer denuncia a su ex marido de que ha abusado de ella un día determinado y resulta probado que éste se encontraba trabajando de camarero en una boda con cientos de testigos, no se abren diligencias por denuncia falsa y la fiscalía lo justifica porque una mujer maltratada, puede sufrir un trastorno espacio temporal consustancial a su sintomatología y, por tanto, esa mujer se equivocó en el día en que sufrió la agresión (hecho real ocurrido en Jaén, en el que el denunciado después de ser definitivamente absuelto tardó varios meses en poder volver a ver a sus hijos acogidos junto a su madre en una casa de acogida de la Junta de Andalucía, pues, claro, pese a lo que dijeran los jueces, esa mujer había sido víctima de maltrato). Lo mismo sucede si se acredita que el denunciado, cuando se produce la agresión denunciada, estaba a cientos de kilómetros del lugar en el que se encontraba su «víctima» (el término presunto desaparece en los delitos de violencia sobre la mujer), pues, naturalmente, ello solo pudo obedecer a un error (caso real en Tenerife, por el que un hombre incluso fue condenado).


  Ni la absolución o el archivo de la denuncia libran del estigma, pues el divorcio y todas sus posteriores incidencias, las notas al Registro procederán del juzgado de violencia, y se genera un antecedente que puede tener imprevistas consecuencias, como me contó el juez de Registro Civil de Sevilla, que admitió un recurso contra la denegación de nacionalidad de un ciudadano ecuatoriano, que había sido denunciado por violencia; la denuncia se archivó, pero a los ojos de la administración resultaba lo mismo que si hubiera sido condenado.


  Mas, lo último, lo que me costó incluso creer, es que ya se están produciendo pronunciamientos judiciales, me imagino que excepcionales, con previo informe favorable del Ministerio Fiscal, en los que se deniega a un condenado a nueve meses de prisión sin antecedentes, la suspensión de la ejecución de la pena privativa de libertad y se le obliga a ingresar en prisión, y ello pese a que el artículo 81 del Código Penal establece como requisitos objetivos para esa suspensión que la condena a pena privativa de libertad sea inferior a dos años y que el condenado haya delinquido por primera vez. En todo caso, ciertamente, la concesión de esa suspensión es facultad discrecional del juez por resolución motivada (artículo 80 CP). En el caso al que me refiero, se daban ambos requisitos objetivos, habiendo sido condenado el sujeto a consecuencia de un empujón, que se declaró probado que no causó a la denunciante lesión alguna. Pues bien, un auto fechado el 1 de febrero de 2012, literalmente deniega la suspensión de la condena privativa de libertad y ordena el ingreso en prisión del peligroso maltratador porque:


  
    	La víctima a los dos años, tras ser oída y limitarse a decir que seguía recibiendo llamadas nocturnas, que estaba segura procedían del denunciado (lo que ni siquiera se molesta en comprobar el juzgado), solicitaba que ingresara en prisión, pues además seguía, a los dos años, teniendo problemas de espalda a causa de ese empujón que, como se decía, no le causó, a juicio del médico forense, lesión alguna. La venganza servida en bandeja de plata.


    	Efectivamente no se acreditaba la peligrosidad del penado pero, literalmente, no se apreciaba tampoco esa falta de peligrosidad. Y ello pese a que él tiene rehecha su vida con su nueva compañera, sus hijos y una madre anciana que cuidar, en Sevilla, y la víctima vive a más de 500 Km, en un pueblo del entorno de Madrid. La peligrosidad, por tanto, se entiende que la otorga su propia condición masculina.


    	Porque ese hombre ya había sido denunciado más veces y aunque las denuncias habían sido sobreseídas provisionalmente, tales resoluciones de archivo «no son sino el archivo por falta de indicios bastantes de perpetración del ilícito denunciado, que no implican, por tanto, su inexistencia». Es decir, que si una señora pone 20 denuncias contra un señor por maltrato, al que se detiene otras tantas, y después se sobreseen todas porque no se prueban, es decir, porque no existen los más mínimos indicios de su existencia (téngase en cuenta la Ley de Violencia obliga a abrir diligencias salvo que notoriamente no aparezcan esos indicios), pues bien, esas previas denuncias y sobreseimientos para fundamentalistas de género que ejercen de jueces y fiscales, no sirven precisamente de indicio para discernir que ese denunciado está siendo objeto de una persecución injusta e infundada, sino que esas resoluciones de sobreseimiento se convierten en los antecedentes de su posterior e irremediable pena de prisión, cuando en un asunto se atisba, por fin, algún indicio y es condenado.

  


  Desde luego, si ese criterio se generaliza, tendremos, desde la perspectiva de la dictadura de género, una noticia buena y otra mala en España: la buena, que estaremos en situación de encontrar el principio de la solución final (término acuñado por Himmler) al fenómeno machista. La mala, que no tendremos penales en España para tanto condenado por violencia de género. Quizás tendremos que exportar nosotros reclusos a la base americana de Guantánamo.


  9. Propuestas desde una auténtica perspectiva de igualdad


  
    La injusticia, allí donde se halle, es una amenaza para la Justicia en su conjunto.


    Martin Luther King

  


  1. INTRODUCCIÓN


  Los creadores y seguidores de la llamada «ideología de género» se autodefinen, e intentan posicionarse, como supuestos defensores de la «igualdad» entre hombres y mujeres, aunque son muchas las voces, más que autorizadas, que denuncian la radicalización de sus postulados y que persiguen consolidar una desigualdad basada en la criminalización del hombre y en dotar de privilegios y poderes arbitrarios a la mujer, por mera razón de nacimiento, en una trasgresión sistemática, sin precedentes en nuestra democracia, del artículo 14 de la Constitución de 1978.


  En los anteriores capítulos, se ha intentado poner en evidencia una realidad que se oculta y censura, resultando lamentable que la lucha de quienes se enfrentaron no solo a una dictadura, sino también a la injusta imposición de una sociedad machista en la que el hombre prevalecía por imponerlo así la naturaleza, la historia y la tradición, haya culminado en otra dictadura, en la que se el péndulo ha oscilado al otro extremo, hasta el punto de que se ha implantado otro planteamiento ideológico radical que coincide en muchos aspectos con la concepción machista que hemos ido desterrando poco a poco de nuestra sociedad igualitaria. Aquella que arranca con la democracia y de la Constitución de 1978. Al final, lo que ocurre, es que los extremos se tocan y conducen a los mismos excesos y situaciones de injusticia, además sin conseguirse a cambio ninguno de los resultados positivos, en principio exclusivamente pretendidos: reducción de mujeres víctimas de violencia machista.


  La sociedad civil, el gobierno, el legislador, el poder judicial, no pueden resultar indiferentes, ni mirar hacia otro lado cuando, de hecho, la mayoría de personas con responsabilidad política y jueces independientes y no contaminados y aleccionados por esa ideología, sienten rubor por una situación que choca contra sus principios y el propio sentido innato de Justicia que les llevó a elegir el ejercicio de su cargo o profesión. Una situación que es conocida, pero que se oculta y calla, ante el miedo de sufrir duras e injustas represalias. Desde la Plataforma Ciudadana por la Igualdad, que presido, se ha procurado un acercamiento a la sensibilidad de la mayoritaria conciencia social que, una vez superada la dirigida y retribuida alienación mediática, reclama una profunda transformación de la legislación vigente y de la praxis judicial, impuesta y supervisada por organismos de corte inquisitorial, que está conculcando sistemáticamente derechos y valores constitucionales, a los que juramos fidelidad y respeto.


  Por tanto, no se puede concluir la primera parte de este libro, sin una aportación positiva, sin ofrecer una alternativa a la dictadura de género, que de forma tan contundente se ha censurado. Se pretende hacer una crítica a unos planteamientos de fanatismo ideológico, pero contribuyendo a la reconstrucción del daño que ha provocado. Todo ello, bajo la consciencia de la dificultad que entraña ese empeño, pues lo fácil es destruir, y más aún cuando se ha de trabajar en un solar asolado en el que sobre cada nuevo pilar de coherencia y racionalidad que se intenta levantar, vuelven a caer las bombas de racimo de los que viven de la destrucción y quienes, por desgracia, siguen teniendo dinero, incluso con el beneplácito del PP, para seguir comprando explosivos y proyectiles de todo tipo.


  2. PROPUESTAS


  1.° Reformar el Código Civil a fin de procurar evitar situaciones injustificadas de privilegio, especialmente en lo referente a la atribución del uso de la vivienda familiar y liquidación del patrimonio común:


  Con esa reforma, probablemente no se despejarían todas las dudas que suscita una materia tan sensible y delicada, pues la justicia material se reivindica no en textos normativos, sino cuando su aplicación se impone al caso concreto, siendo exigibles no respuestas estandarizadas sino ajustadas, pormenorizadas, como trajes hechos a medida. Pero lo cierto es que se evitarían muchas dudas, controversias, situaciones de abuso y de inseguridad jurídica generadoras de conflicto, puesto que:


  
    	Se facilitaría el recurso de la negociación y mediación familiar, uno de cuyos principales escollos e inconvenientes lo constituyen las situaciones de prevalencia, privilegio, desigualdad y de voluntad de mantenimiento del estatu quo, pues no se negocia, media ni se tiene interés en alcanzar soluciones de consenso y armonía familiar cuando se parte del convencimiento de lograr el triunfo en una contienda de base emocional, obteniendo, por la propia condición sexual, el premio gordo como resultado de ese combate. Nunca negocia quien sabe que va a ganar. Si se reequilibran esos efectos, sin que ningún cónyuge pueda prever en su propio y exclusivo provecho, un indefinido y permanente beneficio traducido en el uso y disfrute sine die del domicilio familiar, si se redistribuye, sin empecer los derechos de los hijos, la carga que supone para uno de los cónyuges su pérdida de facto, se podría alcanzar una situación más paritaria y favorable a cualquier intención mediadora. Más aún, en una sociedad que vive hipotecada y en la que ese domicilio suele ser el único o, al menos, más valioso patrimonio de la unidad familiar.


    	Con ello se podrían evitar, o al menos reducir, situaciones de conflictividad familiar que pueden degenerar en episodios de violencia doméstica. El mejor remedio siempre ha de ser el preventivo y no el quirúrgico, al que por desgracia solo se viene acudiendo. Una situación de desigualdad transmite un innato sentimiento de impotencia e injusticia, lo que a su vez puede ser el desencadenante de dicha violencia. La Justicia no se ha de medir desde el ancho del embudo sino desde el equilibrio de los dos platos de la balanza que sostiene, por lo que al apostar por la corrección de situaciones de desequilibrio, desigualdad y discriminación, estaremos favoreciendo la paz familiar y por ende la paz social.


    	En consecuencia, con ello se reducirían considerablemente los supuestos de contenciosidad judicial al favorecerse la negociación, el consenso, la conciliación, mediación y diálogo. Se rebajaría la litigiosidad sobre una materia que ha constituido pieza fundamental, preciado trofeo, oscuro objeto de deseo en las crisis familiares de pareja, mejorándose sensiblemente la calidad e imagen de la Justicia, obteniendo los justiciables una más pronta respuesta de los tribunales, en correspondencia al principio y derecho fundamental de tutela judicial efectiva.


    	
      Por último, con ello se facilitaría que realmente las situaciones de custodia compartida pasaran de ser la regla excepcional en las modalidades de custodia, a ser la opción preferente, pues no se ha de ser tan ingenuo como para ignorar que detrás de muchas reclamaciones de custodia de los hijos, se esconde un interés soterrado de quedarse con el uso de la vivienda familiar. Los niños tras la separación o el divorcio son la llave que conduce a uno de sus progenitores a seguir disfrutando con carácter indefinido de la vivienda familiar, y son el cerrojo que impide al otro cualquier utilización o aprovechamiento de lo que también le pertenece. Por ello, cuando se establece un uso limitado temporalmente, se introduce una norma preferente que favorece la liquidación, venta o adjudicación del inmueble, se acuerdan medidas alternativas y correctoras al perjuicio sufrido por el cónyuge privado del uso, y todo ello armonizado con el interés y bienestar de los hijos, se podrían visualizar con mayor objetividad los planteamientos de muchos progenitores a la hora de solicitar y discutir sobre su idoneidad y capacidad para ostentar la custodia. En esos casos, indudablemente, se reducirían los atisbos de sospecha sobre el carácter espurio de su pretensión, puesto que ese padre o esa madre estarían preocupados por el bienestar de los hijos, y no preocupados por tener que abandonar su morada y enseres sin perspectiva alguna de recuperación a corto, medio o largo plazo.


      Sería entonces el momento en que muchos padres y madres, por sí mismos y bien orientados, se darían cuenta de que no merece la pena esa discusión sobre la custodia y que si ambos están cualificados, ha existido una vinculación afectiva saludable, una pareja atención y dedicación al cuidado y atención de los hijos (lo que cada vez es más habitual cuando ambos trabajan), es mejor, para todos, seguir compartiendo esas funciones tras la ruptura, bajo una modalidad de custodia compartida.

    

  


  Un cambio en definitiva estructural y necesario, con el que se pretenderían introducir mejoras y avances sociales, teniendo en cuenta que hemos de ser valientes a la hora de enfrentarnos a los errores del pasado, para así corregir los del presente y evitar que se reproduzcan en el futuro.


  2.° Establecer con carácter preferente el modelo de custodia compartida, salvo que se acredite que uno de los progenitores no ha participado activamente en la crianza de los hijos, bien por razón de carecer de idoneidad y aptitudes para hacerse cargo de su cuidado y atención, bien por razones de indisponibilidad e imposibilidad material, como obligaciones laborales que no permiten asumir el papel de garante habitual de los hijos, cuyo interés, en todo caso, se habrá de hacer prevalecer.


  Se apuesta abiertamente por una preferencia del modelo de custodia compartida, lo que implica no descartar, como se acaba de exponer, que con carácter excepcional, y previa justificación de que de esa manera se preserva el interés del menor, pervivan modelos de custodia exclusiva. Un modelo de corresponsabilidad parental plena, conjunta e igualitaria, como mejor forma de asumir todas las funciones que entraña el ejercicio de la patria potestad (tener a los hijos en su compañía, velar por ellos, alimentarlos, educarlos, procurarles una formación integral, representar y administrar sus bienes), y ello en beneficio de los padres que reúnen condiciones, capacidad y aptitudes para asumir el cuidado y crianza de los hijos, de las madres que así podrían compartir funciones y obligaciones que las limitan en el ámbito laboral, y de los propios hijos que así no se divorcian ni de su padre ni de su madre.


  Aun partiendo que las personas no somos iguales, y que los hechos diferenciales que nos distinguen son patrimonio inherente a nuestra identidad y dignidad individual, se pretende reducir las situaciones en las que perviven indeseables posiciones discriminatorias injustificables desde un aspecto moral y constitucional. Por eso, en el ámbito de las relaciones familiares se apuesta por reformar textos legales y por transformar las actitudes profesionales que provocan injustas situaciones de desequilibrio, sobre todo en el aspecto en el que persiste la mayor desigualdad, es decir, en el del ejercicio de la autoridad parental.


  Como se apuntó en el anterior capítulo, en nuestro país, la custodia compartida constituye una excepcionalidad, pues como tal viene establecida en el Código Civil y así se interpreta y aplica; aunque a nivel normativo el impulso en su desarrollo, como modelo de corresponsabilidad preferente, se encuentra en fase avanzada para su nueva regulación, en todo lo cual están teniendo un protagonismo decisivo algunos políticos del PP, especialmente el senador Manuel Altava Lavall, y las iniciativas emprendidas abierta y decididamente por UPyD.


  En ningún caso se habría de vincular esa opción preferente a la existencia de un procedimiento de violencia, salvo en los casos de violencia machista que haya supuesto vivencias de miedo y participación de los hijos en la situación de lesión física o psicológica que haya sufrido la madre. En otro caso, como viene con frecuencia sucediendo, precisamente el recurso de la denuncia, constituiría la vía fácil y expeditiva para impedir fijar un modelo de autoridad y responsabilidad parental más favorable al interés del menor. Con la denuncia se conseguiría, además, el objetivo de apartar a los hijos de su padre, constituyendo en sí misma el instrumento más fácil y sencillo de alienación; si después se archiva, sobresee o recae sentencia absolutoria, salvo en contadas excepciones, el resultado es que probablemente se habrá alcanzado el objetivo de consumar el desafecto y rechazo, y todo bajo un coste cero. Más aun cuando incluso en los asuntos archivados por retirada o desestimación de denuncia se están dictando sistemáticamente sobreseimientos provisionales, en lugar de sobreseimientos libres, dejando abiertas las causas sin razón alguna que lo justifique.


  Sobre ello, un magistrado de la Audiencia Provincial de Barcelona, que conoce de los recursos de los procesos civiles de los Juzgados de Violencia de la ciudad condal, recientemente me aportó un dato que me dejó sorprendido, y es que resulta que esos juzgados son los que últimamente más custodias compartidas están acordando. ¿Cómo es posible?, pues muy sencillo, parece ser que no se atreven ni jueces ni fiscales, probablemente por miedo a sufrir represalias, a proceder de oficio contra muchas denunciantes, pese a existir más que indicios suficientes de la falsedad de la imputación, pues, claro, oficialmente no existen denuncias falsas; en otros casos, se percatan del abuso y verdadero fin que escondía la denuncia, que no era otro que el de impedir que un padre pudiera seguir siéndolo. En consecuencia, el sentido innato de Justicia que tienen la inmensa mayoría de integrantes del Poder Judicial (excepción hecha de los pervertidos por convicciones ideológicas que les hacen ser sectarios y parciales), les conduce a reparar, en beneficio también de los hijos menores, esa inicial injusticia mediante la concesión de una custodia compartida.[27]


  3.° Reformulación del concepto de maltrato:


  Como se ha expuesto con detalle, se ha de hacer extensivo dicho concepto a todo tipo de personas vulnerables en el ámbito familiar o doméstico, reservando la agravante específica de maltrato machista cuando se acredite que la intencionalidad de agresor se ha dirigido contra la mujer por el mero hecho de serlo y por considerarla persona inferior, sin derechos a la libertad, respeto y capacidad de decisión.


  Se pretende proteger a las víctimas de maltrato en el ámbito familiar sin distinción de sexo, y con especial incidencia en la protección de la infancia.


  La mujer no se ha de concebir, como se ha expresado, como un segundo sexo, sino como otro sexo. Solo desde esta comprensión, que rechaza una consustancial asimetría entre hombres y mujeres, será posible la reciprocidad que ponga fin a las situaciones de discriminación y desigualdad.


  El sometimiento e intervencionismo público en el ámbito privado constituye una manifestación evidente de totalitarismo, que se rechaza por ser contrario a las libertades y derechos individuales reconocidos en la Constitución. Las personas, las familias no pueden quedar bajo el escrutinio del Ojo del Gran Hermano.


  En todo caso ninguna injusticia, discriminación ni dolor humano ha de ser permitido ni sostenido desde el poder.


  4.° Sancionar, previa investigación de oficio, todas aquellas denuncias en las que, previa absolución, sobreseimiento, archivo, se aprecie manifiesto abuso y mala fe, no solo por denuncia falsa sino por estafa procesal, haciendo extensiva la condena, como cooperador necesario, al profesional que haya influido en que se adopte esa decisión. En todo caso poner fin a la obtención de subvenciones por el mero hecho de presentarse denuncia. Los fondos y recursos públicos se han de destinar a atender con mejores resultados a las mujeres que sufren real maltrato y a otras personas que se encuentren en situación de desvalimiento, desprotección y vulnerabilidad; acabando con el actual abuso en la concesión de subvenciones se beneficiaría a las mujeres que requieren esos recursos despilfarrados, aplicándolos a sus necesidades.


  5.° Respeto a las garantías constitucionales que rigen el proceso penal. Elaborar nuevos protocolos de actuación policial, que eviten situaciones de detención indiscriminada. Recuperación del principio de presunción de inocencia. No se puede tolerar que cuando un varón es denunciado por supuesto maltrato, se conculquen sistemáticamente derechos fundamentales, que nuestra Constitución garantiza a cualquier denunciado o detenido. El problema ya no solo se encuentra en la existencia de normas discriminatorias y contrarias a esos principios y valores que constituyen los pilares de nuestra democracia y Estado de Derecho, sino que se están impulsando y promoviendo prácticas profesionales perversas y viciadas que acrecientan los estragos en su aplicación.


  6.° Fijar nuevas cautelas y garantías eficaces de cara a dar confianza en el sistema a las mujeres que sufren situación de maltrato, discriminación, desigualdad y miedo con respecto al maltratador, pues ello es lo que de verdad las animaría a presentar denuncia contra el mismo. Investigar los casos en los que la denunciante retira la denuncia a fin de conocer la motivación que le lleva a adoptar esa decisión contradictoria con su inicial planteamiento incriminatorio.


  7.° Implantación de un orden especializado jurisdiccional de familia, incardinado con carácter autónomo, al menos, en el orden jurisdiccional civil, en el que se potenciara el recurso a la Mediación Familiar, como mejor cauce para evitar las consecuencias indeseables del conflicto.[28]


  8.° Supresión o reconversión de los Juzgados de Violencia sobre la mujer.


  En el ámbito judicial, se considera, con los datos y estadísticas acumulados, que la creación de los juzgados de violencia sobre la mujer, definidos desde foros jurídicos autorizados como Tribunales de Excepción permanentes, ha sido un fracaso, y que no solo no han contribuido a eliminar las muertes o agresiones de mujeres a manos de sus parejas, sino que se han convertido en un recurso espurio para la consecución de otros fines y en fuente constante de conflictos y contradicciones con los juzgados de familia. Deben suprimirse o reconvertirse en juzgados de violencia doméstica o familiar o pasar a incrementar la deficitaria plantilla de los Juzgados de familia, y si se lleva a efecto la proyectada reforma de la LOPJ, que prevé la creación de los tribunales de instancia, reconvertirse en la sección correspondiente. Así mismo, debe eliminarse la constancia en los registros civiles de separaciones o divorcios dictados por estos juzgados, especialmente cuando el hombre denunciado haya sido finalmente absuelto en la causa, pues su propia denominación supone una ofensa y humillación contrarias a los derechos humanos, que quedará inscrita indefinidamente en un registro público.


  Debe propiciarse desde el Ministerio la reforma del Observatorio de Violencia de Género del CGPJ, de forma que, comenzando por su cambio de denominación, pase a llamarse Observatorio de Violencia Familiar, quedando libre de toda ideología en la presentación de datos, e incluya los correspondientes a denuncias, procedimientos y muertes de hombres, niños y ancianos a manos de mujeres, de forma que no se presente a la sociedad un único componente de la violencia doméstica, como se viene haciendo.


  9.° Reconocimiento de existencia de los problemas que afectan a los hijos que sufren y padecen una ruptura traumática entre sus progenitores, sin introducir prejuicios sobre la causa que les lleva al distanciamiento hacia su padre o madre, fomentando la adopción de remedios judiciales eficaces a fin de evitar que esos niños se separen definitivamente tanto de esos padres como de los entornos familiares materno o paterno. Se propone una interpretación de la alienación parental como forma de maltrato infantil, sea cual sea el sexo del alienador.


  Se exige el reconocimiento de esa situación de maltrato en la infancia y la adopción de medidas judiciales eficaces para su corrección, como se ha hecho en otros países (México y Brasil) y exige el Tribunal Europeo de Derechos Humanos. Los Puntos de Encuentro Familiar han de constituir los espacios neutros para los que fueron diseñados, en los que los niños puedan, con seguridad y garantías, disfrutar de su derecho a reencontrarse con el progenitor con el que habitualmente no conviven.


  10.° Educar en el valor de la Igualdad: Se ha de inculcar a las nuevas generaciones, también a los colectivos de inmigrantes, que la auténtica igualdad ha de ser medida como igualdad de oportunidades, con independencia de la condición, raza, sexo y origen de las personas, descartando opciones de oportunismo y fomentando los valores de mérito y capacidad de las personas. No existen situaciones generalizadas de discriminación, debiendo denunciarse y corregirse las que aún perviven en todos los ámbitos. Con ello, se refuerza el sentido de justicia y equidad, lo que evita la aparición del conflicto, o en todo caso, evita la radicalización que propicia los episodios de violencia.


  Pero es más, incluso desde una perspectiva de género no viciada, contaminada y pervertida (la que se ha criticado), se podría enfocar el valor de la igualdad desde el punto de vista de una igualdad de género desprovista de prejuicios históricos, de roles y estereotipos incrustados en la sociedad, referentes a las funciones asignadas desigualitariamente a las personas en función de su sexo, como por ejemplo, que los hombres deben asumir las funciones de mando porque las mujeres no tienen capacidad de dirección o de liderazgo; o que las mujeres en caso de separación o divorcio deben asumir la custodia de los hijos porque los hombres no tienen habilidades propias para criar a los hijos. Prejuicios sexistas que, por ejemplo, están sirviendo de pretexto para oponerse a la custodia compartida.


  La erradicación de estos estereotipos históricos, a pesar de que suscita cierta resistencia en algunos sectores de la sociedad precisamente por su fuerte arraigo, particularmente considero que es necesaria e ineludible para alcanzar una igualdad efectiva, para que a medida que se vaya consiguiendo, también se vayan erradicando las medidas de acción positiva, popularmente conocidas como «discriminación positiva», por su carácter temporal y transitorio.


  Lo cierto es que la reinterpretación del principio de igualdad «a la española», ha dividido gravemente a nuestra sociedad entre un sector ultraconservador que se resiste a erradicar los estereotipos y roles históricos de sexo precisamente por su arraigo tradicional; y un sector ultraprogresista que niega que se haya alcanzado ninguna igualdad[29] e intenta justificar el mantenimiento y aumento de medidas positivas en favor de la mujer, conjuntamente con medidas negativas en contra de los hombres, como es el ocultamiento de cualquier discriminación que puedan sufrir éstos, paradójicamente por estereotipos y roles históricos de género. Porque, aunque se niegue u oculte, los «machos» también sufren y lloran. Como se dijo, resulta que ambas corrientes radicales terminan concluyendo, por sus extremos, en las mismas consecuencias.


  Porque, al final, todos terminan perdiendo y sucumbiendo ante esos prejuicios que manejan a su antojo quienes, hoy desde posiciones de poder, los instrumentalizan y utilizan a conveniencia,[30] atribuyendo unos roles de víctimas a las mujeres, siempre y en cualquier caso, y unos roles de dominación a los hombres, siempre y en cualquier caso. Un fundamentalismo ideológico que no deja apreciar la existencia de otros muchos factores y papeles predeterminados de carácter sexista contra los que no pueden luchar ni las mujeres que quieren superar el techo de cristal de la maternidad, en un ejercicio de corresponsabilidad con los padres, ni los hombres, a los que se sigue reservando el libreto machista de padre periférico, pagador, proveedor y protector, que muchos se niegan a interpretar, aun a riesgo de que se ponga en tela de juicio su masculinidad y hombría.


  
    —·—

  


  Una vez expuesto todo lo anterior, solo me resta concluir que, equivocado o no, ese pensamiento, esas ideas, esa independencia y rebeldía a claudicar a posicionamientos ideológicos radicales, han sido los pilares en los que se asienta mi conciencia como persona. Como juez, siempre me he limitado a aplicar la ley, me guste o no, proclamar y presumir de mi independencia e imparcialidad, siempre preocupado en la defensa del interés y bienestar de los menores.


  Como se verá en la segunda parte, hay quienes han sido de la opinión de que esa forma de pensar, esa forma de actuar me desautoriza para poder seguir juzgando y ejecutar, con eficacia, lo juzgado. No corren buenos tiempos para jueces independientes y rebeldes ante situaciones de manifiesta injusticia. Sufren persecución en una nueva caza de brujas organizada… o mejor dicho, más bien, la verdad, es que ya no existe caza de brujas, porque hoy, son las brujas las que dan caza.


  Con todo, lo cierto, es que la revelación que se desprende de los anteriores capítulos, comporta una consecuencia irrefutable: Ya no se trata de creer o no creer en los argumentos críticos que demuestran que la ideología de género realmente esconde una dictadura basada en el engaño, la perversión moral y el fraude; no, la cuestión es de posicionarse si se está de acuerdo o no con esa dictadura. Porque como en toda estructura que pretende la dominación, como en toda forma de maltrato (incluido, como vimos, el infantil, a través de la alienación de los niños y el propio maltrato machista), se ha pretendido, en primer lugar, negar la sistemática conculcación de derechos fundamentales (desde el derecho a la dignidad y la vida, integridad física y moral, derecho al honor, igualdad ante la ley, libertad y derecho a no ser detenido sino en los casos legalmente establecidos, libertad de circulación y de residencia, libertad de creencias ideológicas, pensamiento y expresión, derecho a la información, derecho de defensa, presunción de inocencia, tutela judicial en un proceso penal con garantías, a un matrimonio igualitario…); ante la evidencia, después, se ha procurado minimizar su impacto, pues se mantenía que solo en contadas ocasiones se producían situaciones de abuso y violación de derechos y libertades; para, finalmente, ante la tozuda realidad, intentar justificar esos efectos y resultados, pues claro, se afirma que más vale que haya mil presuntos inocentes en la cárcel, que más vale que haya muchos que se hayan suicidado, que más vale que haya profesionales perseguidos por sostener sus ideas y críticas al totalitarismo de género, a que una sola mujer sufra la posibilidad, la mera posibilidad, de ser agredida.[31] Habrá, claro está, quien se siga posicionando, más que nada por interés y oportunismo, a favor de esa dictadura; están en su derecho. Mas sinceramente, y yo estoy en el mío, para mí no merecerían respeto como ciudadano que cree en la democracia, justicia y verdadera igualdad, sino desprecio y rechazo. Y no ya tanto por nuestra generación, sino por la generación de nuestros hijos.


  
    Segunda parte

    Perseguido. Matar el mensaje matando al mensajero

  


  
    Si la libertad significa algo, es el derecho a decir a los demás lo que no quieren oír.


    «George Orwell», seudónimo de Eric Arthur Blair (1903-1950).

  


  Introducción


  Aunque parezca increíble en un país perteneciente a la Unión Europea, en pleno siglo XXI, se sufre censura e intimidación por presiones de cargos de diversas administraciones y, especialmente, por representantes de asociaciones que actúan con patente de corso pues han terminando imponiendo una dictadura que dispone de los medios coercitivos para saber acallar y reprimir a quienes critican sus métodos antidemocráticos y contrarios a los derechos y valores que proclama nuestra Constitución.


  En contra de ello, defiendo que se ha de proclamar la libertad de expresión sin restricciones, siempre desde el debido respeto a quienes mantienen posiciones contrarias e incluso enfrentadas. Esa es la esencia de la democracia, una esencia que detestan y rechazan quienes me han atacado como hereje desde posiciones radicales, liberticidas e intolerantes, así me lo reconocía mi amigo y compañero del Foro Judicial Independiente, Luis Alfredo de Diego Díez, magistrado en Sevilla y doctor en Derecho, en la dedicatoria de su libro Habeas Corpus frente a detenciones ilegales (Editorial Bosch).


  Como se decía en la primera parte (capítulo segundo) la verdadera ciencia siempre admite la confrontación de ideas. Los fanatismos ideológicos no admiten esa confrontación, ni siquiera la discrepancia. Esos fanatismos de corte totalitario se limitan a promover campañas de difamación y desprestigio, calificando como no rigurosa toda posición crítica, pese a que se aporten datos objetivos que desmontan los argumentos y datos sesgados, por no decir radicalmente falsos, de la ideología de género. Los medios de comunicación, sobre todo los afines al poder político, participan activamente en esas campañas, siendo cómplices de la censura y de la ley de silencio impuesta para que la sociedad civil se siga tragando la pastilla que la mantiene hipnotizada, como narcotizada, en un sueño de irrealidad y mentira.


  La información se ha de difundir de forma veraz, objetiva y contrastada, pues solo ello favorece que la población no permanezca en ese estado de ignorancia, que es el caldo de cultivo de su alienación. Lamentablemente, y salvo honrosas excepciones, no sucede así, pues los medios de comunicación sufren también el mordisco de la censura que impone la nueva dictadura.


  Yo he sufrido la persecución, la represión, la calumnia, el escarnio por declararme rebelde y enemigo de esa dictadura, por haber intentado promover el debate, sin impedir el legítimo derecho de expresión, por rechazar abiertamente aquellas posiciones que atacan la moralidad, los derechos de la infancia, los de todas las personas sin distinción de sexo y, cómo no, los derechos de las mujeres que están orgullosas de sentirse mujeres, de aquellas que quieren conquistar su libertad e igualdad y no que se las impongan a cualquier precio.


  Y todo, bajo un silencio cómplice y cobarde de muchos que son tan conscientes como yo de la tragedia, de la mentira, de la utilización interesada del dolor y sufrimiento de las mujeres que sufren maltrato machista, del fracaso para erradicar ese tipo de violencia, de la ocultación de la que padecen otras personas, incluidas mujeres que son agredidas por quienes no son sus parejas o ex parejas varones. Todo, bajo un silencio irresponsable de quienes optan por seguir sumidos en la ignorancia que patrocina el miedo, o lo que es peor, en la complacencia de los que no viven o juzgan como en conciencia piensan y, terminan pensando como viven y juzgan, ajenos a toda conciencia y sentido de Justicia. Todo bajo el garrote inquisidor de quienes obtienen beneficio de esa guerra, en la que quien pretende convertirse en diplomático y mediador de la razón, se convierte en la peor razón de su propia existencia.


  1. La nueva censura. La ley del silencio. Boicot de conferencias e intervención en medios de comunicación


  1. LA INCORRECCIÓN


  No siempre he sido políticamente incorrecto, entre otras cosas porque durante muchos años he sido parte de esa legión de ignorantes que se limitan a procurar hacer lo mejor posible su trabajo sin complicarse la vida, sin empeñarla en cruzadas, por justas que sean, que ni les van ni les vienen. Ciertamente, la luz me alcanzó, cuando después de años defendiendo la verdadera igualdad, los derechos de la infancia y la mediación como mejor recurso para la resolución pacífica de los conflictos familiares, se terminó imponiendo una regulación normativa, que pese a que aparentaba todo lo contrario, venía a descerrajar todos mis propósitos. Unos fines que compartía, y que comparto, con otros muchos buenos jueces, fiscales, abogados y profesionales que, sin embargo, han preferido mantenerse silentes por miedo, y por qué no, por pura comodidad y relajación. Compañeros, que con sus mejores intenciones, me han reprochado mi actitud, pues los jueces nos hemos de limitar a poner sentencias, y además sentencias que no llamen la atención, que no se salgan del guión preestablecido, que no innoven, de esas de cortar y pegar, pues eso garantiza que no te metas en problemas. Que después tengas o no el juzgado al día, que el retraso sea clamoroso, no importa, lo que se te exige es ser dócil, disciplinado y prudente, una prudencia totalmente contraria a la rebeldía que impone la reacción contra lo injusto. En 21 años, puedo decir con orgullo que no he puesto ni una sola resolución fuera de plazo, cuando me di de baja, por primera vez en mi trayectoria profesional, en julio de 2011, por las presiones que estaba sufriendo, no tenía absolutamente nada pendiente. Mas, da igual, el ave rapaz de la envidia se había fijado en mí, por ser un juez atípico y además contestatario. Por eso, lejos de ser propuesto para medallas, condecoraciones y reconocimientos, que nunca he pretendido, el hecho de haber sido capaz de contradecir y poner en duda la justicia y eficacia del sistema, me puso en el disparadero. Tonto de mí, creía que era juez en un verdadero Estado Democrático de Derecho.


  La maquinaria de represión se puso en funcionamiento, y así pasé a ser un juez proscrito, después de haber sido un juez que caía simpático a la prensa y medios que se autodefinen, pues ellos mismos se colocan sus propias etiquetas, de izquierda, pues siempre había tenido fama de defender los derechos de los niños; pasé a ser un juez perseguido, después de haber sido incluso llamado a comisiones legislativas, a instancia del propio PSOE, para introducir reformas en materia de desamparo y acogimiento de menores, y sin perjuicio de subrayar que en ese partido también tengo buenos amigos con sentido común que, por detrás, me dicen que tengo toda la razón; y todo, por mis ideas perniciosas de independencia, objetividad e imparcialidad. Por defender la verdadera igualdad. Por pretender ser un juez justo, en vez de un juez predeterminado por la dictadura de género.


  Al final, pues, las malditas etiquetas, los sempiternos sambenitos, que catalogan por referencias malintencionadas y que se implantan a fuerza de repetir lo que otros dicen de lo que dicen ha dicho otro, sin indagar ni comprobar esas fuentes. Porque se ha de saber distinguir los ecos de las voces, mas, en cualquier caso y a lo peor, con esos ecos se tendría un conocimiento inexacto y distorsionado de una voz; lo malo, es, cuando encima, el eco lo es de un rebuzno. Al final, son tantos los asnos y los rebuznos, que no dejan escuchar ninguna voz coherente.


  2. LA CENSURA


  En septiembre de 2001, coincidiendo con el brutal atentado terrorista islamista en EEUU, empecé a escribir semanalmente en El Correo de Andalucía. Su entonces director, Antonio Hernández Rodicio, me ofreció un espacio un día a la semana, que terminó consolidándose en domingo. Se trataba de una colaboración desinteresada y sin retribución alguna, pero que resultaba satisfactoria, pues me permitía hacer algo que me gusta, escribir y, dentro de la legítima libertad de expresión, poder criticar, sobre todo aspectos relacionados con política judicial y social. Por eso, a partir de la entrada en vigor de la Ley de Violencia de 28 de diciembre de 2004, comencé advirtiendo, primero, de sus peligros, y más adelante, poniendo de manifiesto sus consecuencias. Publiqué artículos sobre denuncias falsas, fracaso de la Ley, custodia compartida, síndrome de alienación parental y otras cuestiones malditas para la ideología de género, mas después de la publicación de mi libro Un divorcio sin traumas (Editorial Almuzara) en el mes de febrero de 2009, en cuya presentación participó el propio Hernández Rodicio, quedó patente mi frontal confrontación a los dogmas y principios de la dictadura, pues incluso comparé el tratamiento penal que en España se otorga a los denunciados por maltrato sobre la mujer, con el que reciben los presos de Guantánamo. Eso hizo daño, siendo lo cierto que hasta entonces mis artículos no habían pasado de tener difusión local. Lo malo no es solo el contenido del mensaje, sino que éste tenga repercusión social, es entonces cuando se debe acabar con el mensajero.


  Mi primera sorpresa, es que después del verano de ese año, mi amigo Antonio, director del Correo, en septiembre de 2009, me invitó a almorzar para explicarme de manera cortés, sutil, amistosa, aunque poco convincente,[32] que se había decidido prescindir de mi colaboración como articulista semanal, aunque ciertamente tuve abierta la puerta del diario para publicar con carácter ocasional. No se lo reprocho en absoluto, y no pretendo que estas líneas se interpreten como recriminación a su decisión, que sigo pensando, aunque él me lo negó, que le fue impuesta. Hizo lo que debía, y lo entiendo, sin que me quepa el menor asomo de resentimiento hacia quien se portó conmigo siempre con afecto, hacia quien fue y sigo considerando un amigo que, estoy seguro, él mismo me lo ha dicho, ha sufrido con la injusta persecución a la que he sido sometido. Ahora Antonio es director de informativos en Madrid de la Cadena Ser.


  Y hablando de esta cadena de radio, no puedo dejar de pasar por alto, la buenísima relación que mantuve con la misma. Mi también amigo Antonio Yélamo, jefe de informativos por entonces en Sevilla, me llamaba para participar con frecuencia en entrevistas y debates. Ya era bastante conocido en la emisora de la calle González Abreu. Hasta tal punto que en el verano de 2008, durante dos meses, fui invitado a participar, un día a la semana, en el programa de Gemma Nierga La Ventana del Verano. Por ese programa sí cobraba, así que para no tener problemas, pues ya intuía nubes en el horizonte, pedí permiso al Consejo General del Poder Judicial, que me autorizó sin ninguna pega. Mi intervención, me consta, no agradó a los responsables de la cadena, pues fui muy políticamente incorrecto y crítico con cuestiones de género. Lo peor es que fui convincente, y así, paradójicamente, en una encuesta entre los oyentes, a primeros de septiembre, sobre el contertulio del programa que más había gustado, fui el más votado. No he sido llamado más, salvo en una ocasión en la que intervine por teléfono para expresar mi opinión sobre denuncias falsas, y a continuación, nada más colgar intervino para rebatirme, ya a micrófono cerrado, y sin poder objetar o debatir nada, el delegado de Violencia, Miguel Lorente. No obstante, con Antonio Yélamo y el equipo de González Abreu, sigo manteniendo una magnífica relación, pues a nivel personal, me consta, que también tengo todo su cariño y apoyo.


  Sin embargo, la censura más destacada que he padecido, la propició la dirección de Canal Sur TV, y en una intervención de un programa dirigido y presentado por un profesional de prestigio, como Jesús Quintero. Me llamó para hacerme una de sus entrevistas inteligentes con pausas y silencios. La entrevista se grabó y salió perfecta; así me lo comentó el propio Quintero. La emisión se señaló para el lunes siguiente, incluso, se anunció el fin de semana; mi entrevista se presentaba como una de las principales, hasta el punto de que en los cortes publicitarios del programa se emitió mi imagen, durante el desarrollo de la entrevista. En los periódicos del día también se divulgó que en el programa de Los Ratones Coloraos se entrevistaría al polémico juez Serrano.


  
    En la propia página web del programa en Canal Sur se anunciaba, y aún sigue apareciendo, la presencia del juez y de otros personajes como María Luisa Muñoz, Montserrat Nebrera, José Manuel Parada, Encarni Manfredi y Manuel Lombo. Además, se hace hasta un perfil del magistrado andaluz, que aparece el primero de todos los invitados (Libertad Digital, 12 de enero de 2010).

  


  Esa noche del lunes 11 de enero de 2010, sin previo aviso, y cuando me encontraba con unos amigos dispuesto a ver el programa, me percato, que en el corte inicial en el que se anticipan las entrevistas de esa noche, no se encontraba la mía. Efectivamente mi entrevista se había evaporado en las ondas.


  Al día siguiente me puse en contacto con responsables del programa, que también querían darme una explicación, pues, por lo dicho, el asunto no pasó desapercibido e incluso hubo medios, como el reseñado, que se hicieron eco de esa ausencia. Al final el propio Jesús Quintero, personalmente, me contó que en la misma tarde del lunes en el que estaba prevista y anunciada la emisión, desde la dirección de Canal Sur, y por reprobación del Observatorio de Violencia, le habían impedido que se emitiera la entrevista tal y como la tenía preparada y montada. De hecho, tuvieron que montar, a toda prisa, la reemisión de otra entrevista anterior con José Manuel Parada.


  Al final la entrevista se emitió el lunes siguiente, ya recortada, sin apenas vivacidad, frescura, silencios cómplices… y además con la intervención como telonera de una representante del Observatorio de Violencia, María Tardón, que se ocupó, me imagino que tras estudiarse en profundidad todo lo que yo había dicho (tuvo toda una semana para eso), de rebatir con sonrisa amable, lo que el juez desinformado y poco riguroso que intervino antes, había expuesto con grave detrimento de las mujeres maltratadas que ella defendía.


  Por lo menos Quintero pudo salvar el final de la entrevista:


  
    —Sr. Serrano, para usted, ¿cuál es la peor dictadura?


    —Jesús, para mí la peor dictadura es la que se disfraza de democracia.

  


  Aunque no me sirva de consuelo, la censura, el ataque feroz de la dictadura, no solo ha recaído sobre mi persona, otros jueces lo han sufrido; recientemente el magistrado Juan del Olmo en Murcia, antes María Sanahuja en Barcelona, Ángel Luis Campos en Gijón y la juez titular del Juzgado de Violencia n.° 1 de Santander, María Jesús García Pérez, sancionada a una multa de 3000 euros por el Consejo General del Poder Judicial por unas declaraciones en las que cuestionó la Ley Integral contra la Violencia de Género. El sancta sanctórum del radicalismo de género.


  En cuanto a María Sanahuja, también depurada y expedientada por el ejercicio de la libertad de expresión, en una última intervención en octubre de 2011, afirmó: «Ya existen españoles con penas de seis meses de cárcel solo por decir a sus mujeres “vete a la mierda”. Solícita, la ministra Pajín, expertísima en materia de género y sanidad, salió al quite, rebatiendo ese argumento escatológico, con una frase sublime: “Las mujeres parten de una situación de desigualdad y que, por ese motivo, no es igual el maltrato a un hombre que a una mujer”». Por si a alguien no le había quedado claro, mi conyugue (así lo pronunciaba la experta ministra) es inferior a mí, vale menos que yo y es desigual por el hecho de ser mujer. Teoría del patriarcado de la inmoral Kate Millet, en estado puro.


  Otros magistrados también se han atrevido puntualmente a alzar la voz y han tenido la suerte de no ser reprendidos. Entre ellos, por la contundencia de sus declaraciones destaco al magistrado de la Audiencia Provincial de Las Palmas, Secundino Alemán, que se atrevió a afirmar: «Esa legislación tan represiva respecto al varón puede estar provocando que muchos hombres, que no son maltratadores y ven destruida su vida en su entorno por culpa de una denuncia falsa, puedan acabar cometiendo la locura de matar a su mujer y suicidarse. Es peligroso legislar entrando en una distinción de sexo (Diario de Las Palmas, 27 de octubre de 2010).


  Por último, no quisiera dejar de pasar por alto que algunos magistrados en sus sentencias, también se han atrevido a poner de manifiesto las verdades que detesta la dictadura de género, sufriendo de inmediato la respuesta en forma de recurso de una Fiscalía mediatizada e ideologizada, y el reproche de la prensa que, como seguidamente se expondrá, tiene buen celo en arremeter contra esas reacciones de fundado y razonado desahogo ante flagrantes situaciones de injusticia. Es el caso del magistrado de Granada Manuel Piñar Díaz. Así se difundía la noticia el diario Público en su edición de 9 de septiembre de 2011:


  
    Con este excesivo celo ideológico de proteger a la mujer, se está llevando a quitar la dignidad a determinados varones que son denunciados y sometidos a tediosos y rigurosos procedimientos, que con frecuencia comprenden detención y escarnio público, lo que no hace sino alimentar la violencia, dar un paso atrás en la igualdad ante la ley y en última instancia en el Estado de Derecho», reza la sentencia, que condena a un año y seis meses de prisión a la mujer y a seis meses de cárcel a sus padres por falso testimonio.


    El juez incluso compara la actuación de la Fiscalía, que en este caso pidió la absolución de la mujer, con el derecho penal de autor aplicado en los regímenes totalitarios de prejuzgar en función del autor, en este caso hombre y usado por los detractores de la Ley de Violencia de Género para criticar la norma: «Posicionamiento [el de la Fiscalía] que puede ser preludio sin duda de ese principio de oportunidad que determinadas legislaciones de tipo autoritario atribuían a los fiscales (…) y practicaban con asiduidad los fiscales al servicio de Hitler o Stalin aunque ninguno de los dos se atrevió a plasmarlo en leyes», añade el juez.

  


  Con todo, la peor censura, la ley del silencio, no recae solo sobre los escasos mensajeros que se atreven a denunciar otras tragedias, tan graves, dramáticas y noticiables como las que se han descrito. Existen protocolos también de información, que impiden divulgar que existan otras víctimas, como mucho solo cuando los asesinados son niños, y sobre todo cuando el asesino es su padre. La gente ignora que la mayoría de esas muertes violentas las provocan sus madres (datos del propio Observatorio que elevan a una desproporción mucho mayor las estadísticas de asociaciones de padres y madres separados y abuelos), y cuando eso ocurre, se intenta transmitir una sensación de que la madre asesina padecía algún trastorno psiquiátrico, a veces, cómo no, derivado de una precedente situación de maltrato machista. Como ya se puso de manifiesto, lo mismo ocurre cuando una mujer asesina, por muy alevoso que sea el crimen, a su pareja o expareja varón. Los medios de comunicación, salvo a nivel local, omiten deliberadamente dar noticias que puedan poner en entredicho la doctrina de la dictadura, y algunos de ellos, si dan algo, lo tergiversan. Ya se hizo referencia al silencio absoluto que mantienen los rotativos sobre la tragedia de los hombres que se suicidan después de haber sido injustamente denunciados, y pese a que algunos también trabajen y sean compañeros de esos mismos rotativos. Incluso se silencia y omite que hay padres en huelga de hambre para poder ver a sus hijos y que reclaman custodia compartida, padres que en plena vía pública son capaces de poner en juego su propia salud por defender lo que creen es mejor para sus hijos. Con razón e incluso sin ella, lo que no es comprensible es que su sacrificio pase desapercibido, lo que no es justo es que la huelga de hambre del terrorista De Juana Chaos fuera ampliamente difundida nacional e internacionalmente, y que los medios a nivel nacional, no dediquen ni una línea, ni un minuto a las reivindicaciones de esos padres. Tampoco se divulgan, cubriéndose apenas por encima, los actos de protesta, manifestaciones de los colectivos a favor de la custodia compartida, de padres, madres y abuelos contrarios a las políticas de género. Eso sí, si diez señoras se concentran, con máscaras, para protestar y pedir más derechos o manifestarse en contra de la aplicación del SAP o en contra de la custodia compartida, salen en portada, a la misma vez que se anuncia debajo el número de teléfono a mujeres maltratadas.


  Por desgracia, lo que ocurre es que en las redacciones de muchos periódicos y medios de comunicación, existen ya instalados comisarios y comisarias de género que supervisan, censuran y depuran aquello que pueda poner en duda, por no decir en mera evidencia, todo lo relacionado con las «verdades» que proclama esa ideología intocable, de la que se convierten en garantes y guardianes de sus secretos. Lo que ocurre es que también la perversión del fanatismo ideológico de género ha alcanzado a la noble profesión periodística, existiendo también fanáticos ideólogos de género que ejercen de periodistas y no periodistas que comparten los nobles ideales y principios del feminismo por la igualdad y equidad.


  Personalmente he sufrido esa ignorancia y adulteración, pues el «Gran Ojo» no cesa en su control de amordazar y reprimir, amenazando a los medios con la retirada de la publicidad institucional. Incluso la agencia EFE, sufrió una reprimenda por parte del Observatorio de Violencia, tras publicar unos datos que le había proporcionado, oficiosos y reales que no se correspondían y contradecían los homologados y oficiales de dicho organismo, lo que era lógico pues partían de perspectivas e interpretaciones distintas del fenómeno de la violencia.


  3. EL BOICOT DE CONFERENCIAS: LA MÁXIMA CONCULCACIÓN DE LA LIBERTAD DE EXPRESIÓN


  Desde hace años he venido participando en congresos y jornadas, como ponente y conferenciante, prácticamente por toda la geografía española. La especialización en Derecho de familia, mediación y protección de menores, me ha costado mucho trabajo, estudio y dedicación; pero siempre he considerado que merecía la pena, pues esa disciplina exige inconformismo y capacidad de innovación, si de verdad se quiere dar solución a los conflictos lejos de estereotipos.


  Lo más fácil, desde luego, es acudir al libreto, el manual, el modelo preestablecido, sin intentar buscar nuevas fórmulas más eficaces y apropiadas para cada asunto concreto, olvidando, como decía Tolstoi, que las familias infelices lo son cada una a su manera. Por otra parte, la sociedad, la familia y por supuesto, los conflictos que genera, se encuentran en continua evolución y cambio, por lo que constantemente se han de replantear los remedios y considerar caducos los que otrora podrían reputarse como perfectamente efectivos. Desde esa perspectiva, he intentado abrir nuevos caminos en Derecho de familia, procurando hacer compatible la técnica jurídica con la debida sensibilidad que impone intentar dar una respuesta medianamente satisfactoria a los intereses de parejas irracionalmente enfrentadas, y que pueden terminar abocadas a su recíproca destrucción, llevándose por medio la felicidad de sus hijos.


  Por ello, con frecuencia me han llamado para dar conferencias en colegios de abogados y en cursos organizados por el propio Consejo General del Poder Judicial, en los que intervine también como director y coordinador. Incluso integré la comisión de jueces especialistas en familia e Incapacidades que presidió el vocal Félix Pantoja y formé parte del selecto grupo de jueces, cuyos juzgados participaron en la experiencia piloto para la implantación de la Mediación Intrajudicial. Es más, hasta me llamaban para dar charlas y conferencias desde el propio Instituto Andaluz de la Mujer.


  Por entonces, no tenía ningún problema, pues aunque intentaba abrir brecha en la materia, impulsando reformas y nuevas teorías en materia de acogimiento, desamparo, adopción, medidas en interés del menor, divorcio, liquidación de bienes gananciales, ejecución patrimonial, mediación… en definitiva, todavía no había traspasado la delgada línea roja de los temas tabúes para la dictadura de género: síndrome de alienación parental, replanteamiento en la atribución del domicilio familiar, custodia compartida como modelo preferente de corresponsabilidad parental y, sobre todo, ahí no me perdonaron, critiqué los fundamentos y la aplicación de la Ley de Violencia. Por cierto, aunque les parezca mentira a algunos para los que, naturalmente no resulta ni comprensible ni creíble, pues ellos no se mueven nunca solo por ideales o principios, cada vez que he hablado de esos temas, llamado por asociaciones que carecen de ayuda y subvenciones, lo he hecho totalmente gratis. Solo se me ha abonado desplazamiento y alojamiento.


  A partir de ese momento, fueron a por mí, se me puso en el punto de mira del aparato represor, y dado que parecía convincente en mis argumentos, se optó directamente por la medida más antidemocrática: intentar boicotear y censurar mi intervención en cualquier congreso, jornada, seminario o conferencia. Y ello, pese a que reiteradamente, en cada uno de esos actos, he invitado a asistir a las personas que me estaban boicoteando y prohibiendo hablar, ofreciéndoles acudir para poder abrir debate democrático. Pero no, siempre ha sido lo mismo, prohibir desde la infamia, la falsedad y el descrédito a quien, pese a proclamar un discurso de justicia e igualdad, al final, se transmitía que era el portavoz de maltratadores y defensor de la desigualdad entre hombres y mujeres.


  De momento, ese boicot se ha manifestado en todos los congresos internacionales de alienación parental y custodia compartida, organizados por la asociación SOS Papá en León los días 17 a 19 de septiembre de 2009, en Alcalá de Henares del 27 al 29 de mayo de 2010, en Zaragoza del 24 al 26 de marzo de 2011 y en Valencia del 27 a 29 de marzo de 2012. La dinámica ha sido en todos casos la misma, procurar el estrangulamiento económico y la retirada de todo apoyo institucional.


  Así en relación al congreso de Zaragoza, se expone lo que publicaba el día 23 de marzo de 2011, el Diario Siglo XXI:


  
    Ocho asociaciones feministas han firmado un manifiesto en el que piden al Gobierno de Aragón que no financie con dinero público un congreso sobre el síndrome de alienación parental (SAP) y custodia compartida, que se celebrará los días 24, 25 y 26 de marzo en Zaragoza.


    El III Congreso del SAP y Custodia compartida está organizado por la asociación SOS Papá y está apoyado por el Gobierno de Aragón, a través de la Consejería de Política Territorial, Justicia e Interior, departamento gobernado por el PAR.


    En el manifiesto, las mujeres «quieren manifestar su total desacuerdo con el hecho de que, con dinero público y desde el gobierno aragonés, se apoyen activamente y se financien actividades contrarias al principio democrático de igualdad entre mujeres y hombres».


    También denunciamos que entre los ponentes, que intervienen tanto en este congreso como en el recientemente celebrado en Valladolid, hay personas condenadas por sentencia firme por malos tratos a su familia y por maltrato infantil y un acusado de presunta prevaricación.

  


  Por supuesto, el acusado por prevaricación, era el juez a quien, precisamente esa acusación, y no digamos una condena, era objetivo vital tanto para desacreditarle a él personal y profesionalmente, como para desautorizar todas las jornadas o actos en que interviniera. La dictadura siempre ha utilizado la misma estrategia con satisfactorios resultados para sus fines.


  El día 12 de Marzo de 2010 se intentó boicotear por el Instituto de la Mujer de Asturias y otras asociaciones autodenominadas feministas, una conferencia que iba a impartir junto a mi compañero magistrado de familia de Gijón, Ángel Luis Campos, en el Colegio de Abogados de Oviedo. En concreto se decía:


  
    La Asociación Abogadas para la Igualdad mostró ayer «su frontal oposición» a que la sede colegial «albergue opiniones personales, alejadas absolutamente del rigor jurídico». En una carta dirigida al decano, pide que no se preste el púlpito para «lanzar soflamas incendiarias, carentes de interés jurídico alguno», por lo que el colectivo presenta su «enérgica queja».

  


  Lo curioso es que se pronostique que se van a dar opiniones personales alejadas absolutamente del rigor jurídico, sin saber cuáles pudieran ser y además sin tener después ni la decencia de presentarse para poder comprobar y corroborar esa gratuita afirmación. Como decía, entonces, desde el mutuo respeto, se me podría haber corregido esa supuesta falta de rigor, con otros argumentos y no con eslóganes y frases extraídas de contexto, tal y como dijera Gimbernat, a fin de convencerme y convencer al auditorio de que mis opiniones, no ilustradas, estaban equivocadas. A lo mejor no fueron porque, en el fondo, saben que quien carece de argumentos de rigor científico es quien solo es capaz de ampararse en sus intocables planteamientos ideológicos.


  El decano, Enrique Valdés Joglar, tuvo la gallardía bizarra de negarse a suspender el acto, que se celebró con gran éxito. El día 11 de marzo Europa Press publicaba:


  
    El decano del Colegio de Abogados de Oviedo, Enrique Valdés Joglar, respaldó hoy la jornada de trabajo que acogerá mañana el centro y en la que intervendrá el magistrado juez de Sevilla, Francisco Serrano, al considerar que tiene interés formativo para los colegiados y ofreció las dependencias del órgano colegial a quienes sostengan tesis «contrarias».


    A su juicio, colectivos como el Instituto Asturiano de la Mujer tienen derecho a protestar, pero no por ello se va a censurar el acto, porque es «uno más». «Los ponentes son dos jueces de familia en ejercicio, no portavoces de la Yihad islámica», ironiza.


    Para el titular del organismo, la ley que se discute es discriminatoria, puesto que «la misma conducta tiene una pena diferente según quién sea la víctima y el autor».

  


  Ese mismo año 2010, el boicot se hizo efectivo, con una conferencia que iba a impartir en Santa Cruz de Tenerife, el 21 de mayo. El diario El Día, el 19 de mayo, publicaba:


  
    El Comité Organizador del II Congreso «Ayuntamiento y Familia», que tiene prevista su celebración desde mañana hasta el viernes en Tenerife, ha cancelado «por razones totalmente ajenas a su voluntad» la participación del juez de Familia número 7 de Sevilla, Francisco de Asís Serrano, que ha estado prevista hasta el último momento, tal y como manifestó a este periódico Raimundo Moreno, responsable del evento.


    Parece que el origen del veto se encuentra en la carta remitida al Cabildo de Tenerife, firmada por la Plataforma 8 de Marzo, el Foro contra la Violencia de Género, la Secretaría de la Mujer de CCOO, la Secretaría de la Mujer de Intersindical Canaria, el Colectivo Algarabía y la Asociación Mercedes Machado, donde estos colectivos manifiestan su preocupación «por que se pueda transmitir a los profesionales que asistan al Congreso una visión distorsionada de la violencia contra las mujeres, sostenida en los nuevos mitos que se han creado en torno a ella, como las denuncias falsas o el Síndrome de Alienación Parental, mitos amparados públicamente por el juez Serrano».


    Tal y como reconoció ayer la consejera insular Cristina Valido, presidenta de honor del Congreso, envió la carta de los colectivos feministas al responsable del encuentro, pero ignora las razones por las que los organizadores del evento han decidido eliminar la ponencia del juez andaluz.


    Sin embargo, Raimundo Moreno dijo que lamentaba «profundamente este percance que nos ha sido impuesto». Moreno «se vio obligado» a ponerse en contacto por mail con el magistrado para comunicarle que, «por razones totalmente ajenas a nuestra voluntad, nos vemos obligados a cancelar su presencia en II Congreso Ayuntamiento y Familia».


    Según Moreno, «es un atentado contra la libertad de expresión» y rehusó decir quién le había obligado a tomar esa decisión.


    En el breve comunicado que envió a Serrano, le informó de que, en este momento, «nosotros no podemos tomar otra alternativa que no sea prescindir de su presencia», añadiendo que «nos produce un profundo pesar el que ocurran estas cosas en los tiempos que vivimos y en la supuesta democracia que tenemos».


    Por su parte, Serrano explicó que la ponencia ya había sido remitida a la organización del congreso e, incluso ya estaban comprados los billetes de avión, pero a última hora se le ha comunicado desde el congreso que su participación ha sido cancelada, lo que llevó al juez a criticar la existencia de «una dictadura de género».


    La ponencia se titulaba «La convivencia, el orden y la no violencia. Causas y consecuencias del maltrato familiar».

  


  Lo cierto y verdad es que en este caso, la dictadura, en principio, parecía que había impuesto su censura. Mas, encima con la técnica de tirar la piedra y esconder la mano. Raimundo Moreno, personalmente me expresó que su institución fue amenazada con retirada de fondos para programas de mediación. Al final, las hipócritas que habían restringido un derecho fundamental, cuya identidad no se desveló pese a que esa conducta incluso pudiera haber ser constitutiva de delito, intentaron justificar que había sido el Centro de Familia de Tenerife el que había decidido prescindir de mi presencia, pese a que, como se decía en la noticia ya me habían hasta pagado los billetes de avión, y pese a que en años anteriores había participado con ellos en otras jornadas de familia y mediación.


  En fin, el colmo de la desvergüenza por parte de quienes pretendían amordazar la libertad de expresión y de pensamiento. Una censura que, después de todo, les salió bastante mal por dos razones:


  
    	La primera porque me sentí molesto con el hecho de que se dijera de mí que no podía dar una charla sobre cuestiones de familia, sobre algo tan potencialmente peligroso y subversivo como La convivencia, el orden y la no violencia, y dando como razón para ello que no estaba preparado en perspectiva de género. Eso era cierto, así que me preparé a fondo, leí, y de ese esfuerzo y preparación en perspectiva de género ha surgido, en gran parte, este libro.


    	La segunda, porque al día siguiente en que había de haber participado en la mesa redonda censurada, me llamó un abogado de Tenerife, Plácido Peña, en representación de un colectivo de abogados y abogadas de Santa Cruz, diciéndome que, como demócratas que veían que se había pisoteado en su tierra la libertad de expresión, en desagravio, me invitaban para dar una ponencia más extensa el mes siguiente, el día 18 de junio de 2010, en el Colegio de Abogados. El éxito fue rotundo, con la sala a rebosar y con una difusión amplísima ante los medios de comunicación nacionales y locales. La conferencia se grabó en vídeo y tuvo mucha repercusión en Internet. Pasé un par de días espléndidos, agasajado y sintiéndome querido y respaldado.

  


  Los intentos de censura se reprodujeron meses más tarde en conferencia impartida en el Colegio de Abogados de Zaragoza en octubre de 2010. En diciembre la responsable de Igualdad del PP del ayuntamiento de Dos Hermanas (Sevilla) organizó en ese municipio unas jornadas, en las que iba a intervenir para hablar de custodia compartida. Ante la amenaza de las radicales de turno del partido socialista de que acudirían a boicotear y reventar el acto, acusando al Partido Popular de apoyar a un juez imputado y que estaba en contra del feminismo, esas jornadas fueron suspendidas. Así me lo comunicaron y el asunto, aun resultando escandaloso, fue silenciado.


  Ya en el año 2011, durante el que tuve que suspender un par de intervenciones (Murcia y Bilbao) por problemas de salud, pues, como se verá, me encontraba sufriendo las consecuencias del proceso por prevaricación en el Tribunal Superior de Justicia de Andalucía, en concreto el 29 de octubre, participé en una jornadas sobre custodia compartida en Lugo.


  Mi presencia también intentó ser impedida, siendo remitidas por el sector duro de la dictadura de género socialista, cartas a la Universidad de Lugo para suspender mi intervención.


  Un último intento de boicot se produjo en Barcelona el 9 diciembre de 2011, en el Simposium organizado por ACAPASE (Asociación Catalana de Padres Separados). En ese simposium, la dictadura consiguió introducir infiltrados, con el fin de desacreditar a las autoridades que lo presentaban. En concreto, el secretario de Familia del Departament de Benestar Social i Familia de la Generalitat de Catalunya, don Ramón Terrassa. La dictadura pidió su dimisión. En un blog de los denominados feministas, La independent, Lidia Falcó, escribió un artículo que rezaba bajo el título «El Machismo que no cesa», lo siguiente:


  
    El señor Terrassa inauguró el acto con toda normalidad, como si se tratase de un congreso de expertos dispuestos a debatir seriamente la mayor lacra social que padecemos en toda España, la violencia contra las mujeres. Más tarde se sentaría en la misma silla y a la misma mesa el juez Serrano de Sevilla, que ha logrado ser algo famoso gracias a su defensa de los maltratadores de mujeres, a los que considera víctimas de denuncias falsas. Por prevaricar en una resolución de un proceso de familia ha sido condenado por el Consejo General del Poder Judicial.


    Lo más grave de todo es que la Generalitat ha estado desde el principio dando apoyo organizativo a todo el simposio, ha cedido su logo, ha enviado ponentes de varios departamentos, lo ha publicitado en su web, y ha abierto el acto con uno de sus máximos representantes.

  


  No voy a entrar en detalles sobre la deliberada o inconsciente desinformación de la articulista. Solamente la remitiría a que se entere de las encuestas que publicaba el CIS en marzo de 2011 sobre las cuestiones que los españoles consideran una lacra. La primera, claro está, es el paro, no apareciendo, como se dijo, en otro capítulo el problema de la violencia sobre la mujer pues con un muestreo de 2461 entrevistas, el resultado era que el 0% de los encuestados visualizaba la violencia contra la mujer como el principal problema que existe actualmente en España, y lo que es más importante, el 0% de los encuestados manifestaba que se tratase del problema que personalmente más les afectase. Conclusión: la próxima vez se han de escoger las personas a las que se hagan las encuestas.


  Mas con todo, coincido con D.ª Lidia en que esa violencia, como todas, constituye una lacra que se ha de combatir con eficacia y firmeza. Lo que ocurre es que D.ª Lidia tiene sus datos y opiniones que, como ya conozco, me tomo con la seriedad y respeto que merecen, como cuando en un programa de Canal Sur Mejor lo hablamos presentado por Mariló Montero, y en el que ambos participábamos, dijo que en España existen veinte millones de hombres potencialmente maltratadores. Es decir toda la población masculina. En su momento, me lo tomé como una exageración o un error, mas después de convertirme en experto en perspectiva de género he comprendido, aunque no compartido, la afirmación. En cuanto a sus dignas y legítimas impresiones sobre mí, también las comprendo, siendo lógicas, no considerándolas ofensivas, debiendo saber D.ª Lidia que rezo mucho por ella, para que algún día supere ese odio y resentimiento que la destruyen y que pueden venir originados por una experiencia vital frustrante, como la de aquella Attaroa de la novela de Jean M. Auel.[33]


  2. El reportaje de El Mundo de diciembre de 2009.

  La amenaza de la presidenta del Observatorio de Violencia Doméstica. El aparato represivo se pone en funcionamiento: denuncia al Consejo General del Poder Judicial


  1. JUEZ INGENUO Y CONFIADO


  Pobre de mí… como cantan en Pamplona tras concluir San Fermín, pobre de mí que, quizás no solo por ingenuidad, sino también cegado de prepotencia y soberbia, pensaba que ciertas cosas no me podían pasar. A mí, un juez que llevaba su Juzgado al día, que no había por donde cogerlo. Que no hablaran los que podían tener algo que temer o esconder, mas ¿qué me podían hacer a mí? Por eso me indignaba cuando en algunos comentarios en Internet a las entrevistas y declaraciones en prensa y otros medios, que terminaron de incendiar y suponer la declaración abierta de guerra a la dictadura, se me anunciaba que estaba ya acabado como juez, por haberme atrevido a desafiar su poder. Mis propios compañeros jueces y muchos amigos que me quieren y aprecian, también me advertían y prevenían de las consecuencias de mi osadía.


  Mas, fue mi padre quien me empezó a abrir los ojos y me trasladó preocupación e inquietud, pues me convenció de que existen corrientes de poder solapadas, lobbys que son los que realmente mueven los hilos de poder y que pueden acabar con cualquiera:


  
    Hijo, me dijo, te estás enfrentando con gente muy poderosa y muy mala, te van a buscar algún fallo, pero si no lo encuentran se lo inventarán.

  


  Proféticas palabras, que se han cumplido en su totalidad. ¡Cuánto debemos los hijos de aprender de nuestros padres!


  2. LA ENTREVISTA DE EL MUNDO DE DICIEMBRE DE 2009.

  LA REACCIÓN DE LA PRESIDENTA DEL OBSERVATORIO DE VIOLENCIA, INMACULADA MONTALBÁN.


  El domingo 13 de diciembre de 2009, El Mundo publicaba la siguiente editorial:


  
    REVISAR LA LEY DE VIOLENCIA DE GÉNERO, CUESTIÓN DE JUSTICIA.


    UN JUEZ de Sevilla se ha atrevido a romper el tabú sobre la violencia de género al denunciar la unidireccionalidad de la ley, enfocada únicamente a perseguir los malos tratos de los hombres por encima incluso de algunas de las más elementales garantías jurídicas.


    El magistrado Francisco Serrano lleva años recopilando informaciones que demuestran el tratamiento desigual a la violencia de género, de suerte que si una mujer presenta una denuncia el juez dicta medidas cautelares casi siempre de forma inmediata, lo que jamás sucede cuando el afectado es un varón.


    Miles de hombres han sido detenidos en estos últimos años por denuncias de mujeres, pero no hay ni un solo caso en el que las acusadoras hayan sido procesadas por denuncias falsas, a pesar de que, como declaró públicamente la jueza de Barcelona María Sanahuja, hay constancia de que muchas esposas se inventan esos malos tratos para mejorar las condiciones del divorcio.


    No ya solo la casuística pone en evidencia la existencia de un doble rasero. La Ley de Violencia de Género, aprobada en diciembre de 2004, es un ejemplo de desigualdad. Si alguien se tomara la molestia de dedicar diez minutos a ojear el articulado de la norma, podría ver que la violencia de género se circunscribe solamente al maltrato de los hombres contra las mujeres.


    Así lo dice la exposición de motivos y numerosos artículos de la ley. Cuando se habla de medidas preventivas, de apoyo y de reinserción social solo se considera posibles beneficiarias a las mujeres. Según el legislador, o no hay hombres que sufren agresiones o no merecen esas ayudas.


    Como es sabido, esta norma establece además una serie de castigos penales que son mucho más graves si los maltratadores son hombres que si son mujeres, en clara violación del principio de igualdad ante la ley.


    Basta, como decíamos, una denuncia de una mujer para que la Justicia actúe, muchas veces bajo la presunción de que el hombre es culpable. Apenas hay casos, contados con los dedos de la mano, de mujeres que han sido condenadas por agredir a sus maridos.


    Es cierto que las mujeres son víctimas de malos tratos con mayor frecuencia que los hombres, pero también lo es que hay hombres injustamente condenados que han tenido que sufrir un calvario personal.


    Muchos hombres han padecido la estigmatización de verse acusados de maltratadores y luego han sido absueltos, tras sufrir un daño moral irreparable. Es una realidad silenciada, pero no por ello menos grave.


    La racionalidad indica que hay que revisar la Ley de Violencia de Género. Primero, estableciendo la igualdad de las penas, con independencia del sexo del agresor. En segundo lugar, evitando la discriminación del hombre a la hora de obtener protección de las autoridades. Es de estricta justicia, por mucho que la propaganda oficial se empeñe en criminalizar a los hombres sin reconocer que las mujeres también pueden ser maltratadoras.


    Que el PSOE votara a favor de esta ley no resulta extraño, teniendo en cuenta el feminismo superficial de Zapatero, pero lo que no se entiende es que le secundara el PP a costa de renunciar a sus más elementales principios.

  


  Esa editorial era consecuencia de la entrevista que ese mismo día publicaba el diario en su edición nacional, y que un par de semanas antes me había realizado el periodista Eduardo del Campo. La entrevista venía incluso anunciada en la portada del diario. Esa misma mañana de domingo, me llamaron para decirme que en la radio, no se hablaba de otra cosa que de la entrevista y que Isabel Gemio había estado intentando localizarme para entrar en antena en directo. Otros medios se hicieron eco de la noticia, como el diario digital Forum Libertas:


  
    Ya lo habían dicho algunos jueces, pero por primera vez un juez es contundente con las consecuencias que está generando la Ley contra la Violencia de Género. Francisco Serrano rompe el tabú en unas manifestaciones concedidas al diario El Mundo del 13 de diciembre al afirmar que «miles de hombres han sido detenidos» solamente «por el hecho de serlo».

  


  A fin de cuentas, en esa entrevista no decía sino lo que ya venía exponiendo desde hacía bastante tiempo, pero sin repercusión en los medios, sin haber tenido apenas incidencia mis críticas; salvo apenas a nivel local, salvo apenas tras el confinamiento de las catacumbas de los rebeldes y proscritos que se oponen, en su ostracismo, a la nueva dictadura de Estado. Por fin el velo de silencio se había rasgado. Lo curioso, es que lo que se contaba, a quien no hubiera pasado por las situaciones que se describen en la primera parte de este libro, pudo y puede parecerle increíble, una exageración e incluso una extravagancia carente de rigor. Ya dije que la gente vive en una realidad virtual, en un programa que manipula su consciencia y les hace vivir en una ensoñación, en una constante falsedad. La sociedad, y los medios de comunicación, viven alienados en un MATRIX financiado por todos, del que solo despiertan aquellos que son devorados por el sistema.


  En esa entrevista, de forma resumida y comprimida, no contaba más que lo que de forma más extensa, documentada y contrastada se describe en este libro. Porque antes toda la información se encontraba en los libros, mas hoy también se puede obtener en la Red, el único medio que ha podido conservar su libertad y escapar a los tentáculos de la dictadura.


  La reacción a esa entrevista y su divulgación y difusión mediática, no se hizo esperar. A Inmaculada Montalbán Huertas, vocal del Consejo y presidenta del Observatorio de Violencia Doméstica, se le encomendó darme el consiguiente toque de atención, para ponerme en suerte ante mi futuro calvario. La Sra. Montalbán no esperó ni un día para denunciar con profusa publicidad al juez disidente que se atrevía a criticar, y además con datos, una Norma que constituye la razón de ser del Observatorio que preside. En esas declaraciones se calificó mi opinión como carente de rigor, denotando desconocimiento e insensibilidad ante un problema social de derechos humanos, precisamente en una materia que ha sido una constante preocupación en mi trayectoria profesional como magistrado-juez de familia.


  Mas en esa declaraciones la Sra. Montalbán también me amenazó directamente, prevaliéndose de su condición de vocal de Consejo, anunciando que mi opinión podría ser objeto de responsabilidades, en concreto afirmaba: Sin perjuicio de las posibles responsabilidades que pudieran derivarse de las presentes declaraciones.


  Se ha de tener en cuenta al respecto, que lo peor, más injurioso y que multiplicaba el efecto amedrentador de la amenaza, con repercusión incluso en el aspecto personal y familiar, y más al incidir los comentarios sobre la persona de un juez en ejercicio, es que el comunicado de la Sra. Montalbán no se anunciara a título personal sino que era el mismísimo CGPJ el que me desautorizaba, minusvaloraba, reprendía y apercibía de responsabilidades. En tal caso, no era yo el que podría tener posibilidades de responder ante un comunicado institucional de mi propio órgano de gobierno. Mas ante la contundente reacción de parte de la carrera judicial, mis compañeras jueces de familia de Sevilla, el apoyo recibido en el Foro interno de debate judicial y el contundente comunicado en defensa de la libertad de expresión de jueces y magistrados emitido por el Foro Judicial Independiente y la Asociación Judicial Francisco de Vitoria, el Consejo se desmarcó de esas declaraciones, anunciando públicamente que la Sra. Montalbán las había hecho a título personal.


  Pese a ello, lo cierto es que en los medios de comunicación apareció que era el CGPJ el que expresaba esa opinión personal, hasta el punto que en la página web oficial del Consejo, en su bandeja de entrada, aparecían destacadas esas declaraciones, que fueron vertidas, se insiste, a título personal. A posteriori, fue retirada esa entrada de la página Web.


  3. RUEDA DE PRENSA ORGANIZADA POR ASOCIACIONES FEMINISTAS EL DÍA 23 DE DICIEMBRE


  Sin embargo, en el fondo, las declaraciones de la Sra. Montalbán no respondían a un espontáneo comentario o mera casualidad aislada, constituían el primer paso de una estrategia perfectamente planificada y coordinada cuyo objetivo era desacreditarme, para lo cual lo más oportuno era apartarme de la carrera judicial, por vía civil, disciplinaria, penal, militar o como fuera.


  El día 23 de diciembre, por parte de asociaciones, exclusivas y excluyentes de mujeres, que integran el Observatorio de Violencia, y una vez puesto en liza por la previa llamada al linchamiento de la Sra. Montalbán, se convocó una rueda de prensa para anunciar que me denunciaban al presidente del Consejo por las críticas vertidas contra la Ley de Violencia en la entrevista del diario El Mundo. Otra vez la represión de la Libertad de Expresión, lo cual per se, como tal restricción de un derecho fundamental puede ser constitutivo de delito, pero se ve que en este país, existe una nueva inmunidad por razón de género que ampara cualquier conducta.


  En esa rueda de prensa se dijo de mí:


  
    
      	«El juez Serrano actúa igual que un mal tratador». Titular del artículo publicado en El Mundo, 24 de diciembre.


      	¿Puede un juez que defiende las acciones de ETA juzgar a un etarra con completa objetividad?


      	El titular del Juzgado de Familia n.° 7 de Sevilla, Francisco Serrano, no puede dedicarse a asuntos relacionados con la violencia de género porque se ha puesto de un lado de las partes: los maltratadores. El Mundo, día 24 de diciembre, pág. 5.


      	Estas organizaciones de mujeres denuncian también el «activismo extrajudicial» de Serrano que lleva a cabo desde hace «cinco años» en la investigación sobre el tratamiento «desigual» que dice, «se está dando en Andalucía a la violencia doméstica según sea hombre o mujer el beneficiario de las medidas legales de protección», valiéndose para ello, argumentan, «de la copiosa información que le proporciona su cargo como presidente de la Asociación Española Multidisciplinar de Investigación sobre Interferencias Parentales (ASEMIP)». Europa Press, 23 de diciembre.


      	El juez preside la Asociación Española Multidisciplinar de Investigación de Interferencias Parentales (ASEMIP), que vinculan con los grupos de hombres que para defenderse de una imputación de maltrato acusan a sus parejas de manipular a sus hijos para que pierdan su custodia. Correo de Andalucía, 24 de diciembre, pág 10; ABC, pág. 20.


      	Han pedido al Consejo General del Poder Judicial que expulse al juez de familia Francisco Serrano por su parcialidad en el ejercicio profesional y estudian si presentan una denuncia contra el magistrado por prevaricación. Correo Andalucía, 24 de diciembre, pág. 10.


      	Han pedido que se investiguen las condiciones en que se viene desarrollando el ejercicio profesional del titular del Juzgado de Familia n.° 7 de Sevilla para determinar si los presupuestos básicos de su ideología personal le permiten ponderar con racionalidad la temática social de la violencia de género, de que se ocupan los juzgados como el que dirige. ABC, 24 de diciembre, pág. 21.


      	Todas esas ideas son repetición de lo que dicen los grupos de maltratadores y se convierten en altavoces de los que agreden. ABC, 24 de diciembre, pág. 20.


      	El juez está ejerciendo un maltrato institucional y psicológico que emplea para hacer daño a las mujeres, como hace cualquier maltratador, que utiliza el teléfono o a los niños para seguir insultando y maltratando. ABC, 24 de diciembre, pág. 20.


      	Las declaraciones de Serrano inciden en el proceso de recuperación de las víctimas de maltrato, hacen que la mujer retroceda en su proceso de recuperación y que piense que no le van a creer porque crean que denuncia en falso. ABC, 24 de diciembre, pág. 21.


      	Instan a que se aclare si los actos del juez «vulneran las exigencias de las mujeres víctimas con intencionalidad consciente», algo que constituiría «prevaricación» o, por el contrario, «sus motivaciones obedecen a mecanismos emocionales que condicionan compulsivamente la racionalidad de sus actuaciones», en cuyo caso, concluyen, «incurrirá en una incapacidad de índole psicológica que, aun sin implicar culpabilidad, resulta de hecho incompatible con el cumplimiento y desarrollo de su función». Europa press, 23 de diciembre.

    

  


  En esa rueda de prensa ya quedaron claras sus intenciones. Era un juez molesto, un juez a eliminar, el «felpudo» de la carrera judicial, y digo lo del felpudo porque una asociación subvencionada de Gijón, Tertulia Feminista las Comadres, tuvo la consideración de otorgarme esa distinción, en asturiano «felpeyu», en el año 2010. Y eso, que ya antes también me habían concedido otro galardón, el premio «babayu», lo que traducido al castellano sería tonto de baba. Un ejercicio simpático de talante y gracejo, que quise corresponder con la organización y concesión a las comadres del premio «aquelarre» en Sevilla. Mas no conseguimos fondos para organizar tal evento.


  Lo más destacado es que, entre otras cosas, anunciaban que iban a estudiar presentarme una querella por prevaricaciónz. Como se verá, tardaron tres meses en encontrar la causa belli, y a un abogado dispuesto a ello.


  4. LA REACCIÓN CONTRA LAS DECLARACIONES DE LA PRESIDENTA DEL OBSERVATORIO Y LAS OFENSAS DE LAS REPRESENTANTES DE LAS ASOCIACIONES «FEMINISTAS»


  Probablemente ante tal despliegue de fuerza, y tras ser secundadas, sobre todo, por los medios de información serviles al régimen y su dictadura, pienso que quedaron todas convencidas que habían acabado conmigo. Desde luego no creo que esperaran que el día 28 de diciembre, les presentara una denuncia a la primera y anunciara una querella a las segundas. Seguro que tampoco se esperan este libro.


  Pero, de lo que estoy seguro, es que a la propia denunciada en los círculos del Consejo cercanos a la misma, ese atrevimiento sentó bastante mal, hasta el punto de que en el mes de enero de 2010, en la sede de Marqués de Ensenada se celebraba la reunión anual de GEMME, Asociación de Magistrados por la Mediación, asociación de ámbito europeo y a la que pertenezco. Yo asistí a esa reunión que se celebró en el salón de actos, ajeno a cualquier incidencia. Mi sorpresa es que más tarde, directivos de GEMME me transmitieron la confidencia de que, desde un sector del Consejo, se había intentado presionar para que yo no asistiera, so amenaza de no ceder la sede para esa reunión. Afortunadamente, el sentido común y la coherencia siguen imperando en el Organo de Gobierno de los jueces, y gracias a la intervención y «mediación» de otros vocales y responsables, la reunión se celebró sin ningún problema.


  Para el ejercicio de esa acción penal, escogí como letrado a Joaquín Moeckel, y no por el hecho, como se ha hecho creer, deliberada y maliciosamente, que tuviera con él una precedente relación de íntima amistad, sino por ser, por un lado, un buen profesional y, por otro, por tener una amplia proyección mediática, lo que vendría, así pensé, a contrarrestar la desplegada, con prolijidad, de contrario. De hecho, con Joaquín he mantenido una cordial y magnífica relación, mas sin haber tenido ocasión de intimar hasta el punto que ni él conoce mi casa, ni a mi esposa e hijas, ni yo a la recíproca, ni siquiera antes habíamos almorzado o cenado juntos. Esa relación de amistad íntima, por el contrario, sí la mantengo con otros muchos abogados sevillanos, a quienes conozco desde nuestros años de universidad.


  El día 28 de diciembre de 2009, por tanto, cuando se fue a presentar la denuncia por una simple falta de injurias y amenazas leves a la presidenta del Observatorio, Inmaculada Montalbán, y una papeleta previa de conciliación, requisito previo a la interposición de querella contra las representantes de las asociaciones feministas, en las puertas del decanato de Sevilla se había concentrado una numerosa representación de todos los medios de comunicación (prensa, radio y televisión), que nos esperaban a Joaquín y a mí. Se armó gran tumulto y dentro de la carrera judicial, hubo más de uno que me reprobó la osadía.


  En cuanto a la querella, sucintamente expondré que la vía penal ha quedado descartada, pues tras la preceptiva conciliación en Sevilla, la querella fue inadmitida por un Juzgado de Instrucción de Madrid, cuya resolución fue confirmada por una Sección de la Audiencia Provincial (se omite la identificación de ambos tribunales), al considerarse que las expresiones dirigidas a un juez en ejercicio en todos los medios de comunicación, llamándole terrorista y portavoz de maltratadores, eran una legítima respuesta a las precedentes críticas a la ideología y los fines que defienden las representantes de esas asociaciones, y amparada, por tanto, en el derecho a la libertad de expresión. El respeto a las decisiones judiciales, me impone no hacer más comentarios.


  La denuncia a Inmaculada Montalbán una vez presentada se turnó y le correspondió su conocimiento al Juzgado de Instrucción n.° 10, cuya titular, la admitió a trámite, acordando su inmediata inhibición ante la Sala Segunda del Tribunal Supremo ante la condición de aforada de la denunciada, vocal del Consejo General del Poder Judicial. Lo sorprendente es que tras la notificación al Ministerio Fiscal, la fiscal jefe de Sevilla, María José Segarra, decide tomar las riendas del asunto, asume el caso pese a que ese Juzgado está adscrito a otra fiscal, y recurre personalmente la resolución, primero ante la propia juez, que lo desestimó.


  Así recogía el diario El Mundo la noticia en su edición del 28 de enero de 2010:


  
    Una juez de Sevilla ha rechazado el recurso de la Fiscalía y ha reiterado su decisión de enviar al Tribunal Supremo la denuncia contra Inmaculada Montalbán, presidenta del Observatorio contra la Violencia de Género y vocal del Poder Judicial, por criticar al juez sevillano Francisco Serrano.


    La juez de instrucción n.° 10 insiste en un auto en que el comunicado público de Montalbán que es objeto de la denuncia «puede ser constitutivo, al menos, de una falta de vejaciones injustas», que debe ser juzgada por el Supremo puesto que Montalbán, como vocal del Consejo General del Poder Judicial (CGPJ), es aforada.


    El auto dice que el comunicado en el que Montalbán criticaba al juez de Familia n.° 7 de Sevilla, Francisco Serrano, por denunciar las carencias de la Ley Integral contra la Violencia de Género «excede el ánimo de informar y el ejercicio lícito del derecho a la crítica».


    Así, cita que la presidenta del Observatorio emitió un comunicado con «frases y expresiones que pueden atentar contra el honor y la libertad del señor Serrano», en concreto cuando afirmó que las declaraciones del juez «carecen de rigor y fundamento alguno, denotan falta de conocimiento de las estadísticas judiciales y de las características del maltrato a la mujer».


    Por tanto, la juez rechaza el recurso de la Fiscalía en la forma como en el fondo, pues también considera que en este caso no es precisa «la práctica de diligencia alguna de investigación».


    La fiscal jefe de Sevilla, María José Segarra, recurrió la admisión a trámite de la denuncia porque entendía que «no existe relevancia penal alguna en los hechos denunciados», que consideraba amparados en la libertad de expresión de Montalbán.


    La fiscal también dijo que la juez debería haber hecho «una exposición razonada acompañando la remisión» al Supremo, lo que no hizo.

  


  De nuevo la fiscal jefe recurrió la resolución ante la Sala Séptima de la Audiencia Provincial de Sevilla, que terminó estimándolo, haciendo prevalecer la libertad de expresión de la denunciada.


  En las alegaciones a dichos recursos, expresamente se expuso la sorpresa que ocasionaba el celo del Ministerio Público en intentar que, a priori, las descalificaciones que se denunciaban no merecieran reproche penal alguno, resultando inocuas, máxime cuando esa actuación contrariaba abiertamente lo dispuesto en la propia Circular de actuación de la Fiscalía 2/1999 de 2 de mayo y en la Consulta 7/1997 de 15 de junio.


  En concreto en esta última se refleja:


  
    En los delitos de calumnias e injurias contra particulares o contra funcionarios por hechos ajenos al ejercicio de sus cargos, la decisión del legislador de convertir en único dueño de la acción penal a los perjudicados ha supuesto la pérdida de la legitimación del Ministerio Fiscal para intervenir en tales procedimientos.

  


  Así pues, dado que la Sra. Montalbán había hecho las declaraciones públicas que se consideraron vejatorias y amenazantes, a título personal, no se entendía esa actuación de la Sra. fiscal jefe en el asunto, porque sin perjuicio de reconocer que la cuestión pudiera ser discutible en Derecho, lo que resultaba inadmisible era esa intervención provocada y asumida de motu proprio por dicha fiscal que, en ese caso, de forma indubitada, mantenía si no amistad íntima, sí, al menos, íntima conexión y afinidad ideológica con la denunciada y enemistad (al menos desde la perspectiva de un enfrentamiento ideológico) con el denunciante. La Audiencia terminó dándole la razón y el asunto no tuvo que llegar al Tribunal Supremo.


  Ahora bien, con todo ello quedaba, ya, en evidencia una muy distinta vara de medir en cuanto al reconocimiento de ese derecho a la libertad de expresión, ya que para algunos que se encuentran instalados en el refugio de lo políticamente correcto, tal situación les proporciona inmunidad y garantiza su reconocimiento, mientras que para los que parten de posicionamientos tachados de heréticos, tal rebeldía les conduce a su perdición y a la negación del derecho de poder opinar. Y si la vía disciplinaria y penal no encajan en nuestro ordenamiento jurídico en el que no se existe el delito ideológico, pues volveríamos a tener condenados por razones políticas; si no se puede convencer de que esa contradicción y pensamiento discrepante se considere apología de ningún terrorismo, se recurre al subterfugio de inventarse, como dijera mi padre, otras estrategias innobles de ataque.


  Mas en cuanto a la fiscal María José Segarra, que también es la coordinadora de Violencia del Ministerio Público en Andalucía, nombrada por asignación directa del anterior fiscal general del Estado, brevemente expondré que la consideraba una magnífica profesional, con la que incluso había tenido ocasión de compartir desvelos y preocupaciones por los menores, pues fue la fiscal adscrita a mi Juzgado por varios años y tuvimos ocasión de conocer asuntos que también tuvieron repercusión mediática como fue el conocido de la llamada Niña de Benamaurel La casualidad es que en ese caso se aplicó, en plena connivencia con el Ministerio Fiscal y en interés y beneficio de una menor, que había pedido tutela judicial, una medida urgente de protección por el cauce del artículo 158 del Código Civil, y ello pese a que ello suponía ir en contra de lo ordenado por otro órgano judicial, en ese caso, la Sección Sexta de la Audiencia Provincial de Sevilla, que había dispuesto que la niña debía de retornar inmediatamente con su madre adoptiva, pese a que ella deseaba permanecer con su familia de acogida. La decisión de defender el interés de la menor me valió el reconocimiento popular, avalándola el propio Tribunal Constitucional, como también ha hecho en otras ocasiones posteriores en las que mantuve exactamente los mismos principios, aunque mediáticamente se hicieran juicios paralelos que nada tenían que ver con los hechos realmente enjuiciados. Lo curioso es que esa medida y el mismo precepto se aplicaron en el asunto del que se hablará más adelante.


  Mas como ya se tuvo ocasión de exponer con respecto a algunos profesionales y políticos, más tarde me he dado cuenta de que la Sra. Segarra es una feminista que es fiscal y no una fiscal que es feminista. Además su militancia feminista coincide con la de las perspectivas de ideología de género de extrema izquierda que han sido ampliamente analizadas en la primera parte de este libro. Ante esa militancia, de entrada, no ha sido neutral y así lo hizo público en declaraciones que reflejó El Correo de Andalucía en fecha 28 de febrero de 2009:


  
    Primero fue la secretaría de Políticas de Igualdad del PSOE nacional, Soledad Cabezón, la que arremetió contra las declaraciones del juez de familia Francisco Serrano. Ayer fue la propia fiscal jefe de Sevilla, María José Segarra, quien, a través de un comunicado, criticó las declaraciones del magistrado, de quien recordó que su destino es un juzgado de Primera Instancia y «no de Violencia sobre la Mujer».


    Segarra, que ha decidido tomar cartas ante la repercusión de las palabras del juez, asegura que dicha ley «ni ha producido ni viene produciendo un efecto perverso al proteger situaciones de abusos», como afirmó el juez en una entrevista, sino que «es un instrumento jurídico eficaz en la lucha y erradicación de este fenómeno complejo e incluso su prevención».


    La fiscal jefe de Sevilla, que también es la coordinadora de Violencia del Ministerio Público en Andalucía, entiende que el «posible incremento de las denuncias por malos tratos» no se debe a que la ley genere más violencia, sino que se debe a que «la sociedad está tomando conciencia de que debe condenarse a la violencia machista», y de «la tolerancia cero» con el maltrato. De hecho, incluso llega a acusar al juez de «desconocer el ciclo de la violencia de género» al sostener una opinión contraria.


    No obstante, Segarra admite que se debe «analizar la magnitud de este fenómeno» desde diferentes puntos de vista que permitan evaluar las políticas de protección de las víctimas para adoptar y proponer nuevas medidas que permitan «corregir las disfunciones y los errores cometidos».

  


  Naturalmente, he de comentar, que respeto las opiniones y las críticas, y también las que se me hicieron en esas declaraciones que, desde luego, no me tomé como una ofensa, aunque se me tachara como ignorante. Ahora, sí que puedo decir que me he preparado a fondo, conozco el ciclo de la violencia de género, pero desde todas las perspectivas, sin que, sinceramente, a la vista de posteriores actuaciones de la Sra. Segarra, se deduzca que, en realidad, estuviera dispuesta a admitir, lo que es elemento definidor del fanatismo ideológico de género, otros puntos de vista distintos de los suyos.


  Mas, la verdad es que entonces ya me empezó a escamar y dar motivos de recelo, el que precisamente dicha radical feminista fiscal jefe hiciera piña de defensa con la presidenta y mayor exponente de la ideología de género en el ámbito judicial y que no se olvide, que ya me había advertido, penal, civil y disciplinariamente, de las consecuencias de mi rebeldía y rechazo a esa ideología, de la que ambas son custodias declaradas. A la vista de lo que posteriormente pasó, podría haber sido suspicaz, mas parece ser que la exclusividad de la suspicacia la tienen otros reservada.


  3. Expediente disciplinario y otras denuncias y diligencias informativas ante el Consejo General del Poder Judicial


  1. EXPEDIENTE DISCIPLINARIO


  Como se expuso en el capítulo anterior, la censura impuesta por la dictadura de género no tiene ni un ápice de reparo en ocultar sus verdaderas intenciones de coartar la libertad de opinión, expresión y libre pensamiento. Es más en su fanatismo, están convencidas de que en nuestro país ha de existir una nueva modalidad de delito político por razones ideológicas. Quien critique las políticas de igualdad, quien ose atacar esos principios, ataca a las mujeres, se opone a su progreso, perjudica a las mujeres que sufren maltrato machista. El único progreso que se pone en peligro con esa censura, es el de ellas, naturalmente. Mas eso se solapa y se admite, se ve como algo normal que un grupo de representantes de asociaciones de mujeres, exclusivas y excluyentes, integradas en el Observatorio de Violencia que preside Inmaculada Montalbán, presente una queja-denuncia al Consejo para que me expulsen de la carrera judicial por haber hecho unas declaraciones críticas contra la normativa que a esas señoras les permite vivir con desahogo económico, dedicadas a la gestión de la tutela de la mujer española, y por haber presidido una asociación de profesionales sin ánimo de lucro y fuera del circuito de subvenciones, que como se vio, constituye un coto cerrado.


  Lejos de archivar de plano esa denuncia, y solicitar que se dedujera testimonio por la comisión de un posible delito contra un derecho fundamental, el Servicio de Inspección del Consejo (que no sé si se encuentra en la misma planta del edificio del Consejo en el que, como vocal, tiene su despacho la referida presidenta del Observatorio de Violencia) abre diligencias informativas de carácter reservado, emitiendo, en consecuencia, el siguiente informe que fue elevado al Consejo. Se reproduce íntegramente su contenido, pues refleja perfectamente todo el potencial de maldad, resentimiento, odio y falta de respeto a derechos y principios constitucionales, conculcados y pisoteados con el fin de mantener incólumes sus postulados, que es capaz de desplegar el lobby de género hacia sus enemigos que demuestran tener un pensamiento ideológico desviado:


  
    Información Previa 1783/2009


    En relación a la información previa 1783/2009, y de conformidad a los solicitado por ese servicio de inspección a raíz de queja presentada ante ese Consejo General del Poder Judicial por Federación de Asociaciones de Mujeres divorciadas y otras asociaciones, paso a informar lo siguiente:


    1.° En cuanto a la primera anomalía que se me imputa, es decir El pensamiento íntimo del magistrado en cuestión sobre la materia litigiosa de su competencia, he de decir que cada ciudadano es libre de tener el pensamiento íntimo que estime conveniente sobre cualquier materia. A los jueces se les debe exigir, eso sí, que acaten las normas que aplican al estar sometidos al imperio de la ley. El afirmar que alguien tiene que ser represaliado por demostrar un pensamiento ideológico desviado o bien por padecer algún trastorno mental lo que le lleva a expresar su pensamiento no coincidente con el de la ortodoxia oficial, coincide con el calificativo que se les daba a los presos políticos en la Rusia de Stalin.


    Resulta obvio que la libertad, sobre todo la libertad de expresión, consiste en la posibilidad de decir lo que otros no quieren oír. Constituye ese reconocimiento un derecho fundamental que ampara a todos los ciudadanos sin ningún tipo de restricciones salvo las que son necesarias para evitar la conculcación de otros derechos, como es el derecho al honor, la dignidad y estima de otras personas. La libertad de opinar, la de expresar dentro del respeto, las propias ideas y pensamientos, se extiende a toda la ciudadanía, incluidos los jueces, porque ciertamente venimos obligados a acatar y cumplir y hacer cumplir las leyes, pero como ciudadanos que somos, expertos en las áreas sociales que son objeto de nuestro ejercicio jurisdiccional, resulta lícito y legítimo que también se pueda hacer un juicio crítico sobre su contenido, porque cuando se advierte que una norma no produce los bienintencionados efectos pretendidos por el legislador, es cuando se pone en práctica, mediante su aplicación. Al igual que, y eso a nadie parece extrañarle, un miembro del Poder Ejecutivo puede comparecer manifestando que acata una sentencia pero que critica y muestra disconformidad con su pronunciamiento.


    En una democracia como la nuestra se ha de calificar como inadmisible que se haya querido pisotear, mediante el insulto, la descalificación y la amenaza, además valiéndose para ello de la autoridad que brinda ese Consejo, de ser expedientado, expulsado de la carrera, a quien solo ha expuesto su propia experiencia. Si el Consejo está interesado en conocer mi pensamiento en materia de Violencia de Género solo tiene que acudir a la lectura del libro que he publicado el año pasado, Un Divorcio sin Traumas, Editorial Almuzara, febrero de 2009, cuyo capítulo quinto se titula «Violencia Doméstica, una lacra que hay que eliminar. Análisis y valoración de la Ley 1/2004 de protección integral contra la violencia de género». La única diferencia es que ahora, después de cinco años, mi voz que solo tenía eco en ambientes reducidos, allí adonde solo había alcanzado la injusticia que afirmaba se había de corregir, ha transcendido porque la sociedad ya ha podido tomar consciencia del problema; mi voz ahora, es como la de Casandra, que vaticinó la toma de Troya por el engaño de un caballo de madera, pero cuando Ulises y sus colegas corren por dentro de las murallas de la ciudad condenada.


    Muchos jueces, la inmensa mayoría, son de la misma opinión que yo, mas, claro, no se atreven a expresarla en público, por miedo a sufrir el mordisco de la represión, el auto de fe de la nueva inquisición que ha dictado la norma no escrita de censurar lo que no quiere oír el santo oficio. Es muy desagradable que te acusen en público de ser altavoz de maltratadores, que te comportas como un criminal maltratador, que te digan que eres como un etarra que juzga a otros etarras, que te acusen de feminicidio, de prevaricación continua en el ejercicio de tu función jurisdiccional. Es altamente preocupante que se pida al Consejo que te expulsen de la carrera judicial por opinar, y además por hacerte ser oído.


    El intentar aportar ideas para mejorar, el intentar abrir debate para encontrar nuevas perspectivas y soluciones a los problemas y las injusticias, el intentar rectificar errores para seguir avanzando en igualdad, sinceramente no creo que merezca como respuesta el cadalso. Siempre he luchado por defender los intereses de los más débiles e indefensos, y mi condición de juez me ha dado la satisfacción de que, muchas veces, he logrado esa defensa efectiva. Siempre en favor de los niños y siempre en favor de las mujeres que sufren real maltrato por encontrarse en situación de discriminación, desigualdad, miedo y relación de poder frente al canalla maltratador. Satisfacción y orgullo que me da también el hecho de proclamar que mi Juzgado, con un personal motivado, con el volumen de trabajo que registra, vaya al día (a fecha de hoy ni una resolución pendiente), y con el alarde de decir que en doce años que llevo en el Juzgado de Familia no he dictado ni una resolución fuera de plazo. La secretaria podría dar certificación de ello.


    No estoy contra las mujeres maltratadas, siempre he tenido las puertas abiertas para brindarles amparo en mi juzgado, véase al respecto noticia de ABC de Sevilla día 14 de enero en la que una maltratada manifestó que solo ha tenido apoyo por parte del juez de familia, me opongo eso sí a las que se aprovechan de sus miserias, me rebelo contra las que abusan y las perjudican, sin pretender que se reduzca el número de denuncias de mujeres maltratadas sino de las formuladas por mujeres que no sufren ningún tipo trato discriminatorio en su relación de pareja. Proclamo que se redefina el concepto de maltrato para evitar cientos de miles de injusticias, comenzando por el que se irroga a las víctimas de auténtico maltrato, el que deja cicatrices en el alma. Reclamo que los recursos y fondos para atender los servicios que garanticen el derecho a la asistencia social a las mujeres víctimas de violencia de género no se distribuyan en base a criterios en los que se tenga en cuenta prioritariamente el número de denuncias presentadas, porque ello supone un efecto llamada a la presentación de denuncias infundadas que colapsan los juzgados. Solicito que se reconozca la existencia de mujeres que denuncian por despecho y venganza, debiéndose articular medidas eficaces para sancionar esas conductas desviadas. Requiero que el ámbito de protección de la norma se extienda a todos los que sufren violencia en el ámbito doméstico, con independencia de su raza, edad, creencia y género. He criticado un informe elaborado por el Observatorio de Violencia sobre denuncias falsas, pero partiendo del más absoluto respeto a quienes lo han elaborado, por no estar de acuerdo con el resultado y conclusiones del mismo. No he dicho nada que no dijera, en el mismo sentido discrepante, con anterioridad, el propio Consejo cuando en mayo de 2004 presentó informe al anteproyecto de la Ley.


    En todo ello se basa mi planteamiento ideológico, y siempre desde la premisa de mi independencia y objetividad, pues como dije una cosa es realizar críticas fundadas respetuosas, abrir debate social como profesional que se ha especializado en una materia, y otra es que como juez, en cuya valoración sí podría enjuiciarme el Consejo, antepusiera mis percepciones al cumplimiento de la norma. Nada más alejado de la realidad, pues siempre he sido escrupuloso en ese cumplimiento, hasta el punto de que en documento adjunto se informa sobre los procedimientos en los que, durante el año 2009, me he inhibido a favor de los Juzgados de Violencia, al tener conocimiento de que en los mismos se seguían diligencias por violencia entre las partes. La Sección Segunda de la Audiencia Provincial de Sevilla, en ese sentido, ha mantenido un criterio incluso de mayor atracción de la competencia objetiva de los juzgados de familia, que el que he sostenido en favor de los de violencia. Se aporta auto de la Ilma. Audiencia con ese pronunciamiento, los modelos de autos de inhibición, una reciente resolución en la que, basado en la literalidad de la ley, planteo conflicto negativo de competencia por estimar que son los de Violencia los competentes, y auto de admisión de procedimiento en el que recabo información para conocer, antes de convocar a vista de medidas, si existe causa penal pendiente en esos juzgados.


    Mis percepciones personales, mis planteamientos intelectuales, mis propias ideas, mi libertad de pensamiento nunca han tenido influencia a la hora de poder imputárseme sesgo o falta de objetividad en mis resoluciones. Siempre he proclamado, y en eso baso ese supuesto pernicioso intelecto que se me reprocha, que los jueces hemos de juzgar sin prejuicios y sin estar contaminados por ningún tipo de ideología, incluida la de género. Siempre, como he dicho, he defendido el interés de los niños, sin prejuicios y sin mirar si a quien juzgo se llama Manuel o María. Estimo que el Consejo no está para revisar los planteamientos ideológicos e intelectuales de los jueces, pues eso nos conduciría a la quiebra, desde su propio órgano de gobierno, de los pilares y fundamentos del propio Poder Judicial. Es más, de ser revisado, no tendría que ser el único examinado, pues serían cómplices de mi consustancial maldad, tanto la Fiscalía de Sevilla que informa y se adhiere al contenido de mis resoluciones, como el propio Órgano de Segunda Instancia, Sección Segunda de la Audiencia Provincial de Sevilla, que las confirma.


    2.° En segundo lugar se me imputa activismo extrajudicial, pues se me acusa de la simultaneidad en el desempeño de su cometido judicial con otras actividades no jurisdiccionales de marcado sesgo y sentido adverso a los fundamentos de la ley de aplicación. Al respecto para cumplido conocimiento del Consejo informo que:


    
      	Soy miembro de la Asociación GEMME, Grupo Europeo de Jueces por la Mediación.


      	Hermano de la Archicofradía de Sevilla de San Isidoro.


      	Vicesecretario de la Junta Directiva del Círculo Mercantil e Industrial de Sevilla.


      	Presidente de ASEMIP, Asociación Española Multidisciplinar para la Investigación de Interferencias Parentales.

    


    Y además, al margen de conferencias, publicaciones y propuestas de reformas legislativas, simultaneándolo todo, como he dicho, con llevar el Juzgado al día. Es el tiempo que robo a mi tiempo libre, de ocio y el que también dedico a mi familia, el que me permite atender todas esas facetas.


    Entre las muchas calumnias e infamias que se contienen en el escrito de queja, quizás de las más graves es la que se realiza contra esa asociación de profesionales, ASEMIP, en la que figuran varios jueces. Mas afortunadamente, ASEMIP no es una asociación clandestina, sino que sus objetivos legítimos de defensa de la infancia se reflejan e sus estatutos y en el plan de objetivos que se adjuntan. Objetivos de protección que no profesan, lo cual es respetable, las asociaciones denunciantes. Pero es más ASEMIP no se ha constituido de espaldas al Consejo, se ha presentado y ofrecido colaboración a su propio presidente, se adjunta la carta remitida de presentación al Excmo Sr. Dívar. También nos hemos presentado ante el vicepresidente Excmo. Sr. Fernando de Rosa, visitándole en su despacho, y habiéndonos, incluso, el mismo honrado con su presencia en las últimas jornadas científicas organizadas en Madrid el pasado día 6 de noviembre de 2009, dando una conferencia sobre «La aplicación del Derecho de Familia en España: Situación actual y necesidades». Se adjunta tríptico de esas jornadas.


    Se adjuntan también las conclusiones de esas jornadas y las del anterior congreso celebrado en los días 11 a 13 de diciembre de 2008 en Santiago de Compostela, clausurado por el presidente del Congreso de los Diputados Excmo. Sr. José Bono.


    De ahí se extrae la realidad de la Asociación que tengo el orgullo de presidir, y cuya presidencia me exige el tiempo de dedicación que me imponen las normas estatutarias que se adjuntan y que nunca resultarían incompatibles ni afectarían al desarrollo de mi actuación jurisdiccional. Las denunciantes, sin documento alguno, y como es su tónica habitual de descalificación sangrante y gratuita, se limitan a insinuar que presido una asociación que comparte los principios de maltratadores.


    En definitiva, con todo ello estimo cumplido el trámite de informe interesado, solicitando que se proponga sin más trámite el ARCHIVO de la queja presentada en la presente fase de información previa.

  


  Al margen de dejar en evidencia la sarta de mentiras, infamias, calumnias y falsedades vertidas en la denuncia, de entrada, sobre ese informe destaco una cuestión fundamental, ya que en el mismo proclamaba mi libertad de pensamiento, mi defensa a la independencia y no sometimiento a ninguna corriente ideológica que pudiera predeterminar mi actuación judicial; y lo que es más importante, exponía que un juez, le gusten o no las leyes, ha de aplicarlas, y que a lo más, puede elevar críticas fundadas sobre su adecuación y eficacia. A diferencia de ese reconocimiento y expreso acatamiento de la norma, recientemente una asociación de jueces, Jueces para la Democracia, ha hecho una pública manifestación de rebeldía a acatar una norma aprobada por nuestro Parlamento; literalmente, en relación a la reforma laboral, han expresado:


  
    La reforma introducida por Real Decreto Ley 3/2012, como la anterior contenida en la Ley 35/2010 y las que a esta sucedieron, no servirá para crear empleo estable, no combatirá la dualidad del mercado de trabajo e introduce un peligroso desequilibrio entre las partes de la relación laboral, poniendo en peligro la existencia misma del Derecho del Trabajo.


    Nuestra obligación como jueces garantes de los derechos fundamentales de los trabajadores es continuar aplicando las leyes laborales conforme a los principios y valores constitucionales, poniendo freno a los posibles abusos que tan amplias posibilidades de disposición del contrato de trabajo otorgan al empresario. Seguiremos sin duda en esa línea, obviando las muestras de desconfianza del legislador materializadas en las reformas introducidas a la ley procesal, aun desde la insostenible carga de trabajo que estamos soportando (Comunicado de 29 de febrero de 2012).

  


  Ni pensar puedo, que representantes de una asociación de jueces se hubiere atrevido a decir algo semejante sobre la Ley de Violencia, expresando que «como jueces garantes de los derechos fundamentales de los hombres, nuestra obligación es continuar aplicando las leyes civiles y penales conforme a los principios y valores constitucionales, poniendo freno a los posibles abusos que tan amplias posibilidades de disposición de la relación de pareja otorgan a las mujeres». Habrían sido inmediatamente deglutidos por la industria de género, no hubiera pasado inadvertida su rebeldía y desacato al Observatorio que todo lo ve, se les hubiera abierto expediente y, probablemente, habrían sido expulsados de la carrera judicial. Está visto que con la etiqueta de progresista, se puede hacer y decir cualquier cosa. Y que conste que tengo muy buenos amigos en esa asociación judicial, una de las pioneras y que nació con un marcado sentido de defensa de los valores democráticos, pero de cuyo progresismo desinteresado, hoy, muchos dudan.


  Pues bien, en mi caso, el Servicio de Inspección del Consejo abrió una información previa, solicitándome el preceptivo informe que se elevó y que se ha transcrito. En un breve escrito, con fecha de registro de salida, 12 de enero de 2010, se me participó que la denuncia se elevaría a la Comisión Disciplinaria, para su estudio y que en su día se me comunicaría el acuerdo que se adopte.


  Con fecha de 16 de abril, se acordó la incoación de diligencias informativas, en virtud de acuerdo de la Comisión Disciplinaria de 6 de abril, iniciando unas diligencias de investigación inconmensurables pues se hicieron pesquisas sobre las actividades de ASEMIP, solicitando sus estatutos, se unieron decenas de recortes de prensa, artículos publicados, referencias a intervenciones en medios de comunicación…


  En base a un informe de la inspectora delegada de la Comisión Disciplinaria fechado el 4 de junio de 2010, se hizo una propuesta de incoación de expediente disciplinario por la posible comisión de una falta grave prevista en el artículo 418.3° de la Ley Orgánica el Poder Judicial y de una falta grave prevista en el artículo 417.6° o subsidiariamente de una falta grave prevista en el artículo 418.14: Es decir, por considerar que mis declaraciones encajaban en la falta de «dirigir a los poderes, autoridades o funcionarios públicos o corporaciones oficiales felicitaciones o censuras por sus actos invocando la condición de juez, o sirviéndose de esta condición». En concreto, en el informe, página 11, se refleja que las frases vertidas por el magistrado en numerosos artículos, haciendo ostentación de tal cualidad, no pueden ampararse en el marco de la libertad de expresión, entendida como libertad de pensamiento, ideas u opiniones, dado que el referido derecho no comprende excesos que quebranten el orden jurídico. Más adelante se analizará lo que la jurisprudencia, incluida la de Tribunal Europeo de Derechos Humanos, tiene establecido al respecto. El informe continúa diciendo: «dichas afirmaciones deben ser objeto de reproche disciplinario… máxime cuando está cuestionando abiertamente normas y actuaciones íntimamente relacionadas con el ejercicio de su jurisdicción y poniendo de manifiesto sus opiniones que pueden infundir en los ciudadanos la creencia de falta de imparcialidad en el juzgador». Es decir, que mi crítica a los planteamientos ideológicos que habían inspirado una norma, y el transmitir los resultados perversos y negativos que estaba provocando, se consideraba quebranto del orden jurídico, pudiendo infundir en los ciudadanos, más bien se debería referir a las ciudadanas que habían puesto la denuncia, la creencia de mi falta de imparcialidad. Me imagino que la misma inspectora, estará ya redactando el informe en las diligencias abiertas a los jueces que, como se ha expuesto, cuestionan y desafían abiertamente la aplicación de otras normas y actuaciones íntimamente relacionadas con el ejercicio de su jurisdicción. Mas como, sinceramente, no lo creo, ello pone bien en evidencia a un servicio que no aplica en sus actuaciones el mismo rasero, lo que resulta extremadamente grave.


  Afortunadamente esa propuesta no fue acogida íntegramente por la Comisión Disciplinaria, que el 15 de junio de 2010, acordó «tan solo» abrir expediente disciplinario por una falta grave del artículo 418. 14 de la Ley Orgánica. De esa apertura de un expediente reservado y secreto, me enteré por la prensa. Así lo recogía el diario Libertad Digital en su edición del 17 de junio:


  
    El Consejo General del Poder Judicial (CGPJ) ha decidido abrir un expediente disciplinario al magistrado de Sevilla Francisco Serrano por una supuesta falta grave al incurrir en una presunta incompatibilidad en sus funciones como juez de familia y como presidente de la Asociación Española Multidisciplinar de Investigación sobre Interferencias Parentales (Asemip).


    Serrano ocupó dicho cargo hasta el pasado mes de abril sin solicitar el preceptivo permiso para ello al propio CGPJ. Un hecho éste que el órgano de los jueces someterá a una investigación al entender que este cometido pudo haber influido en el ejercicio de su potestad jurisdiccional.


    La noticia ha sorprendido al juez de Sevilla que ha mostrado su indignación a LD ya que, asegura, se ha enterado antes de la información por la edición de este jueves del diario El Mundo.

  


  En declaraciones que hice para el diario El Día de Santa Cruz de Tenerife, el 18 de junio de 2010, cuando fui a dar la conferencia de desagravio a la que me habían censurado el mes anterior, tuve ocasión de referirme a esa apertura de expediente:


  
    El expediente está motivado por una supuesta incompatibilidad del juez al haber presidido la Asociación Española Multidisciplinar de Investigación sobre Interferencias Parentales sin solicitar permiso al órgano de gobierno de los jueces. Francisco Serrano afirmó que confía en dar otra vez «las explicaciones que ya di en su momento». Preguntado por si se siente perseguido, Francisco Serrano contestó que este es un sentimiento «que está claro» pues «no solo lo estoy pasando mal en el aspecto personal y profesional, sino también en el terreno familiar».


    Serrano confesó sentir «la soledad del perseguido, la soledad del hereje».

  


  En definitiva, que contra todo pronóstico, al final, se me abrió un expediente, del que se ha de insistir, se enteró antes la prensa que el propio interesado que recibió la notificación en un sobre, después, con el sello de «reservado». La dictadura de género ya podía presumir de haber conseguido su primer objetivo de desprestigiar a un juez polémico y ya expedientado. Lo importante es que en todos sitos se dijera que me habían abierto expediente, lo de menos era el porqué.


  A raíz de ahí, gracias a las gestiones de mi asociación judicial, Foro Judicial Independiente, especialmente de mi compañero Luis Alfredo de Diego, y gracias a la cobertura de un seguro de responsabilidad civil, que tenemos suscrito, me pusieron en contacto con el despacho del letrado Francisco Baena Bocanegra, asumiendo mi caso la abogada sevillana Emilia del Río. No tengo palabras suficientes de agradecimiento hacia una extraordinaria profesional que mostró tanta comprensión y desvelo en mi defensa.


  La cuestión es que se designó una magistrada instructora Delegada de la Sala de lo Contencioso Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía con sede en Sevilla, que me tomó declaración junto a la fiscal también designada, ordenándose la práctica complementaria de prueba. Ambas cumplieron con su obligación y con fecha de 30 de agosto el Ministerio Fiscal interesó el archivo y el 2 de septiembre la instructora delegada elevó propuesta de resolución, considerando que los hechos no encajaban en la conducta descrita en el artículo 418.14 de la Ley Orgánica.


  En base a esa propuesta, en reunión de la Comisión Disciplinaria de 28 de septiembre de 2010 se acordó archivar el expediente disciplinario, al entenderse, como habían puesto de relieve la Instructora y la Fiscal, que la conducta examinada (mi presidencia en ASEMIP, una asociación no del gusto de las representantes de las asociaciones denunciantes) no encajaría en el ámbito de las actividades compatilizables que requieren preceptiva autorización según ley, al tratarse de una actividad particular no retribuida en el ejercicio de un derecho legalmente reconocido que realiza para sí directamente el interesado como es el de asociación, entre los que figura la presidencia. Y es que, como afirma el Ministerio Fiscal, ninguna norma orgánica o reglamentaria proscribe o limita este derecho de asociación de jueces y magistrados de formar parte de cargos directivos, como sin embargo, ocurre para los magistrados del Tribunal Supremo.


  En definitiva, al final se termina concluyendo que la conducta era impune y atípica, en base a los mismos argumentos y hechos con los que ya contaba el servicio de inspección, en la fase de diligencias informativas. La instructora no hizo sino corroborar todo lo ya expuesto en el informe que elevé al Consejo y que se ha reproducido literalmente. En definitiva, se me abrió expediente por ejercer un derecho compatible con el desempeño de mi función jurisdiccional, la pertenencia a una asociación, en alguno de cuyos congresos ya habían colaborado el presidente del Congreso, José Bono, y el propio vicepresidente del Consejo, Fernando de Rosa.


  Sobre ese archivo, Foro Judicial Independiente emitió el siguiente comunicado, el 29 de septiembre:


  
    
      	Hoy hemos tenido conocimiento, como siempre a través de la prensa, del archivo del expediente que le fue abierto al juez Francisco Serrano por presidir, sin retribución alguna, una asociación sin ánimo de lucro.


      	El expediente que se ha archivado nunca debió iniciarse. Los hechos que se tuvieron en cuenta para iniciarlo y para archivarlo son exactamente los mismos.


      	Ello nos permite pensar que la apertura del expediente no era más que una coartada dirigida a callar y amedrentar a un juez que se ha caracterizado en los últimos tiempos por opinar y criticar la Ley de Violencia de Género contracorriente de la línea oficial del pensamiento único.


      	La utilización del expediente sancionador para, en definitiva, cercenar el derecho a la libertad de expresión de los jueces, se encontrará siempre con nuestra denuncia y rotunda oposición.

    

  


  Por contra la prensa del régimen llegó a descalificar tan «pésima» noticia, ese mismo día, anunciando que «el juez rebelde con la Ley de Violencia de género sigue impune» (Versión digital del diario Público).


  Sobran más comentarios.


  2. OTRAS DILIGENCIAS PREVIAS INFORMATIVAS


  2.1. Queja presentada por la secretaria de Igualdad del Ministerio de Igualdad, Isabel M.ª Martínez Lozano


  Dicha queja se fecha el 2 de junio de 2010 y, curiosamente, no se dirige al Servicio de Inspección del Consejo, sino que el escrito se remite directamente a la Ilma. Sra. D.ª Inmaculada Montalbán Huertas, vocal del Consejo General del Poder Judicial y presidenta del Observatorio contra la Violencia Doméstica y de Género. Fue ella, por tanto, la que le dio el curso oportuno. De esa forma, dicha queja dio lugar a la incoación de la Información Previa 444/2010. Se ha de significar que a esa queja se adjuntaban exactamente los mismos recortes de prensa que en la denuncia presentada por las representantes de las asociaciones feministas. En esa queja, la Sra. secretaria de Igualdad vuelve a insistir en que este miembro de la carrera judicial ha venido manifestando públicamente su posición encontrada frente a las iniciativas puestas en marcha desde este ministerio, y en especial respecto de la Delegación del Gobierno para la Violencia de Género. Estas declaraciones, en numerosas ocasiones se han realizado valiéndose de su condición de miembro de la magistratura y con manifiesta ostentación de sus atributos.


  La queja se presenta cuando todavía pendía de resolver el expediente del que se ha tratado en el capítulo precedente, resultando sorprendente que se me acusara de hacer ostentación pública de mis atributos (aunque de entrada, esa imputación podría haber dado lugar a malos entendidos en relación a los atributos a los que se hacía referencia), pues aunque es cierto que en algunos de esos recortes de prensa, que no escoge un entrevistado ni quien publica un artículo, aparecía con la toga de magistrado, lo raro es que hubiera podido aparecer vestido de policía, torero, bombero… En muchos casos se trataba de fotos de archivo que se repetían a la hora de publicar una noticia relacionada conmigo.


  Dado que se me volvió a pedir un informe sobre los hechos expuestos en el escrito de queja, lo emití, aunque en este caso me limité a recordar la doctrina de la propia Comisión Disciplinaria del Consejo General del Poder Judicial, del Tribunal Constitucional y del Tribunal Europeo de Derechos Humanos.[34]


  A la vista de es informe y sin más trámites, la Comisión Disciplinaria en su reunión de 7 de octubre de 2010, acordó el archivo de esa queja. En ese caso, y gracias a los antecedentes expuestos, se hizo prevalecer la libertad de expresión.


  2.2. Queja presentada por un ciudadano en relación a lo manifestado en una conferencia promovida por el Sindicato Profesional de Policías Municipales de España


  Se trataba de una queja que tuvo entrada el 2 de junio de 2010, cómo no, en el buzón de sugerencias del Observatorio de Violencia Doméstica y de Género del Consejo General del Poder Judicial, en la que ese ciudadano exponía que se examinara el contenido de mis declaraciones que incomodaban a muchos ciudadanos, particularmente en Sevilla. En concreto se hacía eco de una frase pronunciada en el desarrollo de la citada conferencia impartida en Sevilla el 6 de junio de 2010: El terrorismo doméstico debe ser combatido por medios legales y no a través del terrorismo de Estado. La queja continuaba diciendo que nadie, y menos un juez, puede ni siquiera insinuar que los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del Estado estén practicando «terrorismo de Estado».


  Al margen de la subjetiva consideración de ese ciudadano, tan respetable como cualquiera, y sin perjuicio de que probablemente hubiera sido de los partidarios del GAL y de la doctrina de que el fin justifica los medios, me limité a elevar otro informe (me pasaba la vida evacuando informes y así y todo sin resoluciones pendientes en el Juzgado) en el que indicaba:


  
    A esa conferencia asistieron miembros de la Policía Local de varios municipios, oficiales e inspectores de la Policía Nacional y miembros de la Guardia Civil sin que por parte de ninguno de los asistentes se mostrara rechazo o repulsa hacia lo expuesto en mi intervención. Es más, lo que se mostró tras finalizar la conferencia fue una unánime muestra de consenso en relación a lo expuesto. En ningún momento de la expresión se puede inferir ninguna falta de consideración hacia el Instituto de la Guardia Civil al que como he dicho profeso también la misma alta consideración.

  


  La queja fue también archivada por acuerdo de la Comisión Disciplinaria en sesión celebrada el 21 de julio de 2010. En el informe-propuesta de archivo del Servicio de Inspección, de nuevo en base a entender que «El juez Sr. Serrano se ha limitado a exteriorizar determinadas ideas y opiniones que se incardinarían en su derecho a la libertad de expresión».


  2.3. Queja presentada por el mismo letrado, y en representación de la misma señora, que presentó la querella, que se aborda en el siguiente capítulo, ante el Tribunal Superior de Justicia de Andalucía


  Con carácter previo aclararé que en lo sucesivo se hablará de estas personas por su especial relevancia en los hechos que se describirán, mas deliberadamente se omitirán sus nombres pues a los efectos de ese relato resultan intrascendentes, al igual que, por los mismos motivos, se han omitido y se omitirán el de otros profesionales, cuya intimidad, además, se ha querido reservar. Solo se mencionan los nombres de quienes sí han tenido ese papel relevante y cuando su identidad ha sido significativa en el desarrollo y desenlace de lo ocurrido, como es el caso de la presidenta del Observatorio de Violencia, Inmaculada Montalbán, y la fiscal jefe de Sevilla, María José Segarra, de las que ya se ha hablado.


  Por parte de ese abogado, con fecha de 22 de mayo de 2010, se vino a promover la apertura de expediente disciplinario por considerar que podría estar inmerso en varias faltas disciplinarias muy graves. Un par de días antes, por exactamente los mismos hechos, había interpuesto querella criminal ante el Tribunal Superior de Justicia de Andalucía. Ese escrito de queja dio lugar a otra información previa, en la que evacué otro informe secreto y confidencial, del que se volverá a hablar en el siguiente capítulo.


  El 21 de julio de 2010, la Comisión Disciplinaria acordó archivar esa información previa n.° 396/2010, al entender que el Consejo carece de atribuciones para administrar justicia, por lo que le resulta imposible revisar las resoluciones adoptadas por el magistrado denunciado.


  No contentos con esa resolución de archivo, y pese al procedimiento penal interpuesto, el letrado en nombre de su defendida, interpuso recurso de casación ante la sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Supremo, recurso que fue desestimado por sentencia de 31 de Marzo de 2011, poniendo de manifiesto que en el fondo subyacía una disconformidad de la recurrente con una resolución judicial y que se estaba aludiendo a cuestiones de contenido jurisdiccional.


  Ese mismo letrado, siempre en nombre de su representada, por último, también intentó personarse en el expediente disciplinario abierto a consecuencia de la denuncia de las representantes de asociaciones feministas y que fue archivada. Se le denegó esa personación por falta de legitimación (acuerdo Comisión Disciplinaria de 4 de octubre de 2010). En definitiva, que ante los graves hechos que se describirán en el siguiente capítulo, ante la disconformidad ante una resolución judicial de tan dramáticas consecuencias, ese letrado y esa señora, intentaron abrir todos los frentes posibles para obtener la recompensa de apartarme, como poco, de la carrera judicial, denunciándome por vía mediática (como se verá), penal, disciplinaria y, de haber podido, habrían solicitado mi condena de muerte por la vía militar y sumaria del paredón, que tan al gusto, en estos casos, puede resultar para el estalinismo de género: el mejor opositor es el opositor deportado o muerto.


  4. La querella ante el Tribunal Superior de Justicia de Andalucía


  1. LOS HECHOS


  Antes de comenzar la exposición de los antecedentes fácticos que motivaron la tramitación y condena por un delito de prevaricación culposa, se ha de tranquilizar al lector en el sentido de que en ese relato no se va a hacer una pormenorizada y exhaustiva relación técnica de lo acontecido y que ha dado lugar a la tramitación de un procedimiento de cerca de 2000 folios; y no se va a contar porque realmente en algunos otros asuntos mediáticos recientes de apertura de procesos por prevaricación, lo que ha ocurrido es que un asunto de contenido jurídico se ha transformado en un asunto de apariencia política, y en mi caso ha sido al revés, un asunto esencialmente político, o más bien de represión política, se ha querido enmascarar tras una burda apariencia jurídica. Porque ciertamente el fondo jurídico del asunto es de chiste, de esperpento, de comedia bufa; sin perjuicio de que, tras más de dos años (y lo que le queda), se haya convertido, para mí y mi familia, en una tragedia personal, y para el contexto decente, la inmensa mayoría de los profesionales del Derecho (incluida la carrera judicial) en causa de rubor y sonrojo. El fondo jurídico inventado supone también un insulto, un agravio a los miles de padres, y también muchas madres, que han perdido a sus hijos, que se han llevado semanas, meses, años, toda una vida sin poder siquiera verles, pese a que, muchas veces, tenían a su favor sentencias que no se hicieron efectivas.


  Todo lo que seguidamente se va a contar tiene su apoyo documental, e incluso en audio y vídeo; yo me limito a exponer de forma objetiva lo ocurrido, sin valoraciones ni apreciaciones subjetivas que reservo a la perspicacia e inteligencia del lector.


  Los hechos, en sí, son muy sencillos de relatar:[35]


  El martes 30 de marzo de 2010, martes santo a más señas, me encontraba en mi despacho del Juzgado de 1.ª Instancia, Familia, n.° 7 de Sevilla. Ese día de los cinco jueces de Familia, solo estábamos tres de servicio, pues otras dos compañeras estaban de permiso. Yo sustituía a una de ellas. Sobre media mañana, una funcionaria me comunica que un señor, junto a un niño, quería hablar conmigo. Dado que siempre he sido un juez de puertas abiertas, con fama de escuchar a todo el mundo, hombres, mujeres y especialmente menores, que han querido ver satisfechas sus expectativas de que un juez, personalmente, les atendiera, no me negué a esa solicitud. Así que, a presencia de la secretaria del Juzgado, que se encontraba firmando en la mesa de juntas que se encuentra al fondo del mismo despacho, ese señor junto a un niño entraron, y primero el adulto, que se identificó como su abuelo, y después el niño, me comentaron las razones de su presencia, que básicamente se circunscribían a la preocupación del menor, que en ese momento tenía cerca de 12 años, de que estaba convencido que no iba a poder hacer Estación de Penitencia, saliendo de paje como en el año anterior, en su Hermandad del Silencio que procesiona en Sevilla en la madrugada del Viernes Santo, debido a los problemas que sobre ello había planteado la abogada de su madre y que él no entendía, entre otras cosas porque ya había salido el año anterior. Sus padres se encontraban en trámites de divorcio en el Juzgado de Violencia n.° 4 de Sevilla, en el que se había dictado un auto en el que expresamente se reconocía la obligación de ambos progenitores de respetar la voluntad del hijo de salir en las procesiones de las que era hermano. En eso otro proceso de divorcio, el letrado del padre era Joaquín Moeckel, quien compareció a fin de aportar ese auto esclarecedor de la importancia que ello comportaba para el niño.


  Omito todos los detalles que he contado hasta la saciedad en fase previa, en la instrucción y en el juicio oral. Solo decir que mi versión sobre lo sucedido podía ser confirmada por todos los funcionarios presentes, especialmente las funcionarias que intervinieron en el procedimiento, la secretaria del Juzgado, el juez decano, la fiscal a la que le interesé su opinión y me expresó verbalmente que se estuviera a la voluntad del menor, y que cuando fui a recabar su informe, a última hora, ya no estaba en el despacho (ni ella ni ningún otro fiscal), el servicio de informática que corroboró que ese día falló la aplicación, lo que complicó aun más el curso de los acontecimientos, el abuelo, su abogado, también amigo de la familia, que presentó la solicitud de medidas urgentes y, por último, el propio Joaquín Moeckel.


  Por tanto, en el presente caso, se ha dado una vuelta de tuerca en contra del principio de presunción de inocencia, pues se ha partido de la veracidad del testimonio de quien no estaba presente cuando ocurrieron los hechos, es decir, se ha partido de la veracidad del testimonio de lo que una señora y su abogado se imaginaron y aventuraron que pudo pasar, elevando sus conjeturas a la categoría de hechos probados, descartando e invalidando el testimonio directo de los testigos de lo sucedido, entre los que se encontraba una secretaria judicial, fedataria pública.


  Mas veamos el contenido de la resolución que se consideró como manifiestamente injusta:


  El contenido del auto, fechado en Sevilla el 30 de marzo de dos mil diez, es del siguiente tenor literal:


  
    ANTECEDENTES DE HECHO


    ÚNICO.- Ante el Decanato de los Juzgados de Sevilla se presentó escrito en nombre y representación del menor de edad xxxxxxx, por D. xxxxxx, solicitando amparo judicial en nombre de su nieto, instando la adopción de medidas urgentes de protección de conformidad a lo dispuesto en el art. 158 del C. Civil. La solicitud fue turnada a este Juzgado, dando traslado de la misma al Ministerio Fiscal, quien informó en el sentido de que se estuviera a la voluntad del menor, ratificándose el proponente en su solicitud y siendo oído y explorado el menor con relación a la solicitud formulada.


    FUNDAMENTOS DE DERECHO


    ÚNICO.- De conformidad a lo dispuesto en el art. 158 del Código Civil se han de adoptar por ese Juzgado las medidas apropiadas a fin de evitar que el pequeño xxxxx de 11 años de edad, y que ha comparecido solicitando tutela judicial, se le evite el perjuicio de tener que verse privado de realizar una actividad que para él resulta sumamente importante y trascendente, y para la que durante todo el año se prepara con ilusión y entusiasmo. Resulta incomprensible que cualquiera de sus progenitores siempre ponga obstáculos a lo que constituye su inequívoco y evidente deseo, que ha expresado sin paliativos a presencia judicial, que no es otro que poder salir en Semana Santa en las dos Cofradías de que es Hermano: De Nazareno, el martes Santo con los Estudiantes, y en la madrugada del Viernes Santo de paje con el Silencio.


    Incomprensible más si cabe cuando ambos progenitores sabían que habrían de respetar la voluntad de su hijo de salir en Semana Santa haciendo Estación de Penitencia, y cuando el niño ya salió el año pasado en esa misma Cofradía del Viernes Santo con el beneplácito de su madre. El hecho de que el segundo periodo de vacaciones de Semana Santa el hijo permanezca con la madre, no puede amparar en su actitud de mostrar recelo y rechazo a consentir que su hijo cumpla con su voluntad. No se encuentra justificación alguna en el hecho de aparentar una preocupación excesiva hacia lo que comporta una salida procesional existiendo solo un precedente en España al respecto de la negativa de una madre a que durante el periodo que le correspondía de estancia del hijo con el padre, aquel participara en los Encierros de San Fermín.


    La peligrosidad «moral o física» de una salida procesional con la Hermandad del Silencio, sinceramente no admite parangón con el antecedente expuesto.


    De todo ello se desprende que la autoridad judicial a la que compete la materia de protección de menores, y cuando es el niño quien directamente solicita esa tutela, con independencia de los conflictos que puedan existir entre sus progenitores, la que ha de adoptar una medida cautelar urgente y eficaz a fin de garantizar el interés del menor, e inaudita parte pues se entiende que en otro caso esa tutela dejaría de ser efectiva. En todo caso el beneficio que se reportaría al menor, se estima que no resultaría comparable con el perjuicio que supondría (ante el riesgo real de que estando con la madre el niño no cumpla su deseo) retrasar en solo día y medio su retorno al domicilio materno, y sin perjuicio de lo que para años sucesivos, y con más tiempo para resolver, pueda acordar el Juzgado que conoce del divorcio entre ambos progenitores.


    Visto lo cual;


    ACUERDO: Adoptar como medida cautelar al amparo de lo dispuesto en el art. 158.3 del Código Civil, a favor del menor xxxxxx, la medida de que el retorno con su madre se produzca el viernes, día 2 de abril a las 11:00 horas, prolongando el periodo de estancia de vacaciones con el padre a fin de asegurar que el niño pueda salir en la madrugada con su cofradía del Silencio.


    Notifíquese la presente resolución al menor, su abuelo y ambos progenitores.

  


  2. EL INICIO DEL PROCEDIMIENTO PENAL: LA QUERELLA


  Por los hechos descritos, la madre agraviada, que se había visto separada de su hijo mayor 24 horas, que manifestó el desasosiego y terror sentido por no saber nada de su hijo desde el miércoles a mediodía hasta el viernes por la mañana, y ello pese a que el padre le entregó el hijo menor ese mismo miércoles, con la propia resolución que se ha indicado (según la versión del padre que niega la madre); esa madre, a través de su abogado, inició unas actuaciones penales, interponiendo una querella en la que me imputaba los siguientes delitos:


  
    	Un delito de cohecho, porque supuestamente esa malvada resolución respondía a un complot orquestado para obtener beneficios del letrado Moeckel, al que a su vez favorecía la resolución, y dado que su hermano es el director de una Escuela de Práctica Jurídica, en la que llevo dando clases desde 1998, y en cuyo cuadro de profesores también se encuentran otros muchos magistrados y fiscales de Sevilla. Esa docencia la elevaba a la categoría de prueba de que manteníamos negocios mercantiles comunes.


    	Tres delitos de lesiones psicológicas a la propia madre y a sus dos hijos, incluido el que vio cumplido su deseo de salir de paje en la procesión, y el otro más pequeño, privado de estar con su hermano durante un día.


    	Un delito de prevaricación dolosa, por considerar que esa resolución injusta respondía a mi notoria y conocida animadversión hacia el género femenino, por ser yo un público defensor del maltrato, aprovechando un ardid procesal con un amigo, el abogado Moeckel, y dado que en la Cofradía del Silencio, «de indudable corte machista», en esa época no se permitía la salida procesional de mujeres, «a las que se rechazaba incomprensiblemente pese a que decían venerar a María».


    	Se acusaba de un delito de violación de secretos también de forma subjetiva y carente del más mínimo sustento probatorio. Decir solo sobre ese particular que me limité a dar traslado del auto debatido, y que fue objeto de repercusión mediática, al gabinete de prensa del Tribunal Superior de Justicia, a requerimiento del mismo el día 31 de marzo (al día siguiente de ser dictado) tras recibir llamada del encargado de ese gabinete. Por eso la prensa se limitó a expresar lo que decía el juez Serrano, pero lo que decía literalmente en la propia resolución que se ha transcrito. Fue Moeckel quien habló ante los medios, y quien contó su versión de lo sucedido, conducta que ni censuro ni dejo de censurar. Pese a esa evidencia, y a instancia de la fiscal jefe de Sevilla, se me abrieron otras diligencias informativas previas a la apertura de expediente disciplinario por la sala de gobierno del TSJ de Andalucía, que se archivaron en cuanto expuse esa realidad constatable.


    	Más tarde también me acusó de falsedad documental en documento público, cuando reconocí que de la inicial comparecencia se había eliminado el NIG que, como se dijo, erróneamente había dejado sin borrar la funcionaría que la redactó, y que pertenecía a otro procedimiento.

  


  Es decir, existía a tenor de esa versión surrealista una clara e indiscutible conspiración, en la que supuestamente habrían estado involucrados el Consejo General de Cofradías, la Hermandad del Silencio, la familia del padre del niño, el despacho de abogados de Joaquín Moeckel, la Escuela de Práctica Jurídica que dirige su hermano, la secretaria del Juzgado de Familia n.° 7, todos sus funcionarios, el juez decano, el servicio de reparto y la fiscal que informó verbalmente a favor de que se cumpliera el deseo del menor. Como se dirá, en ese complot y conspiración, más tarde, también entrarían a formar parte, el presidente de la Audiencia Provincial de Sevilla, los magistrados de la Sección Segunda de esa Audiencia y el propio presidente del Tribunal Superior de Justicia, que casualmente, también había sido ponente en una conferencia organizada por la misma Escuela de Práctica Jurídica, tras la cual se escondía toda esa perversa trama.


  Habrá quien se sonría, y piense que cómo es posible que tal planteamiento pueda haber sido tenido en cuenta por una Fiscalía y un Tribunal serios; habrá quien piense que todo ello más bien parece responder a una paranoia, a una estrategia de orientar a un abogado para acabar con un juez molesto, o las dos cosas a la vez. No entro en esas disquisiciones, mas lo cierto es que, de entrada ese letrado, erigido en defensor y paladín de la causa del feminismo y de la reivindicación de la lucha de las mujeres contra la desigualdad entre ambos sexos, de la que se me acusaba expresamente de ser un instigador, resulta que está procesado por maltrato habitual a su esposa, pidiendo la Fiscalía de Sevilla tres años por esa presunta conducta (a diferencia de la dictadura de género ni a ese ciudadano se le niega ese derecho de presunción de inocencia, lo que no se ha hecho conmigo).[36] Lo cierto es que por acordar que un niño viera cumplida su voluntad de salir en una procesión, se me acusaba por varios delitos gravísimos por los que se me pedía imponer varios años de prisión, veinte años de inhabilitación como juez y ciento setenta y dos mil euros de indemnización a la madre agraviada y a sus dos hijos.


  Se me acusaba de no haberme abstenido porque el abogado del padre del niño, no del abuelo que era quien junto al nieto suscribía la solicitud de las medidas, era el mismo que me había llevado un asunto personal, casualmente, la denuncia contra Inmaculada Montalbán. Aparte de que ese abogado no intervino en esas medidas, se ha de exponer que aun cuando el citado letrado se hubiera personado, tampoco hubiera existido causa de abstención, pues a tenor del art. 219.2° de la LOPJ, en relación a letrados o procuradores, solo lo sería el vínculo matrimonial o situación de hecho asimilable y el parentesco por consanguinidad o afinidad dentro del segundo grado. Ni siquiera existiendo amistad íntima o enemistad manifiesta de un juez con un abogado que interviene en su Juzgado, existiría causa de abstención. De ser así, todos los jueces nos estaríamos absteniendo constantemente, pues coincidimos con compañeros y amigos letrados con los que hemos estudiado juntos y compartimos vivencias personales y familiares. Los jueces, de ser así, deberíamos vivir aislados, recluidos en guetos judiciales. Mas ese dato, ya era, de por sí, motivo de sospecha y suspicacia a juicio, como se verá, de la fiscal jefe de Sevilla, de la que es justo, también, suponer que mantiene amistad y una evidente afinidad ideológica con la presidenta del Observatorio de Violencia sobre la Mujer, respecto a quien mantuvo su inocencia, precisamente, en el mismo asunto en el que intervino el referido letrado en mi nombre. Todo ello, claro, si existiera licencia para también ser suspicaz.


  Pero como realmente es muy difícil que un asunto realmente no encuentre otro antecedente semejante, se trae a colación el acontecido, justo el año anterior en la localidad de Elche, y que publicó el diario El Mundo en la Semana Santa de 2009:


  
    Actualizado el viernes 10 de abril de 2009, 11:39 horas.


    Un padre divorciado de Elche no podrá negarse este año a que su hijo participe en las procesiones de Semana Santa que representan esa profecía de Cristo. La juez de Familia de la localidad, Sandra Peinado, ha atendido la solicitud de la madre de que obligue al padre a garantizar que el niño ocupa un puesto de nazareno.


    «Es obvio que el primer periodo vacacional de Semana Santa de este año corresponde al padre, si bien el mismo deberá garantizar que el menor acude a los desfiles procesionales, en los que tiene reservado sitio, puesto que con anterioridad ha venido participando en dicha actividad», señala una providencia de la juez Peinado con fecha de 3 de abril, a la que ha tenido acceso El Mundo.


    Tres días antes, la madre le había presentado un escrito en el que le pedía que asegure que el niño, que tiene 10 años, no falte a su puesto en el Paso del Gallo de la Cofradía de la Negación de San Pedro durante el tiempo en el que le corresponde estar a cargo de su padre según el convenio de divorcio que se acordó hace siete años.


    Los medios consultados por El Mundo también aclararon que la decisión se tomó «en defensa del interés superior del menor». Eso sí, sin tomar en cuenta ni escuchar la opinión del padre por el escaso margen de tiempo que existía entre la solicitud de la madre y la primera de las actividades a las que el pequeño tenía comprometida su asistencia: la procesión del lunes santo.


    La madre argumentó que el niño lleva varios años ocupando un puesto de cofrade infantil, y que para esta Semana Santa el padre había aceptado, en principio, cederle el periodo vacacional que le corresponde por convenio. A última hora, según esta versión, se habría arrepentido, pero a esas alturas la Cofradía de la Negación de San Pedro ya había reservado una plaza en el paso al pequeño, y no quería que bajo ningún concepto incumpliese su compromiso. La juez accedió.

  


  Mas, se objetará que el caso de Elche y el de Sevilla no son el mismo, que existen diferencias, y es cierto. Expongámoslas:


  
    	Quien pedía la medida era una madre, y no como en este caso sucedía, un familiar del padre, en nombre y a presencia del propio menor afectado.


    	La medida se solicitaba con más de una semana de antelación, y no el día previo a cuando se debía efectuar la entrega del menor. La razón de urgencia, no era, pues, la misma.


    	La juez adoptó la medida sin oír, ni siquiera intentarlo, al propio menor, el fiscal y el padre. Simplemente se creyó la versión de la madre, sin más comprobación. En el caso de Sevilla, se exploró al menor, se recabó la opinión del fiscal, sin que su informe se emitiera por su ausencia en Fiscalía a última hora del martes santo.


    	En Elche no se dictó un auto motivado, como en Sevilla, sino una mera providencia que se basaba en «la defensa del interés superior del menor».

  


  Pero sin ir tan lejos, en el mismo Juzgado de Familia de Sevilla, por el mismo juez acusado de prevaricación, por el mismo cauce procesal de urgencia, años atrás, se había acordado que un menor cumpliera con su voluntad de salir en la Cofradía de los Gitanos que dura no cuatro, sino más de doce horas en la Madrugá sevillana. La medida, ante la controversia de los padres, se pidió con más de tres meses de antelación, y dio tiempo para señalar una comparecencia y oír a ambos progenitores. Al final, la decisión adoptada fue la misma, pero entonces no pasó nada.


  Por tanto, antes de proseguir, y aun cuando queda patente la motivación política que se encontraba detrás del asunto, veamos los pretextos jurídicos en que se basaba la sospecha de estar incurso en delito de prevaricación:


  
    	En principio, paradójicamente, nadie parecía poner en duda la supuesta y manifiesta injusticia de lo resuelto. Todo parecía centrarse en la amistad con el citado abogado, en el ardid y conspiración urdidos para perjudicar a su cliente, mujer supuestamente maltratada, en la falta de competencia del Juzgado y en el hecho de haberse acordado la medida sin oír a la madre. En cuanto a la maliciosa intención de vincularme con ese abogado, también resulta significativo que cierta prensa, diario El País, hasta en dos ocasiones en el transcurso del procedimiento, confundiera al abogado que me ha defendido en este proceso kafkiano, Miguel García-Díeguez López, con el que me llevara el precedente contra las asociaciones radicales y la presidenta de Observatorio. Incluso entrando con Miguel, en la sede del Tribunal en Granada, aparecía bajo la foto, el rótulo: «El juez Serrano con su abogado Joaquín Moeckel». Puedo asegurar que ambos, físicamente, no se parecen en nada. Ciertamente ese «error» se rectificó, mas en la mente ignorante de muchos, quedaba grabado el mensaje subliminal de un juez corrupto, que se debió abstener, y que seguía con su abogado, amigo y compadre de toda la vida y con el que había mantenido enjuagues, tan lucrativos como los de algunos ministros con parientes y allegados. Quisiera yo saber qué interés podía tener o qué beneficio sacaba yo de que un niño saliera en una procesión, y quisiera yo saber si el hecho de haber estado defendido por una abogado conlleva que lo tenga a perpetuidad (de hecho, ya dije que en el expediente disciplinario me defendió la abogada Emilia del Río), como el anuncio aquel de «ponga un Vanguard en su vida».

  


  Sin embargo, el abogado de la acusación en uno de sus escritos, de fecha 16 de abril de 2012, veía claro ese interés, pues con ello el juez Serrano pretendía hacer campaña pública de sus personales ideas sobre la mujer y de su cruzada personal frente a D.ª Inmaculada Montalbán del Consejo General del Poder Judicial El interés residía en que necesitaba urgentemente disponer de un caso de denuncias falsas, o similar, para poder llevar adelante el argumento personal del genocidio de las mujeres sobre los hombres, del que también es abanderado el abogado sevillano Joaquín Moeckel, manteniendo ambos causa abierta contra la Excma. Sra. D.ª Inmaculada Montalbán, presidenta del Observatorio de Violencia Doméstica. Sinceramente, sorprende, por un lado, la conexión que se quería realizar entre una resolución que permitió que un niño saliera en una procesión, con las denuncias falsas y demás cuestiones que se han planteado en la primera parte de este libro, y por otro, asombra el celo en defender a dicha vocal del Consejo, que me había amenazado de incurrir en responsabilidades por mi actitud rebelde frente a la ideología que ella representa. Un presunto maltratador que ensalza a quien niega su presunción de inocencia y considera a todo denunciado presuntamente culpable. Lo dicho, el mundo al revés.


  Por decir esas y otras barbaridades semejantes, se le abrió al abogado un expediente disciplinario sancionador que confirmó la Sala de Gobierno del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía, lo que me valió otra querella, en este caso por un delito contra la Administración de Justicia porque el propio abogado, en nombre de la madre defendida, entendía que ese expediente constituía un acto de venganza y represalia por haberme interpuesto una previa querella. Incluso presentó un escrito amenazando de querellarse contra la Sala de Gobierno en pleno que ratificó la sanción.


  Sobre el tema de la falta de competencia y el hecho de la adopción de la medida inaudita parte, se tratará cuando se aborde lo que resolvió al respecto la Sección Segunda de la Ilma. Audiencia Provincial de Sevilla.


  3. ACTUACIÓN DE LA FISCAL JEFE DE SEVILLA


  Se ha de destacar que la denunciante y su abogado, no iniciaron directamente su acción penal, escrito de querella, dirigiéndose ante el Tribunal Superior de Justicia de Andalucía. Dicho letrado tampoco se dirigió a la fiscal adscrita al Juzgado de primera Instancia, Familia, n.° 7 de Sevilla, ni al fiscal coordinador civil. Acude directamente ante la fiscal jefe de Sevilla.


  Así pues, por un lado, no existió la coincidencia del abogado sevillano Moeckel, quien no intervino en ese procedimiento pues no era el abogado que actuó en nombre del abuelo promotor de las medidas, mas, por otro, sí se dio esa plena identidad en la fiscal que actuó, por un lado, para que no se remitiera al Tribunal Supremo la causa contra su amiga Montalbán, y siendo la misma que, por otro, apertura, dirige y practica todas las preliminares diligencias de investigación que inicia por decreto de 6 de abril de 2010 y que concluye también por decreto el 6 de mayo, en el que se mantiene que la conculcación de las normas procesales podría llegarse a entender constitutiva de delito de prevaricación. Y se preguntará el lector inteligente si realmente, y como se irá exponiendo, no puede deducirse de ello otra teoría de la conspiración, mucho más simple, en el sentido si realmente, utilizando las mismas palabras del abogado de la madre denunciante, el interés residía en que se necesitaba urgentemente disponer de un caso para quitar de en medio a un juez molesto y crítico a unos determinados planteamientos ideológicos.[37]


  
    	De entrada, la Sra. Segarra no debió conocer nunca de esas diligencias de investigación, registradas bajo el n.° 56/ 2010 y en cuya carátula de apertura aparece como fiscal asignado, las siglas FJ (Fiscal Jefe). Los fiscales de Sevilla lo sabían y de ahí que en una loable y digna muestra de adhesión a su superiora, emitieran el siguiente comunicado de 20 de octubre de 2011: «Los fiscales de Sevilla emitieron ayer un comunicado de apoyo a su jefa, María José Segarra, en el caso contra el juez de Familia 7, Francisco Serrano. La nota, firmada por 47 fiscales —algo más de la mitad de la plantilla—, expone que la fiscal jefe se limitó a remitir al Tribunal Superior de Justicia de Andalucía (TSJA) la denuncia contra Serrano y “a partir de aquí todas las decisiones adoptadas en el seno de dicho procedimiento han sido competencia exclusiva de la Fiscalía del TSTA”» (Diario de Sevilla, 21 de octubre de 2011).

  


  Lo que, indudablemente, desconocían esos fiscales, es que no era exacta esa afirmación: La Sra. fiscal jefe al amparo de lo dispuesto en el artículo 773.2 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, por decreto firmado el 6 de abril de 2010, y ante el escrito de denuncia recibido el día anterior por varios delitos indeterminados en relación a una resolución del Juzgado de Familia n.° 7 dictada en unos autos no identificados, acuerda abrir las diligencias de investigación ordinarias 56/2010 conforme al artículo 5 del Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal.


  En ese decreto de admisión ni se aludía que la denuncia se dirigiera contra un juez aforado, probablemente, claro está, porque los indicios de criminalidad que se puedan desprender del dictado de una resolución judicial puedan recaer también en el conserje, encargado de mantenimiento, agente o auxiliar administrativo. Como se ha visto, sorprendentemente, de toda la investigación se termina concluyendo que es solo el juez quien pudo haber delinquido y estar incurso en prevaricación. Mas no se piense que la investigación fue sucinta, fue extensa y pormenorizada, comenzando por pedir testimonio de lo actuado en el Juzgado de Instrucción n.° 10, el que había tramitado la denuncia contra Montalbán, para demostrar la connivencia con el letrado Moeckel, cuando no constaba para nada que éste hubiere intervenido en esos autos no identificados en los que se denunciaban varios delitos indeterminados. Se solicitó testimonio de las medidas acordadas en el Juzgado de Violencia 4, se instó informe al fiscal de Protección de Menores y familia, a la Fiscal a la que se había consultado si procedía acceder a la voluntad del menor, a la secretaria del servicio de reparto, a la secretaria del Juzgado de Familia, al decanato y al propio Juzgado, es decir, indirectamente al propio juez «sospechoso». Se ha de resaltar que este informe se recabó a través del propio juez decano, dado que resultaba evidente que la propia Fiscalía en unas diligencias de investigación, de forma directa, no me podía recibir declaración, a tenor de lo que dispone el referido artículo 5 del EOMF. Así pues, se utilizó ese subterfugio y el informe se suscribió en fecha 15 de abril, remitiéndose al Decanato que, a su vez, lo despachó a la Fiscalía en referencia a las diligencias de investigación 56/2010.


  Por todo ello, cuando esas diligencias de investigación, con su correspondiente decreto de conclusión, se remitieron a la Fiscalía del Tribunal Superior de Justicia, ya no hubo más nada que investigar, limitándose el Fiscal encargado por el fiscal jefe del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía, a reproducir los argumentos contenidos en ese decreto a la hora de informar sobre la admisión de la querella por un presunto delito de prevaricación, tomando como referencia el precedente decreto, sin que resulte criticable, en absoluto, que no se cuestionara la autoridad de toda una fiscal jefe.


  Otra curiosidad, que habrá de aclararse y potencia la suspicacia, es que de forma misteriosa y sorprendente ese informe confidencial que debía obrar y custodiarse en las diligencias de investigación de la Fiscalía de Sevilla, aparece en poder del letrado de la madre denunciante, quien presenta ante la propia fiscal jefe, el 6 de septiembre de 2010, un escrito en el que dice: «Que el pasado día 31 de agosto de 2010 —a través de Consejo General del Poder Judicial y en circunstancias que no vienen al caso— mi representada tuvo conocimiento de la existencia de un informe del día 15 de abril de 2010 suscrito por el Magistrado…»


  No ha sido esa la única filtración grave que se ha producido desde el Consejo, como se verá, pues, lo cierto, es que se han facilitado informes confidenciales emitidos con una finalidad de defensa y que luego fueron esgrimidos como argumentos de la acusación. Está visto que alguien me quería mal en el Consejo, y ha hecho todo lo posible por arruinar mi carrera profesional, como algunas asociaciones habían reclamado; alguien, partidario del principio de que el fin justifica los medios.


  Mas volviendo a la actuación de la fiscal jefe, sus compañeros fiscales, sabían que no podía, ni debía actuar y haberse limitado a remitir al Tribunal Superior de Justicia de Andalucía (TSJA) la denuncia contra Serrano, por cuanto:


  
    	De entrada, podría apreciarse que debió de haberse abstenido (pues en ella sí concurría causa de abstención con respecto al investigado con el que había mantenido una pública confrontación de contenido ideológico) en vez de avocarse directamente el conocimiento de las diligencias de investigación, como también hiciera con la intervención en el caso de la denuncia a la Sra. Montalbán. Un fiscal jefe puede asumir personalmente un asunto concreto, pero previa resolución motivada; así lo establece el artículo 23 de su Estatuto: «En cualquier momento de la actividad que un fiscal esté realizando en cumplimiento de sus funciones o antes de iniciar la que le estuviese asignada en virtud del sistema de distribución de asuntos entre los miembros de la Fiscalía, podrá su superior jerárquico inmediato, mediante resolución motivada, avocar para sí el asunto o designar a otro fiscal para que lo despache.»


    	Conforme a lo señalado en la Consulta 1/2005 de la Fiscalía General del Estado sobre competencia de las Fiscalías para tramitar Diligencias de Investigación que afecten a personas aforadas, la competencia para investigar denuncias presentadas contra personas aforadas permite que, en aquellos supuestos en los que se denuncia, además, a otras personas, la competencia para realizar una investigación preliminar puede corresponder a la Fiscalía de la provincia en la que se hayan realizado los hechos investigados, practicando en tal caso las diligencias que se estimen pertinentes para su comprobación. Asimismo, señala la Consulta citada que si la investigación produce indicios razonablemente verosímiles de la realización del hecho investigado, de su carácter delictivo y de la responsabilidad en el mismo de una persona aforada, deberá de remitir la Fiscalía investigadora sus Diligencias de Investigación Penal a la Fiscalía competente. En el presente caso no había más personas denunciadas, la investigación se centró en la irregular e ilegal actuación judicial de un juez que habría vulnerado normas procesales, especialmente en relación a su competencia para conocer del asunto.

  


  Cuando se hable de las resoluciones dictadas por la Sección Segunda de la Audiencia Provincial de Sevilla, que confirmaron íntegramente mi manifiesta resolución injusta, se volverá a referir la última intervención directa de la fiscal jefe de Sevilla.


  4. LA CONCULCACIÓN DE TODA LA DOCTRINA JURISPRUDENCIAL SOBRE EL DELITO DE PREVARICACIÓN


  1. Los requisitos ignorados y contradichos de forma arbitraria


  Antes de iniciar este apartado, quiero expresar mi reconocimiento al abogado sevillano Miguel García-Diéguez López, así como al letrado de su despacho Jorge Rojas Moreno, pues ambos han desarrollado un trabajo encomiable desde el aspecto jurídico, haciendo una defensa técnica y perfecta, con un estudio profundo del delito de prevaricación. Lo malo, como dije, es que el trasfondo de este asunto no ha sido jurídico sino político. Por ello tampoco voy a aburrir contando detalles y anécdotas de la instrucción que darían para escribir otro libro, ni tampoco me extenderé en aspectos legales. Intentaré hacer ver a todo lego en Derecho, el disparate cometido, resumiendo en román paladino lo que la doctrina del Tribunal Supremo y del propio Tribunal Superior de Justicia de Andalucía, han sostenido que es la prevaricación, resaltando la absoluta contradicción e incoherencia de esa doctrina con la interpretación que de los hechos denunciados mantuvieron, primero el instructor, Miguel Pasquau Liaño, magistrado de nombramiento discrecional y político, pues se nombra a propuesta de la Asamblea legislativa de la Comunidad Autónoma, y luego el presidente del Tribunal, Lorenzo del Río, cuyo cargo también procede de designación política y discrecional. Esa manifiesta e incomprensible contradicción e incoherencia, resalta la importancia de que salga adelante la reforma propuesta por el actual ministro de Justicia, Sr. Gallardón, con el fin de acabar con el sistema de nombramientos del Consejo General del Poder Judicial, órgano del que depende la posterior designación de otros cargos discrecionales, un sistema que se reformó en el año 1985 y que ha provocado, lamentablemente, que se pueda pensar, y a veces con razón, que haya jueces que, en vez de deberse a su cargo, deban ese cargo a quienes les han propuesto al mismo, en un clientelismo totalmente confrontado al principio de independencia e imparcialidad judicial.


  Se ha de aclarar que el delito de prevaricación dolosa, aquel por que se formulaba la acusación por la madre ofendida y el Ministerio Fiscal, implica la concurrencia de dos requisitos:


  Elemento objetivo. Se requiere el dictado de una resolución injusta, al igual que en un homicidio o asesinato se requiere que exista un muerto y en el delito de tráfico de drogas que exista droga; así por ejemplo, resultaría absurdo acusar, no digamos ya condenar, a alguien de homicidio cuando el supuesto muerto está en la sala y declara que se lleva bien con el que supuestamente se afirma y sospecha que le quiso matar, y cuando, en el segundo ejemplo, el análisis de laboratorio demuestra que la sustancia blanca encontrada en una maleta procedente de Colombia, es polvo de talco. Al respecto, de este modo, la misma Ilma. Sala de lo Civil y Penal del TSJA, nos recordaba lo que había de entenderse por injusticia de la resolución, entre otros en su auto n.° 37 de fecha 8 de abril de 2011 recaído en la causa especial 6/2011,[38] (es decir en las mismas fechas en que decía exactamente lo contrario en el caso del polémico juez sevillano), cuando fundamentaba lo siguiente:


  
    … Pero hemos de recordar una vez más que la simple infracción de una norma procesal, por grave que sea, no implica la ilicitud penal de la misma. Hemos reiterado hasta la saciedad que esta Sala no es un órgano de revisión de actos procesales; no es su función, por tanto, pronunciarse sobre la existencia de eventuales irregularidades procesales, cuyo control de legalidad corresponde al órgano dotado de competencia funcional para ello. Lo único que corresponde a la Sala, es pues, valorar si tales resoluciones son constitutivas de delito, y por tanto expresión de una conducta merecedora del reproche penal.

  


  En el mismo auto esa misma Sala, con invocación expresa de varias sentencias del Tribunal, tras recordar el reiterado pronunciamiento a este respecto, declaró:


  
    … que para que pueda tipificarse el delito de prevaricación en sus diversas modalidades ha de mediar el requisito objetivo del dictado de una resolución injusta, sin que pueda identificarse la injusticia con la mera ilegalidad, ya que no toda contradicción con el ordenamiento jurídico puede estimar como tal, sino que se precisa que ello sea tan patente, notorio y aún grosero, que de modo claro y evidente sin posibilidad de duda alguna, la resolución de que se trate carezca de toda posible explicación razonable, siendo a todas luces contraria a Derecho, por cuanto que en relación con el carácter o condición de «injusta» que ha de predicarse de toda resolución prevaricadora, conviene destacar que: a) tal resolución ha de ser manifiestamente contraria a la ley; b) la injusticia ha de ser clara y manifiesta, de modo que si concurriese cualquier duda razonable, se produciría la atipicidad de la conducta; c) no toda infracción de normas legales acarrea la responsabilidad criminal, dado que el elemento del tipo penal es la resolución injusta, no la simple resolución ilegal. Manteniendo el mismo criterio las SSTS de 11 de diciembre de 2001 y 26 de febrero de 2002 y otras muchas posteriores, han destacado que «por resolución injusta habrá de estimarse aquella que se aparta de todas las opciones jurídicamente defendibles, careciendo de toda interpretación razonable, siendo en definitiva exponente de una clara irracionalidad. La injusticia es por ello un plus respecto de la mera ilegalidad.


    Pero es lo cierto que este elemento objetivo se viene requiriendo por la jurisprudencia de esta Sala ya de antiguo, de modo extremadamente riguroso, pues solo cabe prevaricación (…) cuando de modo claro y evidente sin posibilidad de duda alguna al respecto, la resolución de que se trate carece de toda posible explicación razonable, es decir, cuando es a todas luces contraria a Derecho…». No parece necesario reiterar aquí los variados adjetivos aplicados tradicionalmente a las resoluciones reputadas prevaricadoras: «patente, notoria e incuestionable contradicción con el ordenamiento jurídico …».

  


  Por no ser más reiterativo, se ha de recordar que esta misma doctrina es la que ha esgrimido la Sección Segunda del Tribunal Supremo para condenar y absolver al juez Baltasar Garzón en los casos de las escuchas del caso Gurtel y en el de la instrucción contra el franquismo, destacando que en este último caso, se le absuelve incluso pese a haber sido revocada la decisión inicial de asumir la competencia para instruir la causa y reconocerse la manifiesta errónea interpretación de normas materiales y procesales por el juez encausado.


  Para intentar eludir esa evidente, clara e indiscutible doctrina, se intentaba justificar, empezando por la fiscal jefe de Sevilla, en su Decreto poniendo fin a sus diligencias de investigación, que la injusticia podía provenir de la absoluta falta de competencia, y por la inobservancia de esenciales normas de procedimiento, pese a la posible idoneidad o acierto de la cuestión de fondo. Ese planteamiento se ha mantenido inalterable tanto en la instrucción como en la sentencia dictada por el presidente del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía. Es decir, se desconocía que precisamente la medida adoptada se había acordado en un procedimiento que no tiene trámite procesal alguno, pues incluso, como se ha visto en el caso de Elche, se puede acordar una medida cautelar y urgente al amparo del artículo 158 del Código Civil en cualquier procedimiento penal o civil, escuchando o no a los padres, dependiendo de la urgencia para su adopción, sin más requisito que tener en cuenta el interés superior del menor y cuando proceda apartarle de un peligro o evitarle un perjuicio injustificado.


  Mas, en mi caso, la fiscal jefe, por mimetismo el fiscal encargado de la acusación ante el Tribunal de Granada, el instructor, y la Sala, entendieron que yo había omitido las normas esenciales de ese procedimiento. Me hubiera gustado que me hubieran dicho, puestos a cambiar de criterio, a qué norma procesal se referían, para intentar mitigar mi ignorancia. Lo que ellos no sabían es que, menuda casualidad, precisamente yo soy el único juez que participa en los cursos de formación de las nuevas promociones de fiscales en el Centro de Estudios Jurídicos de Madrid, en el área de derecho de familia, y que uno de los temas que abordo, es el de medidas cautelares del artículo 158 del Código Civil. Es decir que formo a los fiscales, como experto, en una materia en la que, según la Fiscalía y la Sala, yo soy un completo ignorante y negligente en su aplicación. En cuanto a la competencia, luego se verá lo que entendió la Audiencia Provincial de Sevilla y el propio fiscal del TSJ, al respecto.


  Elemento subjetivo. Lo constituye la intencionalidad, el ánimo, la voluntad de dictar esa resolución injusta que constituye el presupuesto objetivo del delito. Como dije, se me acusaba de prevaricación dolosa, es decir, de haber dictado una resolución injusta (en los términos que, como se ha indicado, lo entiende una unánime jurisprudencia, incluida la de la sala que me enjuiciaba) a sabiendas de que era injusta. Por todos los medios se intentó vincularme con la estrategia o ardid empleado para conseguir el objetivo, no de que el niño viera cumplida su voluntad, sino el de perjudicar a su madre, en una conspiración, como se dijo, en la que habrían participado multitud de conspiradores. Mas de ser así, crasa ignorancia, resultaría que lo que se tendría que haberse denunciado era una supuesta estafa procesal urdida por el padre y su letrado, del que pudo ser más víctima que cómplice, un juez; y eso, si ardid o estrategia delictiva se puede denominar el hecho de conocer la ley y sus consecuencias, pues ciertamente si el padre hubiera solicitado la medida en nombre del niño, el Juzgado de Familia no hubiera resultado competente, lo habría sido el Juzgado de Violencia que conocía de su divorcio y había dictado un auto en el que se imponía a los padres la obligación de permitir que su hijo saliera en las cofradías de que era hermano, en Semana Santa. Por eso, la solicitud la hizo el nieto y el abuelo, que no eran parte en ese otro procedimiento. Al respecto el abogado de la madre, quien como mujer y denunciante de violencia de género tiene, como se decía, la exclusividad de la suspicacia, siempre ha sostenido que esa estrategia pudo venir sugerida por el juez. Lo peor es que esa apreciación subjetiva carente de todo fundamento probatorio, fue secundada por la fiscal jefe de Sevilla. De hecho, en el juicio ese abogado afirmó que la tarde de antes (tarde de lunes santo en la que estuve en un balcón de calle Sierpes viendo procesiones con multitud de personas) aseguró que había mantenido una «charleta» con el amigo Moeckel para asesorarle de lo que tenía que hacer.


  Sinceramente, si se hace extensiva la imputación de un juez por el temor y escrúpulo de que un abogado conocido o amigo que interviene directa o indirectamente en un procedimiento del que conoce, ha podido ganar el pleito, porque previamente le pudo asesorar e informar el propio juez, no quedará en España un solo juez huérfano de sospecha. Lo dicho, todos los jueces a guetos, especialmente los que resultan más molestos.


  Toda la instrucción y posterior juicio oral se dedicaron a intentar poner en pie esas conjeturas paranoicas. Mas claro, como se apuntó, todas las pruebas vinieron a corroborar la versión de lo verdaderamente sucedido. Se aclararon los recelos sobre el reparto. La secretaria y las funcionarias que participaron en el procedimiento ratificaron mi versión e incluso a una de ellas se la hizo pasar un mal trago, puesto que se la llamó a declarar otra vez en calidad de imputada, con el claro propósito de que en su defensa, me incriminara. Cuando el instructor comprobó que volvía a ratificarse en lo mismo, sencillamente le retiró la imputación.


  Por tanto, esa teoría conspiratoria, la de la estratagema y artificio procesal quedó reducida a mera conjetura, elucubración, probabilidad, sospecha, rumor, chismorreo, habladuría y suspicacia sobre la que no se podía sostener una prueba incriminatoria de la supuesta intencionalidad exigida en el delito de prevaricación dolosa, lo que llevo al fiscal del TSJ a retirar la acusación, tardíamente, una vez concluido el juicio oral.


  Incomprensiblemente, más tarde, tres magistrados del Tribunal Supremo elevan esa teoría a la categoría de hechos probados, alterando la convicción probatoria y los propios hechos probados con arreglo al predeterminado propósito de condenar por prevaricación dolosa.


  2. Las resoluciones de la Sección Segunda de la Audiencia Provincial de Sevilla


  Quizás, el principal error de estrategia en la otra posible conspiración urdida, la que yo sospecho y sobre la que existen muchos más contundentes indicios, fue la de recurrir en apelación ante la Audiencia de Sevilla, la resolución tachada de prevaricadora. Un recurso al que se sumó la Fiscalía Civil de Sevilla, a instancia de la propia fiscal jefe, pese a que en los últimos años no recuerdo me hubiera interpuesto esa Fiscalía ninguna otra apelación.


  Es importante ese matiz puesto que esa apelación significaba validar el juicio de legalidad o ilegalidad, de ajuste o desajuste de lo resuelto al ordenamiento jurídico y calificado como notoriamente injusto, por parte del órgano al que compete decidir al respecto. Téngase en cuenta que la revocación de una resolución en sí misma no significa que sea injusta y prevaricadora pues para ello, como se vio, la resolución de que se trate ha de carecer de toda posible explicación razonable, es decir, cuando sea a todas luces contraria a Derecho. Es por ello que ante una resolución no firme, resulta imprescindible previamente someter el control de legalidad al órgano dotado de competencia funcional para ello. La sala Penal no es un órgano de revisión de actos procesales; no es su función, por tanto, pronunciarse sobre la existencia de eventuales irregularidades procesales (Sala Civil y Penal TSJ Andalucía, la misma sala, dixit en auto de 8 de abril de 2011, en un asunto en el que inadmitió una querella contra otra juez).


  De ahí que el letrado Miguel García-Diéguez, cuando se admitió la querella solicitó la suspensión de la causa penal hasta que se pronunciara la Audiencia de Sevilla en los citados recursos, pues la revocación, en su caso, podría justificar, en el supuesto de que se entendiere como inexplicable y notoriamente contrario a la legalidad lo resuelto, la prosecución de la causa; mas la confirmación implicaría no solo que la resolución no era injusta sino que era justa y ajustada a la legalidad material y procesal. Es como si en el ejemplo del tráfico de drogas se quisiera seguir un juicio sin esperar al análisis del laboratorio que podría confirmar si la sustancia aprehendida es droga o polvo de talco. Sin embargo se desestimó esa cuestión prejudicial en base a entender que no solo se discutía el fondo de lo resuelto sino la actuación procesal en su conjunto, es decir, el supuesto ardid utilizado para el conocimiento del asunto, ardid y estrategia que quedó desmontada con toda la prueba practicada.


  Por ello prosiguió la instrucción, y se abrió procedimiento abreviado el 27 de abril de 2011 por considerar que podía estar incurso en delito de prevaricación dolosa, aunque se me exoneraba del delito de falsedad documental. Y ello porque ajuicio del instructor la suma del conjunto de indicios, todos los cuales por sí mismos, no hubieran dado lugar a concluir la posible existencia de prevaricación, en conjunto, en suma, le llevaban a la conclusión de que sí podría apreciarse. Es decir la suma de factores positivos, al final da un saldo negativo. Muy lógico y racional. Se recurrió, dando el letrado García-Diéguez todo tipo de argumentos y rebatiendo con argumentos técnicos y jurídicos, los que parecían más bien fruto de una convicción previa, basados en subjetivos juicios de probabilidades del instructor Miguel Pasquau. Tras desestimar la Sala el último recurso, el 10 de junio de 2011, se confirmó esa decisión.


  Mas lo que no era de esperar es que el 8 de junio la Sección Segunda de la Audiencia Provincial se pronunciara, confirmando la resolución tenida como injusta y prevaricadora, declarándola conforme a la legalidad sustantiva y procesal ordinaria. En ese auto, el órgano superior genuinamente competente, me dio toda la razón, avaló mi actuación, certificando que había hecho bien mi trabajo de procurar, de forma objetiva, tutela judicial efectiva.


  El auto de la Audiencia Provincial de 8 de junio de 2011 es categórico respecto de la competencia que tenía el Juzgado de Familia para conocer del asunto que se le planteaba, así como de lo adecuado y correcto respecto de la tramitación del procedimiento.


  Así se establece en dicha resolución:


  
    … que si bien es cierto, que el Juzgado de Violencia sobre la Mujer n° 4 de esta ciudad que conoce de los autos de divorcio contencioso de ambas partes, dictó auto de medidas provisionales con fecha 26 de enero de 2010 (…) también lo es, no solo que por el titular del Juzgado de Primera Instancia n.° 7 (Familia) de esta ciudad, al que se había turnado la correspondiente solicitud, incoó el oportuno procedimiento de medidas cautelares y urgentes a tenor de lo dispuesto en el art. 158 de nuestro C. C. dada la petición expresa contenida en aquella de fecha 30 de marzo de 2010 (martes santo) suscrita por el abuelo paterno del menor (…) sino que explorado el menor en relación con la solicitud formulada (quien manifestó expresamente su deseo y que se encontraba en una situación de angustia ante las dudas generadas sobre su posible salida procesional), por parte del juez «a quo» se dictó «inaudita parte» resolución al amparo de aquel precepto para que éste último pudiera realizar la estación de penitencia con su cofradía y garantizar el interés del mismo. Así las cosas, justificado el precitado art. 158 de nuestro C. C. por la celeridad que la satisfacción de los menores impone y el carácter tuitivo, garantista y protector de los mismos (…) esta Sala en atención a las razones de urgencia y necesidad estima competente al Juzgado de Primera Instancia n.° 7 (Familia) de esta ciudad para incoar y conocer del presente procedimiento entablado, ya que aquel precepto le permitía adoptar las medidas necesarias para tutelar y proteger los intereses del menor de referencia incluso «inaudita parte» o de oficio por dicho órgano (…).


    Es decir, las medidas o demás condiciones que en favor de los menores se establecen en dicho precepto a instancia del propio hijo, pariente o Ministerio Publico con la finalidad de apartarlo de un peligro o evitarle perjuicios, pueden ser adoptadas dado su carácter tutelar y urgente dentro de cualquier proceso civil o penal en un procedimiento de jurisdicción voluntaria, por lo que la competencia del Juzgado de Familia en el supuesto de autos difícilmente puede ser cuestionada y ello con independencia del desarrollo de otros procesos ya entablados (conviene recordar, que no nos encontramos ante una discrepancia en el ejercicio de la patria potestad o ante una modificación sustancial del régimen de estancia, comunicación y visitas, sino ante una medida puntual y cautelar en evitación de un perjuicio del menor de referencia). De ahí que desde la perspectiva de legalidad sustantiva y procesal ordinaria, sea procedente la desestimación de sendas pretensiones de nulidad articuladas (…).

  


  El propio Ministerio Fiscal en su informe final, en el acto del juicio, acogió esta misma argumentación, admitiendo expresamente la plena competencia del Juzgado de Familia para conocer del asunto, con alusión además a más de una docena de sentencias de audiencias provinciales que se habían pronunciado en ese sentido. Otra casualidad, que no transcendió, es que precisamente el juez tachado de conculcar una norma de competencia muy discutible, participó en la elaboración de una guía práctica para solución de problemas competenciales entre Juzgados de Violencia y Familia, en el año 2006 y a propuesta de la entonces presidenta del Observatorio de Violencia, Montserrat Comas. Mas por lo visto, pese a ello, como se verá, al final resultó que iba a ser el juez más ignorante sobre la materia, y junto a mí los magistrados especialistas de la Audiencia de Sevilla, que mantuvieron el mismo criterio.


  En ese momento, por consiguiente, volviendo al ejemplo, es como si en el delito de tráfico de drogas, y tras informar el laboratorio especializado de que la sustancia intervenida es polvo de talco, el Tribunal siguiera considerando los hechos constitutivos de tráfico de droga. Porque, claro, el acusado tenía un aspecto de traficante que no había sido tenido en cuenta por el laboratorio; y además, a juicio del Tribunal, y por referencias ajenas al procedimiento no probadas en el mismo, se consideraba que el acusado se juntaba y tenía relación con traficantes de droga.


  Pese a todo, pese a declararse que el juez acusado era competente, que la medida era adecuada, proporcional al interés del menor, existiendo razones de urgencia que justificaban su adopción en ausencia de los padres, pese a ello, el magistrado Miguel Pasquau, acordó abrir la fase de juicio oral, con carácter definitivo el 11 de julio de 2011, pidiéndome fianza para garantizar las responsabilidades civiles. Ello suponía mi suspensión de empleo y sueldo que acordó, por automatismo reglado, el pleno del Consejo unos días después, haciéndose efectiva en el mes de agosto.


  Mas antes de la celebración del juicio, y siendo consciente el abogado de la acusación que con esa resolución de la Audiencia de Sevilla, era imposible un pronunciamiento condenatorio, procedió a denunciar a los propios magistrados de la Audiencia ante la Fiscalía General del Estado, por entender que ellos también estaban en connivencia. Seguidamente pidió la nulidad de la resolución, petición a la que se adhirió, cómo no, de forma personal y avocándose de nuevo el asunto, la fiscal jefe M.ª José Segarra, alegando que la Sala Civil, competente funcionalmente, en este caso debía estar sometida a lo que dijera la Sala Penal, que parecía tan dispuesta a condenarme. Lo que ella, probablemente, desconocía es que en el curso de la apelación, el citado letrado, con el mismo objetivo común, ya había intentado evitar que la Audiencia Provincial se pronunciara, solicitando la suspensión de la resolución del recurso y alegando prejudicialidad penal, es decir la preferencia del Tribunal Superior para resolver. Mas su desconocimiento, al que me refiero, es en relación a que de esa petición de suspensión del curso de la apelación, se le había dado traslado al propio Ministerio Fiscal, informando el teniente fiscal (quien más sabe de Derecho Civil de toda la Fiscalía, por su amplia experiencia y valía), en el sentido de oponerse a esa suspensión, por entender que la jurisdicción civil resultaba competente para resolver de las irregularidades que habían propiciado el recurso y consiguiente solicitud de nulidad del auto del Juzgado de Familia. En esa misma línea se pronuncia el Tribunal Constitucional:


  
    Mas para que la prejudicialidad pueda operar como tal, justificando por ella el conocimiento por un orden jurisdiccional de materias que, en principio, no le corresponden, y que están atribuidas a otro diverso, es necesario que la cuestión no esté resuelta en el orden jurisdiccional genuinamente competente, pues de lo contrario aquél, al abordar tal cuestión, resulta vinculado a lo resuelto en éste, sin que se justifique en ese caso la contradicción, y entendiéndose, si ésta se produce, que se vulnera la intangibilidad de la sentencia dictada en sede genuina (TC SS 24/1984, 62/1984, 171/1994, entre otras).

  


  Por el contrario, la fiscal jefe, al poco, informó exactamente en sentido contrario, dejando en evidencia el autorizado criterio del teniente fiscal.


  Gracias a ese nuevo recurso, la Audiencia Provincial tuvo ocasión de pronunciarse de nuevo, en auto de 29 de septiembre de 2011, unos días antes del inicio de las sesiones del juicio oral, volviendo a reiterar la legalidad sustantiva y procesal de la resolución recurrida. No ha existido, ni creo que exista en el futuro, un asunto en el que una resolución confirmada y avalada hasta dos veces por el órgano superior, genuinamente competente, se califique de prevaricadora por considerarse manifiestamente injusta. Lo que ha ocurrido es que la Sala Penal, precisa y paradójicamente de lo que a mí se me acusaba, ha invadido notoriamente la competencia de la Audiencia Provincial de ámbito civil, puesto que el Tribunal Penal está obligado a respetar el pronunciamiento previo del orden jurisdiccional genuinamente competente, cuando la cuestión ya esté resuelta por éste (Sentencia Tribunal Supremo, sala 2.a de 24 de julio de 2001).


  No lo hizo así ni el instructor, Miguel Pasquau Liaño, ni posteriormente el presidente del Tribunal, Lorenzo del Río Fernández, ni el otro magistrado que conforma con ellos la sala, Jerónimo Garvín Ojeda. Sí lo hizo y lo tuvo en cuenta, el otro magistrado que completó la terna de la sala de enjuiciamiento.


  5. Juicio oral, sentencia de la Sala Penal del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía y recurso de casación


  El juicio


  Aunque el juicio oral en Granada se grabó en audio y vídeo, es una lástima que, a diferencia de otros juicios más mediáticos pero mucho más aburridos, no hubieran estado las cámaras de alguna cadena de TV para emitir lo allí ocurrido. En 21 años de ejercicio profesional no he visto nada parecido, pues el número melodramático que nos brindó el letrado de la acusación, no tiene parangón posible. Gritos, suspiros, llanto, golpes en la mesa, insultos y todo en un ejercicio de constricción personal, en lo que parecía le iba la vida, que era conseguir la condena del malvado juez que tanto daño y sufrimiento había hecho padecer a una pobre madre. El presidente del Tribunal, Lorenzo del Río, quizás preocupado con el anuncio de alguna otra querella, de lo que indirectamente ya había sido amenazado cuando denegó una previa recusación, se lo permitió casi todo. Y digo casi, pues al final, en la fase de conclusiones finales, tuvo que echarle de la sala después de una sonada algarada (conducta que provocó que en la sentencia se le anunciara la apertura de otro expediente disciplinario).


  Lo cierto es que el desarrollo del juicio volvió a reproducir toda la prueba practicada durante la instrucción, volví a declarar y reiterarme por enésima vez en lo mismo, y los testigos volvieron a reproducir sus testimonios. Solo hubo un nuevo testimonio relativamente importante, pues se admitió como testigo a alguien que fehacientemente se sabía que no había estado presente cuando sucedieron los hechos: la madre del menor, quien relató el desasosiego padecido durante el día y medio que no supo de su hijo mayor (al margen de que el padre, el mismo miércoles, cuando fue a llevarle el otro hijo de ocho años, afirmó que le hizo también entrega de la resolución dictada, lo que además constituía su mejor salvoconducto frente a nuevas denuncias, es de suponer que ese otro hijo le diría que su hermano se había quedado con su padre). Declaró que su idea era haberse ido a la playa, pero que no se hubiera opuesto a la salida procesional de su hijo si se lo hubiera pedido. Paradójica afirmación, cuando después su abogado, al interponer recurso de casación frente a las sentencia que solo condenaba por prevaricación culposa, literalmente afirma que el juez la coaccionó y persiguió para obligarla a que su hijo saliera en una cofradía de adultos y machista.


  Fuera de ello, solo son de destacar otros dos aspectos en el transcurso de ese juicio:


  
    	La retirada de la acusación por el fiscal. Aunque, como se ha dicho, las pruebas fueron las mismas que durante la instrucción, el fiscal encargado, Arturo Gómez Pardo, al elevar a definitivas sus conclusiones, decide retirar la acusación (lo que dejó estupefacto al letrado de la querellante), pues, como se ha dicho, en ese momento recordó gran número de sentencias de Audiencias Provinciales que, en casos similares de medidas cautelares, sostenían la competencia del Juzgado de Familia, y apoyaban mi posición y, cómo no, la sostenida también por la Audiencia Provincial de Sevilla. Esa retirada obedecía a la lógica apreciación de que no concurrían los elementos objetivo y subjetivo característicos del delito de prevaricación dolosa; ni la resolución se podía considerar injusta, en lo términos exigidos por la reiterada y constante jurisprudencia, ni tampoco se podía considerar que se hubiere tratado intencionadamente de perjudicar ningún bien jurídicamente protegido (y claro siempre anteponiendo el derecho de la madre al interés del menor), por lo que no se probaba el elemento del dolo, solo un comportamiento negligente o imprudente. De alguna forma, lo que resultaba lógico, había de justificar su anterior posicionamiento.

  


  La reacción contra esa retirada de acusación no se hizo esperar, la dictadura de género a través de alguna de las asociaciones subvencionadas que ya me habían puesto en el punto de mira de sus iras, emitió un comunicado el día 13 de octubre en el que reproducían casualmente al pie de la letra los argumentos que había sostenido el letrado de la acusación, la fiscal jefe de Sevilla, el instructor y la sentencia que se dictó ese mismo día (algunas frases son casi calcadas), difamando y dando detalles del procedimiento que, en teoría, solo podría conocer quien hubiera estado participando en su tramitación:


  
    El cúmulo de indicios concurrentes en una sola explicación se enumeran fácilmente:


    
      	Es pública y notoria la parcialidad del juez imputado en su propósito de desacreditar la Ley Integral de Violencia de Género.


      	
        Él mismo no tiene reparo en compatibilizar y hacer ostensibles su actividad judicial con su militancia en las asociaciones que niegan la realidad de la violencia de género, acogen el falso estereotipo de que las mujeres denuncian actos de violencia por venganza o por razones inconfesables, y se oponen a la aplicación de la Ley Integral sobre Violencia, siendo éstos colectivos los que han protagonizado con sus aplausos el espectáculo escandaloso que ofreció la sala en la vista oral cuando el fiscal anunció que retiraba su acusación inicial.


        Como tampoco son racionalmente comprensibles los siguientes indicios de tolerancia y disculpa sobrevenida de la Fiscalía con un juez en ejercicio.

      


      	Que la Fiscalía Superior cambiase de repente el sentido estricto de la «prevaricación», para releer su concepto de quebrantamiento intencional del precepto legal a sabiendas de que lo es, por figuras tan elásticas como las de «imprudencia», «falta de rigurosidad», «un mal entendimiento de la urgencia», etc.


      	Que siendo juez de Familia perdiese la consciencia de que estaba interfiriendo en el desarrollo de un régimen de visitas cuya competencia pertenecía a otro Juzgado.


      	Que no hay forma razonable de asociar el concepto de «urgente necesidad» con la asistencia de un niño a la procesión nocturna (de «la Madrugá»), por mucha que sea la ilusión del niño de haber sido tal el caso, que no lo fue.


      	Que no se deberá a mera casualidad sino a fundada sospecha de causalidad el hecho de que el letrado Joaquín Moekel haya reunido en su oficio de defensor jurídico la triple condición de a) ser el letrado defensor del padre en el caso en que el juez dictó la resolución que ha llevado a la incoación de este procedimiento por prevaricación; b) haber sido con anterioridad titular defensor de la acción emprendida por el juez Serrano en la querella promovida contra la magistrada y presidenta del Observatorio contra la Violencia de Género y Doméstica del Consejo General del Poder Judicial; y c) a mayor abundamiento patrocinador asimismo de la acción querulante del mismo juez contra diversas asociaciones de mujeres que denunciaron en su día cara al público las actuaciones tendenciosas y el proceder falto de imparcialidad del juez.


      	
        Que el propio juez imputado dio instrucciones al abuelo del niño para que presentase escrito al Decanato y seguidamente se preocupó de telefonear él personalmente para advertir al Decanato de la urgencia con que debiera tramitarse.


        (…)


        Por el momento, nos quedamos con la conclusión incontestable de que una vez más un miembro de la Judicatura, de entre los no pocos que actúan de forma semejante anteponiendo sus fobias ideológicas en lo que denominan interpretación en aplicación de la ley, causa daño irreparable a las mujeres y a sus hijos, y al tiempo aumentan el descrédito de la judicatura ante la opinión pública.


        Que sus sentencias, tan fuera de toda lógica racional, desvirtúan la ley haciéndola inservible al fin para que fue propuesta. Lo que en el caso que contemplamos y todos los demás de su género, es lo que constituye el delito de prevaricación.


        Si en este caso se absuelve al juez, habrá quedado constancia de que la prevaricación como figura de delito aplicable al juez, solo lo será como remedio para cortar los vuelos de aquel que llegue a ser políticamente molesto por su decidida implicación en la defensa de los intereses comunes del pueblo.


        Llegadas a este punto, las asociaciones firmantes nos proponemos


        considerar las acciones de todo orden que pudiéramos emprender para corregir la perniciosa deriva judicial que denunciamos. Entre tanto, tal vez lo oportuno sería proponer que el delito de prevaricación se declare formalmente inaplicable a los jueces en el ejercicio de sus cargos; sería un remedio eficaz para deshacer el engaño de comprobar cada día cómo la justicia jamás se llega a aplicar contra quienes por razón de sus funciones dicen impartirla. Y que cuando se pisa un juzgado todo es posible sobre todo si quien lo hace es una mujer.

      

    

  


  El comunicado encerraba, por tanto, una clara amenaza a la carrera judicial, especialmente una advertencia al tribunal sentenciador, dando a entender que ellas son, como extrema izquierda militante, las que exclusivamente representan los intereses comunes del pueblo, acogiéndose de nuevo a su discurso victimista, considerando jueces injustamente tratados y a los que se pretende cortar los vuelos, acusándoles de prevaricación, solo a aquellos que profesan su ideología. Cualquier otra forma de pensar es una perversión, una fobia que se ha de perseguir. Dejaban en evidencia, lo bien que les vino encontrar un asunto, en el que de alguna forma se había vinculado al juez y al abogado que se habían atrevido a denunciar a su presidenta, la del Observatorio, al que todas esas asociaciones pertenecen, y a ellas mismas. Dejaban claro que todo era un acto de venganza, y nadie se lo recriminó, ni aun cuando lo único que les quedó por decir es que, en sus asuntos, lo mejor que se podía hacer era dejar que juzgaran ellas, como los Tribunales Revolucionarios y Comités de Salud Pública de la época del Golpe de Estado Jacobino de 1793.


  Mas hablando de casualidades, mencionaré otra, al día siguiente de la renuncia del fiscal, también se movilizó la quinta columna periodística, publicando el 5 de octubre, en portada, el diario El País, el siguiente titular: «El fiscal perdona al jurista acusado de sexismo». Fíjense qué casualidad, no se me acusaba de acordar que un niño saliera en una procesión, no, se me acusaba de «sexismo», una nueva modalidad de reproche penal, que no sé a qué delito se refiere (y menos aún el lerdo del periodista); mas en todo caso, resultaba evidente que se me acusaba por motivaciones exclusivamente ideológicas.


  En una cosa estamos de acuerdo: las casualidades no existen.


  
    	Filtración del informe secreto que emití en las diligencias informativas abiertas por la Comisión Disciplinaria del Consejo y su utilización por el letrado durante el juicio. Efectivamente no creo en las casualidades, y con esta, y solo en este asunto (pues hubo más) es la segunda vez que en mi perjuicio, se menciona que han existido filtraciones. Ya se expuso que se filtró y llegó a poder del abogado de la madre acusadora, el informe que se emitió en las diligencias de investigación que abrió y tramitó la fiscal Segarra. Alguien en el Consejo se las proporcionó el 31 de agosto de 2010.

  


  En este caso se trataba de las diligencias informativas abiertas, como se expuso en el anterior capítulo a raíz de la queja formulada por la propia parte querellante y sobre los mismos hechos. Pues bien, el abogado en fase de interrogatorio al acusado y su cliente y en fase de conclusiones se remitió constantemente a ese informe, insisto de naturaleza confidencial y secreta, que leyó prácticamente en su totalidad. Se reproducen seguidamente algunas transcripciones de lo que consta en la grabación del juicio:


  
    VIDEO 8 MARCA 21. DECLARACIÓN, QUERELLANTE.


    1 hora, 10 minutos, 40 segundos.


    Abogado, tras ser recriminado por el presidente por hacer preguntas sobre ese informe dirigido al Consejo, y contestar éste que su importancia es crucial pues «viene a demostrar la intencionalidad dolosa de la actuación del acusado, en especial su notoria animadversión hacia las mujeres».


    Abogado a su cliente:


    ¿Cómo conseguimos este escrito? ¿Fue fácil? ¿Se nos entregó gratis? Sra.: No fue fácil, se nos entregó después de muchas gestiones por su parte en el CGPJ.


    Abogado: Sí la última vez en agosto de 2010, lo conseguimos con LA INTERVENCIÓN DE LA SUPREMA AUTORIDAD DEL CONSEJO O DE ALGUIEN MUY PRÓXIMO.

  


  Sobran más comentarios. Es de extrema gravedad lo sucedido, porque el Consejo General del Poder Judicial pese a ser conocedor de esa filtración de alto nivel no ha dado respuesta alguna al respecto, pese a que mi asociación de jueces (Foro Judicial Independiente) presentó una queja sobre la misma. No quiero ni pensar que cualquier filtración hubiera tenido su origen en mi imprudencia, pues, de hecho, se me abrió expediente por tal motivo, y pese a que la resolución que obraba en los medios, se la había proporcionado el propio gabinete de prensa del Tribunal Superior. Que conste, que en este caso, y de ello sí estoy seguro, las filtraciones no se produjeron por imprudencia, sino con una clara intención de perjudicarme. Lo dicho, yo tampoco creo en las casualidades.[39]


  6. SENTENCIA Y RECURSO DE CASACIÓN


  Fuera de todo, pero absolutamente de todo, pronóstico, al final la sentencia que dicta, como ponente, el presidente de la Sala Civil y de lo Penal del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía, que aún no llevaba un año en su cargo, es de condena por prevaricación culposa, imponiéndome dos años de inhabilitación y 4000 euros de indemnización a la señora querellante. Eso sí, de forma graciable, se pedía un indulto, por considerar excesiva la pena, de forma que quedara reducida a una inhabilitación por seis meses. Cuando escribo estas líneas ya llevo mucho más de ese tiempo suspendido de empleo y sueldo.


  La gravedad de la condena, al margen del disgusto y gravísimo daño personal y familiar, considero que estriba en el hecho que la misma constituye el primer caso de condena por motivaciones ideológicas de la democracia.[40] El 23 de marzo de 2012 se hizo público un auto de archivo, en otro asunto que tuvo gran repercusión mediática, la llamada «Operación Galgo» en la que la señalada por el dedo era nuestra campeona de atletismo Marta Domínguez. En ese auto se afirmaba que «El rumor, el chismorreo o la habladuría no pueden considerarse como indicios de delito». Mas el daño a su imagen ya estaba hecho. Pues bien, en el asunto del juez «acusado de sexismo» y dibujado en medio de la diana por la dictadura de género, resulta que no solo se le acusa, sino que se le abre juicio oral y condena en base a rumores, chismorreos y habladurías, de los que se habían hecho eco los medios de comunicación. Por eso, y por considerar solo los tres miembros de la Sala Penal del Tribunal Superior de Justicia en Granada (en cuya sede, otra casualidad, había estado destinada Inmaculada Montalbán antes de ser nombrada vocal del Consejo y presidenta del Observatorio de Violencia) que la resolución dictada era manifiestamente injusta. Lo dicho, una condena por motivación ideológica.[41]


  Al margen de esa consideración personal, que comparten muchos profesionales y mucha gente no contaminada ideológicamente, de entrada, se producía una gravísima conculcación del principio acusatorio, pues se me condenaba por un delito por el que nadie me había acusado en ningún momento, ni en los escritos de acusación, ni al elevarse a definitivas las conclusiones provisionales en el acto de la vista, y ello ni siquiera de modo alternativo. Mi defensa siempre se centró en la acusación de un delito de prevaricación dolosa y se me condenaba por un delito de prevaricación culposa, no siendo además ambos delitos homogéneos[42] pues parten de presupuestos fácticos distintos, pues en la modalidad culposa se requiere una gravísima imprudencia y omisión de todos los trámites procesales; ya se dijo que la medida se adopta por un cauce procesal inespecífico, requiriendo además un plus de antijuridicidad, pues se requiere que la resolución sea manifiestamente injusta.[43] Manifiesta significa, ya, extravagante, que para cualquiera, no solo jurista, suponga rechazo e incomprensión, que no tenga la más mínima posibilidad de explicación. Lo manifiesto requiere que lo sea para todo el mundo sin excepciones. Lo curioso es que la actuación judicial, la competencia del Juzgado y el ajuste de legalidad de la resolución ya habían encontrado el apoyo de tres magistrados especialistas de la Audiencia de Sevilla. Más curioso aún, también encontró la justificación del propio fiscal del Tribunal Superior que retiró la acusación, y por último, el apoyo del voto particular del tercer miembro del Tribunal, Ilmo. Sr. D. Jorge Muñoz Cortés, ajeno a esa sala y nombrado ad hoc para ese juicio:


  
    … tampoco puede perderse de vista la actuación de la Audiencia Provincial de Sevilla, órgano civil competente funcionalmente para la verificación y control de legalidad de la actuación jurisdiccional del juez Serrano. Dicha Sala jurisdiccional en auto de fecha 8 de junio de 2011, a la vista de las actuaciones llevadas a cabo por el juez Serrano ratifica la actuación judicial del mismo(…), considerando que «desde la perspectiva de la legalidad sustantiva y procesal ordinaria es procedente la desestimación de la pretensiones de nulidad articuladas en vía de impugnación de la resolución dictada por el juez Serrano».


    … resulta indiscutible la existencia de una resolución judicial que objetivamente revela que tres magistrados consideraban que los hechos que se presentaban al juez Serrano y a la vista del expediente por él tramitado, le habilitan para adoptar la decisión llevada a cabo inaudita parte, esto es sin audiencia de las partes y del Ministerio Fiscal. Esto es, dicho de otra manera, un órgano judicial colegiado valoró que las circunstancias concurrentes integraban el concepto de urgencia que habilitaba la actuación de que se trata.

  


  En cuanto a la sentencia en sí, suscrita por los otros dos magistrados (al final, como decía, resulta que lo «manifiesto» lo es solo para una minoría), no reflejaba en sus hechos probados las dos resoluciones dictadas por la Audiencia de Sevilla y dedicaba un par de folios a reproducir notas de prensa que se habían publicado sobre el proceso penal, con el fin de aclarar (excusatio non petita, acusatio manifesta) que se me había juzgado por mi conducta y no por lo que se decía de mí en la prensa, es decir, con el fin de desterrar la idea que se me juzgara en base a un Derecho Penal de autor, por ser un juez molesto a determinados sectores y lobbys de poder.


  Naturalmente esa idea no se ha eliminado, y así, en un almuerzo con un dignísimo compañero magistrado de Sevilla, cuando me decía que, aunque no estaba de acuerdo con la sentencia, no le cabía la menor duda que se había dictado en conciencia, le contesté ¿pero tú, de verdad, crees que a cualquier otro juez de Andalucía se le hubiera siquiera admitido la querella?, tras unos segundos de vacilación, me contestó con sinceridad… NO. Por respeto a la Justicia a la que ambos servimos, la conversación giró hacia otros derroteros.


  La sentencia también fue extensamente analizada en su blog, por el Catedrático de Derecho Procesal, y exvocal del Consejo, Andrés de la Oliva, que la define así: Una pésima sentencia reinventa el delito de prevaricación y amenaza la justicia. La prevaricación ya no requiere una resolución «grosera», «esperpéntica» o «clamorosamente injusta» solo que al tribunal le parezca mal como ha actuado el juez.


  Pese a lo «manifiesto de la injusticia cometida», raro es el día que no salgo a la calle y me encuentro con el apoyo y adhesión de personas anónimas que me respaldan, y que más al contrario, consideran que la injusticia la he padecido yo. Esa misma muestra de afecto la he sentido por abogados y profesionales de Sevilla que incluso convocaron un acto para divulgar un comunicado de prensa en mi apoyo; me la han transmitido muchos compañeros en la Carrera Judicial, en el foro de debate de la página web del Consejo (en la que incluso propusieron abrir una cuenta de solidaridad a mi nombre) y especialmente mis compañeros del Foro Judicial Independiente, en cuya última asamblea nacional en Salamanca, a finales de octubre de 2011, puestos en pie y por unanimidad, me dieron una fuerte ovación en muestra de adhesión y ánimo. Ese día se me saltaron las lágrimas de emoción, mientras me sentía arropado por mi propio colectivo. Un compañero, notando el momento de congoja que sufría, me lo expresó muy gráficamente: «A un juez culpable y prevaricador no le defienden otros jueces».


  Pero al respecto han existido excepciones, en las que he recibido críticas en vez de adhesiones:


  
    	Incluso en el foro público de debate de la asociación Jueces para la Democracia (en la que, como dije, tengo buenos amigos y amigas), me contaron que los comentarios eran de no poder explicarse la sentencia del Tribunal Superior. Hubo una excepción, pues el magistrado de Sevilla José Manuel Pérez-Beneyto Abad, escribió en ese foro: «A propósito del juez prevaricador Serrano, si se lee la sentencia los hechos describen una prevaricación dolosa, cuestión distinta es que los acuerdos en la deliberación y para que fuera firmada la sentencia por todo el tribunal, se falla como se falla; acuerdo que es traicionado con el voto particular posterior, extemporáneo y cuando se estaba notificando la sentencia». Tres cuestiones son de resaltar de este comentario: la primera, que se me tuviera ya por prevaricador sin esperar al pronunciamiento definitivo del Tribunal Supremo; la segunda, que se dieran detalles (otra filtración más) de cómo se llevó a efecto una deliberación secreta en el Tribunal; la tercera, que ese magistrado es el marido de la fiscal jefe de Sevilla, María José Segarra. Otra casualidad inocua.


    	La otra excepción, se produjo como reacción al acto de homenaje que me organizaron los hombres y mujeres de la Plataforma Ciudadana por la Igualdad que presido, el 29 de noviembre de 2011. Un acto que se celebró en el hotel Inglaterra de Sevilla, que presentaba Carlos Herrera, al que acudieron, entre otros, el presidente y otros miembros del Consejo General de Cofradías y el arzobispo auxiliar de la Diócesis de Sevilla monseñor Santiago Gómez. Un acto privado que se quiso prohibir, como en los peores tiempos de franquismo. Se ve que la censura y restricción de la libertad de expresión y pensamiento, no eran suficientes; la dictadura de género, valiéndose de sus peones, también quería prohibir la libertad de reunión ciudadana. La denuncia la presentó, cómo no, el letrado de la acusación, afirmando (haciendo de nuevo gala de sus dotes adivinatorias) que en el acto se iba a ensalzar el maltrato, del que a él le acusa de ejercer una mujer presuntamente víctima de su actitud machista. La denuncia se hizo pública, lo que le dio más difusión al acto, y se presentó ante la receptiva fiscal jefe de Sevilla, que eso sí, en este caso no ordenó ninguna investigación al respecto; al menos, que yo sepa.

  


  Recurso de casación


  Naturalmente, no me acogí al indulto que se me ofrecía como una píldora envenenada. Mi abogado Miguel García-Diéguez anunció y preparó un recurso de casación extenso y pormenorizado con una perfecta técnica jurídica, en el que se recogían trece motivos casacionales, entre los que se desarrollaban los ya descritos de conculcación del principio acusatorio e infracción de precepto legal, a los que se añadían otros por infracción de garantías constitucionales, quiebra del principio de presunción de inocencia, interdicción de la arbitrariedad… Realmente la sentencia, aunque literariamente podía parecer atractiva, sobre todo de cara a contentar a las radicales de género que habían exigido mi cabeza, no soportaba ni el más mínimo racional análisis. Un análisis jurídico y técnico que ponía en evidencia sus múltiples incoherencias y contradicciones, comenzando por la propia doctrina del Tribunal sentenciador. La cuestión es que tal y como se afirmaba en el recurso, metafísicamente era imposible el delito imputado. Tras los dos pronunciamientos de la Audiencia Provincial de Sevilla se defendía que la actuación no solo no podía ser calificada como injusta sino que era perfectamente adecuada, correcta y ejemplar a tenor de las circunstancias de urgencia concurrentes. Claro, entre una actuación justa, adecuada y ejemplar, a otra calificada de manifiestamente injusta, va un abismo.


  La Fiscalía del Tribunal Superior de Justicia, a través del fiscal encargado, Arturo Gómez Pardo, también anunció recurso que, sin embargo, de forma, otra vez sorprendente, no formalizó la Fiscalía de Tribunal Supremo. Después la sorpresa desapareció, cuando se comprobó que el fiscal asignado era Luis Navajas, otro profesional, cuya valía y capacidad no se ponen en duda, pero de indudable corte ideológico muy al gusto del golpismo jacobino, quien en la defensa de otro juez (en un asunto reciente y conocido) no tuvo reparo en exponer de forma apasionada y visceral que, en ese caso, se estaba aplicando un Derecho Penal de autor, resaltando el carácter absolutamente restrictivo del delito de prevaricación. En mi caso, sin embargo, en su memoria histórico-profesional debió de producirse un incomprensible vacío amnésico, similar al padecido por la Sala del Tribunal Superior con respecto a la aplicación de toda su propia doctrina sobre el delito de prevaricación. Bochornoso, el último disparate que suponía la quiebra del principio de unidad de actuación del Ministerio Fiscal y que, en general, ponía en evidencia la perniciosa deriva (por emplear el mismo término utilizado por las asociaciones radicales de género en su comunicado) de la Fiscalía.


  En cuanto al recurso de casación de la acusación particular, solo decir que en su línea; «antológico», como amenazó durante el acto de la vista. Proponía de nuevo que se oyera al menor, cuando el mismo letrado había renunciado, por escrito, a que fuera oído por la Sala de Granada. En principio, pensamos que la madre había recapacitado, y que había procurado evitar al niño el mal trago de acudir a un Tribunal, para declarar sobre algo que había vivido hacía dos años. Mas no, el motivo era que tanto ella, como su abogado se habían sentido atemorizados porque en la sala de vistas había una treintena de personas, entre las que se encontraban representantes de algunas asociaciones de las que no reciben subvenciones, amigos íntimos y familiares que habían acudido a arroparme, para que no me sintiera solo. Naturalmente cuando son otros colectivos, los que en masa acuden, insultan y jalean, no cabe el más mínimo asomo de crítica y reproche hacia tan legítima reivindicación del derecho a expresarse con libertad. Aquellos que exigen distinto rasero en la aplicación de las leyes a la vez que se proclaman defensores de la igualdad.


  La Sentencia del Tribunal Supremo


  El día 30 de mayo de 2012, se celebró la vista del recurso de casación ante el Tribunal Supremo, de la que solo destaco (pues mi abogado Miguel García-Diéguez se limitó a una exposición técnica y el abogado de la acusación siguió en su línea de desvarío invocando la doctrina del santoral) la intervención del fiscal Navajas, quien en su incongruencia, incluso dejó en mal lugar a la Fiscalía del TSJ de Andalucía que había pedido la absolución. Lo más pintoresco del informe de Navajas, con todo, fue su afirmación de que consideraba lo enjuiciado como algo trivial, pues no se explicaba cómo la voluntad de un niño de salir en una procesión de Semana Santa, había terminado en el Supremo. La verdad es que en eso coincidimos. Porque desde su atalaya, el fiscal Navajas, censuró el coste que para la Administración de Justicia había supuesto el proceso, pues a su juicio realmente el asunto no debería haberse judicializado pues estimaba que esas polémicas en las que los progenitores utilizan a los hijos, deberían resolverse en el ámbito doméstico. Buenas noticias, pues, para los jueces de Familia ya que, gracias a la doctrina Navajas, en lo sucesivo, esos jueces podrán desentenderse de esas nimiedades que les traen tantos quebraderos de cabeza. Al final resulta que no he sido un juez delincuente, sino tonto por malinterpretar el principio de tutela judicial efectiva… para no prevaricar, lo mejor, es irse de cañas y no hacer ni caso.


  El tema parecía, otra vez la ingenuidad, totalmente finiquitado. En mi fuero interno de quien seguía creyendo en el Estado de Derecho, pensaba que en cuestión de menos de diez días acabaría mi calvario. De nuevo mi gozo en un pozo, pues tras dos semanas, la Sala Penal se pronuncia dictando una resolución por la que dilata dictar sentencia ante la complejidad de la causa. Paradójicamente, por tanto, se trataba del asunto trivial más complejo de la historia reciente del Alto Tribunal. De nuevo la preocupación, la ansiedad y el mosqueo, pues tal anuncio no auguraba buenos pronósticos (de hecho, en el caso de Ferrín Calamita sucedió exactamente lo mismo). Incluso una periodista de EFE, llegó a preguntarle a mi letrado si sabía algo sobre un posible cambio de ponente, lo que tornó mi estado de ánimo en angustia al temerme que el TS confirmaría la condena.


  En todo me equivoqué, pues el 13 de julio, pese a que mi procurador acudía a diario dos veces para interesarse por el asunto, me entero en directo por la radio (la enésima filtración a la prensa), que había sido efectivamente desestimado mi recurso, pero no confirmando los dos años de inhabilitación, no, sino elevando esa pena a diez años (sin referencia alguna a indulto), confirmando la indemnización de 4000 euros a los que se sumaba una multa de 2300 euros, y ello, de nuevo, variando la calificación del delito, pues ahora, tras defenderme de la condena por prevaricación culposa, se me condenaba por prevaricación dolosa, lo que siempre había pretendido el lobby de género, y por lo que, por lo visto, se procuró condenarme por la Sala Penal del TSJ de Andalucía, lo que frustró la reticencia y oposición de un magistrado disidente. La nueva casualidad es que, ahora, el ponente y otro de los dos magistrados que se inclinaban por la condena, pertenecían a la misma asociación judicial que el presidente del TSJA, los tres de nombramiento discrecional y con la misma etiqueta política de quienes me habías señalado en su diana. Al final, las cosas quedaban en su sitio. Casi me desmayo de la impresión, pero más aun cuando leí el contenido de la sentencia y el voto particular de dos de los cinco magistrados de la Sala.[44] El ponente, Andrés Martínez Arrieta, había sido el mismo que suscribió la redacción de la ponencia absolutoria de la referida causa contra Baltasar Garzón por su investigación penal del franquismo; en este caso, sus argumentos fueron diametralmente los contrarios a los que invocó en ese otro asunto, en el que sí aplicó la reiterada doctrina del Tribunal. El ponente, Andrés Martínez Arrieta, habría sido, casualmente, el mismo que redactó la ponencia absolutoria de la referida causa contra Baltasar Garzón por su investigación penal del franquismo; en este caso sus argumentos fueron diametralmente contrarios a lo que invocó en ese otro asunto, en el que sí aplicó la reiterada doctrina del Tribunal. Otro caso de amnesia de memoria histórico-profesional.


  De entrada, esa sorpresa e indignación venía motivada porque era la primera vez que el TS dicta una sentencia condenatoria por prevaricación con votos particulares que se pronuncian incuestionablemente por la absolución, haciendo decaer toda la doctrina jurisprudencial que, como se ha visto, mantiene que no puede existir ese delito cuando la conducta tenida por prevaricadora admite discusión y puede ser explicable en Derecho. Otro magistrado del TSJ de Andalucía se pronunció en el mismo sentido, y otros tres magistrados de la Audiencia Provincial de Sevilla, hasta en dos ocasiones, dictaminaron la procedencia y legalidad de la actuación y decisión adoptada. De once magistrados que han enjuiciado la actuación y decisión tachada de prevaricadora, seis me han terminado dando la razón. Hubiera bastado una voz razonada discrepante, para descartar la existencia del delito. De hecho, no conozco ningún antecedente (otra casualidad) de condena por prevaricación con votos discrepantes. En concreto, en el voto particular se afirma: las circunstancias concurrentes de que se trata no permiten afirmar que nos encontremos ante una resolución injusta, ni tan siquiera en su vertiente procedimental o como prevaricación procesal La actuación procesal del juez encuentra una explicación en derecho, con la que resulta posible la discrepancia, pero sin que resulte posible afirmar que se actúa al margen del derecho o de forma inexplicable desde la perspectiva legal (…). Lo decisivo es que la resolución no puede ser tachada de INJUSTA ni en la vertiente objetiva (todos coinciden en que el niño debía salir en la procesión); ni en la procesal (se podría haber sido algo más reposado, pero no mucho más: el jueves era fiesta y el miércoles correspondía la entrega de los menores).


  Por otro lado, la sentencia ha refrendado la vuelta de tuerca contra el principio de presunción de inocencia, puesto que, como se dijo, se ha limitado a dar por probado lo que afirmaba la madre denunciante en su querella. Esos tres magistrados dan por cierto lo que, en otras ocasiones, como se expuso, se han considerado meras conjeturas, suposiciones, rumores, chismorreos y habladurías; se da por probado lo que piensa una mujer de lo que ha podido pasar en un Juzgado en que no se encontraba, en contra de lo declarado por todas las personas que sí estaban. Esos tres magistrados alteran los hechos declarados probados en la sentencia recurrida en contra del principio de invariabilidad y santidad[45] de los mismos, como ha reiterado hasta la saciedad la doctrina del TS, y ello a fin de justificar la prevaricación dolosa por la que me condenan. ¿Cómo se teje la sutil estrategia?, pues muy sencillo, tras reproducir los hechos declarados probados por el TSJA (los que se pretendieron consensuar para conseguir, al menos, una condena por prevaricación culposa), el ponente concibe un inaudito fundamento preliminar en el que reproduce lo que a su juicio y en síntesis, constituyen los hechos probados ya descritos, reconfigurándolos y alterándolos conforme a la intención de condenar por prevaricación dolosa, casualmente coincidiendo con los hechos que declaraban probados las versadas fuentes que estaban detrás de la nota de prensa publicada por las asociaciones representativas de la dictadura de género, justo después de retirar la acusación el fiscal del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía.


  Resulta insólito, otra casualidad sin precedentes, que los tres 10 magistrados que condenan no hayan respetado el pronunciamiento previo del orden jurisdiccional competente, cuando la cuestión ya ha sido resuelta por éste. En el presente caso no solo no lo respetan sino que incluso se atreven a corregir, criticar y censurar duramente a un órgano de la Jurisdicción Civil, la Sección segunda de la Audiencia Provincial de Sevilla, cuya actuación no enjuiciaban por vía de recurso.


  En su momento se destacó la absoluta carencia de rigor del recurso de casación planteado por la acusación, mi abogado se limitó a poner de manifiesto su evidente causa de inadmisibilidad. Resulta, pues, grotesco que se haya acogido un motivo de casación no invocado expresamente por la parte acusadora, reconociendo que había sido incorrectamente planteado, subsanándolo en perjuicio del reo. Precisamente el ponente remarca la exigencia estricta de los requisitos exigidos en los motivos de recurso de casación por infracción de ley en un pormenorizado libro que tiene publicado al respecto y que, en este caso, parece haber olvidado. De nuevo el Foro Judicial Independiente, en un comunicado destaca, esa verdadera tropelía del derecho de defensa y contradicción (precisamente el que se me acusa de atropellar por quienes me condenan), en un comunicado emitido el 16 de julio, en el que de forma contundente se afirma:


  
    No entendemos nada bien cómo los magistrados que le han condenado, han decidido, en una actuación insólita, reconstruir de oficio y contra reo los argumentos del recurso de la acusación, pese a reconocer literalmente que la impugnación de la acusación particular «no es del todo precisa» y unas líneas más adelante repetir que «no es precisa».

  


  El voto particular es todavía más duro y contundente:


  
    El condenado se limitó al impugnar el primero de los motivos de la acusación particular, sin adentrarse en otras cuestiones que ahora en la sentencia de la mayoría afloran como determinantes de la estimación del motivo. Aunque el marco contextual procesal es muy diferente, puede predicarse de un recurso extraordinario como es la casación, especialmente cuando el recurrido es la parte pasiva del proceso penal, las limitaciones que el TC impone en un recurso de amparo: el Tribunal no puede ni suplir los razonamientos del demandante; ni reconstruir de oficio la argumentación de la demanda.

  


  No se puede decir más claro, el ponente ha sido quien para dictar un pronunciamiento penal ejemplarizante (el que demandaba la dictadura de género) ha confeccionado el motivo de casación preciso a ese fin, convirtiéndose en juez y parte.[46] Otra vez la máxima de que el fin justifica los medios.


  Mas por si fuera poco, en una nueva manifestación del principio de excusatio non petita, accusatio manifesta, la Sección Segunda del Alto Tribunal emite un exótico y asombroso comunicado de prensa, justificando su decisión ante la opinión pública, alarmada por la desproporción e injusticia de la condena. Se pretende aclarar (casualmente la primera vez en la historia del Tribunal Supremo) los términos de una sentencia al margen de cualquier marco procesal y sin que ninguna de las partes legitimadas para interesar dicha aclaración lo hayan solicitado a través del marco procedimental previsto. De entrada, se ha de presuponer que la nota se presume que la emiten los tres magistrados que condenan y no los que disienten, mas al margen de ello, sin más extenderme, lo que resulta obvio es que esos tres magistrados que se han apartado de toda la anterior doctrina que ellos mismos han sostenido durante años, lo que deberían es haber aclarado las razones de su decisión a sus dos compañeros de sala, quienes en todos su argumentos han estado radicalmente disconformes; para esas aclaraciones existen las deliberaciones en los tribunales colegiados. Ante tal fracaso, diseñan una nueva y extraprocesal justificación de condena que pretenden hacer tragar como ruedas de molino a quienes legítimamente les critican.


  El proceso,[47] aún no ha concluido, pues la batalla por el hecho trivial del niño nazareno llegará a la sede del Tribunal Constitucional, y si fuera necesario al Tribunal Europeo de Derechos Humanos. Mientras, se han multiplicado las muestras de apoyo social, pues la sociedad no contaminada por la dictadura de género, no entiende otra intencionalidad en el juez condenado que la de salvaguardar el interés de un niño, reconociendo que en tal sentido obré a sabiendas, en cumplimiento de mi obligación de otorgar tutela judicial efectiva. Una obligación que, si me lo hubieran permitido, habría vuelto a atender. Lo cierto es que la condena, como se dijo, en realidad viene a confirmar la restauración en nuestro Derecho de un delito para la represión de pensamiento y conciencia de los señalados como disidentes al sistema y a modo de aviso a navegantes.


  Concluyo, con desencanto, dolor, frustración, desilusión y pena, puedo decir que hoy en día estamos ante un negro panorama, pues ya no estamos ante el jaque a la Justicia con el que en los años ochenta, nos advirtiera el magistrado del TS Adolfo de Miguel,[48] sino ante un auténtico jaque mate a su independencia, lo que supone la quiebra definitiva del Estado de Derecho, partiendo de que no es el Poder quien corrompe a los hombres sino los hombres quienes corrompen al Poder. La inmensa mayoría ha sido cómplice de ese resultado de descomposición y corruptela con su cobardía y silencio. Al menos, a mí me queda la satisfacción y orgullo personal de haber luchado por evitarlo. Mientras tenga aliento seguiré luchando por ello, pues nunca es tarde para recobrar la esperanza.


  Epílogo


  Después de todo me he de sentir bienaventurado por haber sufrido persecución por causa de la Justicia y por haber sentido hambre y sed de ella. Soy consciente de que este libro, que ha supuesto recopilar una enorme información, datos que me han servido en multitud de seminarios, jornadas y conferencias, suscitará polémica, pues habrá quienes elogien su valentía expositiva y habrá quienes lo critiquen, difamen y maldigan por ver en el mismo reflejadas las verdades que censura la dictadura que representan y defienden, sin importar los medios empleados en esa defensa. Sinceramente me da lo mismo, ya está bien de tanto fariseísmo antidemocrático, por eso si bien no pensaba que iba a disponer de tiempo para aglutinar toda esa información, ahora que me han permitido, a mi pesar, disfrutar de él, he querido y podido dedicar a ese esfuerzo las horas necesarias. Lo primero que he pretendido no es vencer ni siquiera convencer, sino, ante todo, abrir los ojos a la ciudadanía de otra realidad, abrir diálogo y debate, aportar otro punto de vista en el que la cuestión política ya no se centre en una posición de derechas o izquierdas sino en una posición de decencia o indecencia, de sensatez o insensatez. Después, convencer, en todo caso, a base de información no contaminada y limpia de bagajes doctrinarios y de carga ideológica, a una sociedad desorientada e ignorante, y vencer, con la fuerza de la razón, a una minoría fanática, oportunista, resentida y amparada en su inmunidad política, mediática y judicial.


  He sido sometido a una cruel persecución, un puro y duro linchamiento. Como cristiano, debo perdonar y no guardar rencor, pero como ciudadano que cree en la Justicia, me cuesta tolerar actuaciones que suponen un agravio a su imagen; por ello seguiré luchando como abogado y ciudadano libre sin las cadenas a las que he sido sometido como juez, pues lo cierto es que la profesión (además de mal pagada) se ha convertido en un ejercicio de máximo riesgo para aquellos jueces que no se someten a los programas que diseñan las dictaduras políticas que envilecen su independencia. Seguiré luchando por dignidad ante el Tribunal Constitucional y si fuera necesario ante el Tribunal Europeo de Derechos Humanos, por una dignidad que nunca he perdido, por una dignidad que constituye un sentimiento y valor que quizás no comprendan los que nunca la han conocido, y a los que no se puede explicar su sentido como no se puede explicar a un ciego de nacimiento los colores del arcoiris. Pese a su empeño, al margen de provocar injustamente dolor, sufrimiento y angustia a una familia, lo cierto es que esa chusma de intolerantes jacobinos y miserables que lo han pretendido y que han brindado por ello, han fracasado en su objetivo de aniquilar al enemigo de la dictadura. Un enemigo al que aparte de dignidad, como en el verso de Blas de Otero, aún le queda la palabra y al que, al final, ellos mismos, en su consustancial torpeza, han terminado convirtiendo, primero en mártir, y después en héroe de una sociedad que sigue esperando y necesitando el retorno del eterno Mío Cid; al respecto traigo a colación el romance, que me ha dedicado mi amigo del alma, que fuera compañero de Universidad, Jesús Calvillo Galisteo:


  
    
      
        
          	
            Sobre la España afilada


            se desangra la desgracia


            de los que tejen los hilos


            con que atrapan gente sana.

          
        


        
          	
            No tiene llanto el país


            para enjugar tanta saña.


            Nadie siente en su solar


            que su alma está prestada


            a quien quiere regalarle


            oídos a sus falacias.

          
        


        
          	
            Aún quedan hombres de bien


            aún le resta a nuestra Patria


            hombres que, cual Cincinato


            usan arado y espada.


            El arado entre sus manos


            y la espada es su palabra.

          
        


        
          	
            Aún nos quedan ciudadanos


            de los que, claros cual agua,


            saben llamar por su nombre


            cada cosa que nos pasa.

          
        


        
          	
            Pero no son tiempos, no


            en que convenga esta gracia.


            Que hay que torcer la Verdad


            y poder desfigurarla.

          
        


        
          	
            —¿De qué sirve la Verdad


            si ya no tiene abogada?—

          
        


        
          	
            «Siempre que llovió, escampó»


            —Se consuela sola el alma—


            que no tiene quien le auxilie


            para enjugar tanta rabia.

          
        


        
          	
            Pero no está solo quien


            al Señor tiene por Causa


            y sigue su misma senda


            y lleva su cruz callada


            y gallardamente: ¡No!

          
        


        
          	
            No son iguales las razas


            de quienes hacen bastión


            de su dignidad quebrada


            por esa mediocridad


            que hoy gobierna nuestra Casa.

          
        


        
          	
            No son iguales que aquel


            que en pesebre se arrellana


            y aguanta calladamente


            porque así el pan no le falta.

          
        


        
          	
            Yo conocí a un hombre bueno


            era joven, me ganaba


            en ser, poder, y saber,


            mi amigo en todo ganaba.

          
        


        
          	
            Y ganaba en tanto que,


            como es normal, destacaba.

          
        


        
          	
            NO se puede ser mejor


            que el resto de la manada


            porque aquí, Juan Salvador,


            por ser tal, cortan tus alas.

          
        


        
          	
            Naciendo está el Ave Fénix


            de las cenizas de su alma


            pues no le falta el amor


            ni el apoyo ni compaña.


            NO va solo este vasallo


            cuando marcha de la Casa


            que llaman de La Justicia


            y de «justicia» anda escasa


            porque es estrecha y tan «justa»


            que solo caben sus parcas.


            Las que entierran la Verdad


            con su Caronte y su barca.

          
        


        
          	
            NO va solo este vasallo


            que le sigue en su mesnada


            a riesgo de su condena


            gente como él, buena y sana.

          
        


        
          	
            Los que aún creen en Dios


            en la Verdad y en su Patria.


            Patria que llame al pan, pan,


            Patria que de la Verdad sea casa,


            Patria que sea de todos,


            que antes que Patria, sea casa


            donde todos tengan sitio


            su sitio donde cobijar sus almas.


            Todas iguales y libres.


            Todas veraces y sanas.


            Todas libres de ese miedo


            que nos roe las entrañas


            por temer decir en alto


            las cosas que tenemos claras.

          
        


        
          	
            No vas solo ¡Oh Mío Cid!


            Que muchos a estas horas del alba.


            Estamos sin poder dormir


            por hacer nuestra tu causa.


            Por hacer nuestro el dolor


            que a estas horas os embarga.


            Porque perdemos el sueño


            al ver medrar tanta rata.

          
        


        
          	
            No son cuarenta pendones


            los que a mi amigo acompañan.


            Que son multitud, legión


            y su estandarte es tu causa.

          
        


        
          	
            No les des el gusto, no,


            de derramar una lágrima


            aunque sé que el corazón


            por dentro se te desangra.


            Del Monte de Los Olivos


            en que tu causa desangra


            perlas carmesíes fecundas


            ínclitas de ubérrima raza


            ha de nacer el nuevo hombre


            porque lo vale su causa.

          
        


        
          	
            ¡Este vasallo no ha Señor


            porque le basta esa Causa!

          
        

      

    

  


  Concluyo con una frase del inmortal Ghandi, otro partidario de la paz, que también fue perseguido: Primero me ignoraron, después se rieron de mí, después me atacaron… entonces gané.
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    En 2006 publicó Guía Práctica sobre las reformas de Derecho de Familia junto a Eduardo Perdiguero y Joaquín Delgado (El Derecho Editores). En 2009 publicó en Almuzara Divorcio sin traumas.

  


  Notas


  
    [1] Extraído de un Tótem Tantra Nepalés: «Instrucciones para la vida». <<

  


  
    [2] Tras la derrota de Alemania en la Segunda Guerra Mundial se suicidó junto a su esposa, Magda Goebbels, después de que ésta hubiera matado a los seis hijos de ambos. Hoy en día, en España, ello se hubiera interpretado como un crimen más de naturaleza machista. <<

  


  
    [3] Los gulags eran centros que fueron mucho más que campos de trabajo para abastecer de mano esclava, también resultaron un formidable dispositivo de control que dirigía el NKVD, la policía política, pues además los campos funcionaron como lugares de castigo y reeducación (revista Historia y Vida, n.° 527). <<

  


  
    [4] Enric Carbó. Catedrático de Filosofía en la ponencia «Fundamentos epistemológicos y políticos del negacionismo del Síndrome de Alienación Parental». <<

  


  
    [5] En ocasiones son también las esposas y exesposas quienes han de acudir al rescate de denunciados que han mantenido relaciones esporádicas, o incluso sin haberlas tenido (a modo de una trágica atracción fatal con peor desenlace) con las denunciantes, o cuando éstas han pretendido encontrar en el divorciado o separado una forma de mejorar su propia calidad de vida, objetivo que trunca la voluntad del varón de concluir el idilio tan rentable a sus intereses, o cuando ellos no renuncian a su pasado, a sus hijos, pues algunas pretenden monopolizar la historia de sus vidas, heredando sus rentas y haciendas. Uno de esos dramas es el que cuenta Eduardo Ezquerra Martínez en su libro Que no te llegue lo que puedes soportar (Editorial Cultivalibros). <<

  


  
    [6] «Los cambios, la manipulación del lenguaje, la supresión del sexo, la construcción del género, pretenden la igualdad plena entre el hombre y la mujer y la negación de la naturaleza sustituida por la construcción social y cultural a fin de que la mujer deje de dar a luz, igualando al hombre en la no-maternidad y dejando a las técnicas biomédicas de reproducción humana la consecución de hijos si ello fuera deseado. (Cuestión ésta, por cierto, que llega a traducirse en la explotación de la mujer por la mujer como sucede en la India con la compra de madres de alquiler).


    En este contexto el papel de la Familia tradicional, trasmisora de un proyecto de vida en común, de la complementariedad de hombre y mujer, el don de los hijos y los valores de la vida se transforma, junto a la religión, en uno de los enemigos principales que la ideología de género debe batir». José Eugenio Azpiroz Villar, Diputado por Guipúzcoa del PP en su ponencia para la U.C.M. de 21 de mayo de 2010: «Ideología y Violencia de Género». <<

  


  
    [7] Recientemente se ha unido a ella su sucesora, Leyre Pajín. <<

  


  
    [8] Decía además Shulamith Firestone: «Lo que hace a la mujer un sexo oprimido es la maternidad, una servidumbre reproductiva determinada por la biología». «La familia es la causa de la existencia del tabú del incesto, el auténtico origen de la represión sexual percibida por el niño desde la infancia. Bastará por tanto con eliminar la familia biológica para eliminar el tabú del incesto, y en consecuencia inhibir los instintos reprimidos, o las pulsiones básicas de placer, que oprimen a los individuos y a la sociedad. La represión sexual precoz es el mecanismo básico en la construcción de las estructuras de poder, que sostienen la servidumbre política, ideológica y económica que sufren las mujeres» (Cita de Una revolución silenciosa. La política sexual del socialismo feminista, de Jesús Trillo-Figueroa). <<

  


  
    [9] Alicia Miyares en su obra Democracia Feminista, de 2003, ponía ya sobre el tapete los pilares de la asignatura «Educación para la Ciudadanía», como instrumento para la corrupción de menores:


    «El objetivo del reconocimiento, es decir, de la ideología feminista, es abatir la identidad sexual. Que la categoría de sexo deje de ser una categoría para definir la realidad.»


    «Esa educación debería impartirse mediante una asignatura oficial a la que el Estado no puede renunciar dejándola en manos de los padres, que en última instancia viene a ser una nueva educación sexual, para construir un nuevo modelo de ser humano indiferente sexualmente.»


    También párrafo citado en La ideología de género, de Jesús Trillo-Figueroa, pág. 204. <<

  


  
    [10] Jorge Corsi tiene discípulos en España desde hace varios años, el también psicólogo argentino Luis Bonino, íntimo amigo de Corsi y que imita sus prácticas, (vídeo: http://upnatv.unavarra.es/unes/bonino)


    Luis Bonino es el director del Centro de Estudios de la Condición Masculina (CESCOM) en la C/Montesa, 39 en Madrid, donde tiene talleres fundamentalmente para jóvenes, varones, como el PSIVAR financiado por la Unión Europea a través del proyecto Daphne 2002, programa que coordinó conjuntamente con su amigo Jorge Corsi.


    http://www.jerez.es/fileadmin/Documentos/hombresxigualdad/fondo_documental/Violencia_masculina/56.pdf


    Chema Espada Calpe, íntimo amigo de Lorente Acosta, hasta el punto que le adjudicó la gestión del teléfono de maltratadores que costó al Estado 625 000 euros: http://www.elmundo.es/elmundo/2011/05/09/espana/1304956840.html


    Chema Espada es cofundador de Rosa que te quiero Rosa: Asamblea de Gays, lesbianas y bisexuales de la UCM (Universidad Complutense).


    Más info: http://masculinidades.wordpress.com/resena-y-trayectoria/


    Erick Pescador Albiach. Sociólogo y sexólogo. Íntimo amigo de los citados: http://heterodoxia.wordpress.com/2012/03/24/red-de-hombres-por-la-igualdad-reunion-estatal-en-jerica-24-25-de-marzo-2012/


    Erick Pescador trabaja en colegios con niños desde 3 años a través del Proyecto Ulises de prevención de violencia desde las sexualidades y el genero: http://www.erickpescador.es/


    http://coordinadoradelmenorbaixmaestrat.blogspot.com.es/


    Oscar Guasch. Es autor de la trilogía de la sexualidad, una publicación compuesta por La Sociedad Rosa y considerado de referencia básico en etnografía del mundo gay. Su último libro, «La crisis de la heterosexualidad» presenta la heterosexualidad como un problema social grave, un problema que limita la vida de millones de seres humanos.


    Femando Villadango López. Granadino, sexólogo para variar e íntimo amigo de Luis Bonino y Chema Espada.


    Como todos, tiene su trabajos publicados en la web del ayuntamiento de Jerez: http://www.jerez.es/fileadmin/Documentos/hombresxigualdad/fondo_documental/Sexualidad_masculina/48.pdf. <<

  


  
    [11] Burrill, J. (2001). Parental Alienation Syndrome in Court Referred Custody Cases. Ed. Dissertation.com.


    Gardner, R. (2001). The Therapeutic Interventions for Children With Parental Alienation Syndrome. Creative Therapeutics, Cresskill, New Jersey.


    Clawar, S.S. 8c Rivlin, B.V. (1991) Children Held Hostage: Dealing with Programmed and Brainwashed Children. Chicago, Illinois, American Bar Association.


    José Manuel Aguilar Cuenca. Síndrome de Alienación parental. Editorial Almuzara. <<

  


  
    [12] El fraude de esta conferencia está muy bien documentado por el obispo auxiliar de Lima Mons. Óscar Alzamora Revoredo, en su informe «La ideología de género. Sus peligros y alcances» para la Comisión Episcopal de Apostolado Laical de la Conferencia Episcopal Peruana. Lima, abril de 1998. <<

  


  
    [13] Fuentes consultadas sobre SAP: José Manuel Aguilar Cuenca. Síndrome de Alienación Parental. Hijos manipulados por un cónyuge para odiar al otro. Editorial Almuzara, 2004.


    José Manuel Aguilar Cuenca. «El uso de los hijos en los procesos de separación: El síndrome de alienación parental». Revista de Derecho de Familia, 2005.


    Olga Suárez Herranz, fiscal en Cáceres. El derecho de los hijos a relacionarse con sus padres.


    Carlos Tovar. «Manifestaciones y expresiones de los niños afectados por alienación parental en estudios españoles. Una aproximación cualitativa al SAP».


    Tejedor Huertas A. «El Síndrome de Alienación parental: una forma de maltrato infantil». Cuadernos de Medicina forense, 2006. <<

  


  
    [14] La negación del SAP alienta a desobedecer e ignorar la jurisprudencia del TEDH, que tiene trascendencia constitucional por lo expuesto en el art. 10.2 CE que dice que «las normas relativas a los derechos fundamentales y a las libertades que la Constitución reconoce se interpretarán de conformidad con la Declaración Universal de Derechos Humanos y los Tratados y acuerdos internacionales sobre las mismas materias ratificados por España», por lo que si el CGPJ niega la existencia del SAP, reconocido por Estrasburgo como una vulneración al respecto de la vida privada y familiar que protege el art. 8 del CEDH, el feminismo institucional alentaría a desobedecer a la Constitución Española y el CGPJ alentaría a los jueces también a desobedecerla.


    La alienación parental no es un síndrome, ni psicológico ni relacional. Es una violación del derecho humano al respeto a la vida privada y familiar (entre otras muchas, la STEDH de 27 septiembre de 2011, Caso Diamante y Pelliccioni, c. San Marino; párrafos 52, 97 y 159).


    A diferencia de nuestro país, en México, el presidente del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal, Édgar Elías Azar, señaló que no se puede permitir que «se siga enfermando e intoxicando a un niño», en el marco de un proceso judicial entre los padres. Durante su participación en la presentación del libro «Alienación Parental», indicó que capacitarán a jueces para que detecten el «síndrome de alienación de los hijos», el cual se presenta cuando el padre o la madre pone a los niños en contra de quien no tiene la custodia, con la finalidad de impedir, obstaculizar o destruir sus vínculos con el otro progenitor, hasta hacerla contradictoria con lo que debería esperarse de su condición amorosa. Ciudad de México, 17 de abril de 2012 (Quadratín, México). <<

  


  
    [15] En el último informe «Mujeres y hombres en España 2010», del Instituto Nacional de Estadística (INE) y el Instituto de la Mujer (hecho lógicamente con «perspectiva de género»), en el cuadro «Número medio de horas efectivas trabajadas por las personas ocupadas», pág. 41, se concluye que los hombres dedicaron una media de 40,0 horas semanales al trabajo, mientras que en las mujeres esta dedicación fue de 34,0 horas a la semana, por lo que tal parece que además la diferencia salarial se debe a la diferentes cantidades de horas trabajadas, lo cual nada tiene que ver con una pretendida discriminación salarial. <<

  


  
    [16] En el programa de radio del 8 de marzo de 2011 en Punto Radio, en ocasión del día de la mujer, fue entrevistado el experto abogado laboralista Iñigo Sagardoy, presidente del prestigioso bufete Sagardoy y la Fundación Sagardoy dedicada a la formación de profesionales del derecho laboral que trabajan en la Administración.


    El abogado comenzó la entrevista asegurando que las mujeres están discriminadas laboralmente citando el informe de UGT que decía que las mujeres tienen que trabajar 418 días para ganar lo que un hombre en 1 año.


    A preguntas del periodista Rafael Cerro para que citase aunque fuera un solo caso de discriminación salarial por ser mujer, el abogado no pudo citar ninguno y finalmente tuvo que confesar que en realidad no conocía ninguno y que efectivamente hay veces que los estudios adolecen de cierto sesgo ideológico. <<

  


  
    [17] La LO 3/2007, tiene algunas cosas razonablemente buenas para la igualdad efectiva y otras nefastamente radicales y revanchistas:


    Invierte la carga de la prueba en las conductas discriminatorias, beneficia especialmente a las mujeres inmigrantes, niñas, discapacitadas, viudas y víctimas de violencia de género, olvidando a hombres inmigrantes, niños, discapacitados, viudos y hombres en exclusión social o víctimas de maltrato, fuerza a la paridad en los cargos públicos y listas electorales, obliga a introducir la variable de sexo en las estadísticas, obliga a revisar los planes de estudio, eliminando toda diferenciación sexual y destacando especialmente el papel de las mujeres en la Historia, obliga a la paridad en la oferta cultural y artística pública, obliga a la paridad en las empresas a la hora de adjudicar contratos públicos y subvenciones, vincula a los medios de comunicación, públicos y privados, y a la publicidad, con grave merma de la libertad de expresión, obliga a la paridad en la administración del Estado y las empresas públicas, obliga a no incrementar las primas de seguros médicos por razón de embarazo y parto (igualmente suprime la diferencia de trato con independencia del sexo, pero ha tenido que ser una reciente directiva de la CE la que obligue, a partir del próximo año, a que las primas de seguro de coches sean iguales para hombres y mujeres, que venían pagando menos desde hace muchos años), establece excedencias, licencias y permisos especiales por razón de violencia de género, solo para las mujeres, modifica bajo esta óptica no menos de 26 leyes, introduce «unidades de igualdad» en todos los ministerios y un Consejo de Participación de la Mujer, que se añadirá a la infinidad de órganos ad hoc que se vienen creando desde hace ocho años. <<

  


  
    [18] Se han iniciado ya por algunas Comunidades Autónomas los pasos en ese objetivo que conduce hacia un modelo de corresponsabilidad parental de reparto y distribución de los derechos y deberes derivados del ejercicio de la patria potestad sobre los hijos, desterrando el tópico de progenitor custodio, y responsable de su crianza, cuidado, atención y educación función encomendada por razones biológicas a las madres y, en su caso abuelas maternas, y el de progenitor visitador, papel tradicionalmente desempeñado y atribuido a los padres. Aragón ya ha aprobado ese modelo, también Cataluña, Valencia (pendiente de un recurso de inconstitucionalidad por cuestiones de competencia), Navarra, las Juntas Generales de Vizcaya, País Vasco por iniciativa popular y multitud de municipios están igualmente aprobando propuestas para alcanzar esos objetivos. A nivel nacional, se ha de destacar la moción el Senado presentada por el PP a través de SSª D. Manuel Altava Lavall, mas en el resto del territorio sigue primando un enfoque en el que se parte del carácter no preferente, incluso excepcional, del modelo de custodia compartida (art. 92 del Código Civil). <<

  


  
    [19] Recuérdese el caso del cruento asesinato de la ciudadana norteamericana Laura Cerna, en Sevilla en el año 2010, y juzgado en abril de 2012. <<

  


  
    [20] Una abogada de Zaragoza, al respecto, durante una conferencia en su ciudad, relató la defensa que tuvo que llevar de una prostituta a la que un energúmeno salvaje le dio una paliza y le destrozó la cara, porque no le complació sexualmente. En el Instituto de la Mujer le negaban a esa mujer las ayudas que se conceden a quienes se consideran víctimas de maltrato machista, porque el agresor no había tenido con ella relación alguna, salvo la puntual que le desfiguró el rostro. Ni a ella se la tenía por mujer maltratada, ni a él como machista maltratador. <<

  


  
    [21] Soledad Ruiz Seguín es perito mercantil y funcionaría en excedencia del Instituto Nacional de Empleo. Posee, asimismo, el título de Experta Socio-Laboral por la Universidad Nacional de Educación a Distancia (UNED), de Madrid, en la convocatoria 1997-99, y ha realizado diversos cursos en el ámbito de su especialización profesional, con especial atención a la formación en habilidades directivas y técnicas de trabajo en equipo. Ha ocupado diversos cargos de responsabilidad en la organización sindical Unión General de Trabajadores (UGT) desde su afiliación en 1985. En 1994, fue elegida Secretaria General de su provincia, siendo una de las dos únicas secretarías generales con las que contaba la organización en todo el estado. En 1996, pasa a ser elegida responsable de la Mujer en su organización a nivel nacional, cargo que ocupó hasta su nombramiento, en 2004, como directora del Instituto Andaluz de la Mujer. <<

  


  
    [22] El concepto «discriminación positiva» jamás se ha utilizado como medida de agravamiento penal, sino como medio de compensación social, se ha caracterizado siempre como una medida positiva, nunca como un castigo peor.


    Por ej., se abarata el abono de transportes a la 3ª edad porque la disminución de sus facultades para conducir, forzosamente les hace tener que elegir el transporte público para desplazarse y es una medida positiva el que paguen menos, debido también a que sus ingresos se reducen a sus exiguas pensiones, para compensar las más limitadas opciones a la igualdad de oportunidades para moverse libremente.


    Es discriminación positiva bien entendida, como siempre se ha hecho valer en la defensa de los derechos sociales.


    Lo absurdo sería penalizar a todo el resto de ciudadanos obligándoles a no utilizar el coche porque los mayores no pueden hacerlo, para asegurar una «igualdad geriátrica». Salvando las distancias, es más o menos lo que se ha hecho en España con la LO 1/2004.


    El mundo jurídico de todo el planeta mira atónito al legislador español, porque nadie se atrevió jamás a un disparate de este calibre.


    El aval constitucional por parte del TC a este disparate jurídico de transformar una medida positiva social en agravamiento penal, todavía sigue siendo la comidilla de los foros jurídicos de todo internet.


    Ello no existe en ninguna otra legislación del mundo actual. <<

  


  
    [23] Incluso se han producido acusaciones de maltrato psicológico ocasionado por telepatía. <<

  


  
    [24] A veces, los acontecimientos pueden variar, si en la recíproca agresión, la mujer va armada con un cuchillo, como sucedió en el incidente relatado por el Diario de Levante, en su edición de 10 de abril de 2012: «La Audiencia de Castelló ha ratificado la condena de tres años y seis meses de prisión a los dos miembros de una pareja por agredirse mutuamente. La mujer recibió empujones, guantazos y agarrones por parte de su compañero sentimental, mientras que éste sufrió varias puñaladas en distintas partes de su cuerpo. Según el relato de hechos probados que consta en la sentencia, los hechos ocurrieron en mayo de 2011, cuando ambos iniciaron una discusión que culminó en una agresión mutua y por la que han sido condenados como autores de un delito de lesiones.


    Además de la pena carcelaria, el tribunal impone a ambos la prohibición de acercarse al otro a menos de 300 metros y la imposibilidad de comunicarse por cualquier medio durante cinco años. En el caso de la mujer, la condena a pagar a su entonces pareja la cantidad de 1740 euros por las lesiones causadas y otros 1000 euros por el perjuicio estético y las secuelas derivadas de la agresión con la navaja». <<

  


  
    [25] Esa asimetría y desigualdad, en contra del principio de igualdad de armas procesales consustancial al derecho de defensa, justifica la creación, en los Colegios de Abogados, de un turno especial del turno de oficio para la defensa de mujeres maltratadas, turno excluyente que no se hace extensivo a la defensa del varón denunciado. <<

  


  
    [26] Se escriben estas líneas a primeros de abril del año 2012. <<

  


  
    [27] La custodia compartida, como se expuso, está implantada en todo nuestro entorno de cultura occidental, rigiendo como modelo preferente de corresponsabilidad parental en Francia, Reino Unido, Bélgica Italia, República Checa y en la práctica totalidad de los estados que integran los EEUU. En algunas legislaciones, California y Noruega, se encuentra expresamente previsto que se entregue automáticamente la custodia al progenitor denunciado cuando se demuestre la falsedad de la denuncia presentada por parte del otro, habiendo obedecido la misma a la finalidad de apartarle del menor: Cristina Chárlez Aran. Ponencia «Custodia Compartida y Mediación Familiar» en IV Congreso Internacional SAP y Custodia Compartida, en Valencia, marzo 2012. <<

  


  
    [28] Sobre dichos aspectos incidí con profundidad en el libro Un divorcio sin traumas (Editorial Almuzara, 2009). <<

  


  
    [29] Lo cierto y verdad es que muchos patrones de conducta sexista han ido disolviéndose, cuando la mujer ha ido superando complejos e inhibiciones sexuales, retomando la iniciativa en ese terreno, y cuando la mujer ha entrado en sectores reservados hasta ahora al sexo masculino, como, por ejemplo, integrándose en unidades de combate del ejército. De hecho, el peor prejuicio sexista, ya desaparecido, que habría de haber repugnado a ese enfoque de igualdad de género, era la intolerable existencia del servicio militar obligatorio masculino.


    Lo que no se ha planteado es si dentro de esos estereotipos a erradicar se encontrarían las denominadas reglas de cortesía, caballerosidad y galantería, a las que indudablemente muchas mujeres no estarían dispuestas a renunciar. <<

  


  
    [30] Como dice Warren Farrell «Pay is about the power we forfeit to get the power of pay». Es decir, el hombre pierde el poder sobre si mismo por alcanzar ese poder de «yo soy el que paga» con que se construye la imagen de la masculinidad para hombres y mujeres (si no tiene dinero, ¿qué mujer va a querer estar con él?). Se habla d los cuidados compartidos, de hombres que están emocionalmente disponibles, pero estas bellas tareas son un además (no alternativa) al rol fundamental —y todavía incuestionado— del hombre como de «ganador de pan» (extraído del Blog de Enric Garbó en comentarios al congreso sobre «Masculinidades y equidad: investigación y activismo» de los autodenominados «hombres por la igualdad»). <<

  


  
    [31] Esa justificación, naturalmente, es de cara a la galería mediática, puesto que lo que, en verdad, se pretende defender y amparar, no es a esas mujeres que sufren el riesgo de sufrir maltrato, sino conservar las prerrogativas y privilegios obtenidos por quienes han impuesto sus planteamientos ideológicos. <<

  


  
    [32] Más aun tras conocer que en el consejo de redacción de ese diario están integrados radicales de género como la profesora de Derecho Constitucional Blanca Rodríguez Ruiz que se atrevió a recriminar la organización en el Paraninfo de la Universidad Hispalense de Sevilla de una jornadas organizadas por la Plataforma Ciudadana por la Igualdad y la Asociación de jueces Foro Judicial Independiente, el 14 de junio de 2012, y en las que participaban catedráticos, magistrados, diputados y senadores, entre otros ponentes, porque a su juicio se iba a denigrar el concepto de feminismo que ella defiende. Un crítica que, como suele ocurrir, publico en El Correo de Andalucía el 17 de junio, pese a que ella ni se dignó asistir a esas jornadas. <<

  


  
    [33] De la novela de Jean M. Auel, titulada Las llanuras del tránsito y a la que se hizo referencia al final del primer capítulo de este libro. <<

  


  
    [34] Al respecto es reiterada doctrina del TEDH y del TC, conforme a la cual «los jueces y magistrados, en cuanto ciudadanos, gozan del derecho de expresar libremente sus ideas y opiniones, sin perjuicio de los deberes de discreción y reserva que deben observar cuando éstas guardan relación con los asuntos sometidos a su jurisdicción». <<

  


  
    [35] Todo lo que se relata está documentalmente acreditado en los autos, y corroborado por el testimonio de todos los testigos. <<

  


  
    [36] Ese proceso penal se encuentra suspendido pues el juez que había de juzgar elevó una cuestión prejudicial ante el Tribunal de Justicia de la Unión Europea, puesto que el letrado pretendía en ese juicio defenderse a sí mismo. La acusación particular, como resultaba lógico, consideraba que «debe darse prioridad a los derechos de las víctimas, la ex esposa y la hija del acusado, derechos que se verían vulnerados de manera grave si se permitiera que el acusado pudiera interrogarlas como letrado directamente en el acto del juicio, lo que daría lugar a una segunda victimización» (ABC, Sevilla, 24 de diciembre de 2011). Paradójicamente, en este caso, las asociaciones autodenominadas feministas, no han demostrado ningún reparo, ni han emitido ningún comunicado a favor de esa mujer víctima de maltrato. Reacción característica de quienes se someten al principio de que el fin justifica los medios, aunque el medio suponga dar la espalda a los propios pilares de su ideología, amparando, en todo caso, la actuación de quien sirve a sus propósitos materialistas.


    Al margen de esa causa penal, a finales del año 2011 se hizo pública la noticia (ABC de Sevilla, 19 de diciembre de 2011) de que ese letrado había sido detenido por resistencia, desobediencia y atentado a agentes de la autoridad. También se ha de significar que ese letrado es conocido en el ámbito judicial sevillano por utilizar la estrategia de amenazar con presentar querellas a jueces, fiscales y secretarios, en cuanto que, según su particular juicio, no se le da la razón. De las presentadas, la única que ha pasado de la fase de admisión ha sido la interpuesta contra el polémico juez Serrano. <<

  


  
    [37] En una página integrista «Plataforma Luna» al respecto aparecía publicado lo siguiente el 22 de octubre de 2010, coincidiendo con la fecha de admisión de la querella: «Lejos de opinar como el CGPJ, a quien le llegó la denuncia interpuesta con anterioridad, según su propio saber y entender, el TSJA se desvincula así de la ideología que manifiesta el juez Serrano». Y continuaba: «Animo a todas las personas que sean víctimas de Serrano lo denuncien ante la Fiscalía o al TSJA, mientras más denuncias sean más pronto lo retirarán, al menos, de lo que familia se refiere. Solo tienes que hacer un escrito y enviarlo por correo certificado a la Fiscalía y te aseguro que se abren diligencias». Es tanta la soberbia y sentimiento de impunidad de la dictadura de género, que ya no tienen reparos ni en quitarse la careta y poner en evidencia sus estrategias y verdaderas intenciones. <<

  


  
    [38] En esa causa se acusaba a una juez de haber omitido el preceptivo trámite de audiencia a un hombre acusado de maltrato a la hora de acordar una medida de alejamiento. El diario El Mundo se hizo eco de la noticia. <<

  


  
    [39] Cuando remito el original de este libro a la editorial, aún no he presentado la correspondiente denuncia por tales hechos. De esa denuncia, sin ningún género de dudas, y no en base a meras sospechas y suposiciones, se podría desprender la existencia de la connivencia realmente subyacente que buscaba mi defenestración profesional. <<

  


  
    [40] Con el permiso de mi compañero previamente condenado, en su caso en firme, Fernando Ferrín Calamita, en cuyo proceso existió el reproche de que, a juicio de los que le juzgaron, su decisión, calificada como prevaricadora, vino predeterminada por sus profundas convicciones religiosas. <<

  


  
    [41] Lo que es peor es que la ideología por la que he sido perseguido ha sido la de la defensa de derechos, principios y valores que constituyen los pilares de nuestra democracia, lo que resulta detestable para la dictadura que está minando y socavando sus cimientos. <<

  


  
    [42] Tribunal Supremo, Sala Segunda de lo Penal, Sentencia de 1 de julio de 1993: «No puede, por consiguiente, condenarse a nadie si éste no tiene un conocimiento previo de la imputación que se le hace; incluso si las penas impuestas son iguales o inferiores a las que fueron objeto de la acusación, a menos que los delitos sean homogéneos.


    »Y claro es que no son homogéneos el delito doloso y el culposo, como enseñó la sentencia de esta Sala de 22 de marzo de 1991.


    »Quien es acusado de un delito doloso dirige, en su caso, su defensa a demostrar la inexistencia del mismo, y si después resulta condenado por el mismo delito en su modalidad culposa quedó, sin duda, indefenso porque nada pudo argumentar en este orden de cosas». <<

  


  
    [43] De hecho, no ha existido un solo juez en España, ni en Europa, condenado por prevaricación culposa, por lo que esa primera condena equivaldría a reconocer que mi decisión habría supuesto el mayor error, habría sido la más absurda, esperpéntica y extravagante de la historia judicial de nuestro país. Sinceramente visto algunos significados antecedentes, lo que resulta incomprensible es que se haya podido llegar a tan pintoresca conclusión. <<

  


  
    [44] La sentencia condenatoria la firman los Sres. Andrés Martínez Arrieta, Juan Saavedra Ruiz y Perfecto Andrés Ibáñez. El voto particular lo suscriben los Excmos. Sres. Francisco Monterde Ferrer y Antonio del Moral García. <<

  


  
    [45] Así lo define el ponente en su libro dedicado al recurso de casación y revisión penal. <<

  


  
    [46] Casualmente el presidente del TSJA al ser preguntado por esa sentencia del TS, vino a reconocer que no podía opinar sobre la misma porque había sido, literalmente, juez y parte en el asunto. <<

  


  
    [47] Un proceso en el que, como dijera Groucho Marx, ha de llamar la atención la casualidad de que se hayan dado tantas casualidades. <<

  


  
    [48] En el libro que lleva como título esa advertencia. <<
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